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PREFACIO
 

Las ciencias sociales de la postguerra definie­
ron los problemas del desarrollo como su preocu­
pación central. En el inicio de ese período el 
problema se nos presen tó como el tránsi to a una 
sociedad moderna. Antes se hablaba de progreso 
y después de crecimiento económico. Es evidente 
en todo este largo período que se trata de un tema 
que trasciende cualquier especialidad y que en los 
problemas del desarrollo económico hay determi­
nantes culturales, políticas y psicosociales de la 
mayor importancia. 

Por ello y por otras razones, la actual crisis no 
solo es de naturaleza económica. Su irrupción 
activó en muchas sociedades rasgos del atraso 
que parecían olvidados. Los efectos sociales de la 
crisis no guardan paralelo por su magnitud, con 
las causas económicas strietu 8e~8u·.·Aún' 'más; 
parece como si la llamada sociedad tradicional, 
fuera de escena durante muchos años, hubiese 
vuelto y se estuviera apoderando de pedazos de 
modernidad. Los retrocesos sociales tienen la di­
mensión de un retorno al pasado que ningún indi­
cador puede reflejar. Las pérdidas sociales o 



culturales subrayan aún más las injusticias del 
orden social y vuelven penoso el retorno a la 
normalidad. 

Los trabajos aquí reunidos se preocupan por el 
desarrollo econ6mico como desarrollo social. Y 
éste, como un proceso que no debería distanciarse 
de cierta justicia distributiva. En algunos ensa­
yos, el dilema es el ajuste expansivo con estabili­
dad y que al mismo tiempo comparta costos y 
ganancias por igual. Otros reflejan más directa­
mente la incertidumbre que acompaña la cons­
trucci6n de la democracia en el marco de políticas 
sociales debilitadas. Posiblemente desde la políti­
ca, como estrategia concertada, se podrá poner el 
poder al servicio del cambio. Hay en esto una cier­
ta convicción de que la equidad social tiene un 
basamento político. Y un escenario democrático. 

Con ocasión del Cuarenta Aniversario, la CE­

PAL celebró un Seminario Latinoamericano reali­
zado en la ciudad de San José, Costa Rica 
(18-19-20 de Noviembre de 1988) que abordó es­
tos problemas en diversas 6pticas nacionales y 
regionales. Se reunen aquí, trabajos de expertos 
de las organizaciones patrocinantes, así como de 
académicos y expertos de otro origen. Algunos de 
estos trabajos aparecieron en la Revista de la 
CEPAL. 

El debate está abierto. La dificultad mayor 
reside en el poco conocimiento del camino a se­
guir. En la incertidumbre de las herramientas a 
utilizar. Y quizá todo este conjunto de problemas 
lo son aún más porque el tiempo apremia. Que sea 
este conjunto de reflexiones una contribución al 
debate. 

ADOLFO GURRIERI EDELBERTO TORRES-RIVAS 
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INTRODUCCION 

l.	 Desarrollo económico 
y desarrollo social 

En años recientes se ha vuelto a manifestar 
una gran preocupación por los aspectos "sociales" 
o "humanos" del desarrollo» que se ha visto refle­
jada en diversas reuniones y publicaciones desti­
nadas a este tema." La causa más evidente que 
explica el resurgir de esta preocupación es el muy 

1.	 En el ámbito de lal Nacionel Unidal ae han producido 
durante 1988, entre otrol, 101 liguientel: Committee for 
Development Planning, Human Relourcel Development: 
A Neglected Dimenlion of Development Strategy, Uni· 
ted Nationl, New York, 1988; Economic and Social Com­
minion for Asia and the Pacific (EIlCAP), Jakarta Plan 
of Action on Human Relourcel Development in the ESCAP 

region, Jakarta, abril de 1988; Economic Commillion for 
Africa, The Khartoum Declaration. Towardl a human fo· 
cUled approach to locioeconomic recovery and develep­
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elevado costo social que provoca la crisis actual, 
expresado sobre todo en el agravamiento del de­
sempleo y el subempleo, la caída de los salarios 
reales, el aumento de la pobreza y el deterioro 
de los servicios sociales. En los documentos cita­
dos se advierte que dicho costo social en parte ha 
sido provocado por las políticas con que se ha 
intentado enfrentar la crisis, las que no habrían 
otorgado a los aspectos sociales la debida impor­
tancia. No se trata sólo de las conocidas conse­
cuencias de la aplicación de políticas recesivas 
para recuperar y mantener los equilibrios mo­
netarios, fiscales y de balance de pagos, sino 
también de una excesiva dedicación al desarrollo 
económico, a la expansión de la oferta de bienes 
y servicios, en desmedro de una preocupación di­
recta por el mejoramiento de las condiciones de 
vida de la población. 

En realidad, lo que se está poniendo en debate 
nuevamente es la relación entre desarrollo econó­
mico, entendido como la expansión del producto y . 
del ingreso por habitante, la distribución de los 
mismos y el desarrollo social, referido al mejora­
miento de las condiciones de vida de la pobla­
cién ." Tal debate es, por cierto, muy an tiguo y no 
se limita al ámbito académico sino que también 
penetra en el político; como es sabido, los parti ­
dos colocados a la derecha del espectro político 

ment in Africa, Khartoum, marzo de 1988, y The Amman 
Statement, formulado en la reunión sobre "Development: 
The Human Dimension" organizada por el UNDI' y la 
Nortb-South Round Table of tbe Society for Internatio­
nal Development, Amman, Jordain, septiembre de 1988 . 

• 
2.	 Véase en especial, Committee for Development Planning. 

oo.cit .. , pp. 17 Y siguientes. 
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ponen énfasis en el crecimiento y los situados a 
la izquierda acentúan la distribución. En el terre­
no de la economia, la creencia general en la pri ­
mada del desarrollo económico ha sido criticada 
muchas veces, aunque pareciera que no ha perdi­
do todavia su liderazgo intelectual. En el ámbito 
más restringido de la evolución del pensamiento 
cepalino, dicha primada fue sostenida sin discu­
sión hasta fines de los años cincuenta; a partir de 
all se puso cada vez más en evidencia que elí 

desarrollo económico no producía las consecuen­
cias distributivas esperadas y que resultaba im­
prescindible revisar las hipótesis relativas a la 
"diatribución del progreso técnico y sus f'rut.oe". 3 

La preocupación por los aspectos distributivos se 
ha mantenido hasta hoy y gran parte del esfuerzo 
intelectual de la institución se ha orientado a 
explicar la naturaleza y dinámica de la modalidad 
de crecimiento "concentradora y excluyente", y a 
proponer estrategias que permitan superarla. 

En los años setenta contribuyeron a estimular 
esta polémica, entre otros, los escritos del Banco 
Mundial, en especial los de Ahluwalia y Chenery 
centrados en torno a la idea de ·redistribución 
con crecimiento·, y las propuestas estratégicas de 
la OIT sobre satisfacción de las necesidades bási­
cas." En este sentido, cabe recordar la sugerencia 

3.	 Ello se refleja claramente en los trabajos de la época. 
Véase, por ejemplo: R. Prebisch, Hacia una dindmica del 
desarrollo latinoamericano, Fondo de Cultura Económi­
ca, Mé:lico, 1963 y A. Pinto, "Concentración del progre­
so técnico y sus frutos en el desarrollo latinoamericano", 
en Inflación, Ratees Estructurales, Fondo de Cultura 
Económica, Méaico, 1973. Véase también, Armando Di 
Filippo, Desarrollo y desigualdad social en Aml1rica La­
tina, Fondo de Cultura EconÓmica, Méaico, 1981. 

4.	 H. Chenery (y otros>, Redistribution with growth,Oa­
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de los primeros de no utilizar el crecimiento del 
producto o del ingreso por habitante como objeti ­
vo principal del desarrollo, o como medida de su 
éxito o fracaso, y sustituirlo por un índice que 
ponderara el aumento del ingreso en los diferen­
tes estratos (dando mayor peso al de los estratos 
más bajos) y asumir como objetivo principal la 
maximización del ingreso así calculado. 

En años recientes, se ha difundido mucho la 
propuesta de A. Sen6 de que el desarrollo debe ser 
visto como un proceso que expande el conjunto de 
bienes y servicios de que una persona puede dis­
poner usando todos sus derechos y oportunidades 
(entitlements) y lo que esa persona puede o no 
hacer mediante ellos (capabilities). A su juicio, 
la expansión de la oferta de bienes y servicios no 
basta por sí sola y debe ser evaluada por su efecto 
sobre el progreso humano, en aspectos tan impor­
tantes como la esperanza de vida, la nutrición, la 
salud, la dignidad y la autoestima, y el desarrollo 
personal. No niega la importancia de ampliar la 
oferta de bienes -por ejemplo, la existencia de 
alimentos es una condición necesaria para nutrir 
a una población hambrienta- pero en última ins­
tancia lo que importa es el poder de disposición 
que poseen los miembros de todos los estratos 
sociales sobre dichos bienes. 

La argumentación de todos aquellos que po­
nen en duda la primacía del desarrollo económico 
encuen tra un apoyo considerable en el examen 

lord Univer8ity Pre88, London, 1974. Organización In­
ternacional del Trabajo, Employment. ineomes and equa­
lity: A 8trategy for increaBing production employment in 
Kenya, Ginebra, 1972. 

5.	 Amartya Sen, Resoureee, ualueB and deuelopmen t, Har­
vard Univer8ity Pre88, Cambridge, 1984, capitulo 19. 
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comparado de la evolución económica y social de 
los países a nivel mundial. Dicho examen pone en 
evidencia que existe una relación positiva entre 
el nivel de ingreso por habitante y los niveles 
alcanzados en indicadores tales como esperanza 
de vida al nacer y mortalidad infantil; pero tam­
bién demuestra que existen grandes desfasajes 
entre ellos. Por ejemplo, China y Sri Lanka tienen 
una esperanza de vida al nacer que es semejante 
a la de México, Corea del Sur y Brasil, aunque el 
producto por habitante de estos últimos países 
es entre cinco y siete veces mayor que el de los 

• 6primeros. 

Estas notables diferencias se explican sobre 
todo por la desigualdad en la distribución de los 
frutos del desarrollo (CEPAL) o de las capacidades 
de disposición (Sen) en los diferentes estratos 
sociales. Además, las variaciones de dicha deai­
gualdad no están determinadas por la evolución 
del ingreso por habitante,-como supuso Kuznets­
sino que derivan sobre todo de factores estructu­
rales que, a su vez, son en gran medida el resul­
tado de las estrategias de desarrollo segutdas." 
En otras palabras, aún en situaciones como la de 
muchos países de la región, caracterizadas por el 
bajo nivel de desarrollo relativo y las restriccio­
nes de la crisis existen opciones abiertas a la 
política de los gobiernos, que podrían mejorar 
-mucho más y en menos tiempo que otras- las 
condiciones de vida de la población. Al con trario 

6.	 Ibidem, pp. 495/496. 

7.	 Edman Bacha, 10Mb allé de la curva de Kuznets: naci­
miento y cambios en las desigualdades", en Oscar Mu­
ñoz, (Comp.). Distribución del Ingreso en Aml!rica 
Latina, El Cid Editor, Buenos Aires, 1979. 
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de lo que afirma la sabiduría convencional, -de 
que en las crisis económicas sólo cabe apretarse 
el cinturón- es en tales circunstancias que tiene 
mayor pertinencia la discusión de las opciones de 
desarrollo y dicha discusión debiera partir del 
convencimiento de que, al menos, importa tanto 
el crecimiento económico como la distribución de 
sus frutos, la expansión global de la riqueza y el 
ingreso como el mejoramiento de las capacidades 
humanas. 

El resurgimiento reciente de la preocupación 
por el desarrollo social no ha sido acompañada en 
muchos casos por una interpretación adecuada de 
las causas que provocan los problemas que afec­
tan al mismo y de propuestas de acción coheren­
tes con dicha interpretación. En efecto, existen 
en la actualidad muchos ejemplos de propuestas 
de desarrollo social que se limitan a los servicios 
sociales, olvidando el hecho fundamental de que 
la desigualdad en el acceso a dichos servicios es 
sólo una parte, y quizá no la más importante, de 
la desigualdad global. 

Si la desigualdad existente en las condiciones 
de vida de la población se explica en gran medi­
da por factores estructurales ligados a las formas 
históricas predominantes de desarrollo seguidas, 
toda propuesta que procure modificarla debe to­
mar en cuenta dichos factores. En términos con­
cretos, ello significa que la discusión sobre las 
opciones de desarrollo social debe necesariamen­
te entrar en el tema de la transformación de la 
estructura productiva -idea sobre la que giran 
las opciones actuales de desarrollo económico­
porque la orientación de esta última tendrá con­
secuencias decisivas sobre el futuro desarrollo 
social. La preocupación por la equidad que ani­

16 



ma al "desarrollo humano" no puede restringirse 
a los servicios sociales sino que debe penetrar 
también en las propuestas relativas al desarrollo 
económico. 

2.	 Una clasificación tentativa 
de las propuestas 

El objeto de este ensayo consiste en presentar 
en pocas páginas algunas de las principales pro­
puestas actuales acerca de cómo orien tar el de­
sarrollo social a largo plazo. No es tarea fácil; 
además, su resultado será siempre insatisfactorio 
ya que en el proceso de sintetizarlas y clasificar­
las las propuestas pierden parte de su riqueza, y 
la necesaria estilización conceptual de las mis­
mas puede terminar en caricatura. 

A pesar de esos peligros, en este ensayo se 
propone una división principal de las propuestas 
en dos grandes categorías: a) las centradas en 
torno a las consecuencias sociales de la transfor­
mación de la estructura productiva; y b) las que 
sugieren una reorientación de la política social. 
Tal división requiere algunas precisiones. 

Por un lado, la misma es producto de un sesgo 
académico; los economistas suelen inclinarse por 
la primera y los sociólogos por la segunda, con un 
terreno compartido que contiene las políticas de 
empleo e ingreso. Naturalmente, una propuesta 
completa debe abarcar ambas categorías, y de 
hecho así sucede en algunos casos. Si se ha prefe­
rido mantener la división ello se debe a que es 
probable que favorezca el tratamiento de los mu­
chos temas incluídos en ambas. 

17 



Por otro, ¿por qué incluir la transformación 
productiva entre las propuestas dedicadas al de­
sarrollo social? Como ya se dijo, sería imposible 
no hacerlo, dada la influencia decisiva que la pri ­
mera tiene sobre el segundo. El tratamiento inte­
grado de ambos procesos no es una preferencia 
metodológica sino una exigencia de la realidad. 

Finalmente, dentro de cada una de dichas 
áreas de política existen diferentes propuestas u 
opciones, que expresan maneras diversas de con­
cebir la transformación productiva y la reestruc­
turación de la política social. En ellas se ponen 
de manifiesto las preferencias doctrinarias, las 
visiones del pasado y del presente y sus proble­
mas, los futuros que se consideran deseables y 
viables, y los obstáculos que deben vencerse para 
lograrlos. El examen de los aspectos teóricos y 
prácticos de dichas opciones, ya importante en la 
actualidad, constituirá sin duda uno de los obje­
tos centrales del análisis de la ciencia social en 
los años venideros. 

11 

LAS CONSECUENCIAS SOCIALES
 
DE LA TRANSFORMACION
 

DE LA ESTRUCTURA PRODUCTIVA
 

l.	 Ajuste estructural 
y transformación 
de la estructura industrial 

Muchas de las propuestas acerca de cómo im­
pulsar el desarrollo social a largo plazo asignan 
una importancia decisiva al desarrollo económi­

18 



ca, y las principales propuestas sobre c6mo recu­
perarlo de manera estable giran en torno a la idea 
de transformaci6n de la estructura productiva 
industrial. 

Existe una polémica abierta acerca de las con­
secuencias sociales que produjo el desarrollo in­
dustrial en la regi6n.Según algunos8,el desarrollo 
industrial entre 1950 y 1980 tuvo un desempeño 
exitoso en la absorci6n de empleo produtivo, si se 
toma como base de comparaci6n lo sucedido en los 
países de desaerollo originario, aunque dicho de­
sempeño habría sido opacado en parte por el muy 
alto crecimiento de la poblaci6n econ6micamente 
activa urbana. Según otros los aspectos positivos 
de tal desarrollo no deberían oscurecer los nega­
tivos. e Entre ellos se destaca que no ha sido ca­
paz, en general, de dinamizar al conjunto de la 
economía, superar los problemas sociales (o sea, 
dar empleo productivo y mejorar las condiciones 
de vida de la poblaci6n en la medida necesaria), y 
colaborar decisivamente en la soluci6n del perti ­
naz desequilibrio comercial externo. Mirando ha­
cia el futuro, se afirma que con su estructura 
actual no podría enfrentar con éxito las nuevas 
condiciones de la economía internacional caracte­
rizadas por el acelerado cambio tecnol6gico exis­
tente en los países centrales. Esta somera lista 
de algunas de las falencias importantes que se 
le atribuyen a la estructura industrial existente 
puede dar la err6nea impresi6n de que los insatis­

8.	 PREALC, Ajuste y deuda social. Un enfoque estructural, 
Santiago de Chile, 1987. 

9.	 Esa ha sido en general la posición de la CEPAI.. Entre 
los ensayos mAs recientes véase por ejemplo, CEPAL, La 
inüistrualieacíán en Amüica Latina: Evolución y pers­
pectivas, 1./ILC/K.662>, Santiago de Chile, 1988. 
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factorios resultados sociales representan sólo 
una de las facetas de ese proceso; en realidad no 
es así ya que la escasa fuerza dinamizadora de la 
estructura industrial y su incapacidad para con­
tribuir a solucionar los problemas externos son 
vistas como causas que le han impedido lograr el 
objetivo central de dar empleo productivo y mejo­
rar las condiciones de vida. O sea, se resalta su 
incapacidad para impulsar el desarrollo social. 

Ambas apreciaciones de las consecuencias so­
ciales del desarrollo industrial adolecen de los 
defectos de toda proposición general aplicada a 
un universo heterogéneo como el formado por los 
países latinoamericanos. De todos modos, los dos 
puntos de vista concuerdan en que el tipo de de­
sarrollo industrial seguido agravó el desequili­
brio exterior, lo que se expresa claramente en el 
creciente aumento entre 1960 y 1981 del déficit 
comercial en productos manufacturados; aunque 
cabe subrayar la excepción de Brasil. 

La diferente evaluación del desempeño pasado 
del proceso industrial influye de manera impor­
tante en las propuestas de transformación de su 
estructura. En efecto, si se considera que su de­
fecto principal radica en su incapacidad para so­
lucionar el desoquilibrio exterior, es natural que 
se ponga el acento en una transformación orien­
tada a enfrentar este problema; es decir, en un 
"ajuste estructural" orientado a la promoción de 
exportaciones y a la sustitución de importaciones 
industriales. De ese modo contribuiría a superar 
la vulnerabilidad externa, que constituye uno de 
los obstáculos más importantes para un desarro­
llo económico sostenido, sobre todo ante la drás­
tica reducción actual del financiamiento externo. 
Según este punto de vista, si se lograse este desa­
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rrollo sostenido se habrían establecido las bases 
duraderas de una solución estructural al desa­
rrollo social. 

Por el contrario, si se piensa que el desarrollo 
industrial, además de su falencia externa, tuvo 
responsabilidad importante en la persistencia de 
los problemas in ternos mencionados, debe propo­
nerse una transformación que abarque también la 
solución de éstos. En éstos casos, las propuestas 
procuran combinar una mejor y más amplia inser­
ción en el mercado internacional con el desarrollo 
del mercado interno; expandir la base empresa­
rial de modo que las empresas medianas y pe­
quedas puedan acompañar el desarrollo de las 
grandes; y, sobre todo, mejorar la articulación 
económica y social interna, lo que significa que el 
desarrollo industrial debe integrar a las regiones 
y estratos sociales excluídos. Estas medidas, en­
tre otras, ponen de manifiesto el interés de esta 
segunda propuesta por insertar en el núcleo mis­
mo de la transformación productiva industrial 
aspectos que se vinculan de manera directa con 
el desarrollo social. Si la primera espera que el 
nuevo desarrollo industrial impulsado por el ajus­
te estructural arrastre al desarrollo social la se­
gunda pretende que éste último esté inserto en la 
transformación productiva misma. 

Además de sus diferencias, ambas propuestas 
de transformación productiva presentan también 
semejanzas en varios aspectos importantes. En­
tre otros, destaca el énfasis puesto en el incre­
mento de productividad y en la incorporación de 
progreso técnico sobre todo en las ramas más 
dinámicas; la necesidad de aumentar la competi­
tividad internacional y reducir el excesivo pro­
teccionismo; el mejoramiento de la capacidad 
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empresarial; Ia realización de un enorme es­
fuerzo de inversión vinculado a un cambio en los 
patrones de consumo orientado a una mayor aus­
teridad; la ampliación y profundización de la 
innovación y el aprendizaje tecnológico, lo que 
requiere cambios en Jos sistemas educativos yen 
los de investigación y desarrollo; la necesidad 
de desarrolJar un marco institucional apropiado 
donde Jos sectores público y privado armonicen 
sus actividades; y el establecimiento de acuerdos 
políticos que hagan posible una transformación 
de esta envergadura. 

2. Transformación productiva 
y transformación distributiva 

Las dos variantesde transformación de la es­
tructura industrial que se acaban de esbozar de 
manera somera ponen el acento en el crecimiento 
del estrato más moderno, confiando en que su 
capacidad de arrastre terminará incorporando a 
los sectores y grupos sociales rezagados. Cierto es 
que la confianza es mayor en la primera variante 
que en la segunda, y por ese motivo ésta última 
introduce mecanismos en la transformación que 
aumentarían dicha capacidad de arrastre. Pero 
no sería forzado sostener que ambas consideran 
que la modernización de la industria en gran 
escala constituye el núcleo obligado de- toda estra­
tegia de desarrollo económico y condición necesa­
ria y principal del desarroJlo social. 

Esta tesis merecería un examen detenido que 
no es posible hacer en este ensayo general; sin 
embargo, pueden hacérsele un par de considera­
ciones críticas. 
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Primero, suponiendo que no existieran obstá­
culos políticos, su puesta en práctica requiere 
una masa de recursos financieros, humanos e ins­
titucionales de los que no disponen muchos paí­
ses de América Latina; su aplicabilidad parecería 
quedar restringida a los más grandes. Además, su 
capacidad de arrastre sería sin duda insuficiente 
-a no ser a muy largo plazo- en aquellos países, 
grandes y pequeños, que tienen una proporción 
importante, de su población en los sectores y es­
tratos rezagados. En suma, la aplicabilidad de 
las propuestas sería tanto menor cuanto más pe­
queño fuese el sector moderno industrial existen­
te, menores las posibilidades de su expansión en 
gran escala, y mayor la proporción de población 
activa que debería ser integrada al mismo. 

Segundo, si la finalidad última es la mejo­
ría de las condiciones de vida de la población 
¿constituye el desarrollo del subsector indus­
trial más moderno el camino más rápido para 
lograrla? Además, tomando en consideración la 
tecnología disponible que tiende a ahorrar mano 
de obra ¿no aumentará la heterogeneidad estruc­
tural y la desigualdad social? ¿No convendría rea­
lizar transformaciones más equitativas? Como ya 
se dijo, existen países que han logrado niveles 
relativamente altos de desarrollo social, pese a su 
bajo nivel relativo de desarroJIo económico, debi­
do a que han seguido estrategias orientadas a 
reducir la desigualdd social. De otra manera ha­
brían tardado varias décadas más en elevar el 
primero si hubiesen seguido el camino indirecto 
del desarrollo de los sectores industriales de 
punta. 

Si este tipo de desarroJIo industrial no parece 
ser una opción realista para muchos países, no 
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representa tampoco necesariamente el camino 
más corto hacia el desarrollo social, y si en resu­
midas cuentas lo que importa es lograr este úl­
timo, ¿por qué no colocar la transformación 
distributiva en el centro de la estrategia? Pero, 
¿qué significa colocar la transformación distribu­
tiva en el centro de la estrategia? ¿Significa acaso 
dejar de lado la transformación productiva o el 
desarrollo económico? 

Ni el pensamiento estructuralista latinoame­
ricano, que comenzó a prestar una atención cada 
vez mayor a los fenómenos distributivos a partir 
de los años sesenta, ni las otras propuestas que 
germinaron en los años setenta como la de "re­
distribución del crecimien to" del Banco Mundial 
y la "satisfacción de las necesidades básicas" de 
la OIT, creyeron que la solución de la desigual­
dad distributiva podría lograrse sólo o preferen­
temente mediante políticas redistributivas. En 
efecto, todos consideraron que dicha desigualdad 
es expresión de causas más profundas de natura­
leza económica, social y política. De hecho, algu­
nos rasgos de la estructura productiva aparecen 
como condicionantes decisivos de la distribución, 
destacando entre ellos la distribución de la pro­
piedad y el control de los activos productivos; el 
nivel de heterogeneidad productiva intra e inter­
sectorial; y la estructura de precios relativos de 
los bienes y servicios. 10 

En realidad, entre las estructuras productiva 
y distributiva existe una relación de mutua in­
fluencia ya que si bien la primera modela a la 
segunda, también se manifiesta el proceso inver­

10. A. Pinto, "Notas sobre la distribución del ingreso y la es­
trategia de la distribución", en Inflación, Rafees estruc­
turales,op.cil. 
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so. Así, se ha sostenido que la modalidad predo­
minante de desarrollo económico ha tenido como 
eje dinámico a un mercado interno concentrado, 
caracterizado por la demanda diversificada de los 
grupos de ingresos altos y medios, y basado en 
una considerable desigualdad en la distribución 
del ingreso. Tales condiciones hicieron posible 
la existencia de una estructura productiva que 
reprodujo la existente en países que tienen un 
ingreso medio mucho más elevado. En dicha mo­
dalidad de desarrollo existiría entonces un nú­
cleo central interrelacionado conformado por 
una distribución desigual del ingreso, un perfil 
de la demanda diversificado y restringido, y 
una estructura productiva que reproduce la de­
sigualdad.!! 

Existe una enorme variedad de propuestas 
que colocan a la distribución en el centro de sus 
preocupaciones. Desde el punto de vista de la 
estructura productiva, quizá la principal dife­
rencia que ellas tengan con las anteriormente 
reseñadas es que sugieren orientar las políticas 
públicas en favor de los sectores económicos, es­
tratos técnico-productivos y grupos sociales reza­
gados o postergados. Están convent:idas que éstos 
no podrán mejorar plenamente su situación me­
diante el "chorreo" o el "arrastre" de los sectores 
modernos y que la solución consiste en dirigir las 
transformaciones productiva y distributiva direc­
tamente en su favor. Tampoco niegan el papel que 
debiera jugar la promoción de exportaciones y la 
sustitución de importaciones industriales, pero 
sostienen que no pueden constituir el eje dinámi­
co de la estrategia; dicho eje dinámico debe estar 

11. P. Vuskovic, "La crisis actual y el futuro de América La­
tina", en Ectmum ta de Am~rica Latina, # 16, 1986. 
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en la demanda interna, a la vez que la externa, 
debilitada por la crisis, debiera expandirse en la 
medida necesaria para fortalecer la capacidad 
para importar. Como ya se señaló, todas las pro­
puestas se preocupan por todos los aspectos (de­
manda ioterna y externa; sectores modernos y 
atrasados, etc.) ; sus diferencias se establecen por 
el énfasis que dan a los mismos; y en este sentido 
las estrategias de raigambre distributiva hacen 
claro hincapié en la expansión del mercado inter­
no y en el desarrollo de las áreas, sectores y gru­
pos rezagados. 

La multiplicidad de políticas que abarcan las 
propuestas distributivas puede ser agrupada en 

- dos categorías. 12 Por un lado, las políticas distri­
butivas, que afectan los factores económicos que 
condicionan la distribución primaria del ingreso, 
tales como la propiedad y control de los activos 
productivos, los desniveles de productividad de la 
estructura productiva (heterogeneidad estructu­
r al), y la orientación de la política económica, 
sobre todo en cuanto a su impacto distributivo 

-=- sobre los distintos sectores y grupos. Por otro, las 
políticas redistributivas que corrigen la distribu­
ción primaria median te transferencias de ingre­
sos, bienes y servicios entre los grupos sociales. 
Las primeras son las que afectan de manera di­
recta a la estructura productiva; constituyen el 
meollo de la transformación productiva de las 
propuestas centradas en la distribución. Las re­
distributivas, por el contrario, pertenecen al ám­
bito de la que en este ensayo se ha llamado la 

12. CEPAL, "La pobreza en América Latina: Dimensiones y po­
Uticas", en E.tudio. e Informes, #54, Santiago de Chile, 
19115. 
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reestructuración de la política social y serán tra­
tadas más adelante. 

Algunas de las políticas listributivas más im­
portantes son: 

• Cambios en la distribución existente de los 
activos productivos. En el sector industrial, debi­
do a la indivisibilidad del capital, tales cambios 
asumen la forma de nacionalización de empresas, 
traspasándolas al sector público o creando empre­
sas de trabajadores de propiedad colectiva. En el 
sector agrario, la forma principal es la reforma 
agraria, asignando la tierra en propiedad indivi­
dual o colectiva. 

• Cambios en la distribución de nuevos acti­
vos mediante la reorientación de la inversión. 
Mediante esta política se procura crear nuevos 
activos mediante la inversión pública; tales ac­
tivos pueden quedar en manos del Estado o de 
colectivos de trabajadores. También puede desti­
narse la inversión a aumentar la cantidad y pro­
ductividad de los activos en manos de los más 
pobres. En este último caso, en cuanto a los po­
bres urbanos, puede utilizarse para apoyar a los 
trabajadores por cuenta propia y pequeños em­
presarios en cuanto a crédito, comercialización, 
asesoramiento, maquinaria, etc. En las zonas ru­
rales, y dada la gran proporción de pobres sin 
tierra, medidas semejantes a las ya mencionadas 
suelen complementar los procesos de reforma 
agraria. 

• Políticas que apoyan a ciertos sectores pro­
ductivos. Por un lado, destacan las políticas que 
procuran aumentar la capacidad productiva y la 
productividad de los sectores que producen bienes 
y servicios de consumo popular. De ese modo, se 
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lograría bajar los precios y aumentar la oferta, 
equilibrando la mayor demanda provocada por las 
políticas redistributivas. Por otro, las que favore­
cen a los sectores que hacen un uso más intensivo 
del trabajo, a fin de aumentar el número de em­
pleos. También destacan las destinadas a favore­
cer a las empresas pequeñas y medianas. 

Esta m uy escueta en umeración de algunas de 
las principales políticas de la propuesta de trans­
formación de índole distributiva sirve, ante to­
do, para mostrar hacia dónde quiere orientar su 
acción en cuanto a la transformación de la es­
tructura productiva, y aclara un poco más sus 
diferencias con las anteriores. También pone de 
manifiesto que en torno de cada una de sus polí­
ticas existe una controversia de una amplitud ca­
si infinita; baste recordar lo escrito acerca de la 
nacionalización de empresas, la reforma agraria, 
las políticas que afectan el crecimiento selectivo 
de algunos sectores y estratos productivos, el pre­
cio del capital y del trabajo. 

Sin embargo, pese a lo controvertible de la 
propuesta distributiva, cabe reflexionar si al me­
nos los países más pequeños y pobres de la región 
tienen otra salida a sus problemas. Si las pro­
puestas basadas en la expansión de los sectores 
industriales de punta no están a su alcance, 
¿no debieran encaminarse hacia las de carácter 
distributivo? 

Pero las restricciones existentes, sobre todo 
las vinculadas a las estructuras de poder, suelen 
convertir a estas propuestas en meros ejercicios 
de ingeniería social; en la mayoría de los países 
su viabilidad es pequeña aunque sea grande la 
necesidad de su realización. 
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Atendiendo a tales restricciones, se han desa­
rrollado versiones que tratan de colocar el acento 
en las polfticas más viables, tales como el estím u­
lo a los sectores económicos que absorben mucho 
empleo, el apoyo a los pequeños propietarios ru­
rales y a los sectores urbano-marginales no asa­
lariados, y la realización de polfticas 
redistributivas que alivien las manifestaciones 
más agudas de la pobreza; dejando de lado en 
especial toda polftica que procure una redistribu­
ción de activos productivos. 

Como idea final en relación a esta propuesta, 
cabe subrayar el énfasis que coloca en la transfor­
mación de la estructura agraria, a la cual tampo­
co pudo dársele en este ensayo la importancia que 
merece; dicha transformación es amen udo una 
condición ineludible para alcanzar una distribu­
ción más equitativa del ingreso. Según algu­
nos, la realización previa de una reforma agraria 
profunda favorecería el establecimiento de una 
modalidad mucho más equitativa de desarrollo 
industrial; mencionándose en apoyo de esta tesis, 
entre otros, el ejemplo de Corea del Sur. u 

A los entendidos en el pensamiento estructu­
ralista latinoamericano les resultará conocida 
la controversia actual sobre la estructura indus­
trial, sus falencias y las promesas encerrradas en 
su adecuada transformación. En efecto, la pro­
puesta industrializadora de fines de los años 40 
también sostuvo que ella era el medio para au­
mentar la productividad, incorporar el progreso 
técnico, absorber de manera productiva a la fuer­

13. I. AdelmaD, "DevelopmeDt ecoDomics. A reassessmeDt oC 
goals", eD The American Bconomic Reuieta, Vol. LXVI, ma· 
yo de 1975. 
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za de trabajo, superar la especialización produc­
tiva y la heterogeneidad estructural, alcanzar un 
nivel de competitividad semejante al de los cen­
tros, mejorar el nivel de ingreso y las condiciones 
de vida, reducir la vulnerabilidad externa y au­
mentar la capacidad de acumulación de capital. A 
40 años de esa propuesta, se polemiza acerca de 
si el desarrollo industrial histórico fue o no capaz 
de cumplir tales promesas; o cúales cumplió y en 
qué países. Pero también resulta evidente, por la 
naturaleza de las propuestas que hoy se discuten, 
que la esperanza encerrada en la industrializa­
ción sigue tan viva como antes y que la cuestión 
consiste en darle una orientación que permita 
alcanzar, ahora sí, todas las metas que original. 
mente se plantearon. 

3. PoUticas de empleo 
y salarios 

Aunque se ha hecho mención a los efectos so­
bre el empleo y los salarios de las propuestas en 
transformación productiva, conviene mencionar 
por separado algunos de sus problemas dada su 
incidencia sobre el desarrollo social. 

Ya se señaló que existe una polémica no re­
suelta acerca de la capacidad que tuvo el sector 
moderno y urbano de la economía para generar 
empleo productivo entre los años 1950/1980; 
además, las evaluaciones de este fenómeno, op­
timistas y pesimistas, se complican por la gran 
heterogeneidad de situaciones nacionales. Sin 
embargo, existe acuerdo general en que, a partir 
de 1981, la tasa de creación de empleo urbano 
moderno se redujo de manera considerable. En 
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efecto, dicha tasa creció a un ritmo muy inferior 
a la del crecimiento de la población económica­
mente activa (PEA) no agrícola, en la mayoría de 
los países de la región, de modo tal que se estimó 
que la proporción de empleo moderno en la PEA no 
agrícola en 1985, fue inferior ala que ellos tenían 
en 1960, dando lugar a un retroceso de 25 años en 
el proceso de absorción productiva de fuerza de 
t ra ajo.bai 14 

En cuanto al aumento de la oferta de empleo, 
las soluciones permanentes están directamente 
vinculadas a la estrategia de transformación pro­
ductiva que en definitiva se siga; desde el punto 
de vista del desarrollo social sólo cabe subrayar 
la decisiva importancia de revertir a corto plazo 
las tendencias existentes. 

En cuanto a la demanda de empleo, las pro­
puestas orientadas a controlar el crecimiento en 
la población siguen estando presentes, pero su 
aplicación ha sido escasa debido a las resisten­
cias que genera y al hecho de que su impacto 
sobre el crecimiento de la población en edad ac­
tiva sólo se manifiesta a largo plazo. Por este 
motivo, se ha pensado en lograr una reducción de 
la tasa de participación urbana, mediante medi­
das en el área educativa, que postergan la entra­
da de los jóvenes en el mercado de trabajo, y en 
aumentar la tasa de crecimiento del empleo agrí­
cola. Ambas propuestas tratan de revertir las 
tendencias actuales: la crisis presiona sobre la 
tasa de participación y la modernización agríco­
la sigue expulsando población rural hacia las 
ciudades. 

14. Véase I'RgALC, op.cit. 
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La gravedad de estos problemas ha vuelto a 
abrir la agenda del desarrollo de los recursos hu­
manos, que se había cerrado en los últimos años. 
Este resurgimiento se ha dado tanto en los países 
periféricos como en algunos de los desarrollados 
-especialmente en Europa y los Estados Unidos­
que se ven afectados por los cambios tecnológicos. 
El tema es sumamente complejo y recién co­
mienza a reaparecer el debate en los países de la 
región. Por un lado, existe la necesidad de encon­
trar fórmulas que permiten ir cerrando la brecha 
entre oferta y demanda de empleo productivo; por 
otro, deben adaptarse los recursos humanos a los 
cambios tecnológicos, especialmente en los cam­
pos de la informática, biotecnológica y microelec­
trónica, para tratar de captar el potencial que 
ellos encierran. Para algunos, la solución ideal 
radicaría en la combinación de sectores y ramas 
-unos con alta productividad y baja absorción de 
empleo, y otros con menor productividad y mayor 
absorción de empleo- que se complementen y apo­
yen mutuamente. Pero ello requeriría una inge­
niería económica, social y política de alto vuelo, 
que hiciera posible la coexistencia de tales secto­
res y ramas con transferencias importantes de 
recursos entre ellos para no ahondar la heteroge­
neidad. Además, se requeriría también un cambio 
profundo de los sistemas educativos que les per­
mitiera responder a las exigencias de la transfor­
mación productiva, cambio que no está siquiera 
en ciernes. De todos modos, este es un campo en 
que debiera aumentar de manera considerable la 
vinculación entre las estrategias económicas y 
sociales. 

En cuanto a los salarios, los grandes desequi­
librios macroeconómicos de los últimos años han 
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desprestigiado toda propuesta que incluya un au­

mento de los salarios reales por considerarla de­

magógica, ineficiente y fuente de toda clase de
 
males. Sin embargo, los hechos indican que ya
 
antes de la Crisis la tasa de crecimiento anual de
 
los salarios reales fue inferior a la de la produc­

tividad no agrícola y que, como consecuencia de
 
ello, descendió la participación de los salarios en
 
el ingreso nacional. Además, durante la crisis es­

ta situación se agravó de manera considerable.
 
En consecuencia, es necesario encontrar fórmu­

las que permitan la recuperación de los sala­

, rios reales sin afectar el esfuerzo de in versión 
requerido por la iransformación productiva ni 
impulsar la espiral inflacionaria. La solución or­
todoxa, que descarga todo elpeso del ajuste en los 
salarios es injusta y' puede ser también inefi ­
ciente si la fuerza de trabajo tiene suficiente 
poder de defensa. Raúi Prebisch.i" en sus últi ­
mos años estuvo especialmente preocupado por 
encontrar una fórmula que le permitiera ar­
monizar estos factores. Sostuvo que la solución, 
racional y equitativa, consistía en que la fuerza 
de trabajo participara en el esfuerzo de inversión 
dedicando a ella los aumentos de salario que le 
correspondían pero que no podría destinar total­
mente al consumo sin afectar negativamente las 
tasas de inversión e inflación. Como es sabido, tal 
propuesta, que se expresa en la creación de fon­
dos de inversión de la fuerza de trabajo, ha sido 
ampliamante discutida en algunos países desarro­

16. R.	 Prebisch, Capitalismo perif~rico. Crisis y transforma­

ci6n, Fondo de Cultura Económica, México, 191U; y Ru­

dolf Meidner, Employee in oeetmen t [und«. An approach
 
to eallectiue capital [armution, Allen and Unwin, Lon­

dres, 197M.
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liados -como Suecia y Dinamarca- que buscan 
caminos para distribuir de manera equitativa los 
sacrificios que les imponen sus propias transfor­
maciones productivas; es probable que entre tam­
bién en la agenda de algunos países de la región 
en el marco de los acuerdos sociales, que muchos 
gobiernos esperan que se constituyan en mecanis­
mos institucionales decisivos para lograr 

111 

LA REESTRUCTURACION
 
DE LOS SERVICIOS SOCIALES
 

Así como las propuestas de política económica a 
largo plazo giran en torno a la transformación de 
la estructura productiva, las relativas a la política 
social lo hacen alrededor de la reestructuración de 
los servicios sociales. Por distintas razones -como 
la falta de recursos, la creciente insatisfacción de 
necesidades y demandas sociales, la ineficiente or­
ganización de los servicios, la desigualdad en el 
acceso a los mismo, etc.- la estructura actual de los 
servicios sociales está sometida a fuertes críticas 
desde todos los ángulos y existe la creencia general 
de que debe cambiar. Pero ¿en qué sentido debe 
cambiar? 

Las propuestas de reestructuración de los ser­
vicios sociales son muy variadas. Algunas propo­
nen modificaciones relativamente menores y se 
atienen a los recursos existentes, mientras otras 
sugieren cambios profundos de política y un au­
mento considerable de los mismos. Asimismo, al ­
gunas son concebidas sin vinculación directa o 
explícita con las propuestas de desarrollo econó­
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mico, y otras forman parte integrante de estrate­
gias globales de desarrollo. 

Por razones de conveniencia expositiva en las 
páginas que siguen se presentan algunas de esas 
propuestas comenzando por la que formula una 
transformación relativamente menor, para conti ­
nuar con las que aconsejan modificaciones más 
amplias o profundas. 

l. Protección de los pobres 
durante el periodo 

116 .d e ajuste estructura 

Esta propuesta tiene la finalidad de aliviar los 
costos sociales de las políticas de ajuste estruc­
tural; estas últimas abarcan tanto el estableci­
miento de los equilibrios monetarios, fiscales y de 
balance de pagos como, sobre todo, la transforma­
ción de la estructura productiva para ampliar la 
producción de bienes transables con el objetivo 
principal de generar un superavit comercial. El 
supuesto de esta propuesta es que dicho ajuste 
estructural constituye el núcleo de la estrategia 
global, y de su éxito depende el futuro desarrollo 
social. La política social es concebida como subor­
dinada a dicho ajuste, destinada en especial a los 
que transitoriamente no pueden incorporarse, o 
son excluidos, del proceso de desarrollo impulsa­
do por el mismo. También es de carácter transi­
torio, o sea hasta que el mismo comience a dar sus 
frutos. 

16.	 Banco Mundial, Proteccion de la población pobre durante 
perlados de ajus te, Washington, 1987. 
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Tomando en consideración la reducción gene­
ralizada del gasto de los servicios sociales por 
habitante en los últimos añoa, proponen acciones 
que aseguren que los mismos sean utilizados de 
manera más eficiente. Las acciones más impor­
tantes son las siguientes: 

a.	 Reasignaeton de los 
gastos sociales para 
aumentar la eficiencia 

El aumento de la eficiencia tiene dos aspectos. 
Por un lado, se propone mejorar la can tidad y 
calidad de los servicios otorgados por unidad de 
costo. Existen opiniones discrepantes acerca de 
si los recursos públicos destinados al gasto social 
son o no suficientes para cubrir las necesidades 
de la población en este campo. Por supuesto, tal 
controversia sólo tiene sentido en los países que 
destinan un monto considerable de recursos al 
gasto social en relación a su -PIB como Argentina, 
Brasil y Uruguay; en el resto la insuficiencia es 
innegable. Sin embargo, cualquiera sea la opinión 
o la situación nacional sobre este punto, existe 
la creencia general de que los recursos -abun­
dantes o escasos- son malgastados por excesiva 
burocratización, uso de personal no calificado, 
inadecuada estructura institucional, baja capaci­
dad de gestión, etc; tales aspectos negativos de­
bieran ser mejorados mediante medidas de 
:racionalización, que incluyen entre otros aspec­
tos, una reestructuración institucional (a la que 
se hace referencia más adelante). 

Por otro, el segundo aspecto del aumento de la 
eficiencia consiste en focalizar el gasto social en 
los estratos más pobres. Dado que la prestación 
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universal de servrcros sociales seria imposible, 
sobre todo en un periodo de crisis, e injusta la 
distribución actual de los mismos porque favore­
ce por igual a personas que tienen necesidades y 
recursos muy diferentes, se propone modificar la 
estructura de los cargos por los servicios a fin de 
aumentar los recursos disponibles para aque­
llos que se brindan a los más necesitados. La 
aplicación concreta de este criterio consiste, por 
ejemplo, en cobrar aranceles diferenciados según 
estratos de ingresos, zonas geográficas, niveles 
de edad, sexo, etc., que favorezcan a aquellos 
grupos considerados prioritarios; o también en el 
aumento del costo de la matricula para la educa­
ción superior a fin de fortalecer con esos recursos 
a la educación primaria, yen el cobro de cargas a 
los usuarios por los servicios curativos para sub­
vencionar a los preventi vos. 

b.	 La creaci6n de programas 
de empleo de emergencia 

Los programas de ajuste pueden aumentar el 
desempleo, ya sea porque la obsorción de empleo 
de las nuevas empresas se produce a un ritmo 
menor que el desempleo que provocan las que 
quiebran, o porque una parte de la fuerza de 
trabajo no tiene las nuevas calificaciones reque­
ridas. Entre los programas para paliar este pro­
blema destacan los que brindan empleo de 
manera directa, sobre todo en la construcción y el 
mantenimiento de la infraestructura, y remu­
neran en dinero o alimentos, la subvención a 
los costos laborales de las empresas privadas; las 
prestaciones por desempleo, y la capacitación pa­
ra emplearse en nuevas actividades. 
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c.	 El otorgamiento de subsidios 
para alimentos y nutrición 

A menudo los programas de ajuste provocan 
fuertes aumentos en los precios de los alimentad 
por lo que se sugiere la aplicación de programas 
de alimentación suplementaria mediante las cua­
les se distribuyen alimentos en forma gratuita o 
a precios subvencionados a grupos especialmente 
necesitados como las mujeres embarazadas, las 
madres lactantes y los niños. Otras alternativas 
son otorgar subsidios generales para algunos ali­
mentos que forman parte de la dieta de los estra­
tos pobres o subsidiar los que se venden en ciertas 
áreas. 

Dado que la crisis ha agravado la situación de 
los estratos más pobres, todos los países de la 
región están realizando programas de emergencia 
como los señalados, u otros semejan tes, para ali­
viarlos. La necesidad de los mismos es indudable, 
aun en los países que poseen los mejores niveles 
de ingreso por babitante. Además, esta propuesta 
ha llamado la atención sobre dos aspectos de la 
insuficiencia de los servicios que afectan a todos 
los países y que es necesario enfrentar; nadie 
puede estar en desacuerdo en que debe hacerse 
todo lo posible para lograr la mejor asignación de 
los recursos disponibles tanto en cuanto a la rela­
ción costo/beneficio como a que los receptores de 
los mismos sean aquellos que más lo necesiten. 

Sin embargo, pese a sus aspectos positivos, 
esta propuesta merece algunas consideraciones 
críticas. Ante todo, debe señalarse sus escasas 
amplitud y profundidad. 

La amplitud se refiere a su capacidad para 
enfrentar los problemas sociales actuales, que re­
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sulta manifiestamente insuficiente. Por un lado, 
dichos problemas no se !imitan a los creados por 
el ajuste estructural, que representan en la mayo­
ría de los casos sólo una parte menor de los mis­
mos; la mayor parte está constituída por la 
pobreza estructural de larga data. Para erradicar 
dicha pobreza se requiere en casi todos los países 
de la región la realización de un esfuerzo mucho 
mayor que el propuesto en estos programas. Por 
otro, el carácter transitorio de los mismos pone 
de manifiesto una confianza muy grande en los 
resultados sociales de los programas de ajuste 
estructural; sin embargo, como ya se ha señalado, 
la capacidad de arrastre de los mismos variará 
mucho segán las condiciones nacionales. En ge­
neral, será tanto más insuficiente cuanto menor 
sea el sector moderno existen te, menorea los re· 
cursos para ampliarlo y mayor el número de per­
SOD.as que deberán ser absorbidas por ellos. La 
experiencia reciente pone de manifiesto que la 
liberalización de los mercados de bienes y facto­
res y la reducción del papel del Estado en el 
campo social tienen efectos sociales que superan 
claramente la capacidad de estas políticas com­
pensatorias y temporales. 

La profundidad se relaciona con los ámbitos 
de política abarcados por esta propuesta. En efec­
to, la preocupación por la equidad puede penetrar 
con distintos grados de profundidad en las políti­
cas públicas. El nivel más superficial está refari­
do, justamente, al área del gasto público social; si 
bien es importante que estos recursos sean recau­
dados y asignados de manera equitativa, la preo­
cupación por la equidad no debería reducirse a 
ellos. En un estrato más profundo, están las po­
líticas referidas a las formas privadas de satisfac­
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ción de las demandas sociales. ¿Ellas seráD eva­
luadas tambiéD COD criterio equitativo o se dejará 
que reflejeD la desigualdad social existeDte? (so­
bre este pun to se vuelve más adelante). ED nive­
les aún más profundos estáD las políticas fiscales 
referidas a los ingresos y gastos públicos globa­
les; ¿seráD parte de la estrategia equitativa o 
seráD juzgadas preferentemente por otros crite­
rios? Lo mismo puede decirse de otros ámbitos de 
la polftica pública tales como los referidos a los 
precios e ingreses, a las tasas de int.eréa y de 
cambio, a la orien tación y estímulo de la inver­
sióD privada, etc. 

Lo que quiere decirse COD todo ésto es que 
resulta meritorio preocuparse por la equidad en 
la aaignacíén de los recursos públicos sociales, 
pero ello DO debe agotar la preocupacióD por la 
equidad. Por ello el con ten idc de esta propuesta 
debiera ser conaiderado como UDa parte de UDa 
estrategia mayor que busque penetrar en los es­
tratos más profuDdos de las polfticas públicas que 
afectan la equidad. De lo con trarfo, la aaígnacíén 
equitativa del gasto social sería con trarreatada 
por las tendencias más poderosas impulsadas por 
las otras políticas. 

Atendiendo a ambas críticas, la política social 
debería, por UD lado, cubrir al máximo las nece­
sidades sociales insatiefechas y DO reetringirse 
a las provocadas por el ajuste estructural; por 
otro, hacerlo de UDa manera permanente míen­
tras aquellas aigan ez iatiendo; finalmente, DO li­
mitar su intención equitativa a los servicios 
sociales públicos sine penetrar en todas las áreas 
de la política pública que inf'luyen sobre la equi­
dad. Por cierto, UDa ampliacióD sustancial de la 
política social requeriría UDa In tervencién esta­
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tal mucho más amplia, que desbordase los lími­
tes de las propuestas de tipo neoliberal. Podría 
decirse que, así como una estrategia de transfor­
mación de la estructura productiva requiere 
del Estado mucho más que la ejecución de una 
adecuada política macroeconómica, una política 
social a la altura de los problemas actuales ne­
cesita también que el Estado vaya bastante más 
allá de la mera compensación transitoria a los 
grupos indigentes. 

2.	 Programas de erradicación 
de la pobreza en gran escala 

El convencimiento de que la situación social 
es muy grave en la mayoría de los países de la 
región y que propuestas como la que se acaba de 
esbozar no son suficientes para mejorarla, ha 
llevado a la formulación de programas mucho más 
ambiciosos. En este sentido, dos buenos ejem­
plos son los presentados en el libro Brasil 2000 
yen el Plan de Bconomto Social del Gobierno de 
Oolombla.!" 

Las medidas de política a largo plazo de cada 
uno de ellos responden a las necesidades naciona­
les. La estrategia brasileña se estructura sobre 
tres prioridades. Primero, la reducción del de­
sempleo y el subempleo mediante la expansión de 
las ramas productivas que más mano de obra ab­
sorben en las ciudades, la reducción de la tasa de 
participación de la población en edad activa, en 

17. H. Jaguaribe (y otros), Brasil 2000. Para um novo Pacto 
Social, Paz e Terra, Rlo de Janeiro, 1986 y Departamen­
to Nacinal de PlaneaciOn de la Rep6blica de Colombia, 
Plan de Economla Social, Bogotá, 1987. 
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especial de los jóvenes, y el crecimiento del em­
pleo agrícola. Segundo, el aumento de la oferta y 
la reducción del precio de los alimentos, como 
medida básica para elevar el nivel nutricional de 
los estratos bajos; cabe subrayar que el crecimien­
to del empleo agrícola y el aumento de la oferta 
de alimen tos a bajo precio requieren una modifi­
cación profunda de la estructura agraria. Terce­
ro, una mejoría sustancial de las condiciones de 
vida -esperanza de vida al nacer, mortalidad in­
fantil, tasa de alfabetización, y otraa- median­
te la ampliación y reorientación de los servicios 
sociales. 

Las prioridades de la propuesta colombiana 
abarcan tres grandes programas dedicados a la 
erradicación de la pobreza absoluta en las áreas 
urbanas, la rehabilitación de las regiones más 
deprimidas del país y el desarrollo integral de los 
campesinos minifundistas. Por otro, la reorienta­
ción de las prioridades de los servicios sociales, 
para dar énfasis a objetivos como rehabilitación 
y desarrollo de los asentamientos humanos; salud 
y educación básicas para todos; y seguridad ali­
mentaria. 

Estas propuestas también se diferencian de la 
anterior en cuanto al monto de los recursos re­
queridos y al origen de los mismos. En la brasi­
leña se considera que la mejoría de la eficiencia 
de los servicios sociales y la reorien tación del 
gasto público son útiles pero totalmente insufi­
cientes, por lo que proponen aplicar un aumento 
de 4% en la carga tributaria (del 22% al 26% del 
PIB) de modo tal que los estratos más pudientes 
contribuyan al desarrollo social de los más desfa­
vorecidos. Los autores proponen lo que conside­
ran un m in imax realista: lo mínimo que estarían 
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decididos a exigir los de abajo y lo máximo que 
estarían dispuestos a conceder los de arriba. La 
propuesta colombiana, además de la reorienta­
ción del gasto público social, también sugiere un 
aumento del mismo que se lograría mediante el 
incremento de la carga tributaria, la utilización 
de parte del excedente generado por algunas em­
presas públicas (como las de hidrocarburos>, y el 
crédito externo. 

Asimismo, en ambas propuestas resalta el he­
cho de que se conciben como parte integrante de 
una estrategia global que abarca también la 
transformación productiva con fines de desa­
rrollo económico. Sin dicho desarrollo no habrá 
suficiente generación de empleo productivo y se 
dificultará mucho más el aumento de los ingresos 
fiscales para impulsar el desarrollo social. 

3.	 La creaci6n de sistemas 
de servicios sociales universales 
;y redietrib u tiuoe 

Los actuales sistemas públicos de servicios so­
ciales han sido criticados, entre .otros motivos, 
porque el acceso a sus beneficios es muy desi­
gual:unos pocos reciben muchos beneficios y el 
resto escasos o ninguno. La situación varía según 
los países pero en todos existe considerable desi­
gualdad en el acceso. 

Ante esta situación, como ya se ha señalado, 
se ha propuesto f'ocalizar los recursos públicos 
disponibles en los servicios prioritarios y en la 
población que más los necesita; no cabe duda que 
cambiene aceptar este criterio por consideracio­
nes de equidad. Pero ¿ qué debe hacer la población 
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definida como "no pobre"? Según esta misma 
propuesta, ella debiera pagar por los servicios 
sociales que recibe, los cuales debieran estar pre­
ferentemente en manos privadas. De modo que 
en la práctica, de acuerdo con dicha propuesta, 
coexistirían dos sistemas de servicio social. Por 
un lado, UD sistema privado de servicios sociales 
de alto nivel, financiado por los estratos de mejo­
res ingresos y cuyo acceso está restringido a ellos. 
Por otro, un sistema público de asistencia social, 
de presupuesto exiguo ya que los estratos de altos 
ingresos no contribuyen al mismo, que brindaría 
algunos servicios básicos a la porción más pobre 
de la población. 

En realidad, estos modelos no presentan nin­
guna originalidad teórica o práctica; constituyen 
una nueva expresión de los que Titmus denomina­
ra modelos residual y basado en el logro. lB El 
primero afirma que la polftica pública social sólo 
debe intervenir en casos de emergencia cuando 
fallan los mecanismos tradicionales y naturales 
(la familia, el mercado); y debe tratarse de una 
intervención selectiva y temporal, hasta que di­
chos mecanismos puedan recuperar su papel. El 
segundo modelo, en la práctica complementario 
del anterior, se basa en el criterio de que los 
servicios sociales deben obtenerse mediante for­
mas privadas y personales, donde cada quien elija 
el servicio que quiere y puede, y pague por él. 
Así, la polftica social pública se limitaría a aliviar 
las necesidades extremas al tiempo que el sistema 
privado de servicios sociales sería una expresión 
de la desigualdad existente en la distribución del 
ingreso y una consolidación de la misma en cuan­

18. R.	 Titmu8, Essays on the uielfare state, Londres, Allen 
and Unwin, 1963. 
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to a niveles de salud, educación, vivienda, seguri­
dad social, etc. El resultadoJinal de este sistema 
dual no contribuiría a aumentar la equidad sino 
mas bien a consolidar la desigualdad social exis­
tente ya que cada quien recibiría la cantidad y 
calidad de servicios sociales determinados por su 
nivel de ingreso. La única redistribución se pro­
duciría en el interior del gasto público social en 
favor de los más pobres y en desmedro de los 
estratos medios; los estratos altos, siempre han 
tendido a satisfacer su demanda privadamente y 
su situación no ser ía alterada con esta propuesta. 

Los estratos medios han sido muy criticados 
en los años recientes por su capacidad para orien­
tar la asignación del gasto social en su propio 
beneficio y serían los principales perjudicados en 
el caso de que se siguieran los criterios de la 
propuesta neoliberal. Esta opinión encierra una 
cuota de verdad pero ¿por qué no se considera 
también a los estratos altos? ¿Acaso no han sido 
ellos los principales beneficiarios del proceso de 
concentración del ingreso que les otorga acceso a 
servicios sociales de alta calidad en sus países y 
en el extranjero? ¿No deberían contribuir ellos 
también a la creación de un sistema homogéneo 
de servicios sociales verdaderamente equitativo? 
Este es un ejemplo de los errores de perspectiva 
a que puede llevar una concentración total en el 
gasto público social, sin tomar en consideración 
o tros aspectos presentes en la sociedad que tie­
nen igualo mayor importancia para la equidad. 
Al parcializar su visión de la realidad, las inten­
ciones equitativas en la propuesta liberal termi­
na, de hecho, consolidando la desigualdad. 

A fin de evitar estas críticas, desde hace ya bas­
tantes años, se han formulado propuestas que pro­
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curan una reestructuración de Jos servicios actua­
les para que sus beneficios se redistribuyan real­
mente de modo más equitativo. lII Dichas propuestas 
se basan en el supuesto de que el desarrollo econó­
mico no podrá cubrir las necesidades de toda la 
población -mucho menos en aquellas sociedades de 
menor desarrollo relativo- y, por lo tanto, resulta 
necesario establecer sistemas permanentes que sa­
tisfagan dichas necesidades. Tales sistemas deben 
reestructurar los actuales sistemas estratificados 
y segmentados de servicios sociales, que reproducen 
la desigualdad social, estableciendo otros de ca­
rácter público basados en la uniformidad de las 
prestaciones recibidas, la cobertura universal y la 
solidaridad redistributiva de modo tal que aportes 
desiguales, basados en el nivel de ingreso, aseguren 
a) menos beneficios básicos para todos. En otras 
palabras, que una tributación progresiva haga posi­
ble que se brinde a toda la población una satisfac­
ción básica de sus necesidades sociales, y que tal 
satisfacción se obtenga como un derecho e inde­
pendientemente del monto de la contribución in­
dividual. Así, los actuales sistemas desiguales, 
producto de la segmentación corporativa de las so­
ciedades o de la dualidad de raigambre neoliberal, 
serían sustituidos por otros que contribuirían de 
modo importante a garantizar una mayor equidad 
en el acceso a los beneficios por parte de toda la 
población 

19. CEPAL, "El desarrollo de la seguridad social en América 
Latina",en Es uuiio« e Informes de la CEPA/., #43, Santia­
go de Chile, 191Hi (estudio preparado por Carmelo Mesa­
Lago); y Ernesto A. Isuani, "Universalización de la segu­
ridad social en América Latina: Limites estructurales y 
cambios necesarios", en Desarrollo Económico, Vol. 25, 
#97, abril-junio de 19115. 
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4. La reorganización institucional 
de los servicios 

Como se ha visto, la reestructuración de los 
servicios sociales puede reducirse a una focaliza­
ción de los recursos existen tes, formar parte de 
estrategias económico-sociales muy ambiciosas 
de mejoría de las condiciones de vida de la pobla­
ción o pretender una transformación considera­
ble con vistas a la construcción de un sistema 
redistributivo y universalista. Sin embargo, cual­
quiera de esas propuestas, u otras que podrían 
formularse, deben también abarcar los aspectos 
relativos a la organización institucional de los 
servicios sociales, tanto en lo referente al ordena­
miento de los mismos dentro del aparato estatal 
como al papel que el Estado y la sociedad deben 
jugar en ellos. 

El tratamiento en estos aspectos se complica 
por el carácter ideológico que ha adquirido la 
controversia actual acerca del papel del Estado; 
en efecto, las cuestiones relativas a la eficiencia 
de los servicios sociales, de importancia innega­
ble, suelen impedir que se traten con franqueza 
los otros, igualmente significativos, que se rela­
cionan con la distribución del poder. Como es 
sabido, el Estado es, a la vez, el orden normativo 
que establece y regula las relaciones de poder y, 
en tanto "aparato estatal", uno de los núcleos de 
poder más importantes en toda sociedad. Por ese 
motivo, cualquier modificación de su "papel" in­
fluye de manera decisiva sobre la distribución del 
poder. 

El carácter ideológico de la controversia sobre 
los problemas de la organización institucional se 
combina con el hecho de que son muy diversos los 
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tipos de organización estatal y de régimen políti· 
ca existentes en América Latina, lo que diversifi ­
ca los problemas y debilita cualquier propuesta 
general. 

Tomando en consideración estas complicacio­
nes, puede afirmarse que la controversia sobre la 
organización institucional gira en torno a tres 
cuestiones: 

a.	 Magnitud de la 
intervenci6n estatal 

La respuesta a este tema variará de acuerdo a 
los supuestos que se acepten acerca de la evolu­
ción futura del desarrollo social. Si se cree que los 
problemas que el mismo presenta se solucionarán 
en un plazo relativamente reducido mediante un 
adecuado ajuste de la estructura productiva, sólo 
sería necesario que el Estado realice una política 
subsidiaria, transitoria, y en pequeña escala para 
aliviar sobre todo los casos de indigencia. Al con­
trario, si no se confía en que el desarrollo econó­
mico privado y/o público pueda superar la 
desigualdad Racial y la pobreza, al menos en un 
plazo razonable, resultará imprescindible aumen­
tar la intervención estatal para impulsar el de­
sarrollo social. Lo dicho en páginas an teriores 
acerca de la magnitud creciente de los problemas 
sociales, aún en los países de mayor desarrollo 
relativo en América Latina, inclina la balanza en 
favor del segundo supuesto y pone de manifiesto 
el carácter irrealista del primero. Sin embargo, la 
mayor intervención estatal no trae aparejada ne­
cesariamente una única forma de organización 
institucional; por el contrario, se abren una serie 
de opciones con grados diversos de centralización 
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y participación democrática en la elaboración y 
gestión de las políticas. Pero sí resultará obligado 
que se establezcan políticas públicas que permi­
tan una redistribución progresiva de los recursos 
destinados al desarrollo social y, en la mayoría de 
los casos, un aumento de los mismos. 

b,	 Coordinación institucional 

Existe consenso acerca de la necesidad de 
mejorar la coordinación institucional de las or­
ganizaciones que brinden servicios sociales. Los 
ejemplos abundan: falta de integración entre la 
política económica y la política social, entre uni­
dades administrativas con la misma función en 
distintos sectores y dentro de un mismo sector, 
entre las organizaciones públicas y privadas, 
etc. 20 Ello provoca desarticulación del sistema en 
su conjunto, duplicación de funciones y servicios, 
rigidez y desperdicio en el uso de los recursos y, 
sobre todo, incapacidad para formular y realizar 
una política unitaria. Esto último tiene la mayor 
importancia pues se trata de una condición nece­
saria para llevar adelante una reestructuración 
de los servicios sociales. Por ese '!Dotivo, se ha 
insistido mucho en los últimos años en la nece­
sidad de constituir un "gabinete social" que coor­
dine e integre la política social; dicho gabinete 
debiera también tener la capacidad de concretar 
las prioridades establecidas en términos presu­
puestarios, lo que requiere modificaciones im­

20.	 CEPAl., Desarrollo equitatiuo. Algunas sugerencias para 
la acción, Santiago de Chile, 1987 (mimeo); y Eduardo S. 
Bustelo, "Polftica social en un conte.to de crisis: ¿Seré 
que 8e puede?", documento pre8entado al Seminario "Có­
mo recuperar el progreso sociaL.", op.cit. 
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portan tes en los procesos de toma de decisiones 
acerca de la asignación de recursos. 

La falta de coordinación institucional existen­
te en la mayoría de los países pone de manifiesto 
la forma corporativa, segmentada e inequitativa 
en que se plasmó institucionalmente el acceso a 
los servicios sociales por los distin tos grupos. Di­
cho acceso permitió mejorar las condiciones de 
vida de una parte de la población, pero la desi­
gualdad e ineficiencia de su estructura -resaltada 
aún más durante la crisis- requiere una modifi ­
cación profunda. 

c.	 Democratización 
de los servicios sociales 

La coordinación institucional, que se mani­
fiesta en última instancia en una integración de 
polfticas y presupuestos, requiere una centraliza­
ción administrativa considerable. Sin embargo, 
dicha centralización no debiera tener como conse­
cuencia un aumento del poder de las tecnoburo­
cracias estatales, aunque ellas tengan que jugar 
un papel importante en la elaboración técnica de 
las propuestas. Para ello es necesario democrati ­
zar la política social en dos niveles. Por un lado, 
las grandes decisiones de polftica acerca de las 
prioridades, y la asignación de recursos corres­
pondientes, debiera ser el producto de un proceso 
en que estuvieran representadas todas las partes 
interesadas. La concreción de este ideal es muy 
difícil, como lo demuestran los incipientes inten­
tos de concertación y planificación democrática a 
nivel global y sectorial. Ello impide que puedan 
darse recetas definitivas ni esperar progresos es­
pectaculares a corto plazo, pero se trata de un 
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principio de organización institucional que debie­
ra ser progresivamente ampliado y profundizado. 

Por otro, las deciaiones" sobre politica social 
debieran asentarse en mecanismos que per-mitie­
ran un incremento del poder de decisión y gestión 
a nivel local. La descentralización ha cobrado en 
los últimos años un gran impulso, pues se supone 
que, además de su papel democratizador, también 
constituye un mecanismo que permite responder 
mejor a las necesidades de los usuarios y elevar 
la eficiencia. Sin embargo, sus resultados poten­
ciales deben ser evaluados con cautela pues son 
influídos por la estructura global de poder en que 
el proceso de descentralización tiene lugar. Así, 
ella puede utilizarse para aumentar el control del 
gobierno a través de autoridades locales más po­
derosas en recursos pero dependientes del gobier­
no central, y contribuir al fortalecimiento de 
élites locales en desmedro de una verdadera de­
mocratización. 

IV 

SIGNIFICADO E IMPORTANCIA
 
DE LOS PROCESOS POLÍTICOS
 

El desarrollo social se refiere a la eliminación 
de la pobreza absoluta y la reducción de la desi­
gualdad económica y social; la gravedad de las 
mismas varía según los países pero, en general, el 
rezago histórico y las consecuencias sociales de la 
crisis actual complican el panorama futuro en 
todos ellos. En realidad, al explorar las causas de 
la pobreza y la desigualdad se constata que lo 
medular del diagnóstico estructuralista latinoa­
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mericano sigue siendo válido: las de América La­
tina son economías y sociedades periféricas; muy 
heterogéneas desde el punto de vista técnico-pro­
ductivo y socialmente desiguales; con predominio 
de formas de desarrollo económico que no redu­
cen sino aumentan la heterogeneidad y la desi­
gualdad; y con una influencia negativa de todo 
ello sobre la integración nacional y regional, el 
dinamismo económico y la mejoría de las condi­
ciones de vida de la población. 

Asimismo, en las páginas anteriores se ha pro­
curado sustentar la idea de que si las causas que 
obstaculizan el desarrollo social están enraizadas 
en las estructuras económica y social, las pro­
puestas para superarlas deben abarcar también a 
las políticas económicas y sociales que, en la 
controversia actual, giran en torno a los temas 
centrales de la transformación de la estructura 
productiva y la reestructuración de los servicios 
sociales. 

Sin embargo, la gran com plejidad de ambos 
temas no agota los que debieran examinarse al 
elaborar una propuesta, ya que existen otros de 
consideración obligada. Entre ellos destaca el 
crecimien LO de la pob lación'" al que no se suele 
otorgar la importancia debida. Las hipótesis más 
conservadoras pronostican un incremento de al­
rededor del 40% de la población actual hacia fines 
de siglo, que llevará el total de la región a unos 
550 millones de habitantes. Este fenómeno ejer­
ce una enorme presión sobre la demanda de em­
pleo y, en general, sobre los servicios sociales 
(para citar sólo estos aspectos) por lo que sería 

21.	 l:I!:I'AI., La crisis del tlesurrullo sociul: Reto« y pns ihil idu­
des, (I.GII•.413" Santiago de Chile. l!1K7. 
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conveniente contenerlo con medidas más enérgi­
cas que las aplicadas hasta ahora. Cierto es que 
existen fuertes resistencias y que, con razón, 
muchos gobiernos de la región siempre han sos­
pechado que las campañas de control de la nata­
lidad impulsadas por algunas organizaciones de 
los países desarrollados sólo pretenden enmasca­
rar otros aspectos, quizá más importantes, del 
desarrollo de la región. Pero también debiera 
recordarse que varios países europeos que ahora 
deslumbran por su nivel de desarrollo expulsaron 
una proporción significativa de su población en­
tre mediados del siglo pasado y principios del 
actual y que ello les brindó una flexibilidad mu­
cho mayor para enfrentar sus problemas. Améri­
ca Latina no tiene esa posibilidad, al menos en la 
proporción que la tuvieron aquellos países, y de­
berá resolver cómo dar empleo, educación, sa­
lud, alimentación, y vivienda a una creciente 
población. 

Tampoco puede dejarse de lado el hecho de que 
el desarrollo social tiene que lograrse en medio de 
las consecuencias del acelerado cambio tecnológi­
co que está teniendo lugar a nivel mundial. Mu­
chos estudios han llamado la atención sobre los 
efectos negativos de ese proceso sobre las econo­
mías de la región, al menos a corto y mediano 
plazo, al desarticular la relación que éstas tienen 
con la economía internacional, y la consecuente 
necesidad de adaptarse a dicho proceso para apro­
vechar las oportunidades y potencialidades que 
encierra. Sin embargo, pocos países de América 
Latina están realizando ese proceso de adapta­
ción y es posible que varios no estén en condi­
ciones de realizarlo a corto plazo. Además, al 
efectuar ese proceso de adaptación, es probable 
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que se produzca una proliferación de especiali ­
zaciones laborales que modificará la estructura 
ocupacional, aumentando la ya considerable hete­
rogeneidad existente, con todas las consecuencias 
que este fenómeno tendrá sobre la ya débil inte­
gración social. 22 

Sin embargo, pese a la importancia de los pro­
blemas vinculados a la dinámica de población y al 
cambio tecnológico,23 en la parte final de ese en­
sayo se desea llamar la atención sobre la enorme 
relevancia actual de los aspectos políticos en el 
proceso de elaboración y ejecución de cualquier 
propuesta de desarrollo. 24 

No cabe duda que la herencia de problemas 
sociales no resueltos en el pasado, a la que se 
unen el peso de la crisis, el crecimiento de la 
población y la necesidad de adaptarse a los cam­
bios tecnológicos constituye un panorama muy 
complicado para cualquier país de la región, sobre 
todo los de menor desarrollo relativo. Para afron­
tarlo con éxito se requeriría que se movilizaran 
todos los recursos físicos, financieros, humanos e 
institucionales en una acción socialmente concer­

22. A.	 Costa Filho, "Más allá de la crisis económica: Sobre el 
progreso social en los años 90", documento presentado al 
Seminario "Cómo Recuperar el Progreso Social en Améri­
ca Latina", organizado por ILI'&s, UNlC&F y el Banco Mun­
dial, Santiago de Chile, junio de 1988. 

23.	 Para un examen detallado de los problemas económicos 
actuales véase C:&I'AI., "El desarrollo de América Latina y 

el Caribe: Escollos, requisitos y opciones", serie de Cua­
dernos de la CKI'AI., No. 55, Santiago de Chile, 1987; Ibi­
dem, "Restricciones al desarrollo sostenido en América 
Latina y el Caribe y requisitos para su superación", 
(I.c/G.14HII (s&s.2:ua) Rev.l, 1988. 

24.	 José Medina Echavarrfa, Consideraciones sociológicas 
sobre el desarrulla económicu, Solar/Hachette, Buenos 
Aires, 1963. 
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tada y a largo plazo. Existen muchos ejemplos 
históricos que demuestran que al existir tal mo­
vilización pueden superarse obstáculos y alcan­
zarse metas ambiciosas, aún en medio de gran 
restricción de recursos; en este sentido, llama la 
atención la creciente incapacidad de los países de 
la región para llevar adelante una acción colecti ­
va organizada, fenómeno cuya importancia sería 
imposible exagerar. 

La causa principal de tal incapacidad radica 
en los conf'hctos provocados por la combinación 
de una aguda desigualdad económico-social junto 
a procesos muy dinámicos de movilización social 
y participación política. Es sabido que la desi­
gualdad por sí sola no genera conflictos sociales 
y políticos; muchas sociedades en la historia han 
podido combinar la desigualdad con el orden polí ­
tico gracias a que los grupos subordinados acep­
tan su posición en la sociedad o, aunque no la 
acepten, están sometidos por un severo control 
social. 

En la América Latina actual, procesos como la 
urbanización, el desarrollo educacional y la ex­
pansión de los medios masivos de comunicación 
han contribuido de modo considerable a quebrar 
las relaciones sociales y los principios de conduc­
ta en los cuales se basa la aceptación tradicional 
de la subordinación, impulsando la "movrliaación 
social" que se expresa en el rechazo de esos gru­
pos a su posición subordinada y la aspiración a 
alcanzar una mejor situación económica, social y 
política. Dicha movilización presiona en pos de 
sus objetivos, contribuyendo además a impulsar 
-a la vez que es impulsada por- el proceso de 
democratización, mediante el cual se crean y am­
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pUan organizaciones y mecanismos instituciona­
les que permiten la expresión y consecución de las 
nuevas demandas. 

Si esas demandas no son satisfechas en algún 
grado, comienzan a aumentar los conflictos poU­
ticos, resquebrajarse los sentimientos de comuni­
dad poUtica (unidad de propósitos, solidaridad 
social, lealtades compartidas. etc.) y dificultarse 
la posibilidad de que la sociedad como un todo sea 
capaz de realizar un esfuerzo colectivo organiza­
do. Al agravarse este proceso se manifiesta una 
verdadera desintegración social. 

Este panorama general presenta variaciones 
en los países de América Latina. En muy pocos 
todavía existen algunos grupos sociales que acep­
tan su posición de subordinación pero, en general, 
se presentan situaciones que combinan en grados 
diversos la satisfacción de las nuevas demandas y 
la incorporación de los grupos movilizados. con 
formas más o menos autoritarias de control social 
y político. 

En algunas sociedades europeas y asiáticas la 
construcción o reconstrucción del orden político 
en la postguerra se vio favorecida por la per­
sistencia de fuertes valores tradicionales o sen ti­
mientos religiosos que legitiman las relaciones de 
subordinación; por derrotas militares que ponen 
en peligro la existencia de la nación y favorecen 
la cohesión social; por poderosos sentimientos 
nacionalistas; por la existencia de sólidas insti­
tuciones políticas que regulan los conflictos so­
ciales, por la pertenencia a comunidades 
supranacionales que fortalecen las instituciones 
democráticas, y, en último término pero no al 
final. por la satisfacción de las demandas de los 
grupos movilizados. En América Latina tales fac­
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tores no existen, o han tenido un efecto mucho 
menor, y por lo tanto el dinamismo de la ecuaci6n 
desigualdad vs movilización/participaci6n se ha­
ce sentir con enorme vitalidad. Y, cuando provo­
ca un alto grado de conflicto, como es el caso en 
varios países de la regi6n, impide hasta la posibi­
lidad de elaborar estrategias de desarrollo a largo 
plazo; mucho menos realizarlas. De modo que, en 
tales circunstancias, la reconstrucci6n de un mí­
nimo de cohesi6n social y política se transforma 
en una precondici6n sin cuya satisfacci6n no será 
posible orien tar el proceso econ6mico y social. 

Por cierto, siempre estará presente la seduc­
ci6n de lograr el orden político mediante procedi­
mientos dictatoriales que brinden la base necesaria 
para llevar adelante la propuesta deseada, sea la 
transformaci6n econ6mico-social en gran escala, o 
la reafirmaci6n de la desigualdad. Esto ha sucedido 
muchas veces en la región y nada permite suponer 
que no se repetirá en el futuro. La necesidad de la 
dictadura transitoria ha sido planteada por la dere­
cha y la izquierda, dentro y fuera de la región; la 
controversia secular que enfrenta a esta tesis con el 
pensamiento liberal-democrático tiene aspectos va­
lorativos e hist6ricos que no pueden ser tratados 
aquí. Sin embargo, cabe decir al respecto que la 
opini6n actualmente predominante, tanto en la re­
gi6n como en los países desarrollados, es decidida­
mente contraria a la soluci6n dictatorial. Por ese 
motivo, las f6rmulas para enfrentar la ecuaci6n 
mencionada tienen que ser elaboradas sabiendo que 
eventualmente serán aplicadas por regímenes de­
mocráticos, en que la concentraci6n y el compromi­
so entre las fuerzas sociales significativas (y sus 
intereses) es el procedimiento básico a seguir en el 
proceso de toma de decisiones. 
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Por este motivo resulta erróneo suponer, co­
mo se hace a menudo, que una propuesta, radical 
o reaccionaria, que ha podido ser aplicada por 
medio de métodos dictatoriales, puede ser trans­
ferida a sin más a otro país de contexto democrá­
tico; o que tal propuesta podrá seguir siendo 
aplicada sin modificaciones en un país cuando 
éste cambia de un sistema dictatorial a otro de­
mocrático. Al cambiar el contexto político los 
"éxitos" pueden convertirse en "fracasos", y vice­
versa. Por ejemplo, programas de ajuste ortodoxo 
que han sido exitosos cuando han contado con un 
riguroso control social autoritario, resultan un 
fracaso cuando, en con tex tos democráticos, las 
fuerzas sociales perjudicadas pueden defender 
sus intereses; asimismo, programas redistributi­
vos que han fracasado en regímenes democráticos 
podrían haber tenido éxito si una dictadura hu­
biese doblegado las fuerzas que se les opusieron. 

Si se deja de lado, entonces, la opción dictato­
rial y se concentra la atención en las propuestas 
que podrían ser aplicadas en democracia, vale 
señalar en principio que la cohesión social y polí­
tica, deteriorada por los procesos señalados, ha 
sido mantenida históricamente en la región, gra­
cias a la satisfacción, al menos parcial, de las 
demandas de los grupos subordinados. Tal satis­
facción fue alcanzada sin que, en general. los 
grupos privilegiados vieran menoscabada la por­
ción que obtienen de la riqueza y el ingreso. En 
efecto. se ha basado sobre todo en el mayor exce­
dente generado por el crecimiento económico y, 
de modo espúreo, en el déficit fiscal. la inflación 
y el crédito externo. La rigidez de los grupos pri­
vilegiados, la presión popular. los vaivenes del 
crecimiento económico y los límites de los dese­
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quilibrios macroecon6micos explican en gran par­
te los retrocesos y avances del desarrollo social; 
yen parte también el movimiento pendular entre 
democracia y dictadura en muchos países. 

La crisis profunda y prolongada que comenz6 a 
principios de los años ochenta desbarat6 las bases 
materiales del equilibrio precario de la cohesi6n 
social al esfumar el excedente en que el mismo se 
basaba; y las politicas de ajuste aplicadas, que en 
general han hecho recaer el paso en los asalariados 
de los estratos medios y populares, han terminado 
por socavar los cimientos de la integraci6n social en 
muchos países. En efecto, en estas circunstancias, 
s6lidos regímenes autoritarios son rechazados por 
el voto popular; gobiernos democráticos que resur­
gen después de períodos dictatoriales resultan abru­
mados por presiones y demandas que no pueden 
satisfacer; regímenes democráticos relativamente 
consolidados se resquebrajan con rapidez; a la vez 
que se agudiza el conflicto en los regímenes poltti­
cos de participaci6n "bloqueada". 

Todo ello indica que la integraci6n social y 
política se ve amenazada en todas partes y que 
los fundamentos en los que se bas6 están siendo 
desbordados. 

¿Que hacer? No hay una receta única. Las prin­
cipales tendencias del proceso politico, válidas en 
general, se manifiestan de manera diversa en los 
países de la regi6n, a la vez que son variables los 
grados de libertad con que cuentan los gobiernos 
para impulsar las opciones que desean. Además, 
toda propuesta suele abarcar diversos objetivos, ta­
les como el mantenimiento o la recuperación de los 
equilibrios macroecon6micos, el impulso del creci­
miento econ6mico, el mejoramiento de la equidad 
social, la consolidación de la democracia y el mejo­
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ramiento de la integración social, que deben ser 
combinados. 

ED los años recien tes, la atención ha estado 
concentrada en los dos primeros, enfoque que ha 
recibido el apoyo pleno de las autoridades guber­
namenrales y privadas de los principales países 
desarrollados. Este enfoque unidimenaional debe 
cambiar en favor de otros que otorguen la debida 
importancia -eD algunos casos la máxima priori­
dad- a la equidad, la democracia y la Integración 
social. Mejorar los actuales niveles de integración 
social requiere llevar adelante propuestas más 
equitativas, y ambas, in tegracíón y equidad, CODS­
tituyeD auatentos básicos de la democracia. Por 
cierto, el crecimíento económico favorece el logro 
de esos objetivos y los desequilibrios macroeco­
Dómicos profundos y prolongados los perturban, 
de modo que ambos requieren también la debida 
eonaideracién. 

S610 la adecuada evaluación de las circunstan­
cias nacionales en relacióD a cada UDO de esos 
aspectos podrá indicar cuáles deben y pueden 
ser las prioridades de la acción. Lo que resulta 
evidente es que sería funesto que persistiera el 
descuido actual COD respecto a los factores socio­
políticos y, peor aÚD, que se pretendiera genera­
lizar UDa receta simplista y unidimenaional para 
lograr el equilibrio y el crecimiento económícos. 
Como todo gobernaute sabe por expertencia, en 
épocas eonvulaionadaa como las actuales, las re­
comendacionea rígidas y un iveraales DO sirveDj al 
contrarfo, debe ejercitarse el más cuidadoso arte 
político a fin de recuperar UD mínimo de articula­
ción de las fuerzas sociales y, a partir de allí, 
elaborar y poner en práctica colectivameDte UDa 
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propuesta que sea respaldada por la mayor parte 
de la población. 

Pero, ¿será posible lograrlo? La experiencia 
reciente de la región no permite ser optimista; 
para ello basta reparar en la dificultad de los 
gobiernos para alcanzar acuerdos sociales que les 
permitan llevar adelante sus politicas. Ello se 
debe, sobre todo, a la conducta de las fuerzas 
sociales. En efecto, en los estratos superiores se 
advierte creciente inflexibilidad, defensa clasista 
de sus intereses sectoriales y falta de sentido 
nacional; las fuerzas armadas continúan orien­
tándose por la lógica de conflictos que cada vez 
tiene menos que ver con los reales desaffos que 
enfrentan sus sociedades; y los estratos medios y 
populares, golpeados por la crisis, luchan con to­
das sus fuerzas por impedir que continúe su re­
troceso, sin tener a menudo visión de conjunto y 
sen tido de responsabilidad nacional. 

Sin embargo, si no fuera posible lograrlo, co­
brará realidad nuevamente el espectro de la dic­
tadura, y con ella una nueva postergación de la 
solución cabal de los problemas planteados por la 
desigualdad, la movilización social y la participa­
ción democrática. 
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Introducción 

El reclamo por una mayor equidad en la dis­
tribución del bienestar, en las oportunidades de 
progreso individual y en el compartimiento de las 
consecuencias de los aj ustes macroeconómicos se 
ha convertido en un clamor que se extiende por 
las sociedades latinoamericanas. Lo vocean diri­
gentes sociales de todo cuño y corean contingen­
tes cada vez mayores de grupos sumergidos en 
situaciones de pobreza, de asalariados mal remu­
nerados, de trabajadores subempleados o desocu­
pados, y de estratos de clase media deteriorados. 

El reclamo no es nuevo. Encuentra su justi­
ficación en la iniquidad característica del de­
sarrollo latinoamericano de posguerra. Se ha 
convertido en clamor ante la magnitud sin prece­
dentes de los ajustes que están experimentando 
las economías y los aparatos estatales latinoame­
ricanos, el elevado costo que entraña en términos 
sociales y la frustración derivada de su falta de 
éxito en recuperar el crecimiento sostenido. 
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La búsqueda del desarrollo equitativo se ha 
convertido así no sólo en UQ imperativo ético de 
las sociedades y de la política pública, sino en un 
requisito funcional de la estabilidad social y del 
afianzamiento de la democracia y en un impe­
rativo histórico de replanteo del destino de las 
naciones latinoamericanas en un mundo en trans­
formación. 

Las respuestas a ese clamor deben ser, sin 
embargo, reflexivas. La crisis por la que atravie­
san los países de esta región es estructural. Su 
superación exige, por lo tanto, la reorientación 
del estilo de desarrollo. Pero la búsqueda de 
senderos de desarrollo que sienten las bases de 
sociedades más equitativas y que representen, al 
mismo tiempo, una inserción funcional en el mun­
do que emerge de las actuales transformaciones 
no tiene asegurado el éxito. Lograrlo depende de 
delicadas y peculiares combinaciones de procesos 
societales. 

Por otro lado, las situaciones críticas encie­
rran la urgencia de emprender los -quizá largos­
caminos de salida. Tal imperativo queda de mani­
fiesto tanto en el fren te social como en las dife­
rentes dimensiones de la estructura económica y 
de los aparatos estatales. Los efectos acumulati­
vos de la prolongada crisis han agregado nuevas 
restricciones al crecimiento sostenido. El endeu­
damiento externo, el racionamiento de capitales 
y la transferencia de recursos al exterior, el debi­
litamien to de los procesos de in versión y el dete­
rioro del capital básico, la debilidad fiscal y las 
presiones inflacionarias han pasado a formar par­
te de la estructura de funcionamiento de las eco­
nomías latinoamericanas. 
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Las situaciones de inequidad de las que están 
plagados nuestros países reconocen, por consi­
guiente, ccndicíonantee tanto estructurales como 
de la coyuntura crítica. La superación de unos y 
otros supone la reorientación del desarrollo. Para 
que ésta se materialice es imprescindible, sin em­
bargo, que las economías y las propias sociedades 
se ajusten a modelos de funcionamiento más equi­
librados. Pero para que tales modelos perduren, 
consolidándose económica y políticamente, y po­
sibiliten la superación de la crisis, es necesario 
que se operen cambios profundos y coherentes en 
la estructura económica y social. El que esos 
cambios sean de signo equitativo dependerá de 
que los nuevos estilos de desarrollo sean capaces 
de transformar en una complementariedad diná­
mica las contradicciones históricas entre creci­
miento y equidad. 

El examen de las relaciones entre crecimiento 
y equidad debe situarse en el marco histórico del 
estilo de desarrollo latinoamerican (sección 1) y 
de su crisis, que agrega rasgos nuevos a la con­
figuración estructural (sección 11). Las contra­
dicciones internas al estilo de desarrollo y las 
transformaciones del orden in ternacional en cuyo 
contexto histórico se desenvuelve (sección 111) 
indican ciertas condiciones ineludibles para sus­
tentar una nueva fase de desarrollo (sección IV). 

El ajuste de las economías para ingresar en 
esa nueva fase contiene elementos de iniquidad 
(sección V), pero la reorientación del desarrollo 
congruente con el nuevo marco histórico, basada 
en una mayor incorporación de conocimiento, no 
sólo es sustentable, sino que encierra la posibili­
dad de que en el largo plazo crecimiento y equidad 
se transformen en complementarios (sección VI). 
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I 

EL CARÁCTER EXCLUYENTE
 
DEL ESTILO LATINOAMERICANO
 

DE DESARROLLO
 

1.	 Crecimiento y equidad: 
patrones universales o«. 
configuraciones estructurales 

La constatación de la persistente iniquidad en 
el desarrollo latinoamericano de posguerra admi­
te diversas interpretaciones. Las más en boga 
se originan en la hipótesis de la existencia de un 
patrón universal único de modernización y desa­
rrollo (Kuznets, 1955). Las etapas iniciales de 
este proceso implican aumentos de las desigual­
dades, las que se irían atenuando a partir de 
cierto estadio de desarrollo. Las explicaciones 
correspondientes destacan el insuficiente grado 
de modernización y las distorsiones -principal­
men te institucionales o de política pública- que 
obstaculizan el proceso. Las prescripciones es­
tratégicas se concentran en las reformas institu­
cionales y en la promoción del crecimiento, para 
anticipar la ocurrencia de los indudables efec­
tos de "derrame". 

Uno de los ramales de esta familia interpre­
tativa reconoce, sin embargo, la excesiva longi­
tud del plazo que media hasta la materialización 
de los efectos de derrame y aconseja realizar, 
desde ya, intervenciones públicas que modifiquen 
algunos de los condicionantes estructurales del 
proceso e impongan límite a las desigualdades 
que se generan en las fases iniciales de transfor­
mación' (Chenery et.al., 1974). 
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En el extremo opuesto, las formulaciones de 
ftotro desarrolle" rechazan la hipótesis del patrón 
universal y postulan la adopción de modalidades 
alternativas de desarrollo, basadas en una noción 
diferente de modernización y que privilegien tan­
to la sustentabilidad ecológica como la equidad en 
la satisfacción de las necesidades humanas (Fun­
dación Dag Hammarskj61d, 1975). 

A nuestro juicio, la admisión de que existen 
tendencias universales básicas -aunque no nece­
sariamente predecibles- en la tecnología, la orga­
nización de la producción, las demandas y los 
valores es compatible con el reconocimiento de la 
especificidad histórica de los derroteros de desa­
rrollo de cada sociedad. También éstos, por otra 
parte, se dan en contextos internacionales histó­
ricamente peculiares. 

La constatación de la existencia de patrones 
muy generales de transformación y desarrollo 
(Kuznets, 1966; Chenery y Syrquin, 1975) no jus­
tifica, sin embargo, la aceptación de relaciones 
simples entre crecimiento y equidad, basadas en 
un modelo de aplicación universal, aunque éste 
reconozca variantes según "tipos de paíaes". Lo 
que ciertamente niega, en cambio, es la posibili­
dad de que en el largo plazo haya algún desarrollo 
exitoso que se encuentre en contradicción con 
tales tendencias. 

Sin embargo, dentro del haz o campo de in­
fluencia de esas tendencias universales pueden 
coexistir "est.ilcs" de desarrollo (Pinto, 1976; Gra­
ciarena, 1976) caracterizados por diferentes con­
figuraciones estructurales, que involucran, entre 
otras, diferentes relaciones entre crecimiento y 
equidad. Existe evidencia histórica de países con 
niveles de ingreso y desarrollo comparables a los 
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prevalecientes en América Latina, pero con va­
riadas configuraciones estructurales, que en 
las pasadas décadas combinaron un consider­
able dinamismo con grados razonables de equidad 
(Fajnzylber, 1989). 

Sirvan las anteriores consideraciones para 
justificar la interpretación de las pertinaces de­
sigualdades de la región en el marco de la confí­
guración de rasgos estructurales que ha 
caracterizado el estilo latinoamericano de desa­
rrollo en la posguerra. Parece difícil comprender 
las relaciones entre crecimiento y equidad fuera 
de ese contexto. Por otra parte, la búsqueda de un 
desarrollo equitativo desemboca necesariamente 
en la configuración de un estilo que involucre una 
mayor equidad en la participación de los frutos 
del crecimiento. Tal estilo debe, por lo tanto, lle­
var implícitas relaciones de complementariedad 
entre crecimiento y equidad. 

Más que la presencia de uno u otro rasgo, es 
el conjunto de la configuración estructural y de 
su modalidad de funcionamiento lo que determina 
el carácter de las relaciones entre crecimiento y 
equidad. En consecuencia, corresponde, prime­
ro, caracterizar desde una perspectiva económica 
y en forma sucinta este estilo de desarrollo, para 
luego identificar los desequilibrios estructura­
les que han afectado la sustentabilidad del creci­
miento y determinado su carácter excluyente. 

2.	 Rasgos estructurales 
comunes del estilo 

Más allá de las peculiaridades y diferencias en 
el conjunto de oportunidades representado en ca'· 
da país por la dotación de recursos naturales, el 
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tamaño y grado de desarrollo la economía nacio­
nal y las características del sistema social e ins­
titucional existente, el funcionamiento de las 
economfas latinoamericanas en la posguerra se 
ha caracterizado por un conjunto común de ras­
gos estructurales interrelacionados. 

• Especialización internacional basada en 
los recursos naturales. La participación en el 
comercio internacional siguió ejerciéndose esen­
cialmente a través de bienes primarios, a pesar de 
los significativos procesos de industrialización. 
El impulso externo continuó, por lo tanto, sujeto 
a las alternativas y tendencias de la demanda 
in ternacional de estos bienes y a la inestabilidad 
de sus precios. Aun en los casos más notables de 
diversificación de exportaciones en favor de las 
manufacturas, la mayor parte de éstas correspon­
den a la elaboración de recursos naturales. Se 
trata en buena medida de productos industriales 
básicos <industrial commodities), cuyos merca­
dos internacionales reproducen actualmente con­
diciones similares a las que tradicionalmente 
han caracterizado a los mercados de productos 
primarios. 

• Dinamismo interno basado en el consu­
mo. El dinamismo interno, motor del crecimien­
to frente a la inestabilidad e inseguridad de los 
estímulos externos, se basó en la expansión con­
tinua del consumo, tanto privado como público. 
Las inversiones -incluída una considerable 
fracción de la inversión pública- fueron induci­
das sobre todopor la ampliación de la demanda de 
consumo y de servicios públicos complementa­
~ios. Esta se vio estimulada por el aumento de 
los ingresos reales y por la rápida formación de 
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nuevos estratos sociales, surgidos gracias a la 
industrialización y la urbanización. 

• Patrones de consumo imitativos. Dadas 
las características altamente imitativas, el creci­
miento basado en su expansión estuvo orientado 
a satisfacer con producción local una canasta de 
bienes semejante a la de la nación más avanzada 
del orbe. El patrón del gasto público, a su vez, ha 
servido en general de apoyo a las tendencias imi­
tativas, en lugar de promover su corrección. 

• Orien tacion de la industrializaci6n hacia 
el mercado interno y desarticulaci6n productiva. 
En consonancia con el dinamismo basado en el 
consumo y con las características altamente imi­
tativas de éste, la industrialización se ha orien­
tado hacia el mercado interno. Dicho patrón de 
industrialización "desde la desembocadura" en to­
do el frente del vector de consumo ha tendido a 
configurar aparatos industriales desarticulados. 
Por otro lado, ha conducido a procesos de crecien­
te complejidad, con intensidades de capital más 
elevadas y escalas mayores, lo cual se ha traduci­
do en mayores requerimientos de inversión por 
unidad de producto adicional y en escalas de pro­
ducción subutilizadas. Los mayores costos involu­
crados han motivado que en general la protección 
a cada actividad se haya extendido por encima y 
más allá de lo requerido por los procesos de apren­
dizaje industrial y tecnológico. 

• Debilidad tecn olágica y falta de competiti­
uidad internacional. La urgencia por reproducir 
localmente los niveles de consumo de las socieda­
des desarrolf adas y la industrialización orientada 
hacia los mercados internos en expansión han 
conducido a una incorporación superficial y cos­
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tosa de las tecnologías importadas, sin un desa­
rrollo correlativo de capacidades tecnológicas lo­
cales. La desarticulación peoductíva, por otra 
parte, involucra una fragilidad estructural en el 
sistema de difusión del progreso técnico. Esta 
debilidad tecnológica sistémica constituye, a su 
vez, una causa más profunda de la falta de com­
petitividad internacional que la protección que 
ampara actividades tecnológicamente sólidas, pe­
ro vulnerables desde el punto de vista económico. 

• Debilidad del empresario local en el proceso 
de acumulación y de progreso téen ico . En la ma­
yoría de los casos, el liderazgo en las actividades 
industriales portadoras de progreso técnico, en 
torno a las cuales se articula el perfil industrial 
nacional, no ba sido asumido por empresas priva­
das nacionales, sino por el Estado. Por otro lado, 
la gravitación de la pequeña y mediana empresa 
es menos significativa que en otras naciones de 
industrialización tardía y tiende a configuar es­
tratos cuyos niveles tecnológicos y organizativos 
son considerablemente inferiores a los de la gran 
empresa, dando lugar a una acentuada heteroge­
neidad estructural dentro de los sectores indus­
triales, aun en los países más avanzados de la 
región (Pinto, 1970). La capacidad de acumula­
ción productiva y de incorporación de progreso 
técnico del conjunto de empresariado nacional ha 
estado muy por debajo de los requerimientos de 
un crecimiento sostenido. La considerable capa­
cidad de ahorro de este sector ha tendido a cana­
lizarse hacia consumos suntuarios, inversiones 
poco reproductivas, especulación financiera o 
activos externos, en un comportamiento, más 
rentístico que empresarial. 
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• Protagonismo estatal. La debidad del em­
presariado local como inversor e innovador dejó 
a cargo de la inversión extranjera o del Estado 
(en ocasiones de ambos, en una complementa­
riedad tácita o explicita) el núcleo estratégico de 
las inversiones para el desarrol!o. Inclusive la 
movilización de capital privado para inversión 
en actividades estratégicas debió a menudo ser 
acompa6ada de transferencias casi gratuitas de 
capital público, protección desmedida y prolonga­
da, o subsidios de diferente índole. 

A ello se agregó el manejo de los instrumentos 
arancelarios, cambiarios y crediticios para operar 
la transferencia de recursos desde las actividades 
primarias exportadoras a las urbanas e industria­
les, y desde los consumidores y rentistas a la 
inversión. Por otro lado, las inversiones públi­
cas en infraestructura facilitaron y comple­
mentaron el patrón de crecimiento fundado en la 
expansión del consumo privado. 

Finalmente, el Estado se constituyó en un me­
canismo esencial de redistribución de ingresos. 
Sin embargo, a diferencia del BEstado de bienes­
tar", propio de los países industriales, para tal 
efecto operó más a través de las tarifas y precios 
públicos y de la creación de empleos públicos, que 
de 

-'
transferencias de seguridad social y bienestar. 

• Dualismo agrario. Si bien durante las últi­
mas décadas se han registrado significativos 
avances en la ampliación de las fronteras agríco­
las y la modernización de diversas producciones 
agropecuarias, con los consiguientes aumentos de 
productividad, persisten estructuras duales den­
tro de los sectores agrarios de la mayoría de los 
países de la región. Junto a eficientes empresas 
exportadoras y a una variedad de empresas fami­
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liares productoras para el mercado interno, am­
plios sectores de campesinado continúan dedica­
dos a una agricultura de subsistencia. 

La presencia o ausencia de estas formas de 
dualismo agrario en la configuración estructural 
de cada sociedad nacional es, probablemente, el 
factor que condiciona en mayor medida la presen­
te caracterización de un estilo de desarrollo, co­
mún a todos los países de la región. 

En todo caso, tanto la modernización como 
el subdesarrollo agrario han alimentado los in­
tensos procesos de urbanización, que persisten 
más allá de las fases cíclicas de la actividad eco­
cómica urbana. 

3.	 Un estilo de desarrollo 
estructuralmente desequilibrado 

La estructura caracterizada por estos rasgos 
tiende a reproducir desajustes entre vectores de 
oferta, de un lado, y de demanda o de requeri­
mientos, del otro, más allá de los ajustes tempo­
rarios. Es en este sentido que afirmamos que el 
estilo de desarrollo latinoamericano involucra 
un conjunto de desequilibrios estructurales inte­
rrelacionados, que tornan insostenible el creci­
miento en el largo plazo. 

• El poder de compra de las exportaciones 
(incluido el efecto de los términos del Intercam­
bio) tiende a expandirse menos que la demanda de 
importaciones derivada tanto de los patrones pre­
valecientes de consumo y de gasto público como 
del funcionamiento y la expansión de los aparatos 
productivos existentes. Ello implica una tenden- . 
cia estructural al déficit comercial, dando lugar 
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a una avidez crónica de capitales externos y a las 
características interrupciones o limitaciones del 

.crecimiento por falta de divisas. 

• Los requerimientos de inversión para ex­
pandir significativamente el producto poten­
cial tienden -dada la configuración de 
insuficiente progreso técnico, desarticulación 
productiva y debilidad de la acumulación- a supe­
rar la capacidad de ahorro nacional real, ajustado 
este último por el efecto de los términos del inter­
cambio. Ello genera una segunda brecha que re­
quiere ahorro externo, ya sea mediante el 
endeudamiento o la inversión extranjera directa. 

• Los flujos de capitales externos comprome­
ten, a su vez, corrientes futuras de intereses y 
utilidades, que se agregan al déficit comercial, 
ampliándose así la brecha de divisas que ha de se.r 
cubierta con aportes de ahorro externo. 

• La demanda derivada de incorporación de 
tecnología supera con creces las capacidades tec­
nológicas locales, presionando sobre las diversas 
formas de importación de tecnología (bienes de 
capital, licencias, inversiones extranjeras). Da­
das la insuficiente inversión en investigación y 
desarrollo, la desarticulación de los perfiles in­
dustriales locales y la simbiosis tecnológica de las 
empresas transnacionales con sus matrices, las 
capacidades tecnológicas locales permanecen en 
una situación de subdesarrollo, lo que agrava este 
desequilibrio. 

• La insuficiente difusión de progreso técnico 
en estructuras productivas desarticuladas hace 
posible la persistencia de heterogeneidad estruc­
tural intersectoriaJ e intrasectorial. No sólo coe­
xisten estratos productivos de niveles de 
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productividad, tecnología y organización muy 
dispares, rasgo frecuente en cualquier economía 
en un momento dado, sino que tal heterogeneidad. 
perdura y las brechas se ampltan, ya que los 
incrementos de productividad en las actividades 
modernas o formales tienden a ser superiores al 
promedio. Bajo el modelo dominante de alta in­
tensidad de capital, tecnología trasplantada y de­
sarticulación productiva, la modernización de 
los estratos atrasados requeriría que tuvieran 
acceso efectivo al capital y los conocimientos 
en grados de difícil absorción a nivel microeco­
nómico y probablemente inviables a escala ma­
croeconómica. 

• La disponibilidad de fuerza de trabajo tíen-. 
de a superar la demanda de empleo moderno deri­
vada del patrón imperante de demanda de bienes 
y a crecer menos que ésta. Vinculado sin duda a 
desequilibrios entre la demanda y la oferta de 
calificaciones, dicho desajuste estructural da ori­
gen a diferentes formas de subutilización de los 
recursos humanos, que constituyen la contrapar­
te de la heterogeneidad estructural de los siste­
mas productivos. 

• En el plano de la acumulación, la configu­
ración estructural se manifiesta en el desajuste 
entre la inversión necesaria para lograr un creci­
miento sostenido, con eliminación progresiva de 
la heterogeneidad estructural y del subempleo, y 
la correspondiente a la expansión de la capacidad 
de producción con la estructura actual. Esta dis­
crepancia, por otro lado, se amplía cuando las 
condiciones del sector externo y la moviliza­
ción de ahorro interno restringen la tasa de in­
versión asequible. 
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• El papel del Estado en el estilo de desarro­
llo prevaleciente involucra una fragilidad fiscal 
estructural. La considerable actividad inversora 
del Estado (infraestructura, creación de empre­
sas públicas, transferencias de capital al sector 
privado>, así como la expansión constante de los 
servicios sociales, del empleo público y de los sub­
sidios han tenido como contrapartida aumentos 
considerables de la carga tributaria. Sin embar­
go, ésta ha tendido a crecer menos que la parti­
cipación de los gastos públicos en el producto, 
debido a que la ampliación de las bases tributa­
rias se fue quedando a la zaga y a que en muchos 
casos se deterioró el cumplimiento de las obliga­
ciones tributarias. 

4. Y eocialmen te excluyente 

El estilo latinoamericano de desarrollo no sólo 
resulta insostenible a largo plazo, por las múlti­
ples tendencias al desequilibrio emergentes de su 
configuración estructural. Además, es excluyeñ te 
porque en la práctica impide la adecuada partici­
pación de amplios segmentos de la población en 
los procesos de. modernización y en 108 resultados 
del crecimiento. Esta exclusión limita, a su vez, 
los horizon tes del proceso de desarrollo. 

A pesar de la rápida expansión de los merca­
dos internos, de las transformaciones ocurridas 
en las estructuras sociales y de la movilidad so­
cial asociada a tales cambios, las desigualdades 
en la distribución del ingreso se han mantenido e 
incluso agravado. Por otro lado, la notable mejo­
ría que registran desde la postguerra algunos in­
dicadores básicos de las condiciones de vida no ha 
logrado reducciones sustanciales en la significa­
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ción de los grupos que viven en condiciones de 
pobreza absoluta. 

El principio de exclusiób implícito en el fun­
cionamiento desequilibrado del estilo latinoame­
ricano de desarrollo opera en tres dimensiones 
principales: los patrones distributivos emergen­
tes de la estructura productiva, el papel dinámico 
de los patrones de consumo, y las característi­
cas y limitaciones de la acción redistributiva del 
Estado. 

Los patrones distributivos emergentes de la 
estructura productiva reflejan de manera siste­
mática la gravitación de la heterogeneidad es­
tr'uctural y el subempleo, en un círculo vicioso 
de difícil superación. Los procesos de modern­
ización productiva, intensivos en capital físico, 
no llegan a incorporar la totalidad de la oferta de 
mano de obra; la estructura de calificaciones dis­
ponible resulta incongruente con la demanda de 
calificaciones; y la difusión del progreso técnico 
no alcanza a los amplios estratos de baja produc­
ti~id~d~ PO'r otro lado, 'la modernización de esos 
estratos -desprovista del multiplicador sinérgico 
de aparatos productivoa más articulados y socie­
dades más integradas- exigiría rec~lrsos de in­
versión y programas púbicos que exceden por 
amplio margen las capacidades de los Estados 
latinoamericanos. 

Dado que el patrón imitativo de consumo es 
costoso en términos de recursos domésticos,· la 
expansión cont'inua del consumo se ha basado 
esencialmente en la prosperidad del 30% -o, a lo 
sumo, el 40%- de mayores ingresos de la pobla­
ción, que requiere ingresos más altos para pagar, 
por los mayores precios de los bienes. Los estra­
tos de menores ingresos han quedado al margen 
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de tales consumos, aunque estén crecientemente 
afectados por los patrones sociales de aspiracio­
nes centrados en torno a esa canasta de bienes. 

De hecho, la orientación a reproducir local­
mente los patrones de consumo de los países in­
dustriales lleva aparejado un principio 
estructural de exclusión social. La inversión por 
habitante -o, alternativamente, las importacio­
nes por habitante- que sería necesaria

\ 
para ga­

rantizar al conjunto de la población el acceso al 
menos a los bienes que constituyen la canasta de 
consumo de países cuyo ingreso por habitante y 
productividad media son cinco o diez veces supe­
riores, está fuera de toda proporción con Ios nive­
les medios de producttvidadprevalecientes o aún 
asequibles en nuestros países. Esta constituye la 
contrapartida del hecho de que el perfil de deman­
da de ,recursos productivos (capital, te-cnología, 
trabajo y recursos naturales> derivado de los pa­
trones de consumo prevalecientes discrepa es­
tructuralmente de la disponibilidad relativa de 
tales recursos en los países de la región. 

Sin embargo, a través del Estado se han con­
figurado mecanismos redistributivos o supleto­
rios que corrigen los patrones distributivos 
originados en la estructura productiva o bien mo­
deran la inicua distribución del bienestar implici­
ta en el consumismo imitativo. La extensión de 
servicios sociales, el establecimiento de una r.ed 
de subsidios, la vigencia de tarifas públicas sub­
sidiadas y la provisión de empleos e ingresos den­
tro de los aparatos estatales han representado 
mecanismos de esa índole. Pero al favorecer a 
los estratos medios emergentes, tales mecanis­
mos han permitido el logro de una "equidad par­
cial o reatringida", que no llegó a abarcar a los 
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estratos ubicados en la base de la pirámide social. 
Por otro lado, el dinamismo del crecimiento de 
postguerra llevó a sustituir la exigencia de "equi­
dad aístémíca" por la de movilidad social y el haz 
de expectativas que ella suscitaba. 

En síntesis, el estilo estructuralmente dese­
quilibrado que desplegaron los países de América 
Latina durañ te la posguerra llevaba aparejado 
principios de exclusión social. Por un lado, el 
subempleo y la heterogeneidad tecnológica y pro­
ductiva proveen las bases de agudas disparida­
des de ingreso y situaciones extendidas de 
pobreza. Por otro lado, resulta imposible un com­
partimiento extendido. de los patrones de consu­
mo que- constituyen el motor dinámico de este 
estilo' y la aspiración social que el mism& proyec­
ta. Pero, sobre todo, sus modalidades de funcio­
namiento requieren la continua expánsión de los 
ingresos y del consumo de los estratos medios y 
altos de la población, sin que la acción redistribu­
tiva del Estado -sustentada en bases fiscales 
por lo demás frágiles- logre significativas trans­
ferencias compensatorias de ingresos hacia los 
estratos excluidos. 

II 

LA CRISIS DEL DESARROLLO,
 
DE LA DEUDA Y DEL ESTADO
 

Están claras, a estas alturas, cuáles son las 
raíces estructurales de la crisis de la deuda que 
afectó a los países de la región, en el marco de la 
transformación de las corrientes financieras in­
ternacionales. Los permisivos préstamos banca­
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rios con que se reciclaban los petrodólares per­
mitieron a los países importadores de crudo de 
la región continuar funcionando con su estilo ex­
ternamente desequilibrado y absorber incluso los 
choques de la elevación de los precios del crudo. 
Los países exportadores de petróleo expandieron 
rápida y espectacularmente sus importaciones, 
agudizando los rasgos característicos del estilo 
latinoamericano de desarrollo, con lo que no sólo 
consumieron sus inesperadas ganancias, sino que 
se sumieron en el endeudamiento externo. 

Sobre este trasfondo, la emergencia simultá­
nea a principios de la década de los ochenta de 
recesión internacional, deterioro de los términos 
del intercambio y súbita elevación de las tasas 
internacionales de interés -fenómeno este último 
atribuible a la enorme absorción de capitales por 
parte de los Estados Unidos- desencadenó la cri­
sis financiera en que aún se debaten los países de 
la región. 

Se trata de la eclosión postergada de la crisis 
del estilo de desarrollo de la región. Mantener sus 
desequilibrios estructurales bajo control requería 
disponer de un flujo creciente de recursos exter­
nos. De otro lado, la inserción de nuestros países 
se tornaba cada vez más anacrónica en un con tex­
to internacional de rápida transnacionalización 
financíera, cambios radicales en las corrientes de 
capital y acentuación de la competitividad, todo 
ello bajo el signo de profundas transformaciones 
tecnológicas. El endeudamiento externo resultó 
semejante, pues, a un estupefaciante, que alivió 
durante algún tiempo los conflictos latentes, pa­
ra luego transformarse en su detonan te. 

Hacia la eclosión de la crisis, el capital exter­
no operaba como facilitador del crecimiento, en 
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el doble papel del proveedor de divisas y de inyec­
tor de inversiones y tecnología. El Estado, a su 
turno, garantizaba el crecimiento y la redistribu­
ción de ingresos asequible dentro del estilo pre­
valeciente, mientras que la inflación operaba 
como mecanismo mediatizador de conflictos,fue­
sen ellos coyunturales o estructurales. El con­
texto mismo de crecimiento constituía un medio 
favorable, aunque mezquino o precario en algu­
nos países o períodos, para la movilidad social y 
la formación de amplios consensos, con fre­
cuencia tácitos. 

Esta modalidad de funcionamiento de las so­
ciedades latinoamericanas ha hecho crisis y sus 
componentes se han convertido en obstáculos al 
desarrollo. 

1.	 Vuelco de la transferencia 
de recursos externos. 

Los flujos netos de capital externo en el perío­
do 1950-73 fueron superiores a las remesas de 
nuestros países por utilidades e intereses, con lo 
que la transferencia neta de recursos hacia la 
región fue posit.iva.' Pese a su relativa modestia,2 
tales flujos proveyeron divisas esenciales para 
paliar las tendencias estructurales al desequili ­
brio externo y fueron con frecuencia vehículo de 

l.	 Con la notable ellcepci6n de Venezuela, que ha aido tra­
dicionalmente ellportador neto de capital, y de Argentina 
y Uruguay durante el período 1960-1972. 

2.	 Inferior al 1% del producto en loa paíaea mayorea de la 
regi6n (aunque en Braail y Colombia aacendi6 a 3.5% y 
2%, reapectivamente, en 1970·1973). En loa paíaea cen­
troamericanoa, en cambio, laa transferenciaa netas fue· 
ron máa aignificativaa. 
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inversiones estratégicas y de incorporación de 
tecnología en los estratos productivos moder­
nos. 

Durante el período de "capital fácil" 0974­
81), la magnitud de las corrientes netas de capi­
tal externo a largo plazo se triplicó en términos 
reales, llevando la transferencia neta de recursos 
externos hacia la región a un promedio de 2.5% 
del producto anual, aunque en algunos países esta 
relación llegó a representar 10% del producto. 

La crisis de la deuda y el subsecuente virtual 
racionamiento de capitales, por un lado el efecto 
de las elevadas tasas internacionales de interés 
sobre los abultados servicios de la deuda contraí­
da, por el otro, revirtieron (excepto en Centroa­
mérica) a niveles de entre 2 y 6% del producto, la 
transferencia que llevan a cabo los países (casi 
4% del producto a escala regional). 

En otras palabras, la mayoría de los países 
de América Latina se han transformado en ex­
portadores de capitales, después de haber sido 
tradicionales importadores. Sólo los países cen­
troamericanos, Haití y Paraguay mantienen su 
calidad de importadores netos de capitales. Para 
el conjunto de América Latina, el vuelco de recur­
sos ha sido del orden del 6% del producto regio­
nal: hasta antes de la crisis percibía r-ecursos 
netos equivalentes a 2% de su producto, desde 
1982 ha pasado a transferir al exterior casi 4% 
del producto regional. 

A consecuencia de este vuelco del financia­
miento externo los países de la región debieron 
ajustar sus economías de manera que éstas, sis­
temáticamente deficitarias en su comercio exte­
rior, pasaran a generar considerables superávit. 
Por otro lado, los recursos disponibles se contra­
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jeron en la magnitud del vuelco de los recursos 
externos. En los hechos, esta detracción recayó 
íntegramente sobre la inversión, que en casi to­
dos los países disminuyó en términos absolutos y 
relativos, al punto que su significación regional 
declinó poco más de 23% antes de la crisis a ape­
nas 16% del producto en la actualidad. 

2. La crisis fiscal 

El estilo de desarrollo que se fue configuran­
do en los países latinoamericanos durante la pos­
tguerra implicaba la expansión del Estado, con el 
objeto de que asumiera su papel protagónico en 
las múltiples dimensiones ya indicadas. Ello dio 
origen a una fragilidad fiscal estructural, en la 
medida que los gastos tendieron de manera siste­
mática a crecer más que las bases tributarias. 

Así, la signficación del gasto gubernamental 
llegó a ubicarse en un nivel de entre 15 y 30% del 
producto (excluídos los intereses de la deuda) en 
países en los que tres décadas antes había fluc­
tuado entre 10 y 15%. A ello hay que agregar el 
hecho de que al interior de los aparatos estatales 
cristalizaron estructuras organizativas inelásti­
cas a las fluctuaciones de la coyuntura, mientras 
que la recaudación tributaria tiende a ser procí­
clica y se ve erosionada por frecuentes aceleracio­
nes de la inflación. 

Por otra parte, la capacidad de control tri­
butario efectivo resulta debilitada por efecto de 
combinaciones variables de ineficacia adminis­
trativa, costo del control, corrupción y colusión. 
En tales condiciones, la ampliación de la recauda­
ción impositiva queda librada a la disposición de 
los particulares a tributar; y ésta declina en la 
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medida en que grupos importantes de contribu­
yentes comienzan a percibir que se debilita la 
funcicnahdad de la acción del Estado para que la 
economía estructuralmente desequilibrada fun­
cione sin vulnerar sus intereses. 

Esta divergencia estructural entre gastos e 
ingresos lleva implícito un funcionamiento defi­
citario del fisco. En algunos países y períodos, 
tales desajustes permitieron que el Estado cum­
pliera sus funciones promotoras del desarrollo y 
redistributivas sin mayores perturbaciones ma­
croeconómicas, captando recursos externos o del 
sector privado interno. En la mayoría de los ca­
sos, sin embargo, redundaron en financiamiento 
inflacionario. 

El acelerado endeudamiento de la década de 
los setenta agregó un peso insoportable a los gas­
tos fiscales, haciendo que la fragilidad fiscal sub­
yacente se convirtiera en crisis fiscal manifiesta. 
En efecto, los gobiernos aprovecharon la bonanza 
financiera de los a60s setenta para financiar sus 
déficit y las inversiones de las empresas públicas 
a través de endeudamiento externo e interno, re­
ciclando en muchos casos parte del endeudamien­
to externo del sector privado. Por otro lado, la 
crisis de la deuda externa y las exigencias de los 
acreedores transformaron la mayor parte de la 
deuda privada externa en deuda pública o públi­
camente garantizada. A ello se agregó, en algunos 
casos, el costo de operaciones de salvataje, con 
recursos públicos, del sistema financiero interno. 

Así, durante la última década la significación. 
de la deuda pública, externa e interna, y aquella 
que dispone de garantía pública se cuadruplicó 
como porcentaje del producto regional. Por otra 
parte, más de tres cuartas partes de la deuda 
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externa latinoamericana actual (de 416 mil millo­
nes de dólares) corresponde a los Estados. A los 
crecientes gastos públicos vo!untarios o "progra­
mables- se ha agregado entonces la carga de la 
deuda, acrecentada a su vez por las mayores tasas 
internacionales de interés. 

Los déficit fiscales, que solían representar 1 ó 
2'11 del producto, han pasado de esta forma a com­
prometer magnitudes que a menudo se ubican en­
tre el 5 y 10% del producto y cuyo financiamiento 
es, con dem siada frecuencia, inflacionario. 

El Estado, actor clave en el desarrollo latinoa­
mericano de postguerra, por sus papeles de pro­
motor de nuevas actividades, dinamizador de la 
demanda agregada y proveedor de mecanismos 
redistribuidores de ingresos, ha entrado en una 
fase crítica. La crisis fiscal no sólo redunda en un 
debilitamiento o incluso abandono de las activi­
dades que permitieron que el Estado desempeña­
ra esos papeles estratégicos. Peor aún, el ajuste 
fiscal propaga, vía recesión o inflación, sus con­
vulsiones al resto de la economía y agrega más 
elementos de iniquidad a los que estructuralmen­
te genera ese estilo de desarrollo. 

3.	 Inflaci6n, carga 
de la deuda y transferencia 
interna de recursos 

La inflación ha constituido un mecanismo me­
diatizador de conflictos estructurales, sobre todo en 
aquellos países o períodos en que el fortalecimiento 
de las organizaciones sociales posibilitó la pugna 
distributiva. 

La inflación se ha manifestado tan to directa­
mente, a través de las presiones de costo repre­
sentada por aumentos de salarios o la ampliación 
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de los márgenes de utilidad y de los respectivos 
mecanismos de indización, como en forma indi­
recta, vía de la fijación estatal de los precios 
claves: tipo de cambio y aranceles, tasas de in­
terés, salario mínimo, tarifas públicas. Pero 
también la expansión multiforme de los gastos 
públicos ha estado fuertemente influida por pro­
pósitos redistributivos, para atender demandas 
que exceden la cuantía de los ingresos obtenidos 
por cada grupo, pero que también sobrepasan 
la capacidad efectiva del Estado de recaudar 
tributos. Sea por presiones de costo o por el 
insuficiente financiamiento del déficit fiscal, la 
pugna distributiva institucionalizada desembocó 
en el pasado en procesos inflacionarios de difícil 
manejo. 

El cambio estructural que representa para las 
economías de la región ser exportadoras de capi­
tal incorpora una nueva dimensión a sus procesos 
inflacionarios, así como a la relación entre éstos, 
el ajuste externo y el crecimiento. 

Como el grueso de la deuda externa correspon­
de al sector público, la transferencia de recursos 
al exterior gravita sobre su situación financiera 
bajo dos modalidades estructuralmente distintas, 
según las características institucionales del sec­
tor exportador (CEPAL, 1989). 

En los países en que el sector público es pro­
pietario de las principales actividades de exporta­
ción existe un vínculo directo entre las cuentas 
fiscales y el balance de pagos y, por lo tanto, entre 
aquéllas y la capacidad para efectuar la transfe­
rencia de recursos al exterior. Cuando el valor 
de las exportaciones del sector público cae, tien­
den a ampliarse el déficit fiscal y el desequilibrio 
ex terno, generándose sim ul táneamen te presiones 
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inflacionarias y efectos recesivos. A la inversa, 
cuando esas exportaciones aumentan, tienden a 
mejorar directa y simultáneamente las cuentas 
fiscales, el balance de pagos y la posibilidad de 
realizar la transferencia al exterior sin aumen­
tar la tributación ni recurrir a financiamiento 
inflacionario. 

En los pafses en que las exportaciones princi­
pales provienen del sector privado, la mejorfa de 
éstas fortalece también el balance de pagos; pero 
la transferencia de recursos al exterior requiere 
además que se opere una transferencia interna de 
recursos en favor del sector público. Dada la sig­
nificación de esta transferencia con respecto a los 
ingresos tributarios y la dificultad de aumentar 
éstos, su materialización involucra para el fisco 
un déficit, que se traduce en financiamiento in­
flacionario. Por ello, aun cuando se obtenga una 
mayor holgura externa a través del saldo comer­
cial, ésta no necesariamente se traduce en una 
red ucción apreciable del déficit fiscal. Incluso el 
alza del tipo de cambio real para favorecer la 
expansión de las exportaciones puede provocar 
una ampliación del déficit público, al aumentar el 
costo en moneda nacional del servicio de la deuda 
externa pública. 

Como lo m uestra la experiencia de los años 
recien tes, la agudización de los procesos inflacio­
narios, bajo el múliple signo de la pugna distribu­
tiva, la crisis fiscal y la transferencia de recursos 
al exterior, se ha convertido en sf misma en un 
obstáculo importante al crecimiento, con frecuen­
tes deterioros de la ya desmedrada situación de 
los grupos menos favorecidos y más inermes de la 
sociedad. 
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III 

TRANSFORMACIONES EN EL ORDEN
 
ECONÓMICO INTERNACIONAL
 

El contexto histórico en el que se desenvol­
vieron nuestros países durante la postguerra ha 
estado cambiando rápida y profundamente. La 
economía mundial vive el desenlace de conflictos 
larvados y el alumbramiento de potencialidades 
gestadas duran te la larga prosperidad de posgue­
rra, en lo que configura una transición hacia 
nuevos patrones comerciales. productivos, tecno­
lógicos y organizacionales. 

El orden económico internacional de postgue­
rra se basó en el libre comercio, la libre movilidad 
de capitales, el régimen cambiario y financiero de 
Bretton Woods y la cooperación entre los países 
de la OECD. La confrontación estratégica con el 
bloque socialista acotó el ámbito de maniobra y 
condicionó el funcionamiento de este orden que 
presidió la expansión del comercio mundial, los 
procesos de descolonización y el pleno despliegue 
del patrón tecnológico y productivo existente. 

a. La escena financiera 

El régimen de Bretton Woods ha sido reempla­
zado por una escena en la que prevalecen grandes 
desequilibrios y considerable inestabilidad fi­
nanciera y cambiaria, aunque ésta sea, en última 
instancia, atemperada mediante los mecanismos 
de consulta que forman parte de la cooperación 
entre los socios principales de la OECD. Este 
panorama refleja la mayor interdependencia que 
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existe en tre las economías cen trales, en el marco 
de mercados financieros que se han internaciona­
lizado y de regímenes de cambios y de tasas de 
interés sujetos básicamente a las fuerzas que se 
manifiestan en esos mercados. 

Dicha transformación fue aprovechada por los 
países de la región para endeudarse fácilmente, 
pero sin que ellos visualizaran en plenitud sus 
implicaciones para el funcionamiento de su estilo 
de desarrollo y para el manejo ulterior de su polí­
tica económica. El resultado es que América La­
tina se encuentra sumida en un virtual 
raoionamiento de capital financiero, en un mundo 
en que éste fluye en caudales sin precedentes, 
cada vez con mayor facilidad y rapidez. Por otro 
lado, los sistemas financieros internos de nues­
tros países enfrentan, a costos crecientes, la com­
petencia en este mercado global. 

b.	 Las tranformaciones 
tecnológicas mundiales 

El patrón tecnológico y organizativo emergente 
-basado en la microelectrónica y sus aplicaciones­
está transformando las bases de las ventajas com­
parativas tradicionales de las economías naciona­
les y, en consecuencia, las condiciones mismas de 
la división internacional del trabajo (CEPAL, 

1988). 
La intensificación de los procesos de cambio 

técnico ha acentuado las tendencias históricas al 
debilitamiento de las ventajas comparativas basa­
das en los recursos naturales. Las características 
ahorradoras de materiales y de energía implícitas 
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en las aplicaciones de las tecnologías de informa­
ción refuerzan esas tendencias hacia el futuro. 

Por otro lado, la difusión de las aplicacio­
nes de las tecnologías de información en la pro­
ducción de bienes y servicios tiende a desplazar 
empleos y a modificar el perfil de habilidades 
requeridos de la mano de obra. Los efectos de 
tales tendencias sobre las ventajas comparativas 
que los diversos países en desarrollo se han labra­
do en el curso de su industrialización reciente 
son complejos. Por lo pronto, es clara la progre­
siva erosión de las ventajas comparativas basa­
das en la mano de obra barata. Por otro lado, la 
disponibilidad de mano de obra poco califiada y 
débilmente sindicalizada es un atractivo para 
la radicación de actividades semiautomatizadas. 
Sin embargo, el ulterior avance de la automati­
zación en tales actividades y las crecientes posi­
bilidades de adaptación flexible a los cambios en 
-la demanda pueden operar en sentido contrario. 
Las habilidades utilizables en las múltiples y cre­
cientes aplicaciones informáticas pasarían, en 
cambio, a constituir la base de la configuración 
de nuevas ventajas comparativas. 

En síntesis, la revolución tecnológica en curso 
ha impreso gran dinamismo al patrón de ventajas 
comparativas. Y no sólo en el sentido convencio­
nal, por la rapidez con que están ocurriendo los 
cambios y la posibilidad de que éstos se aceleren 
incluso en el futuro, sino, sobre todo, en virtud de 
que las ventajas comparativas tienden a depender 
cada vez menos de las dotaciones naturales de 
recursos o de las capacidades tradicionales de 
cada país, y cada vez más de la incorporación de 
conocimiento, el desarrollo de los recursos huma­
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nos y la adquisición progresiva de capacidades 
tecnológicas e industriales. 

c. El comercio mundial 

El comercio mundial continúa desenvolvién­
dose en un marco general de libre comercio, sólo 
coartado por la persistente protección que otor­
gan los países centrales a sus sectores agrícolas y 
parcialmente amenazado por la agudización de 
tendencias proteccionistas en esos países, a par­
tir del primer "choque" petrolero y de la recesión 
mundial de 1980-82. 

El volumen del comercio mundial se ha expandi­
do a un ritmo superior al de la producción, impulsa­
do por el dinamismo del comercio de manufacturas 
y principalmente de los productos metálicos, cuya 
significación dentro del intercambio mundial ha ido 
en sostenido aumento. La participación de los mi­
nerales no combustibles y la de los productos agrí­
colas, en cambio, se han contraído 
considerablemente en las últimas dos décadas (CE. 

PII, 1983; World Bank, 1987; UNCTAD, 1989). 
El auge que experimentaron los precios de 

productos básicos .a mediados de la década de 
los setenta se ha ido disolviendo en un reacomodo 
en torno a la tendencia al deterioro que venían 
exhibiendo en términos reales desde la postgue­
rra. También los precios del petróleo, se han aco­
modado a niveles reales inferiores a los vigentes 
en 1974 (World Bank, 1988). 

Estas tendencias del comercio reflejan tanto 
la transformación previsible de la demanda mun­
dial en favor de satisfactores más refinados, 
como las transformaciones que viene experimen­
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tando el patrón tecnológico y organizativo de la 
producción mundial. Estas se han visto reforza­
das por los cambios en las políticas de los países 
centrales, en orden a promover la reducción de 
insumos de materias primas y energía por unidad 
de producto o de consumo. A ello se ha agregado, 
en muchos mercados de productos básicos, la in­
capacidad de los países productores para regular 
la oferta, dada su elevada dependencia respecto 
de esas exportaciones. 

Por último, la configuración prevaleciente en 
la posguerra, con zonas ".:,amente integradas 
(la Comunidad Europea y los países del CAME) 

y otras de menor integración, está experimen­
tando profundos cambios, al acelerarse el proce­
so de unificación de la Comunidad, la 
liberalización del CAME, la constitución del blo­
que comercial norteamericano y las tendencias 
a la integración que se manifiestan en el 
Pacífico asiático. 

d.	 Incongruencia del estilo 
latinoamericano de desarrollo 

El estilo de desarrollo que los países latinoa­
mericanos consolidaron en las últimas décadas 
resulta decisivamente afectado por las transfor­
maciones en curso en el orden económico in­
ternacional. Los rasgos caracter-ísficos de su 
funcionamiento acusan creciente incongruencia 
con el patrón tecnológico y productivo emergente, 
las tendencias del comercio mundial y de la divi­
sión internacional del trabajo, la inestabilidad 
e impredictibilidad de los tipos de cambio y las 
tasas de interés, la masiva transferencia de re­
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cursos al exterior y la situación de raciona­
miento en un mercado global de capitales alta­
mente fluido. 

IV 

LAS CONDICIONES PARA 
UN DESARROLLO SOSTENIDO 

La crisis del estilo de desarrollo sólo puede 
superarse a través de transformaciones estructu­
rales que involucren un nuevo estilo de funciona­
miento de nuestras economias y sociedades. Este 
ha de exhibir menores desequilibrios estructura­
les y ser congruente con el nuevo orden económi­
co in ternacional. Por detrás de esta afirmación 
perogrullesca asoman alternativas muy diferen­
tes en cuanto a las configuraciones socioeconómi­
cas que pueden emerger. Ellas deben incluir, sin 
embargo, algunas condiciones ineludibles, pues­
tas en evidencia por los origenes y el despliegue 
de la propia crisis. 

1.	 Alivio de la carga 
de la deuda 

En la situación actual de racionamiento de 
capital financiero y elevadas tasas internaciona­
les de interés, los paises de la región están obli­
gados, sea cual fuere el escenario del servicio de 
la deuda, a restringir su crecimiento y mantener 
o incluso contraer el ya deteriorado consumo por 
habitante (CEPAL, 1990). Quizá con la sola excep­
ción de Brasil, deberán ampliar sus excedentes 
comerciales o, como es el caso de los paises cen­
troamericanos, volverse superavitarios. Ello les 
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exigiría ampliar significativamente la importan­
cia de sus exportaciones respecto de un producto 
casi estancado y, al mismo tiempo, disminuir la 
de sus importaciones, restringiendo el crecimien­
to y los procesos de apertura. Es probable que en 
tales condiciones sólo los países mayores logren 
mantener el actual producto por habitante; la 
mayoría, en cambio sufrirá su deterioro. 

Esta prognosis se basa en las restricciones 
impuestas por el desequilibrio externo. En mu­
chos casos, la carga de la deuda sobre el dese­
quilibrio fiscal y la imposibilidad de realizar 
transferencias internas necesarias para cubrirlo 
amenazan con introducir perturbaciones adicio­
nales al proceso de ajuste, desempeñando la eco­
nomía en la inflación y la recesión. 

El alivio de la carga de la deuda es entonces 
imperativo, no sólo por razones humanitarias y 
de estabilidad poUtica y social. También es indis­
pensable para habilitar el camino de las transfor­
maciones productivas y de las reformas del 
Estado imprescindibles para reorien tar el desa­
rrollo por senderos de crecimiento sostenido y 
solidez externa. En última instancia, el alivio de 
la carga de la deuda es insoslayable para llegar a 
resolver el problema de la deuda impaga en el 
sistema financiero internacional y acabar con el 
racionamiento de capitales para América Latina. 

Sin embargo, es previsible que la deuda ex­
terna continúe representando una pesada carga 
sobre los recursos nacionales. Más allá de inicia­
tivas y propuestas que, como los planes Baker y 
Brady, pueden representar avances en la com­
prensi6n del problema y esfuerzos parciales para 
resolverlo, no se vislumbra en los países indus­
triales la emergencia de mecanismos eficaces pa­
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ra asumir las pérdidas de capital o financiar los 
subsidios compensatorioa requeridos. 

Como el servicio íntegro y puntual de la deu­
da carece de viabilidad para los países de la re­
gíón, éstos se veráD obligados a combinar la 
renegociación recurreDte COD la restricci6D de pa­
gos, procesos que en def'in itiva los man tendr án en 
la situaci6D de racicnamiento de capital f'iuancíe­
ro. ED estas condicioues aUD la decisi6D de trans­
ferir al exterior s610 lo que resulta económica, 
fiscal y sccialmen te viable supone UD crecimiento 
COD tendencia sistemática al superávit comercial. 

ED el otro extremo concebible, la alterDativa 
de repudiar la deuda involucra, en los hechos, 
desvincular a Duestros países de las redes globa­
les f'inancieras, comerciales y tecnológicas; UDa 
involución COD respecto a las tendencias mUD­
diales, y muy probablemente UDa regresi6D del 
desarrollo. 

2.	 Transformaci6n productiva, 
competitividad y progreso técnico 

AUD integrando los hor iaon tea de largo plazo 
COD los más inmed iatoa, el logro de UDa reinser­
ción provechosa de los países latinoamer ícanoe en 
el comercio internacional supone la tr-ansforma­
ción progresiva de sus exportaclonea hacia rubros 
agroínduatr iales, m inero-induatriales y manufac­
turados, de creciente con tenido tecnológico. 

Por otro lado, la superación gradual y simul­
tánea de los obstáculos estructurales que dan 
lugar a la vulnerabilidad externa, la exclusi6D 
social, la desarticulacióD productiva y la debili­
dad tecnológica exige impulsar procesos de mo­
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dernización e industrialización basados en una 
incorporación y difusión cada vez mayor de pro­
greso técnico, con un desarrollo progresivo de 
capacidades tecnológicas locales y la capacitación 
de la fuerza de trabajo. 

Como ambos procesos constituyen, a su vez, 
condiciones necesarias para abrir paso al creci­
miento sostenido, la transformación productiva 
apoyada en el progreso técnico y su difusión recu­
pera su lugar protagónico en la escena del desa­
rrollo latinoamericano. 

El incremento de la competitividad interna­
cional, objetivo que confiere racionalidad a los 
procesos de ajuste externo, sobrepasa en conse­
cuencia las posibilidades de manipular los precios 
relativos en favor de los bienes transables. Su­
pone la constante expansión de las capacidades 
tecnológicas, que potencien y superen las venta­
jas comparativas tradicionales, fundadas en la 
disponibilidad de recursos naturales y mano de 
obra barata. 

El progreso técnico que está en la base de 
tales procesos debe, por otra parte, difundirse 
ampliamente, de modo que la competitividad se 
consolide como una característica sistémica de 
funcionamiento de los aparatos productivos y pa­
se a constituir un rasgo del desarrollo futuro. 
Ello requiere, a su vez, una adecuada articulación 
de las actividades productivas (División Conjunta 
CEPAL/UNIDO, 1986). 

En definitiva, el crecimiento sostenido, con­
gruente con el orden internacional emergente y 
con mayores grados de articulación social, requie­
re la transformación de las estructuras producti­
vas en el sentido de una mayor intensidad de 
conocimiento de todo tipo. Este puede encontrar­
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se incorporado al capital físico o al capital huma­
no; ser adquirido a través del aprendizaje en la 
producción o de la investigación y desarrollo tec­
nológico locales; consistir en tecnología original, 
adaptada o copiada; ser obtenido mediante licen­
cias, constitución de empresas mixtas o a través 
de empresas transnacionales; o desplegado en el 
diseño de productos, la producción o la organiza­
ción. Esta última modalidad parte de lo que ha­
bitualmente se conceptualiza como "capacidadee 
empresariales" y constituye una manifestación 
específica de conocimiento, con un amplio campo 
abierto a la innovación. 

8.	 Crecimiento superauitario 
y apertura exportadora 

Las secuelas de la deuda externa obligan a 
adoptar patrones de crecimiento con una balanza 
comercial superavitaria. Por otro lado, el tránsi­
to desde un patrón de especialización basado en 
productos con mercados mundiales en proceso de 
degradación a otro centrado en la adquisición de 
nuevas ventajas comparativas, sintonizadas con 
las fuerzas dinámicas de la economía mundial, 
requiere estrategias exportadoras vigorasas y fle­
xibles, capaces de ofrecer nuevos productos, pero 
sin debilitar innecesariamente las ventas de pro­
ductos tradicionales. La transformación produc­
tiva basada en el progreso técnico y la búsqueda 
de la competitividad sistémica exigen, a su turno, 
un difícil balance entre el fomento de la competi­
tividad en la producción para el mercado interno 
y la protección de capacidades tecnológicas e in­
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dustriales valiosas, aunque todavía incipten tes y, 
por lo tanto, por el momento DO competitivas. 

Todo esto pone de relieve la conven iencia de 
adoptar estrategias de apertura exportadora. El 

,	 énf'aais en la apertura importadora, resulta 
contraproducente, por su incongruencia COD el 
requisito de crecimiento superavitario y COD la 
articulacióD de los aparatos productivos ínter­
DOS necesaria para la continua adquisicióD de 
nuevas ven tajas comparativas basadas en el pro­
greso técn ico. La propuesta que aboga por UDa 
"destruccióD creadora" de actividades carentes de 
competitividad, como UDa forma genérrca e in­
discriminada de estimular las exportacionee, 
t iende a producir UD despilfarro de divisas es­
casas y lleva a eonsulidar la especializacióD tra­
dícional, 

La apertura exportadora, en cambio, induce 
de todos modos UDa apertura de impcrtaciones, ya 
que demanda insumes competitivos, pero, al mis­
mo tiempo genera las divisas para ftn anciar su 

,	 eventual importacióD. ED ambas dimenaiones 
impone, por otro lado, cierto grado de selectivi­
dad y gradualismo, a fin de conciliar la apertura 
d'el-sistema a las importaciones, COD la amplia­
ción gradual de la capacidad para importar y COD 
la protección temporaria otorgada a actividades 
íneipientes COD buenas perspectivas de compe­
titividad. 

4.	 Cambio de las fuentes
 
del dinamismo
 

La Imprescindible reor ientacién del desarro­
llo supone el cambio de las fuantes que impr-imen 
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dinam iamo a la econom ía. Este ha de ser inducido 
DO tanto por la ampliacióD del conaumo privado 
de los estratos medios y superiores y por el 
gasto público -rasgos característicos del estilo 
imperante hasta la crisis-, como por la amplia­
cién de las esportacionea y la inveraién. 

Esta visióD agregada del cambio estructural 
necesarfo en la demanda y en la aaignación de 
recursos debe interpretarse, siD embargo, como 
imagen siDtética de las tr-anaformacionea estruc­
turales requeridas para posibilitar la apertura 
exportadora y la reestructuracióD productiva ba­
sadas en el progreso técníeo, El dinemismo deri­
vado de las exportacionee ha de crtginarse cada 
vez más en la incorporación y articulacióD ínter­
Da de nuevas actividades exportadoras. Las es­
trategias inversoras deber-ían CODceDtrarse en el 
fomento de las especialidades COD ven tajas ínter­
nacionalea absolutas; en la coneolídacíén de la 
competitividad sistémica mediante la difusióD del 
progreso técnico, las inversiones en capital huma­
no y tecnológico; y, en general, en UDa incorpora­
cíen más eficaz de conoeímiento y tecnología en 
los procesos productivos. 

5.	 Cambios en los patrones 
de acumulaci6n 

Estrategias de tr-anaformacién productiva co­
mo las esbozadas aquí requieren UD decidido for­
talecímiento de la capacidad inversora, en el 
doble sen tido de obtener los ahorros Decesarios y 
de conseguir que se materialiceD decíaionea de 
inversióD congruentes COD la reorten tacióD del 
desarrollo. 
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Los requerimientos de inversión provienen de 
la instalación de nuevas actividades¡ de la mo­
dernización y reconversión de actividades que ya 
superaron la etapa de incipiencia¡ de la creación 
de infraestructuras de articulación¡ y de la for­
mación de recursos humanos y de la investiga­
ción y desarrollo tecnológicos. El resultado de 
cualquier cálculo estimativo acerca de estos re­
querimientos supera por amplio margen las des­
medradas tasas de inversión que exhiben en la 
actualidad los países latinoamericanos. 

A la situación de racionamiento de capital fi­
nanciero externo que ellos afrontan, se agrega el 
incesante drenaje de recursos asociado a las si­
tuaciones de endeudamiento. El potencial de 
ahorro disponible para financiar inversión real se 
ve así erosionado por partida doble. 

Dada la renuente actitud de las empresas 
transnacionales para invertir en nuestras econo­
mías, no cabe esperar que a mediano plazo la 
inversión extranjera directa pase a cubrir la breo 
cha abierta por el financiamiento bancario. Los 
casos en que tales inversiones se ven atraídas por 
la explotación de recursos naturales con claras 
ventajas comparativas o por mercados internos 
con perspectivas de expansión constituirán las 
excepciones más que la regla. 

Por otro lado, no cabe depositar mayores ex­
pectativas en los cuantiosos capitales acumula­
dos en el exterior por residentes de algunos países 
de la región. En buena medida, estos agentes 
responden ya a un comportamiento transna­
cionalizado. Al margen, pues, de los movimientos 
especulativos, en los que utilizan su conocimien­
to especializado de los mercados financieros loca­
les, es previsible que estos agentes apliquen sólo 
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una parte marginal de los capitales expatriados 
para sustentar inversiones de largo plazo en sus 
países. 

En el ámbito interno, la cuestión crucial pasa 
por las decisiones de inversión privada y por la 
magnitud y la asignación de las inversiones públi ­
cas. La debilidad de las primeras se encuentra 
asociada a la fragilidad de las capacidades em­
presariales; a los atractivos, particularmente en 
contextos inflacionarios, y facilidad de las inver­
siones financieras en el exterior; y al cúmulo de 
ecenomfas externas y dinámicas, de complemen­
tación y de articulación que no se hacen patentes 
en los precios de mercado ni se incorporan en los 
cálculos de rentabilidad privada. 

La magnitud de las inversiones públicas ha 
declinado sustancialmente, al constituirse en la 
principal variable del ajuste fiscal. Su recupera­
ción se vislumbra muy dificultosa, a tono con la 
lentitud de la reforma fiscal y del alivio de la 
carga de la deuda sobre los presupuestos públicos. 
La asignación de las inversiones públicas, por su 
parte, suele hallarse distorsionada tanto por la 
inercia del patrón precedente como por la arbitra­
riedad de los recortes. Estos dependen más del 
grado relativo de facilidad para llevarlos a cabo, 
que de la rentabilidad social de las inversiones. 

Una estrategia de reestructuración producti ­
va incluye, por consiguiente, la transformación 
de los mecanismos de inversión y de incentivos. 
Se trata de que las inversiones privadas y públi ­
cas: i) se nucleen en torno a subsistemas de acti ­
vidades con potencial de generación de efectos 
dinámicos acumulativos y externalidades, sólo 
parcialmente apropiables por el inversor privado 
individual; ii) concurran al desarrollo de capaci­
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dades tecnológicas interrelacionadas, que ofrez­
can rendimien tos sociales crecien tes; iii) y se 
combinen alrededor de subsistemas de articula­
ción productiva y social, facilitadores de la difu­
sión del progreso técnico. 

En muchos casos, la inversión pública o pa­
quetes de inversión privada con participación de 
financiamiento público deberán cumplir un papel 
catalftico de las decisiones de inversión privada. 
Asimismo, tanto la inversión o el financiamiento 
públicos como la privatización adecuadamente 
negociada de empresas públicas pueden consti­
tuir un ingrediente critico para impulsar proce­
sos de reestructuración gradual de industrias 
que exhiben niveles indacuados de eficiencia ope­
rativa o de competitividad internacional. 

Una estrategia inversionista de esta naturale­
za requiere la transformación de los mecanismos 
de generación y captación de ahorros. En el mar­
co de políticas que procuran la con tención del 
consumo pasan a ser piezas centrales de este pro­
ceso los mecanismos de inducción y captación de 
ahorro de los hogares por el sistema financiero o 
por el autofinanciamiento de proyectos comunita­
rios; la reinversión del ahorro privado institucio­
nal; y el aumento de la capacidad tributaria del 
Estado, para constituir programas especiales de 
desarrollo, junto con la reorientación del gasto 
público a propósitos de mayor ren tabilidad social 
en el largo plazo. 

6. Articulación social. 

La experiencia histórica muestra que el desa­
rrollo de largo plazo carece de viabilidad en au­
sencia de cierto grado de integración y equidad 
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sistémicas, que incorporen a todos los estratos de 
la sociedad al proceso de modernización, en lo 
tocante tanto a su contribución productiva como 
a la satisfacción de las demandas. 

Ese mínimo de articulación social puede ser 
menor que lo normativamente deseable o consis­
tir, durante largos períodos, en combinaciones de 
diferen tes grados de in tegración social, movili ­
dad social, equidad y articulación dinámica de las 
demandas y de la participación en la produc­
ción. Evidencia de ello son cuatro décadas de 
desarrollo latinoamaricano, desigualan te pero rá­
pido; parcialmente articulado, pero con intensa 
movilidad social. Sin embargo, esa misma expe­
riencia y la de otras regiones ponen de manifies­
to que a la larga se requiere aumentar la 
articulación social para garantizar el desarrollo 
sostenido. 

Por otro lado, las situaciones que jalonan la 
actual crisis latinoamericana ilustran con par­
ticular dramatismo que a la corta es posible 
acercarse peligrosamente a umbrales mínimos de 
articulación social, por debajo de los cuales la 
iniquidad y la desarticulación económica puede 
desembocar en franca desintegración social. 

Por encima de tales umbrales críticos, la condi­
ción de articulación puede satisfacerse, sin duda, 
con diferentes grados de iniquidad, siempre que la 
articulación de los diferentes grupos sociales en la 
producción y en la demanda vaya en aumento y el 
propio crecimiento provea suficiente movilidad so­
cial. Esta permite que las situaciones presentes de 
iniquidad sean contrastadas con la imagen de un 
futuro societal e individual más promisorio, promo­
viendo la integración social y la participación en los 
esfuerzos colectivos impulsores del crecimiento. 
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7. Reforma del Estado 

La resolución de la crisis fiscal en contextos de 
pluralismo democrático excede el campo de lo fiscal 
y penetra en áreas políticas e institucionales. El 
llamado "ajuste fiscal" forma parte de ineludibles 
procesos de redefinición de las funciones del Estado 
y de elaboración de nuevos arreglos institucionales 
sobre las modalidades de desempeñarlas, supervi­
sarlas y financiarlas. 

Los nuevos arreglos institucionales y los acuer­
dos políticos que se materialicen en ese marco de­
berán orientarse a conseguir que la participación 
ciudadana y de las asociaciones intermedias prio­
rice las demandas y las equilibre con las contri­
buciones, asumiendo éstas en forma efectiva. Las 
demandas por servicios públicos, políticas sociales, 
inversiones de desarrollo o incentivos fiscales han 
de tener como contrapartida compromisos institu­
cionalizados de compartir los costos de atenderlas, 
de revertir a la colectividad parte de los beneficios 
privados que se obtengan o de cumplir las obligacio­
nes tributarias. 

Este principio queda en evidencia, por ejemplo, 
al examinar la carga de la deuda externa sobre los 
presupuestos públicos. Sobre todo en los países en 
que las principales exportaciones están en manos 
privadas, los excedentes de divisas derivados de 
eventuales superávit comerciales no encuentran 
contrapartida adecuada en ingresos fiscales equiva­
len tes al servicio de la deuda pública externa que el 
Estado se ve obligado a realizar, dando lugar a su 
financiamiento inflacionario. Descartada la condo­
nación de la deuda, la transferencia de recursos al 
exterior debe tener como contrapartida una trans­
ferencia de recursos al fisco por vías tributarias 
sustitutas del impuesto inflacionario, que grava ini­
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cuamente a la población y bloquea el crecimiento. 
Es preciso entonces reformular los arreglos insti­
tucionales existentes, de modo de que ellos generen 
los ingresos tributarios requeridos y arbitren los 
expedientes para una equitativa distribución de la 
carga que representa el servicio de la deuda. 

8. Consolidaci6n de la democracia 

De la discusión ética emerge la democracia plu­
ralista como un valor innegable del desarrollo hu­
mano. En lo ideológico, por otra parte el autor 
considera que la democracia es irrenunciable, fren­
te a racionalizaciones estratégicas que la subordi­
nan a metas económicas o institucionales. Pero 
más allá de tales consideraciones, la consolidación 
de estructuras políticas democráticas constituye un 
requisito funcional para la eficaz administración ,­
la crisis en la que se debaten los países de América 
Latina. 

Difícilmente pueden en el contexto interna­
cional vigente, sostenerse lo procesos de rein­
serción, en sus dimensiones económicas, 
tecnológicas, políticas y valóricas, bajo la rigi­
dez del autoritarismo, que medra en el aisla­
miento. En general, la incorporación de las 
fuerzas productivas latinoamericanas a la revo­
lución tecnológica en curso requiere ingentes 
dosis de creatividad, sólo concebibles en am­
bientes fuertemente interactivos de libertad y 
pluralismo. En particular, para que los procesos 
de moderni-zación lleven consigo, además, la con­
figuración de un estilo de desarrollo equitativo, 
todos los segmentos de la sociedad deben estar en 
condiciones de manifestar sus demandas y com­
prometer su participación en las reformas yen los 
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procesos de cambio estructural. Más aún, los ine­
ludibles cambios en los patrones de acumulación, 
tendientes a consolidar y difundir los procesos de 
modernización, contendrán presumiblemente ele­
mentos de concentración del patrimonio, con apo­
yo del conjunto de la sociedad, que demandarán 
como con t.rapart.ida modalidades de participación 
social en los derechos patrimoniales. La concilia­
ción de ambas facetas del proceso de acumulación 
sólo puede lograrse mediante mecanismos demo­
cráticos de concertación. 

La negociación permanenter equerida para 
minimizar la carga de la deuda externa y, sobre 
todo, los arreglos institucionales para que su dis­
tribución sea equitativa y equilibrada -y, por con­
siguiente, estable- suponen la eficaz operación 
de mecanismos democráticos, que otorguen apoyo 
societal a las políticas públicas. 

La reforma del Estado implica la redefinición de 
sus funciones y la forja de arreglos inst.itucionales 
sobre las formas de desempeñarlas, supervisarlas y 
financiarlas. Tales arreglos serán posibles median­
te, únicamente, la profundización de los procesos 
de democratización. Cabe felicitarse de que se esté 
afianzando el reconocimiento de que el retroceso al 
autoritarismo para intentar resolver la actual crisis 
del Estado sólo conduciría a su agravamiento. 

v 

AJUSTE, EQUIDAD
 
Y CAMBIO ESTRUCTURAL
 

Resulta indiscutible el imperativo de mante­
ner las economías ajustadas en sus dimensiones 
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externa y fiscal, así como de asegurar una estabi­
lidad razonable del nivel de precios. Es imposter­
gable, por otro lado, retomar el sendero de un 
crecimiento sostenido. 

Aparece, asimismo, como ilegítimo y política­
mente insostenible intentar estos ajustes sin ga­
rantizar un mínimo de equidad en la distribución 
de sus costos y en el compartimiento de sus fru­
tos. Cabe reconocer, sin embargo, que en la situa­
ción estructural prevaleciente, el ajuste externo 
presenta componentes ineludibles de iniquidad. 
Otro tanto sucede con el ajuste fiscal, dados los 
efectos redistributivos de buena parte del gasto 
público que se recorta y el recurso preferencial a 
impuestos indirectos para ampliar los ingresos. 
La política pública, por lo tanto, puede resguar­
dar sólo parcialmente la equidad de los procesos 
de ajuste. Ello dependerá, en buena medida, de si 
éstos resultan eficaces para inducir tal ajuste, 
son los más expansivos sin detrimento de esa efi ­
cacia, y promueven el cambio estructural impres­
cindible para la reorientación del desarrollo. El 
sentido de justicia social del ajuste queda princi­
palmente determinado, pues, por las caracte­
rísticas estructurales de equidad del estilo de 
desarrollo que promueva. 

1.	 Iniquidad en los
 
procesos de ajuste
 

Los intentos de ajuste recesivo han sido esen­
cialmente inicuos. La contracción de la demanda 

. interna con el objeto de disminuir la absorción in­
terna de transables y de generar así un saldo comer­
cial positivo ha traído aparejadas reducciones de la 
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demanda de trabajo y caídas de los salarios reales. 
En particular, el recorte del gasto público ha afec­
tado tanto los servicios sociales como la tradicional 
capacidad del Estado de proveer ingresos y empleos 
adicionales. Pero, además de ser recesivos los efec­
tos de la contracción del gasto, lo fueron también 
los derivados de la corrección de los precios relati­
vos en favor de los bienes transables: dada la ur­
gencia de los plazos para sanear las cuentas 
externas, el efecto inicial más importante de las 
devaluaciones consistió en una merma adicional del 
gasto interno. 

Por otro lado, los programas de ajuste basados 
en la contracción de la demanda y el cambio en 
los precios relativos resultaron inflacionarios. 
Las devaluaciones diseñadas para reasignar la 
demanda elevaron los precios de los bienes tran­
sables. Pero, ante la rigidez de los precios de los 
bienes no transables y, sobre todo, los mecanis­
mos de indización y de formación de expectati­
vas, las devaluaciones contribuyeron también a 
agudizar la inflación, alimentada por las dificul­
tades del fisco para reducir su déficit y atender 
al mismo tiempo la transferencia de recursos al 
exterior. 

La inflación y, en particular el impuesto 
encubierto que ella involucra, son rmcuos.ya 
que sus efectos recaen en mayor medida sobre 
quienes tienen menor capacidad de negociación 
o de resguardo: asalariados, trabajadores inde­
pendientes, jubilados, pequeños rentistas. 

Finalmente, también el fracaso de sucesivos in­
tentos de ajuste y estabilización ha resultado pro­
fundamente inicuo al exponer en forma reiterada a 
los sectores menos protegidos de la sociedad al rigor 
del ajuste y al erosionar la confianza de los más 
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influyentes en las posibilidades de llevarlo a cabo y 
su disposición a participar en el esfuerzo. 

2.	 Restricci6n externa. 
empleo y salarios 

En la modalidad de funcionamiento anterior a 
la crisis, nuestras economfas se mantenfan cerca­
nas al pleno empleo (con los niveles prevalecien­
tes de salarios), pese a la tendencia al déficit 
comercial, merced al financiamiento externo ne­
to. Los ajustes a una situación de restricción ex­
terna, en que la transferencia neta de recursos se 
ha vuelto negativa y se hace necesario generar 
superávit comercial, suponen alguna combina­
ción de desempleo abierto y caída del salario real. 

En el corto plazo, en nuestras economfas semi­
industrializadas impera una relación inversa entre 
el tipo de cambio real y los salarios reales. Las 
exportaciones primarias son poco flexibles a las va­
riaciones del tipo de cambio. El ajuste externo re­
cae entonces sobre la demanda de importaciones 
y se hace efectivo mediante la devaluación, que 
eleva los precios y deteriora el salario real, compri­
miendo el consumo de los asalariados. De esta for­
ma (si no varfan significativamente ni la inversión 
ni el gasto público) se contrae el nivel de actividad, 
lo que ajusta el monto de las importaciones y el 
saldo comercial a las magnitudes requeridas. 

De hecho, dada la inflexibilidad a la baja de los 
márgenes en las industrias dedicadas al mercado 
interno, para que la devaluación se traduzca en alza 
del tipo de cambio real, más allá de la inflación que 
pueda provocar, se requiere que el salario real dis­
minuya. Ello se logra. en lo esencial, mediante el 
desempleo. 
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En la situación estructural típica de nuestros 
países, la demanda total de trabajo decrece a medi­
da que la relación tipo de cambio/salario aumenta. 
En efecto, la reducción de la demanda de las acti­
vidades internas, provocada por la contracción del 
consumo, suele superar a la expansión de la deman­
da de trabajo del sector exportador, inducida por el 
mayor tipo de cambio. Por el contrario,el nivel de 
empleo compatible con el equilibrio externo está 
positivamente asociado a esa relación (Canitrot y 
Rozenwurcel, 1986). 

Cuanto más inelástico sea el superávit comer­
cial a la relación entre el tipo de cambio y el 
salario, mayor será el valor de ésta que compati­
biliza la transferencia de recursos al exterior con 
el pleno empleo. Pero ese nivel de la relación 
tipo de cambio/salario suele ser mayor que el má­
ximo socialmente tolerable de incremento de la 
rentabilidad relativa del sector exportador y de 
deterioro de la distribución del ingreso. Dada esta 
imposibilidad, se hace necesario contraer la de­
manda interna en forma autónoma (general­
mente, vía política fiscal), ajustando el nivel de 
empleo a ese máximo (que es un mínimo salarial) 
tolerable. 

Esta estilización de las alternativas que en­
frentan nuestras economías para ajustarse a la 
restricción externa permite vislumbrar los fren­
tes de acción en los que es posible actuar con el 
objeto de zafarse de esta "trampe de equidad". 
Naturalmente, la disminución de la carga de la 
deuda aliviaría la restricción externa, posibili­
tando mayores niveles de empleo, con los salarios 
reales disminuidos; o, alternativamente, mayores 
niveles de salarios, con los tipos de cambio ya 
alcanzados y la mantención del desempleo. Asi­
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mismo, cualquier acuerdo social que permita dis­
minuir los márgenes empresariales -en algunos 
casos, muy elevados- puede aliviat el peso que la 
elevación del tipo de cambio real impone a los 
salarios. Pero, en lo esencial, se requieren estra­
tegias de cambio estructural que, aparte de favo­
recer la sustitución competitiva de importaciones 
de insumas, promuevan un mayor volumen de ex­
portaciones para cada nivel de la relación tipo 
de cambio/salarios y de gasto interno autónomo. 
Ello apunta a la diversificación de exportaciones 
y de mercados externos y al fomento de exporta­
ciones no tradicionales, de oferta más elástica y 
mejores precios internacionales.Apunta,sobre to­
do,a la elevación sistemática de la productividad, 
mediante la incorporación de progreso técnico. 

En todo caso, la iniquidad del ajuste en el 
corto plazo sólo se puede atenuar evitando la apli­
cación dogmática de recetas innecesariamente 
recesivas o que procuran de manera ilusa una 
mayor generación de divisas, e incrementando los 
recursos y la eficacia del gasto público social. La 
compensación de las penurias que sufren actual­
mente los sectores menos favorecidos se lograria 
únicamente a mayor plazo, en la medida en que 
se promuevan las transformaciones estructurales 
que posibiliten un desarrollo más equitativo. 

3.	 Ajuste expansivo con 
resguardo de la equidad 

Para atenuar la principal fuente de iniquidad 
de los procesos de ajuste -la recesión, con su se­
cuela de desempleo y bajos salarios- es preciso 
que el ajuste externo sea gradual y moderadamen­
te expansivo. Ello supone, a su vez, la reducción 
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de la transferencia neta de recursos al exterior. 
Esta es necesaria, asimismo, para ubicar las posi­
bilidades del ajuste fiscal dentro de límites ase­
quibles sin financiamiento inflacionario. 

Para que el ajuste expansivo no se vea frus­
trado por la aceleración inflacionaria, habrá 
que adoptar igualmente políticas de estabiliza­
ción que resguarden la equidad en el comparti­
miento del esfuerzo, y al mismo tiempo, tornen 
creíbles sus resultados, influyendo sobre las ex­
pectativas. De ahí la emergencia en algunos paí­
ses de la región de programas de estabilización 
"heterodoxos", en que la contención de demanda 
y los cambios en los precios relativos van acom­
paAados de políticas concertadas de ingresos. 

La modificación de los precios relativos claves 
es condición necesaria, aunque no suficiente, pa­
ra el ajuste externo y la reorientación del desa­
rrollo. Las elevadas tasas de interés reflejan el 
valor de escasez del capital y reconocen la insos­
layable transnacionalización de los flujos de capi­
tal. La mantención de un tipo de cambio real 
elevado constituye un requisito para estimular 
las producciones exportables o sustitutivas de 
importaciones y para reasignar la demanda hacia 
los bienes y servicios no transables, cuya pro­
ducción utiliza recursos que son abundantes en 
nuestras economías. Más aún, el nivel de tipo de 
cambio real consistente con las indispensables 
estrategias de superávit comercial es superior al 
nivel real consistente con el mero equilibrio en la 
balanza comercial. 

Tanto la restitución de cierto grado de equi­
dad como la promoción del cambio estructural 
suponen la recomposición de la capacidad finan­
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ciera y operativa del Estado. La fijación de lími­
tes máximos al peso que entraña el servicio de la 
deuda externa constituye un primer paso. Pero 
la solución de fondo exige la aplicación de refor­
mas tributarias y la reestructuración y racionali ­
zación del gasto público. 

La recuperación de esa capacidad financiera 
y operativa es indispensable para que el Estado 
atienda por la vía asistencial los problemas más 
urgentes de iniquidad y pobreza. Es igualmen­
te imperativo que avance en la reestructuración 
de sus gastos a fin de configurar mecanismos 
parmanentes y progresivos de redistribución de 
ingresos. 

Con todo, el desafío de mayor envergadura 
que encara el Estado en nuestros países consis­
te quizás en la materialización de las inversio­
nes necesarias para promover y posibilitar el 
cambio estructural. Estos requerimientos, lejos 
de poder sustentarse con préstamos de ajuste es­
tructural de los montos actualmente ofrecidos, 
demandan probablemente varios puntos porcen­
tuales del producto anual y la correspondiente 
constitución de eficaces aparatos de ejecución y 
gestión. 

VI 

REORIENTACIÓN DEL
 
DESARROLLO Y EQUIDAD
 

Los procesos de modernización consistentes 
con las tendencias tecnológicas mundiales llevan 
consigo, si se los considera en forma aislada, fuer­
tes elementos de diferenciación social. 
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El papel cen tral del progreso técnico y la im­
periosa necesidad de crear capacidades tecnológi­
cas locales desplazan el foco estratégico hacia la 
educación, la formación de recursos humanos y el 
entrenamiento. Como meta, la elevación de los 
niveles de educación y capacitación tecnológi­
ca de la fuerza de trabajo sólo puede dar por 
resultado sociedades más complejas, interactivas 
y equitativas. Es, por otra parte, el camino para 
atenuar -o, cuando menos, congelar- los desnive­
les de productividad y de bienestar que separan 
a nuestras poblaciones de las del mundo indus­
trializado. 

Sin embargo, es previsible que en el proceso 
tiendan a generarse factores de diferenciación 
social. Las oportunidades de capacitación en nue­
vas tecnologías y las de empleo en actividades de 
alta productividad pueden expandirse menos que 
la población y la fuerza de trabajo. Por otro lado, 
las inversiones requeridas para elevar los niveles 
de capacitación y productividad de los estratos 
sumergidos pueden desbordar incluso la capaci­
dad ampliada de inversión de las diversas econo­
mías de la región. Es decir, la eventual oleada 
modernizadora puede agudizar la heterogeneidad 
estructural y el subempleo. 

Cabe preguntarse entonces si es viable y con­
sistente que la respuesta estratégica de estos paí­
ses a los desafíos del presen te consista en otra 
fase histórica de crecimiento con dualismo y ex­
clusión social. 

Nuestra hipótesis es que tal respuesta no es 
conaiatente ni, a la larga, viable. El estilo que 
rigió el vigoroso crecimiento económico con ex­
clusión social, característico de la postguerra, ha 
hecho crisis definitivamente. En el orden in ter­

116 



nacional emergente, las condiciones del desarro­
llo sostenido, a partir de las configuraciones es­
tructurales imperantes en la región, involucran 
procesos que pueden constituir la base de una 
mayor equidad social. Ellos tienen que ver con las 
nuevas bases del dinamismo económico y con el 
papel central del progreso técnico y la incorpora­
ción de conocimiento en la producción. 

El patrón de crecimiento desplegado hasta la 
eclosión de la crisis, marcado por la heterogenei­
dad estructural, ha tendido a ser desigualante y 
excluyente en términos de bienestar. Esquemati­
zando quizá hasta el borde de la exageración, ello 
fue consecuencia de: i) la insuficiente intensidad 
en conocimiento local de que adolecía el conjunto 
de la producción; ii) la alta intensidad en capital 
físico (y, por lo tanto, en conocimiento incorpora­
do por sus productores externos) de las activida­
des modernas, en expansión; iii) la insuficiente 
articulacióon productiva entre estas actividades 
y las tradicionales o de baja productividad; iv) el 
insuficiente peso estratégico del consumo de las 
grandes masas (aspecto clave del grado de articu­
lación social del desarrollo). 

Los nuevos patrones de crecimiento deberán ca­
racterizarse, según se señaló, por el desplazamiento 
de las fuentes primarias del dinamismo, desde el 
consumo y el mercado interno hacia la inversión y 
la exportación; por la diversificación de exportacio­
nes hacia rubros con mayor contenido tecnológico o 
de conocimiento; por la reinserción en el comercio 
internacional a base de una mayor competitividad 
sistémica, lo que requiere una mayor articulación 
productiva; y por la transformación, en fin, de la 
estructura productiva en el sentido de una mayor 
intensidad relativa de conocimiento, de todo tipo. 
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Tales patrones ofrecen oportunidades de arti­
culación productiva y social capaces de sentar las 
bases dinámicas de sociedades más equitativas. 
Por lo pronto, cabe destacar el papel protagónico 
que pasaría a desempeñar el conocimiento y, en 
particular, el amplísimo campo que se abriría pa­
ra la incorporación a los procesos productivos de 
conocimiento no incorporado al capital físico. 

Ciertas características propias del conoci­
miento pueden contribuir a mejorar las estruc­
turas distributivas. El conocimiento económico 
tiene una dimensión de bien público, por lo 
que sólo una parte de sus beneficios puede ser 
internalizada por sus productores. Ello explica 
que la producción privada de conocimiento sea 
subóptima y que su producción socialmente ópti­
ma requiera la intervención del Estado (Mujica y 
Marshall, 1989). Pero también implica que su 
apropiación pueda ser menos concentrada que su 
producción. Esta es, a su vez, intensiva en cono­
cimiento, lo que refuerza el proceso de genera­
ción de externalidades dinámicas en el curso del 
crecimiento. Tales características se hallan, por 
otra parte, en la base de la difusión del progreso 
técnico y proporcionan la oportunidad para au­
mentar la articulación productiva, que a su vez 
supone la ampliación de las actividades moder­
nas -y de los mayores ingresos que éstas gene­
ran- o la modernización de actividades de baja 
productividad. 

En el plano de la inversión, esas transforma­
ciones deberían traducirse en un cambio de com­
posición en favor de las inversiones en capital 
humano y en la constitución de capacidades tec­
nológicas locales. Dentro del conjunto de las in­
versiones en capital físico, se requiere un 
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desplazamiento hacia las de mayor conocimiento 
incorporado o de mayor complementariedad con 
las nuevas habilidades de la fuerza de trabajo o 
las nuevas formas organizativas. 

Por último, la disminución del papel dinámico 
del consumo de los estratos más pudientes podría 
traer consigo el debilitamiento de este principio 
de exclusión implícito en el desarrollo de postgue­
rra y su reemplazo por un principio de ar ticula­
ción social. Ello ocurrirá en la medida en que sea 
parcialmente sustituido por consumo popular o 
modalidades de consumo colectivo que satisfa­
gan las necesidades básicas de la población me­
diante bienes y servicios de características más 
modernas. 

Así, las transformaciones productivas necesa­
rias para reorientar el desarrollo pueden inducir 
una mayor generación directa o indirecta, de em­
pleo calificado por unidad de inversión, en la me­
dida en que la estructura productiva cambie hacia 
actividades más intensivas en conocimiento y en 
capacidades tecnológicas y locales y en que au­
mente la articulación interna. Ello es consisten­
te, por otro lado, con la necesaria elevación de la 
productividad del capital. 

Sin embargo, la posibilidad de que la mayor 
productividad del capital se traduzca en una es­
tructura de remuneraciones más equitativa de­
pende, en forma apreciable, del grado de difusión 
tanto del progreso técnico como de las inversio­
nes rentables (ampliación de los segmentos de 
pequeños empresarios modernos y de profesiona­
les independientes). Está supeditada además a 
que los mayores niveles de rentabilidad privada 
no sean íntegramente apropiados por los inverso­
res, sino compartidos a través de mejores sala­
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rios, esquemas de capitalización participativa y 
mayor carga tributaria. 

La revolución tecnológica en curso propor­
ciona a la vez elementos disruptivos yopor­
tunidades para apoyar un desarrollo articulado y 
equitativo. Los procesos de modernización basa­
dos en las nuevas tecnologías pueden indis­
tintamente agudizar la desarticulación social 
y los rasgos de exclusión del estilo prevalecien­
te, o bien constituirse en un vehículo para 
nuevas modalidades de satisfacción de las ne­
cesidades sociales, de articulación productiva 
y de participación. 

Lo primero podría resultar del trasplante pu­
ramente imitativo de modalidades de consumo, so­
luciones técnicas y patrones organzativos que se 
vayan desplegando en los países avanzados. Pero 
las tecnologías de información y las nuevas biotec­
nologías ofrecen también la oportunidad de estable­
cer sistemas y desarrollar productos que satisfagan, 
en forma imaginativa y a costos reducidos, necesi­
dades largamente postergadas, de manera de exten­
der el acceso a la modernidad y a sus frutos a los 
más diversos estratos de la población. Ofrecen, en 
particular, la posibilidad de articular en mayor gra­
do las actividades productivas y de proveer amplias 
oportunidades de educación adecuada y de capacita­
ción. Esto último representa un factor clave para 
procurar la congruencia entre el imperativo de dis­
poner de mano de obra con las capacidades tecnoló­
gicas requeridas por los procesos de modernización 
y el de lograr estructuras distributivas más equita­
tivas, así como el acceso efectivo de toda la pobla­
ción a la modernidad. 

¿En qué medida el aprovechamiento de estas 
oportunidades sería suficiente, en horizontes his­
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tóricos razonables, para la absorción progresiva 
de los ingentes bolsones de subempleo, hinchados 
por la crisis, en una cuestión abierta al debate? 
La superación del desarrollo desigualador requie­
re no sólo la expansión de los sectores modernos, 
sino también la elevación progresiva de la produc­
tividad de amplios estratos, urbanos y rurales, 
hoy subutilizados. La capacitación de la fuerza de 
trabajo, la articulación productiva y la prolifera­
ción de pequeñas empresas modernas constituyen 
las vías principales por las que tal proceso puede 
transitar. Las fuerzas motrices del mercado y de 
la acción estatal deben combinarse para hacer 
confluir en ese proceso las inversiones en capital 
humano, en capital físico y en tecnología, así co­
mo el aprendizaje económico requerido. 

El factor clave, sin embargo, para que la com­
binación de todos estos elementos se traduzca 
efectivamente en aumentos de productividad de 
todos los factores, en todos los sectores o seg­
mentos del sistema económico, es la sinergia de 
procesos de desarrollo equitativo con creciente 
articulación social. 

VII 

CONCLUSIÓN 

Los países de América Latina enfrentan hoy 
una encrucijada histórica de proyecciones equiva­
lentes a las que representara la crisis de los años 
treinta y cuarenta y que desembocara en el desa­
rrollo latinoamericano de postguerra. Los desa­
fíos son enormes. La reinserción dinámica de las 
economías latinoamericanas en la economta in­
ternacional exige procesos de modernización y la 
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aceleración y difusión del progreso técnico, en 
grados cuya viabilidad no está asegurada, mucho 
menos bajo la exigencia de transferir recursos al 
mundo desarrollado y la perspectiva de procesos 
de ajuste endémico. 

Por lo pronto, se requiere que las políticas 
incorporen la necesidad de un ajuste permanente 
a circunstancias externas e internas cambiantes 
e incluyan elementos estables de promoción del 
cambio estructural y de resguardo de la equidad. 
Más profundamente, si se pretende asegurar un 
futuro más promisorio para las poblaciones de la 
región, no basta con la sola reanudación del cre­
cimiento; se impone la reorientación del desarro­
llo hacia un estilo más equitativo, con elementos 
estructurales que convierten las disrupciones de 
los procesos de modernización en una sinergia 
integradora. En este plano, las tentaciones con­
trapuestas del pesimismo y del optimismo, son 
difíciles de apreciar. Las utopías deben ser con­
trastadas con los márgenes de factibilidad, pe­
ro no por ello pueden dejar de ser el arco que 
tensa la acción. 
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La transformación social: 
privilegio y exclusión 

No es difícil poder constatar, tanto en los ám­
bitos académicos como políticos de América Lati­
na, la existencia de un relativo pesimismo -o por 
lo menos desconcierto generalizado- respecto a 
sus posibilidades en el futuro inmediato. Si nos 
atenemos al ámbito estrictamente económico a 
partir de la crisis de 1980, los vaticinios más 
responsables coinciden en sefialar que las posibi­
lidades de crecimiento en la década -en el mejor 
de los casos- serían sólo una lenta recuperación 
de la caída que la crisis había provocado. Ya casi 
al finalizar la década no es posible decir que el 
pesimismo ha sido reemplazado por el optimismo. 

El problema adquiere mayor gravedad si se 
tiene en cuenta que la economía mundial aborda 
una fase de transformación económica y tecnoló­
gica que ya no es sólo una perspectiva de futuro 
sino que se ha constituido en una realidad operan­
te. Por consiguiente puede afirmarse que el esca­
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so dinamismo de las economías latinoamericanas 
conspira en contra de una inserción favorable de 
la región en las nuevas condiciones que presenta 
la economía mundial. 

Ciertamente muchos países latinoamericanos 
han hecho un esfuerzo considerable con el fin de 
reorientar sus economías en la búsqueda de una 
inserción positiva en el nuevo contexto, es así que 
en la mayor parte de los casos son apreciables los 
intentos de aumentar la capacidad exportadora y 
diversificar sus rubros tradicionales. 

No obstante, si se tienen en cuenta los resul­
tados hasta ahora alcanzados, algunos ejemplos 
muestran que ésto ha sido posible,en cambio otros 
señalan que la política exportadora puesta en 
marcha es discutible dado el escaso valor agrega­
do que muchos de los productos exportables signi­
fican. Pareciera en estos últimos casos volver a 
repetirse el conocido defecto de las denominadas 
"economías' de enclave" cuyo rasgo era el de cons­
tituirse como islas de modernidad pero con una 
escasa capacidad de difusión de la misma hacia el 
conjunto de la economía nacional. 

A esta modernización parcial puede agregarse 
el reconocido carácter concentrador del estilo glo­
bal del desarrollo vigente, del cual se ha señalado 
que su dinámica de crecimiento estuvo y está ba­
sada en esa tendencia a la concentración, puesto 
que su estructura productiva se vincula, en térmi­
nos de expansión, preferentemente a la demanda 
de los sectores de altos ingresos. 

La modernización parcial que muchas de las 
formas de exportación significan y la tendencia a 
la concen tración del estilo de desarrollo vigen te, 
tiene una serie de efectos negativos que la mayo­
ría de los economistas señalan. Uno de ellos es el 
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límite que una extrema desigualdad, derivada de 
lo dicho, pone a la capacidad expansiva de la eco­
nomía misma. Otro, y de suma importancia, se 
refiere a que la capacidad real de inserción en la 
nueva revolución tecnológica, está condicionada, 
en gran parte, a que la mayoría de la pohlación 
participe de un modo activo en ese proceso. Esto 
significa de hecho, que muchas de las economías 
de la región poseen un segmento atrasado que en 
la práctica actúa como freno para la acción trans­
formadora que se requiere. 

No menos importantes que las consideraciones 
estrictamente económicas en el resultado del de­
sarrollo, son las consecuencias en el campo social 
y cultural de la inequidad, cuya traducción pura 
y simple es el de la excesiva desigualdad. 

En el ámhito de la cultura es hastante común 
destacar el papel significativo que desempeñan 
las élites. Las más diversas teorías y estudios 
históricos han puesto de relieve el rol que éstas 
cumplen en los procesos de innovación y en la 
promoción de transformaciones profundas. Pero 
los historiadores coinciden en señalar que el pa­
pel que esas élites llevan a cabo no es posible en 
un vacío cultural. Tan importante como la exis­
tencia de una élite con capacidad innovadora es 
el humus social -por así decirlo- en que ellas 
actúan. 

La experiencia de élites desarraigadas no es 
una experiencia nueva en América Latina y de 
ella pueden derivarse valiosas reflexiones. El pro­
blema concreto se manifiesta en que una diversi­
dad cultural muy profunda hace difícil la difusión 
de nuevos valores que logren constituir comporta­
mientos sociales adecuados para un proceso de 
transformación. El cambio, en todas sus magni­
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tudes, implica la conformación de nuevas actitu­
des sociales que sean favorables al proceso de 
desarrollo deseado. 

Se trata por lo tanto que, por lo menos en 
cierta medida el cambio en cuestión sea legitima­
do socialmente. Es así como en una sociedad en 
donde la desigualdad cultural es muy amplia no 
son comunes los mismos valores y por tanto no 
existe un sistema compartido de los mismos que 
haga posible legitimar socialmente los resultados 
de la transformación. 

Se requiere pues que la actitud innovadora, 
que en un momento dado una élite pueda tener, 
encuentre un lugar donde enraizarse y crecer. 

Por lo común la existencia de un derto conjun­
to de valores compartidos que puedan arraigar y 
dar sustento a un proceso de transformación está 
ligada a que tenga lugar un tipo de estructura 
social en donde la forma de su estratificación no 
presente una desigualdad excesiva. 

A menudo se ha caracterizado el problema de 
la desiguadad social recurriendo a la vieja imagen 
de la dualidad estructural. Esta que principal­
mente estuvo referida a la diferencia entre es­
tructura agraria tradicional y estructura urbana 
moderna, parece estar ahora más bien vinculado 
a los rasgos de inclusión y exclusión que atravie­
san el conjunto de la estructura económica. 

Si bien el tema de la nueva dualidad tiene una 
cierta validez, no conviene adoptar esta perspec­
tiva con una actitud demasiado simplificadora. 
Desde hace un largo tiempo los escritos de la CE­

PAL han puesto de relieve el fenómeno de la hete­
rogeneidad estructural. En la estructura social 
ésta se expresa en la compJejidad de su estratifi­
cación, en donde coexisten formas diversas, "arra­
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sadas" o "modernas". No obstante la coexistencia, 
lo. importante es el escaso grado de integración 
entre ellas. 

Para señalar sólo una de las incidencias de la 
heterogeneidad estructural de la mayor parte de 
los países de América Latina en los procesos de 
transformación y modernización, puede pensarse 
en lo que ella significa en términcs de la consti­
tución de un mercado. En tales casos difícilmen­
te se forma un mercado de bienes y servicios de 
amplitud nacional. Es común por lo demás que en 
esas situaciones riendan a formarse mercados de 
trabajo aegmen tadoa/ lo que impide o dificulta la 
necesarta moviltdad de la mano de obra. 

En suma, la estructura social del. conjunto del 
país en cuestión no se corresponde co~ la estruc­
tura del sector dinámico de la economía y más 
aún, opone graves obstáculos a la din ámica de 
expansión del sector mencionado. 

Esta peculiar conformación económica, que se 
expresa en la no existencia de una economía na­
cional integrada, da origen a un complicado pro­
ceso de diferenciación social. Algunos autores, 
entre ellos principalmente Alain Touraine, han 
señalado que en América Latina junto a estructu­
ras que expresan posiciones ocupacionales o nive­
les diferenciados de ingresos, tiene lugar una 
importante diferenciación entre grupos que 
pueden ser considerados como privilegiados o ex­
cluidos. 

Fue bastante común el suponer que la dinámi­
ca del proceso de urbanización e industrialización 
darían origen a un proceso de in tegración nacio­
nal y de conformación de una plena ciudadanía. 
La incorporación al mundo del trabajo, por ejem­
plo, suponía, además de eso, el reconocimiento de 
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derechos laborales -otorgados tanto a las perso­
nas como a las organizaciones- que los trabajado­
res pudieran darse. El acceso a la educación, a la 
vivienda y la salud estaban estrechamen te rela­
cionados con la capacidad de organización y al 
reconocimiento de derechos. 

Este proceso de integración no ha logrado 
cumplirse a cabalidad, y más aún, pareciera que 
amplias categorías quedan al margen de él. Para 
los excluidos los que han logrado integrarse son 
poseedores de un privilegio del cual ellos no dis­
frutan. La diferencia entre grupos sociales ad­
quiere por tanto, además, el rasgo de una 
diferenciación de privilegios. 

Tal relación se aproxima a una relación de 
carácter estamental en la que -como apunta el 
autor citado- un empresario por ejemplo, no es 
sólo un empresario sino que a la vez es un "privi­
legiado", Por otra parte, los cesantes, los traba­
jadores ocasionales, los marginales, no sólo son 
eso, sino que también son "excluidos". 

La constatación de este rasgo adquiere impor­
tancia puesto que durante un largo período la idea 
del desarrollo estuvo asociada a la idea de movili­
dad social. Como muchos estudios muestran, en 
un gran número de países de la región pareciera 
que la movilidad social se ha detenido -o por lo 
menos no tiene el ritmo anterior- y tienden a 
robustecerse las barreras sociales que separan a 
los incluidos de los excluidos. 

El fenómeno apuntado ha llevado a sefialar la 
conformación en América Latina de un nuevo po­
der elitario que conciente de que el estilo de desa­
rrollo vigente no permite la integración, trata de 
constituir una forma de poder político que de al­
gún modo consagra la exclusión. Los grupos socia­
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les que disponen de privilegios tienden a percibir 
a los no privilegiados como "clases peltgrosas" cu­
yas demandas serían disruptivas del orden esta­
blecido. 

Incluso en algunos casos se pueden propiciar 
políticas que implican formas de asistencia para 
con los excl uidos, pero difícilmente se in terviene, 
ni económica ni culturalmente, en la transforma­
ción de la exclusión en integración. 

Puede apuntarse a varios mecanismos que in­
tentan legitimar este nuevo orden elitario. Uno 
de ellos es la búsqueda de la despolitización de la 
gestión del desarrollo. En tales formulaciones el 
desarrollo más que una opción política pasa a ser 
una opción técnica, en donde casi por definición 
las masas están incapacitadas para discutirlas. 

La situación descrita, que tiene como origen 
un estilo de desarrollo concentrador e inequitati­
va se ha agravado por efecto de la larga crisis 
recesiva por la que la mayoría de los países lati­
noamericanos han atravesado. 

No es necesario insistir en la muy lenta recu­
peración de la caída del producto per cápita en la 
región y en -la aún mayor caída del ingreso por 
habitante. Los efectos negativos han sido mayo­
res para los grupos menos privilegiados. Basta 
sefialar que las cifras de desempleo abierto en 
muchos casos han sido de gran relevancia, en par­
te por la crisis misma y no en menor medida -a 
veces se puede hablar de casi duplicación- como 
resultado de las políticas de ajuste. Además, las 
cifras disponibles constatan que junto al desem­
pleo han tendido a producirse aumentos impor­
tantes en los niveles de subempleo. Esto indica 
que en muchos casos la reabsorción ha tenido lu­
gar a través del llamado "sector informal". Dicho 
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de manera directa, el costo pagado por la incorpo­
ración a IRs actividades típicas de ese sector, que 
hacen posible la sobrevivencia económica, está 
constituido por la exclusión social, política y cul­
tural que la marginalidad conlleva. 

Como se ha dicho, por efectos de la crisis las 
condiciones en que se encuentran los excluidos 
tienden a agravarse. Según cifras de PREALC en­
tre 1980 y 1983 el ingreso de los trabajadores 
informales cayó en un 27%. Por lo demás, si la 
crisis actuó de un modo que generó un empeora­
miento de las condiciones de trabajo e ingreso de 
los sectores menos privilegiados, la disminución 
del gasto fiscal, estrechamente asociada al ajuste 
recesivo tuvo como consecuencia recortes drásti­
cos del gasto social, principalmente en salud y 
educación. La menor oferta de estos servicios 
afectó principalmente a los grupos a que se está 
aludiendo. Casi todos los análisis m uestran un 
hecho que era altamente predecible, los grupos 
con menor grado de organizac .ón -¡l-Jr definicióa 
los "excluidos"- son los que tienen a la vez una 
menor capacidad de demanda y de defensa frente 
a las restr.cciones qu., les puedan afectar. Esto 
implica que de hecho hall sido los que han pagado 
un coste. social mayor. 

Debe tenerse presente que el "costo social" no 
sólo implica que se es afectado en términos de 
ingresos o de nivel de vida, tiene también como 
con s acuencia el que se debilitan mucho más aún 
los escasos mecanismos de integración existentes 
en la sociedad y por lo tant.o vastos sectores pasan 
a engrosar el alto número de lC'E excluidos. 

Como señala 'I'ouraine , en UlJ. aiscema que 
constituye como uno de sus rasgos principales una 
fuerte dife:-enciación entre privilegiados y exclui­
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dos, el conflicto social -siempre presente en una 
socidad- adquiere características especiales. El 
conflicto no se constituye entre intereses nego­
ciables, dado que los grupos altos defienden "su 
privilegio·. Este hecho introduce una fuerte di­
mensión de rigidez en la relación social. A lo que 
se apunta es que no existe un cuadro político co­
mún entre privilegiados y excluidos, lo que a su 
vez implica la no existencia de canales institucio­
nales a través de los cuales el conflicto puede 
expresarse. No operan para ese propósito ni los 
sindicatos, ni los partidos, ni el parlamento. El 
hecho concreto es que los grupos excluidos no 
pueden acceder hasta un poder central capaz de 
arbitraje y compromiso. 

De hecho pueden existir largos períodos en que 
el conflicto no adquiere visibilidad, puesto que no 
se trata de una negociación cotidiana de intere­
ses. Pero cuando el conflicto surge, se transfor­
ma en crisis. De ahí se desprende que para los 
grupos privilegiados el recurso a la coeectón es 
casi inevitable, del mismo modo en que también 
es casi inevitable -por parte de los excluidos- el 
recurso a la violencia. 

Las relaciones econ6mico 
-eociales uigense« 
y la equidad 

Lo que el análisis económico y socio-político 
actual ha puesto de relieve, para el caso de gran 
parte de los países de la región, es que la explica­
ción de la permanencia de la inequidad no sólo se 
encuentra en la resistencia de ciertas estructuras 
tradicionales a la modernización, sino que ade­
más se debe en gran medida a la forma que la 
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propia modernización asume. Como tantas veces 
se ha dicho, el determinante estructural de la 
inequidad puede encontrarse en el estilo de desa­
rrollo vigente. 

La característica de este estilo está dada por 
la tendencia a la concentración de recursos en los 
sectores altos de la sociedad, cuyo resultado es la 
exclusión de vastos sectores de la población. La 
tendencia señalada empezó a advertirse a partir 
de algunas modalidades que adquirió el mismo 
proceso de industrialización. 

El sector industrial y los sectores económicos 
concomitantes tendieron a desarrollar con mayor 
rapidez un estilo de producción que tenía como 
patrón a las sociedades de altos ingresos. Pero, 
como subrayaba Aníbal Pinto, el ingreso per cá­
pita de la mayoría de los países de la región dis­
taba de ser una base apropiada para tal estilo 
prod ucti vo. 

Diferentes estudios han señalado además que 
no fue ajeno a lo ocurrido la influencia de la de­
pendencia tecnológica y financiera a la que la 
actividad productiva estaba sometida. Del mismo 
modo tendió a atribuirse un peso explicativo a la 
presencia de transnacionales y multinacionales 
en dicho fenómeno. La tecnología importada y los 
rubros de in versión preferidos correspondían a un 
tipo de productos sólo accesibles a grupos de altos 
ingresos. 

El hecho hoy en día relevante es que tal ten­
dencia continúa, aunque redefinida por la im­
portancia de la modalidad financiera del 
funcionamiento del capitalismo. Junto a este 
hecho tiene gran relevancia la existencia de 
conglomerados económicos que articulan activi­
dades de distinto tipo en cada país. En estos con­
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glomerados se reúnen actividades financieras, in­
dustriales, agrarias, mineras, comerciales y de 
servicios que se orientan tan to a la exportación 
como al mercado interno. 

En la mayor parte de los países se ha produ­
cido, ya sea por la importancia que adquieren 
bancos y financieras o por la conformación de 
conglomerados, una importante acumulación de 
capital en pocas manos. Esto implica un fuerte 
grado de control por tales grupos, puesto que el 
capital financiero es esencial como capital de cré­
dito, que los sectores productivos requieren en las 
distintas fases y aspectos de su operación. 

Otro hecho destacable es que a menudo la mo­
dalidad de inversión se orienta hacia "negocios 
rentables" que den la seguridad de una rápida 
rotación del capital y de incremento del capital 
líquido. 

Teniendo en cuenta el rasgo general señalado, 
conviene hacer algunas referencias más específicas 
a los distintos sectores de la actividad económica. 

En relación a la estructura del sector agrario, 
cabe señalar la formación de un grupo dinámico 
-en el sentido estrictamente capitaJista- confor­
mado en su mayoría por el llamado "sector em­
presarial moderno exportador". En él ha tenido 
lugar una modernización de las formas agrfcolas, 
introducción de tecnologfas, aumento de la pro­
ductividad y modernización de las estructuras de 
comercialización. Son a menudo bastante estre­
chas sus vinculaciones con el capital financiero y 
tiene lugar un proceso de diversificación de fae­
nas que origina un cierto ti po de industriaJización 
agrícola. 

También puede hacerse referencia a empresas 
agrarias capitalistas vinculadas al mercado in ter­
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no, poseedoras de un cierto grado de industriali ­
zación en su actividad. En algunos casos, como a 
menudo ocurre en rubros como los de ganadería y 
lechería, tienen lugar mecan ismos próximos a la 
cartelización, lo que constituye a veces un cierto 
monopolio del mercado. Es de destacar además, 
que por lo menos en los dos casos señalados, a 
menudo tienen fuerte presencia las multinaciona­
les y las transnacionales. 

En relación a las empresas agrícolas más pró­
ximas al tipo tradicional (latifundio) cabe apun­
tar que pierden significación las formas de 
trabajo del tipo de la mediería o el inquilinaje y 
asume mayor presencia el trabajo asalariado. No 
obstante, en este tipo de empresas la tecnología 
incorporada y la productividad son bajas. 

Junto a estas empresas capitalistas se cons­
tata la existencia de medianos y pequeños cam­
pesinos que producen para el mercado interno, 
utilizando una fuerza de trabajo de tipo fami­
liar con contrataciones ocasionales de trabajado­
res externos. La tecnología y la productividad 
son precarias y la tendencia es enfrentar la co­
yuntura de precios recurriendo fundamental­
mente al aumento de la explotación de la 
fuerza de trabajo, que en este caso es de hecho 
auto-explotación. 

Otro sector campesino es aquél que se liga a 
una economía de estricta subsistencia y constitu­
ye una reserva de fuerza de trabajo movilizable 
para faenas temporales y ocasionales. Existe ade­
más un sector numeroso de campesinos sin tie­
rras, en su mayoría son trabajadores ocasionales 
y tiene lugar entre ellos un cierto "nomadismo 
ocupacional" . 
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Es de destacar la importancia que adquieren 
en la actualidad las relaciones salariales como 
forma de relación económico-social en el agro. 
Como se ha dicho éstas están presentes en las 
llamadas empresas modernas pero también son 
significativas en las tradicionales. El problema 
de los salarios agrícolas está muy relacionado a la 
inequidad. Sería de esperar que en las empresas 
agrícolas modernas los salarios fuesen más altos, 
pero de hecho ést.os no alcanzan el nivel que co­
rresponde porque el resto de los salarios en el 
sector presiona a la baja. También influye en la 
mantención de la inequidad, la inestabilidad en el 
trabajo, su carácter ocasional y el "nomadismo" 
aludido. Estos hechos impiden la existencia de 
formas de organización -como por ejemplo los sin­
dicatos- que requieren de una cierta permanencia 
y continuidad de la mano de obra. La falta de 
organización y la escasa estabilidad está unida a 
su vez a un bajo acceso a servicios que puede 
otorgar el Estado, como salud, vivienda, educa­
ción y otros. 

En el grupo de los denominados "campesinos", 
tanto en los pequeños como los de economía de 
subsistencia, los factores que dan origen a la in e­
quidad son, la baja dotación de tierras, la mala 
calidad de la misma y el bajo nivel de tecnología 
y productividad. 

El problema de la inequidad en el agro debe 
t.ener particularment.e en cuenta la modaJídad 
que adquiere la "concentración agraria", Al 
problema tradicional del acceso a la tierra 
hay que agregar que hoy día son claves la 
política de in versión, la redistribución del exce­
dente, las características de la acumulación y el 
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conj un to de factores que operan en la concen tra­
ción capitalista. 

Por otra parte el problema agrario ya no puede 
ser enfocado en una óptica que privilegiaba el 
tema de la incorporación a la vida urbana. Lo que 
está en discusión son los objetivos de "sociedad 
agraria" por la que se opta, y cuáles pueden ser 
sus modalidades. 

La tendencia a la concentración económica 
-como fenómeno vinculado a la no equidad- es 
también visible en el tipo de desarrollo industrial 
vigente en la mayor parte de los países de la re­
gión. El tipo de modernización que algunos sec­
tores de la industria alcanzan tiende a ser -como 
muchos autores lo han dicho- imitativo del de los 
países de más alto desarrollo y por consiguiente 
supone para su expansión una capacidad de con­
sumo alto y sofisticado. Para que ésto tenga lu­
gar en países como los nuestros, son necesarios 
procesos de concentración de ingresos, generán­
dose de este modo una estructura privilegiada de 
producción y consumo. 

Otro problema que incide en la equidad us el 
de las poaíbitidadea de redistribución I:lI conjunto 
de la sociedad del excedente que generan las em­
preaas modernae, como también el de la difusión 
del progreso técnico que aparece concen trado en 
ellas. 

Las industrias de tipo más tradicional -gran­
des y medianas- ligadas a consumos más genera­
lizados como alimentación, textil y otros, a 
menudo tienen un carácter casi monopólico, lo 
que no favorece a los procesos de desconcentración. 

La pequeña industria tradicional y los talleres 
trabajan con un bajo nivel de tecnología y sus 
posibilidades de acumulación son casi inexisten­
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tes. La productividad es muy baja y los salarios de 
la mano de obra que contratan tienden a ser más 
bajos que el promedio. En ellas se da también el 
caso de contratación de trabajo domiciliario que 
por lo general queda exento de las obligaciones 
patronales respecto a prestaciones sociales. 

La heterogeneidad salarial en el conjunto del 
sector industrial tiende a ser relativamente gran­
de. Los ingresos por salarios de los obreros pare­
cen depender más de la productividad global de la 
empresa que de la calificación obrera; por consi­
guien te los salarios son bajos en las industrias 
que generan pocos excedentes. 

El nivel salarial está también vinculado a la 
capacidad de negociación sindical y los sindicatos 
tienden sólo a tener eficacia en las industrias 
modernas y en las grandes. La capacidad de ac­
ción de los sindicatos es muy deficiente en las 
pequeñas y medianas industrias y especialmente 
en las de tipo tradicional. A su vez el bajo nivel 
de organización incide en el acceso a las presta­
ciones sociales y servicios existentes. Del mismo 
modo la capacidad de organización sindical influ­
ye en la estabilidad del trabajo, la que sólo puede 
asegurarse por medio de negociaciones colectivas 
ef'icien tes. 

Respecto a la actividad comercial, ésta obvia­
mente incide con fuerza en el resultado de las 
actividades productivas. Por ejemplo, es conocida 
la importancia que tiene en lu economía agraria 
el acceso a la comercialización. Se puede agregar 
además que en muchos de los casos es el capital 
comercial el que otorga los créditos requeridos en 
vista a futuras cosechas. Por otra parte, a menu­
do la manipulación de precios agrícolas está más 
ligada a las estructuras comerciales que a los pro­
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ductores mismos. Los sectores que aparecen más 
afectados -y a veces en forma negativa- por la 
estructura del comercio agrícola, son los media­
nos y pequeños campesinos. 

Algo similar puede derivarse de la relación 
que se establece entre el comercio y el sector 
industrial. No es inusual en América Latina que 
comercio e industria aparezcan estrechamente 
vinculados y puedan -actuando sobre los precios 
o a través de otros mecanismos de acuerdo- cons­
tituir formas que se aproximen al monopolio. Es 
frecuente también que las industrias grandes po­
sean su propia estructura de comercialización, lo 
que les permite un mayor control sobre los modos 
de realización de la producción. No es ese el caso 
de las pequeñas y medianas industrias, que son 
más dependientes de las estructuras comerciales 
existentes. 

Respecto al comercio en sentido más estricto, 
merece destacarse en América Latina la gran pro­
liferación del comercio marginal. De hecho su 
presencia está determinada por las escasas posi­
bilidades ocupacionales en el sector productivo 
más que por las necesidades reales de comerciali­
zación, aunque ésto no impide señalar que la 
comercialización hacia los sectores populares 
presenta serias deficiencias. Como es sabido, el 
comercio marginal -ambulante o precario- cons­
tituye uno de los mayores rubros de ocupación 
marginal. 

No puede dejarse de lado la relación entre el 
sector de servicios y la equidad, especialmente si 
se toma en cuenta la tendencia a la privatización 
de servicios que hoy en día predomina. Los servi­
cios financieros son en la actualidad decisivos 
respecto a la modalidad que adquiere el proceso 
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de concen tración j pero además de este hecho co­
nocido, existe una fuerte tendencia al control 
privado de servicios que constituyen la infraes­
tructura de desarrollo del capital productivo o 
que se vincula a él, como es el caso de la energía, 
transporte, comunicaciones y otros. Sus obvias 
finalidades de lucro y rentabilidad las orienta a 
satisfacer la demanda de los sectores que de 
hecho constituyen el poder económico y por con­
siguien te actúan como un elemen to más en el pro­
ceso de concentración. 

La privatización de servicios destinados a la 
reproducción de condiciones de vida, como salud, 
seguridad social y vivienda, ha significado que se 
incorpore a ellos un criterio de rentabilidad casi 
empresarial. Satisfacen por tanto la demanda de 
sectores altos y en algunos casos de los sectores 
medios, que son los únicos que están en condicio­
nes de pagar los servicios requeridos en un mon­
to que resulta rentable a estas nuevas empresas. 
Por lo común operan con costos altos y las inver­
siones en equipos es utilizada por una pequeña 
fracción de la población. No puede dejar de ano­
tarse que no son excepcionales los casos en donde 
los sistemas de seguridad social privados actúan 
como mecanismos de acumulación financiera. 

Respecto a los servicios privados, vinculados a 
la reproducción de las capacidades, como es el 
caso de la educación y la capacitación profesional, 
es ampliamente conocido el hecho de que en grao 
medida hoy día cumplen menos una función de 
movilidad social -como fue tradicional en América 
Latina- sino que actúan como un mecanismo de 
reproducción de la desigualdad social e introdu­
cen formas elitistas en la sociedad. 
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El control privado en tal tipo de servicios sig­
nifica que en su orientación predominan los inte­
reses particulares de grupos sociales, sin que se 
contemplen adecuadamente objetivos más genera­
les o de interés nacional. 

De importancia respecto al problema de la 
equidad es el alto número de personas vinculadas 
a los servicios personales de baja calificación. Se 
concentra en ellos gran parte de la ocupación 
marginal, son obviamente de muy baja producti­
vidad y las personas que desempeñan tal tipo de 
labores en su gran mayoría carecen de organiza­
ción. La vinculación que tienen con los sistemas 
de seguridad social o el acceso a servicios colecti­
vos, salvo algunas excepciones, es casi nulo. 

Existen por cierto servicios personales de alta 
calificación que hoy día aparecen muy asociados 
a los denominados servicios modernos. La tecno­
logía de esos sectores a menudo imita la de los 
países centrales y no se difunde hacia los sectores 
más rezagados, lo que determina en que actúen 
como un factor más de concentración. 

Por último corresponde una breve referencia 
aJ papel del Estado -en cuanto productor de bie­
nes y servicios- en relación a la equidad. En mu­
chos países el sector productivo estatal sigue 
siendo una parte importante de la economía na­
cional y constituye un elemento clave en la ge­
neración de excedentes y en los procesos de 
acumulación e inversión. 

Como algunas investigaciones han puesto en 
evidencia, en algunos casos latinoamericanos es 
perceptible la existencia de una asociación entre 
el capital externo, el capital privado nacional y el 
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capital estatal, de modo que el Estado no es ajeno 
a las modalidades que asume el estilo de desarro­
llo económico y social vigente. 

Un tema significativo respecto a los rasgos 
actuales del Estado en América Latina es el de los 
efectos de la privatización de algunos sectores 
fundamentales. En el caso de la privatización de 
servicios vinculados a la reproducción de condi­
ciones de vida (salud, vivienda y seguridad so­
cial), el efecto ha sido que en parte importante 
se ha dejado sin cobertura a vastos sectores de 
la población. Quizás por fuerza de las circuns­
tancias se ha reducido la política social a tér­
minos preferentemente asistenciales. Tal 
determinación afecta políticas de más largo plazo 
que puedan actuar sobre las condiciones que ge­
neren la inequidad, como serían las políticas que 
mejoran la productividad, permiten la incorpora­
ción social, u otros. 

Si se considera al Estado en un sentido más 
amplio que el de su capacidad de producir bienes 
y servicios, cabe señalar que el funcionamiento 
del sistema político institucional es de vital im­
portancia para el logro de las dimensiones socia­
les y políticas de la equidad. La exclusión de la 
participación en el ejercicio del poder no hace 
posible que los grupos menos favorecidos puedan 
expresar sus demandas y tener acceso a las deci­
siones que directamente los afectan. 

Particular mención merece la eficacia del sis­
tema judicial que representa la equidad en el ejer­
cicio de los derechos. Lo mismo puede decirse 
respecto al sistema político propiamente tal, que 
expresa la equidad respect.o al ejercicio de las 
demandas ciudadanas y el derecho a la iniciativa. 
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Los obstdculos a la vigencia 
de un sistema democrático 

La extensa mención que se ha hecho a los de­
terminantes de inequidad y la exclusión, no tiene 
otro objeto que el contribuir a actualizar los datos 
de una posible respuesta a una vieja inquietud de 
la sociología latinoamericana. Gino Germani, en 
un ensayo que data de 1956 ("La integración de 
las masas a la vida política y el totalitarismo") 
manifiesta su preocupación por las condiciones 
que hacen posible la existencia de una genuina 
democracia. 

Preocupación que se justifica puesto que lo 
que muchas veces hemos conocido es, en sus pa­
labras: "un ersatz de participación que crea la 
ilusión en las masas de que ahora son ellas el 
elemento decisivo, el sujeto activo, en la direc­
ción de la cosa pública y sobre aquella parte que 
queda excluida hasta de esta pseudoparticipación, 
logra aplicar exitosamente sus mecanismos de 
neutralización", 

Germani distingue entre los requisitos de una 
democracia genuina aquéJlos que se refieren al 
orden económico, al cultural y al político. En el 
primero de ellos se tntll de que "Iae posibittdedes 
materiales creadas por el progreso técnico sean 
efectivamente utilizadas y alcancen a todos de 
manera que nadie quede excluido". Este requisito 
de distribución, cuya necesidad es fácilmente per­
ceptible en la región, requiere -por lo que se ha 
expuesto- algo más que la mera formulación de 
una política distributiva. Lo que se ha pretendido 
mostrar es que la tendencia a la concentración 
está vinculada a la estructura social existente y 
al tipo de relaciones sociales y económicas que 
ella implica. Por consiguiente, el cambio en el 
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modo en que las relaciones económicas y sociales 
se constituyen es un producto obligado de refle­
xión para que una política distributiva realmente 
viable pueda tener lugar. 

Del mismo modo, es condición de una partici ­
pación democrática real el que la cultura que la 
hace posible no sea sólo privilegio de una élite. 
Por lo general este tema se abordó en la reflexión 
latinoamericana a partir de la constatación de la 
existencia de dos culturas, una cultura superior y 
una cultura degradada de masas. En tal perspec­
tiva se trataba de hacer posible el acceso a la 
cultura superior a estratos cada vez más amplios 
de la población. Hoy en día los problemas son más 
difíciles, puesto que están en duda los contenidos 
mismos de la cultura, tanto de la llamada cultura 
superior como de la cultura de masas, por consi­
guien te ya no se trata de una mera política de 
"participación distributiva" en el orden cultural. 
Si bien es cierto que no es difícil constatar la 
existencia de una cultura degradada de masas y 
elementos claramente positivos en la llamada cul­
tura superior, existe hoy una mayor receptividad 
a la consideración de las nuevas condiciones en 
que el desarrollo y creatividad cultural se hacen 
posibles. Por ejemplo, dada la importancia de los 
medios de comunicación de masas, éstos tienden 
a ser considerados no sólo en sus aspectos negati ­
vos de simplificación y vulgarización -que obvia­
mente existen- sino que también en términos de 
sus posibilidades de desarrollo creativo. 

Asímismo, la cultura popular,despojada de sus 
mitos, no es sólo expresión de atraso y de pri ­
vación sino que también encierra elementos po­
sitivos que permiten su desplieque creativo y 
enriquecedor. 
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Es necesario detenerse un poco más en la con­
sideración del requisito estrict.amente político de 
la democracia. Como el mismo Germani lo hace, 
es quizá necesario admitir que la participación en 
las grandes decisiones políticas por parte de la 
mayoría de los ciudadanos se reduce de hecho a 
unos pocos actos, como el de votar, informarse o 
pocos más de caráct.er similar. No obstant.e, la 
estabilidad o mantención de un sistema democrá­
tico requiere de una adhesión crecient.e de todus 
los ciudadanos a la misma. Por consiguiente, si 
bien los actos a que se alude no son numerosos, 
deben estar cargados de importancia y sentido 
para quien los realiza. De este modo el votar 
dejaría de ser el procedimiento de "contar nari­
ces" al que escépticamente aludió Marx. Condi­
ción para que adquiera importancia y sentido es 
que el ciudadano común disponga de la más am­
plia y plena información, por lo que se requiere a 
la vez la difusión de la misma y la posibilidad real 
de acceso a ella. 

Por otra parte, también se requiere lo que hoy 
en día se llama "transparencia" de la política. 
Sólo la plena información hace posible que el acto 
de votar asuma el carácter y sentido de una deci­
sión responsable. A nadie escapa la particular 
importancia que tradicionalmente se ha dado a la 
educación para el logro de tal finalidad. 

Además de lo señalado, condición de suma im­
portancia es que la práctica democrática se logre 
incorporar a la esfera de la existencia personal, 
de ahí la importancia del ejercicio de los derechos 
políticos en el ámbito de la comunidad local. Esto 
implica una descentralización del poder y la capa­
cidad para generar condiciones en que el poder 
descentralizado pueda ejercerse efectivamente. 

148 



Del mismo modo cabe incen tivar la participa­
ción en todo orden de actividades cooperativas. 
Esto puede DO sólo dar lugar a ámbitos efectivos 
de participacióD aino que a la vez conat ituir ins­
tancias de creación de Duevas actitudes. Por 
ejemplo, UDa economía y UDa sociedad donde UDa 
más justa distribucióD sea posible, requiere de UD 
tipo de comportamieD to que privilegie la relación 
de solidaridad social. Ciertos bienes a los que las 
peraonas aapiran -educacióD, salud, vivienda, cul­
tura, etc.- requieren ser concebrdas como brenes 
públicos o sociales; si sólo SOD concebidos como 
hienes privados, la pugna distributiva en torno a 
ellos se agudiza e incluso se def'ienden como pri­
vilegio exclusivo. Para que la noción de bien 
público exista, ésta tiene que arraigar en UDa 
práctica social de solidaridad. 

UD tercer aspecto se refiere a la democracia 
en la esfera del trabajo. La capacidad de demo­
cratizar el ámbito de las decisiones en esta esfera 
se refiere, por UDa parte a la posibilidad de parti­
cipación creativa en el proceso de producción mis­
mo, hecho que DO pertenece al reino de lo utópico 
como m uchos afirman i por otra se refiere a la 
capacidad de poseer organiaeciones, aíndicatos u 
otras, que hacen posible incidir en deciaiones tan­
to del ámbito específicamente laboral, como a tra­
vés de las demandas colectivas en el modo que 
asume la relación econém íca. 

Si bien es cierto que en la mayor parte de 
nuestr-os países la neceaidad apremian te es obte­
ner UD trabajo que permita la subaiatencia, ésto 
DO se puede transformar en UD pretexto para que 
las condiciones de su desempeño se conarituyen 
en UDa ccnsagracién de la exclusióD social. 
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Si las condiciones aludidas para la plena exis­
tencia de una genuina democracia son altamente 
deseables, a nadie escapa lo difícil de su logro en 
un estilo de desarrollo cuyo rasgo es la concentra­
ción y la exclusión. No es por azar el que se haya 
seftalado que el modo político que a tal tipo de 
desarrollo correspondía era más bien autoritario 
y coercitivo. 

Las formas democráticas estaban constante­
men te amenazadas por la imposibilidad de que tal 
modelo de crecimiento satisfaciera las crecientes 
demandas populares. En palabras de Edelberto 
Torres, la economía aparece cada vez más como 
un límite a la opción democrática. 

No obstante el problema es traspasar ese lími­
te, introduciendo elementos de democratización 
en el conjunto de la economía. Pero la posibilidad 
de extensión de la democracia depende como ya 
se ha dicho, de Sl1 propia fuerza y arraigo en la 
sociedad. 

Podría decirse que la democracia implica por 
lo menos la existencia de un Estado de derecho, 
de una forma de representación de mayorías y 
minorías, de un régimen de partidos políticos y, 
fundamentalmente, de un conjunto de garantías 
ciudadanas. La experiencia latinoamericana, por 
desgracia, ofrece reiteradamente ejemplos en que 
tales requisitos no se cumplen. Es válido por con­
siguiente preguntarse por las condiciones de su 
posibilidad. 

Se ha insistido en la importancia que tiene 
para los países de la región el fenómeno de la 
irrupción de masas. Una de las incidencias más 
notorias de este proceso ha sido la transformación 
cuantitativa y cualitativa de los sectores urba­
no populares, por ejemplo, el movimiento obrero. 
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También es de señalar la conformación de una 
masa urbana "marginal", primero definida en 
términos preferentemente ecológicos pero cuyas 
características estructurales y sociales se han 
puesto de relieve poco a poco. 

La irrupción de las masas, tanto en el ámbito 
urbano como en algunos casos en el rural, puso en 
jaque el sistema político, desarticulando las for­
mas tradicionales que este concedía de participa­
ción y representación. El fenómeno de irrupción 
de maaae implicó no tan sólo que quedara a la 
vista la inadecuación de las estructuras de ex­
presión existentes, sino que a la vez la misma 
irrupción disolvió las estructuras de control so­
cial tradicionales, tales como la familia, el siste­
ma educacional, el sistema de valores y así por 
delante. 

Pero junto a esta presencia de masas se ha 
dado otro movimiento paralelo, propio del carác­
ter concentrador de la economía, que se expresa 
en una concentración de los mecanismos claves de 
la administración y gestión. Se agudizó por tan to 
el problema de la representatividad al radicar en 
ámbitos muy reducidos la toma de decisiones im­
portantes. 

El carácter elitario de la forma de gobierno se 
acentúa cuando el mecanismo de las decisiones 
tiende a concentrarse. El gobierno es en los he­
chos cada vez más un gobierno de minorías. La 
crisis y el conflicto social se agudizan como con­
secuencia del movimiento contradictorio de masi­
ficación, por una parte, y la forma elitaria de 
ejercicio del poder, por otra. 

En suma en América Latina el desafío de la 
democracia sigue siendo el desafío de la transfor­
mación social. 
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Introducción 

Este ensayo tiene como propósito el examen 
de las eondicionea y tendenctas que harían posible 
un desarrollo más equitatívo en la Argent.ina que 
se acerca al fin de siglo. Se entiende como tal 
desarrollo uno que ofrezca una mejor situación de 
empleo, distribución del ingreso y consumo, que 
a su vez haga posible una plena satisfacción de las 
necesidades básicas y un cierto grado de bienes­
tar social. Su matriz estructural es la de un ca­
pitalismo dependien te, periférico, que presen ta 
las características típicas de este tipo de configu­
ración histórica agravadas ahora por los nuevos 
condicionamientos del orden económico interna­
cional particularmente acentuadas por la crisis 
del endeudamiento externo. El método adoptado 
es histórico estructural, iden t.if'icanduse las ten­
dencias más relevantes de largoy medio plazo que 
inciden sobre el objeto indicado. Sin embargo, no 
se ha perdido de vista la índole de la coyuntura 
en que confluyen aquellas tendencias ni tampoco 
algunas contingencias que podrían modificar el 
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curso de los acontecimientos en los años inmedia­
tos, como ser, el resultado de las próximas elec­
ciones presidenciales y el recambio polftico que 
traerán consigo. Otras contingencias de mayor 
envergadura, internas y externas, han sido omiti ­
das para simplificar el análisis y también porque, 
previsiblemente, no es arbitrario postular, como 
se hace, la continuidad política del actual régi­
men democrático durante el largo decenio que 
resta hasta el próximo milenio. 

En el documento de la CEPAL que sirve de 
referencia para la reunión se hace hincapíe en la 
existencia de dos mayores opciones de desarrollo, 
una ortodoxa y heterodoxa la otra, con muy dis­
pares efectos sobre los condicionamientos y de­
terminaciones de la equidad social, que ha 
experimentado un sensible retroceso en los años 
corridos de la presente década. 1 La opción orto­
doxa se identifica con el modeJo de ajuste mone­
tario y estructural promovido a través de las 
negociaciones de la deuda con la banca acreedora 
y el apoyo técnico del Fondo Monetario Interna­
cional y del Banco Mundial que condicionan su 
mediación al seguimiento de su bien conocido re­
cetario. A esta opción se contrapone la heterodo­
xa que propicia la dinamización de la economía 
desde eJ mercado interno con el aumento de la 
demanda provocada por la mejor distribución del 
ingreso, el aumento del empleo y del gasto público 
social. Sin excluir la salida exportadora pone en 
ella mucho menos énfasis que la primera opción. 

Las posibilidades de estas opciones se procesa­
rán en el marco de las tendencias estructurales y 
relaciones de poder en este país concreto que es 

l.	 CEI'AI., Desarrollo equitativo. Algunas sugerencias para 
la acci6n, (Le/H. 6211) del 22 de diciembre de 19117. 
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la Argentina de fines de los años 80, las que cier­
tamente no favorecen -en nuestra opinión aun­
que no en nuestro deseo- la opción heterodoxa. 
Con un estado democrático ineficiente, en una 
situación cercana a la falencia, y un sistema de 
partidos que cumple muy insuficientemente su 
función de articular in tereses sociales, un orden 
político democrático, en suma,que afronta los em­
bates de poderosas fuerzas sociales corporatiza­
das y grandes conglomerados económicos multi­
nacionales, es muy poco efectivo lo que se puede 
hacer en beneficio del muy heterogéneo contin­
gente de los marginados por el orden corporativo. 
Algo se hace y se hará, pero no parece que sea 
suficiente ante la magnitud de las carencias. Con­
cluyamos este adelanto de la tesis sostenida en el 
trabajo agregando que no parece ser éste el mo­
mento propicio para una reforma social porque 
las fuerzas que se opondrían son muy poderosas 
y carecen de contrapeso en las que intentan 
producirla. 

El examen practicado consiste de comienzo en el 
tratado de un perfil estructural de las principales 
tendencias de la economía y la sociedad con el fin 
de establecer una base que represente los funda­
mentos de las configuraciones de fuerzas sociales y 
políticas que gravitan decisivamente en el estilo de 
desarrollo vigente. Luego se pasa revista a las pro­
puestas políticas en boga en este momento de cam­
paña electoral, las que finalmente son evaluadas 
teniendo en consideración sus márgenes de posibili­
dad y la matriz de condicionamientos que los res­
tringen. En una realidad de democracia todavía 
precaria y vigoroso capitalismo, aunque sea perifé­
rico, las chances están jugadas por algún tiempo en 
favor de la lógica de este último. 
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El trabajo concluye ahí: no contiene un rece­
tario de propuestas aptas para promover un desa­
rrollo equitativo, sobre todo porque se ha querido 
destacar la dimensión de poder que una u otra de 
las opciones conlleva. De la constatación de este 
imbalance resulta la prognosis anticipada. Dicen 
que los deseos son realidades pero no siempre, al 
menos lamen tablemen te en este caso. En cual­
quier hipótesis la opción por un desarrollo equi­
tativo no será posible "ai no existe voluntad 
política, responsabilidad social y sen tido nacional 
de parte de los mismos (gobiernos, grupos socia­
les especialmente los más poderosos)", porque de 
otro modo "reaultar á estéril la política mejor con­
cebida" (CEPAL,Desarrollo ... cit. pág. 22).Así es. 

II 

Una mirada retrospectiva a la economía ar­
gentina en el último siglo produce un estado de 
desolación. La evolución de sus principales indi­
cadores económicos lleva a la conclusión de que 
ha sido inestable por largo tiempo, que el creci­
mien to económico ha sido prácticamen te nulo, 
que la inversión ha disminuido a un nivel que la 
torna incapaz de con tener la obsolescencia y an­
tigüedad de sus equipos, que las exportaciones 
permanecen estancadas y muy concentradas en 
los tradicionales productos agrícolas, que posee 
una elevada y fluctuante inflación crónica, muy 
antigua, que supera con holgura los promedios 
inflacionarios de las economías de la región, 
que el ingreso por habitante de 1987 es inferior 
al de 1974, que la concentración del ingreso pro­
bablemente se ha acentuado según se infiere de la 
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caída de los salarios reales, por un lado, y de la 
expansión del consumo conspicuo.f por el otro. 

En la industria, que es el eje del desarrollo 
moderno, la situación no se presenta tampoco fa­
vorable. En el último decenio se produjo una fuer­
te declinación de su nivel de actividad. Esta baja 
ha sido especialmente pronunciada en la indus­
tria con uso intensivo de trabajo y por consiguien­
te en las empresas pequeñas y medianas (PYMES), 

que tienen un gran interés social tanto porque su 
producción se destina casi exclusivamente al con­
sumo doméstico como porque ocupan la gran ma­
yoría de la fuerza de trabajo del sector. 

El Informe Okita hace una evaluación de estas 
empresas y en general de la industria argentina 
que merece ser glosado in extenso. En 1984, las 

2.	 Entre 1950 y 19114 la ta8a media anual de crecimiento 
del PIII por habit ante fue de 0.7%. En 1983 8U nivel era 
apenas 8uperior al regi8tardo en 1960 e inferior al de 
1970, o 8ea que el PIII por habitante descendió a razón de 
.0.4% en el decenio que sigue a este 61timo ailo. Desde 
1980 a 1987 8U declinación total fue de mAs de 12%. La 
contribución del sector indu8trial al 1'18 total descendié 
de8de la segunde mitad de la década del 70 con una acen­
tuación del declive desde comienz08 de 108 80'8. Luego 
de un largo perfodo en que la inver8ión bruta interna 08­
ciló en torno a un 20% del Plo tuvo una brusce cafda al­
canzando 8U8 nivele8 má8 bajoe de 12.4% en 19114 y de 
10.3% en 19115 para reeuperurae levemente en 108 ail08 
8iguiente8. La t aae de inflación regi8tró entre 1978 y 
19117 una media aritmética anual de 250%, con eztrem08 
de 61111% en 19114 y de 111.9% en 1986, aiando de 178.3% 
en 1987. En ocho de 108 diez añ08 del perfodo la ta8a in­
flacionaria fue de tre8 dfgit08. El valor de la8 ezporta­
cienes globalee 8e redujo en un 21% entre 1980 y 19117. 
E8t08 dat08 y otra8 referencia8 a tendencia8 económica8 
que se mencionan en el tezto provienen de 108 informe8 
que se citan 8eguidamente. que contienen abundante y 
reciente información sobre la economfa argentina y diag­
nÓ8tic08 relativamente coincidente8 sobre 8U pre8ente 
estado y p08ible8 t endencraa. 
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empresas pequeñas y medianas (menos de 200 
personas ocupadas) representaban un 97% del to­
tal de establecimientos industriales, un 56% de 
los trabajadores del sector y un 44% del valor 
agregado por la industria. Su participación es 
especialmente importante en metalmecánica y 
maquinaria, alimentos, textiles y vestimenta, y 
productos químicos. Presentan las siguientes ca­
racterísticas: emplean tecnologías anticuadas y 
obsoletas, fabrican productos uniformes y de ca­
lidad estable, el nivel de utilización de su capaci­
dad instalada es bajo y no dependen del 
financiamiento externo. La gran mayoría care­
ce de una visión empresarial de largo plazo, no 
muestran interés por el desarrollo de nuevas 
tecnologías y productos y por penetrar en nuevos 
mercados. Tales actitudes pasivas parecen estar 
relacionadas con el deterioro ocasionado por las 
fluctuaciones económicas y los frecuentes cam­
bios en las políticas públicas desde los años se­
tenta. También su pasividad puede deberse a la 
protección dispensada por las políticas de susti ­
tución de importaciones. Estas actitudes empre­
sariales conservadoras parecen ser una de las 
características generales del conjunto del sector 
industrial cuya competencia en el mercado inter­

- Agencia de Cooperación Internacional del Japón (JICA) 

Estudiu sobre el Desarrallu Ecunómicu de La Argentina. 
preparado a solicitud del Gobierno Argentino por una mi­

sión encabezada por el Dr. Saburo Okita. El Informe Fi­

nal del Estudio que consta de dos volClmenes y está
 
fechado en enero de 1987, se basa en datos de fuentes ofi ­

ciales, será citado como Informe Okita.
 
-Ministerio de Economía, Program a pura La Recuperueián
 
Económica y el Crecim ien tu Sus ten ido, Buenos Aires,
 
agosto de 1988 (mimeo). Este programa ha sido presen­

tado a organismos internacionales de financiamiento y
 
contiene varios aaeacs estadísticos.
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no ha sido limitada por la constitución de nume­
rosos oligopolios que controlan mercados cauti­
vos. Sin embargo, estos rasgos son más intensos 
en la PYMES, que carecen, en general, de recursos 
y posibilidades para invertir en nuevas tecnolo­
gías y productos. 

Es frecuente que los propietarios de PYMES 

posean además intereses en otras actividades no 
industriales. Esta pluralidad de negocios se ex­
plicaría por la necesidad de distribuir riesgos 
teniendo en cuenta la profundidad de las fluctua­
ciones económicas y las altas tasas de inflación 
que crean condiciones operativas muy desfavora­
bles para ellas. 

Las pocas PYMES "progreststas" se encuentran 
muy concen tradas en los sectores electrónico y de 
biotecnología y manifiestan interés por utilizar 
nuevas tecnologías, diseñar nuevos productos y 
ampliar sus mercados, para lo cual disponen de 
un personal altamente calificado. 

Finalmente, el Informe atribuye gran impor­
tancia al efecto negativo de largo plazo de la 
industrialización por la vía de la sustitución de 
importaciones que protegió fuertemente a em­
presas que surtían al mercado interno. Con el 
correr del tiempo fue surgiendo una estructura 
industrial débil, demasiado diversificada, de baja 
productividad e incapaz de competir internacio­
nalmente para poder exportar, que pronto en­
fren taría la saturación de los cautivos mercados 
internos debido al relativo estancamiento de la 
demanda y la formación de UDa creciente capaci­
dad ociosa. Como las invereiones permanecieron 
estancadas en la última década el resultado ha 
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sido la virtual ausencia de innovaciones tecnoló­
gicas que han puesto a este sector industrial en 
una situación de creciente rezago en el marco 
internacional. (Cf', Informe Okita, cit. vol. 1, 1). 

Desde otro ángulo y en cuanto se refiere al 
Estado un informe oficial subraya que el mismo 
ha extendido y profundizado su intervención di­
recta en la economía mediante créditos prom ocio­
nales, subsidios diversos a la producción 
protegida; además, el Estado es gran comprador 
y contratista de bienes y servicios al sector priva­
do así como un fuerte inversor en el sector públi­
co. Al agotarse rápidamente los recursos fiscales 
el Estado ha recurrido cada vez más al endeuda­
miento interno y externo y también al "impuesto" 
inflacionario para cubrir sus crecientes déficits 
presupuestarios; el relativo aislamiento externo 
y el funcionamiento productivo liderado y prote­
gido por el Estado restaron dinamismo a la eco­
nomía y bajaron los niveles de eficiencia de la 
industria, lo que se tradujo en una gran disminu­
ción del nivel de actividad y en una acelera­
ción del proceso inflacionario. En los últimos seis 
años, la incertidubre relacionada con la crisis de 
la deuda ha complicado en gran medida el proceso 
económico y las políticas económicas. (Cf', "Pro­
grama ... ", cit. Introducción, passim). 

Para cerrar este punto no podría dejar de se­
ñalarse que los planes, programas y políticas pú­
blicas en materia económica han sido erráticos y 
contradictorios en los últimos decenios debido so­
bre todo a la convulsionada vida política del país. 
Desde la posguerra se han sucedido orientaciones 
ideológicas populistas, liberales, desarroIlistas, 
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con diversos matices, que han producido un curso 
de medidas que han confundido más que guiado." 

Estas constataciones han estado produciendo 
un creciente consenso en cuanto a que está defi ­
nitivamente agotado el modelo de una economía 
cerrada sobre sí misma, dinamizada por el gasto 
interno, público y privado, en un mercado en gran 
medida saturado y con pocas posibilidades de ex­
pansión, al menos a la escala requerida para ope­
rar con tecnología más moderna. Tal consenso se 
extiende a la necesidad de promover una salida 
exportadora y de facilitar la acumulación privada 
del capital asegurando su rentabilidad. Por fin, 
también hay fuertes coincidencias para reducir 
drásticamente el actual proteccionismo indus­
trial sustitutivo de importaciones porque estimu­
la una mayor diversidad de la oferta de bienes y 
servicios que la necesuria y compatible con el 
nivel del producto interno y su distribución. El 
Informe Okita ha señalado enfáticamente el sig­
nificado previo de esta distorsión productiva para 
el eficiente funcionamiento de las plantas indus­
triales. También ha puesto dudas sobre la perti ­
nencia de una estrategia basada en el mercado 

3.	 Con un cuidadoso lenguaje el Informe Okita recomienda 
como de "fundamental importancia que el gobierno ase­
gure la continuidad y la consistencia de las polfticas eco­
n6micas básicas que persigue", recordando que "el caso 
del J ap6n presenta la fundamental diferencia de la lon­
gevidad en el gobierno por parte del partido Dem6crata 
Liberal... Las condiciones bási::as y la historia de la ad­
ministraci6n pública son esencialmente diferentes en Ar­
gentina..." (1-42) Más de cuarenta años de estabilidad 
polftica tienen consecueneías en la racionalidad de largo 
plazo que parece innecesario subrayar. No ha sido as( 
por cierto en el caso argentino, ni tampoco fueron tan 
propicias las condiciones para la formaci6n de un "con­

"senso nacional" sobre el desarrollo. 
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interno para impulsar un crecimiento productivo 
moderno." 

III 

En este mismo período de postguerra la socie­
dad argentina ha experimentado profundos cam­
bios en su estructural social. Resulta imperativo 
hacer un somero resumen de las mayores trans­
formaciones ocurridas. La población ha crecido 
moderadamente duplicándose en el último medio 
siglo, se ha urbanizado hasta un grado compara­
ble con las sociedades de los países centrales y 
ciertamente más que la casi totalidad de los paí­
ses de la región. Su perfil ocupacional es asimis­
mo moderno predominando el terciario por sobre 
la ocupación industrial y agrícola. Esta última 
disminuyó en términos absolutos mientras que la 
fuerza de trabajo industrial se mantiene constan­
te desde 1960. Las clases medias se han expan­
dido tanto que en 1980 superaban el 40% de la 
población económicamente activa, colocándose 
cerca de los trabajadores manuales, asalariados y 
autónomos, que representanban un 55% de la mis­
ma. Mientras este estrato obrero ha estado dismi­

4.	 En general, se aducen algunas razones para preferir es­
ta alternativa a otra que privilegie la recuperación de la 
capacidad ociosa. La primera es que la expansión del 
mercado interno sólo dinamizaría el potencial ahora im­
productivo concentrado en empresas pequeñas y media­
nas, también en algunas grandes empresas tradicionales, 
que operan con tecnologias anticuadas y obsoletas y ba­
jos rendimientos de productividad. Otra de las justifica­
ciones apunta hacia el relativamente reducido sector 
carenciado de la población cuyo potencial de consumo se 
concentra en bienes y servicios (alimentación, salud, 
educación, vestuario) que no requieren tecnologias com­
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nuyendo los sectores medios han avanzado, sobre 
todo debido a los nuevos organismos burocráticos 
del sector público y también del privado. Se ob­
serva un fenómeno general de asalarización de la 
fuerza de trabajo que coexiste con un proceso 
similar de ampliación del cuentapropismo y de las 
microempresas, que en conjunto comprenden más 
de una cuarta parte de la población ocupada. En 
cuanto a la categoría empresarial (5 o más per­
sonal ocupado) sus miembros han disminuido en 
una proporción tal que representan poco más del 
1% del total ocupado, lo que significa que en tér· 
minos relativos han descendido a menos de la 
mitad de su participación dos decenios atrás. Es 
bien posible que ésto se explique por el aumento 
de la escala de las unidades productivas y consi­
guientemente por la concentración de la econo­
mía urbana." 

plejas y de punta. Por lo tanto, su efecto modernizador 
seria limitado en este aspecto. Agréguese a ésto que la 
redistribución de ingresos a los sectores carenciados ten­
drla escaso impacto directo sobre los sectores priorita­
rios de alta tecnologla que se ha decidido implementar; 
en cambio, ampliarla la demanda sobre sectores arcáicos 
de la producción. AsI planteado el dilema es de hierro, 
pero es falso porque nada excluye la posibilidad de imple­
mentar pollticas que se muevan en ambos sentidos, o sea, 
modernizar con innovación tecnológica y también recupe­
rar capacidad ociosa aumentando la demanda interna. 
Esta oposición dilemática constituye una cabal demostra­
ción de la carga ideológica contenida en el planteo de es­
tos temas. 

5.	 Cf. S. Torrado, Es tructu ru social de la Argen tinn: 1945­
1YH:l, versión manuscrita de una conferencia pronuncida 
en julio de 191Ul con datos correspondientes a un trabajo 
en preparacion; H. Palomino, Camb ios oeumuuonnle« y 
sociu les en Argen tin a: 1Y-I7-19H5. Buenos Aires, CIlU;A, 

19K7. 
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Echando una mirada sociológica a este proce­
so se observa, primero, que a la disminución rela­
tiva de la clase obrera industrial se agrega un 
fenómeno de dispersión estructural mayor, en ti­
pos de ocupación y actividades, que modifica los 
fundamentos de su autoconciencia e identidad so­
cial. Si se atiende además al creciente cuentapro­
pismo y a la economfa informal e ilegal que lo 
distingue, el conjunto de los sectores populares 
presen ta una fisonom fa considerablemente dife­
rente de aquella que podfa observarse en los pri­
meros años de la postguerra. También los 
sectores medios forman un universo muy hetero­
géneo en sus actividades y fuentes de ingreso, 
niveles de bienestar y experiencias sociales. Una 
segunda y última observación se refiere a que 
muchas de estas nuevas ocupaciones son discon­
tinuas y generan ingresos bajos e inestables. Es 
lo que se conoce como "precariaacién". Esto sirve 
para introducir el problema de la pobreza. 

La cuestión de la pobreza y su evolución en 
la sociedad argentina suscita algunas dificulta­
des cuando se la somete a observación desde una 
u otra de las perspectivas metodológicas con que 
corrientemente se la estima. La llamada "línea de 
la pobreza- se sustenta en una relación entre el 
nivel de ingresos del hogar y el costo de una 
canasta de alimentos, mientras que la de las "na­
cesidades básicas" pone su atención en la priva­
ción de algún servicio considerado esencial para 
el grupo de convivencia. Según la primera mo­
dalidad de estimación la pobreza aumentó con­
siderablemente entre 1974 y 1983, lo que 
correspondería a la evidente caída de los salarios 
reales y de la participación de los sectores popu­
lares en el ingreso en tal período. El resultado es 
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inverso si se toman en cuenta las necesidades 
básicas cuya cobertura habría mejorado. Para re­
ducir esta contrastante disparidad se construyó 
un índice combinando ambas metodologías, com­
probándose que hubo un efectivo crecimien to de 
los hogares considerados pobres, que en 1974 rep­
resentaron un 1.8% del total de hogares del país 
mientras que en 1983 la proporción ascendió a un 
6.8%. El porcentaje de hogares bajo la Unea de la 
pobreza es muy inferior a los niveles registrados 
en los mayores países de América Latina y asimis­
mo para el promedio de la región." En este sentido 
se podría concluir que el problema de la pobreza 
no alcanza una envergadura tal que posea un peso 
similar al observado en otros países. Una prueba 
de ésto sería el hecho de que la Argentina está 
recibiendo inmigrantes pobres de todos los países 
limítrofes. Sin embargo, no se podría omitir de 
esta conclusión que muchas evidencias comple­
mentarias parecerían confirmar el mayor dete­
rioro observado en años recientes, ni tampoco 
restarle importancia como problema. 

Otros indicadores sociales revelan tendencias 
parecidas. La educación" presenta una ampliación 
de la cobertura en todos sus niveles, particular­
mente más acentuada en la formación secundaria 
y universitaria, con elevadas tasas de repitencia 
en el primer ciclo y deserción en los demás. Asi­
mismo, se observa un proceso de jerarquización y 
diferenciación eductiva debido sobre todo a la 
privatización elitista de muchos establecimientos 
que ofrecen mejores alternativas sólo accesibles 
para los sectores de altos ingresos. Por el otro 

6.	 L. Beccaria, Sub re la pobreza en la Argentina, Buenos 
Aires, INUI!:C, 1986 (mimeo). 
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lado, según estimaciones oficiales los anulfabetos 
puros y funcinules representaban bacia 1980 cer­
ca de un tercio de la población en edad de traba­
jar, o sea un poco más de 6 millones de personas. 

Para concluir este apretado perfil social cabe 
mencionar que no hay datos recientes sobre la 
distribución del ingreso aunque hacia 1970 su 
concentración era menor que en los mayores paí­
ses de la región y mayor que en los países de la 
OCDE. Una cantidad de indicadores indirectos 
permiten presumir que no obstante el estanca­
miento económico del último decenio la con­
centración cupular dul ingreso se ha elevado 
eonsiderablemente en desmedro de la parte media 
e inferior de la distribución, compuesta principal­
mente por asalariados, trabajadores autónomos 
y mlcroempresar íoe. Los trabajadores del sector 
público incluyendo a los docentes, alrededor de 
un quinto de la fuerza de trabajo, y los jubilados 
y pensionados, un contingente también muy nu­
meroso, son los más castigados por este negativo 
proceso redistributivo y, sobre todo, por los vai­
venes de la crónica y creciente tendencia inflacio­
naria que provoca retrados en los ajustes de sus 
ingreso cuando no pérdidas relativas y retroceso 
duraderos. 

IV 

Lo que se desprende de los estudios económi­
cos examinados es el perfil de una economía que 
ha padecido un estancamiento endémico, que es 
anticuada e ineficiente, cuyo sector privado ha 
vegetado ligado prebendariamente al estado y se 
ha beneficiado con las oportun idades económicas 
que éste le ha brindado al reservarle el mercado 
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interior y al prodigarle generosos créditos y sub­
sidios directos o indirectos así como el privilegio 
de su poder de compra que constituye una porción 
muy importante,la mayor sin duda,de la demanda 
doméstica. 

Esta quietud sin embargo es más aparecen 
que efectiva. Los indicadores macroeconómicos 
corrientes que miden el desempeiio global de la 
economía en el tiempo no reflejan bien los tor­
mentosos procesos que agitan las entraiías del 
proceso de desarrollo argentino. Con ésto no se 
alude tanto a las periódicas recesiones y fases 
expansivas características del funcionamiento de 
una economía capitalista como a una multitud de 
fluctuaciones, imbalances, distorsiones que pare­
cen ser más específicamente típicos de la econo­
mía de este país y que corresponderían al peculiar 
modus operandi de sus relaciones de poder. 

Comencemos mencionando brevemente tales 
alteraciones convulsivas de la economía nacional. 
En primer lugar, sus niveles de actividad y desa­
rrollo dependen en buena parte de factores alea­
torios, tales como los precios y demanda de sus 
principales productos primarios de exportación, 
que determinan sus ingresos externos, pero que a 
su vez dependen de condiciones climáticas propi­
cias en el país y en el extranjero. Segundo, la 
estructura de sus precios relativos, que incluye 
todos los imaginables, varía abruptamente en po­
cos meses registrándose reacomodaciones poste­
riores que nunca conducen a un retorno pleno a 
un patrón "normal" de estructuración. Por cierto 
que estas disparidades se acentúan en los momen­
tos de aceleración inflacionaria, pero no parece 
que sea meramente la inflación la que explique la 
naturaleza e intensidad de estos movimientos. 
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Por supuesto que no carecen de sentido, pero tam­
poco son totalmente explicables apelando al ar­
senal de recursos del análisis económico porque 
trascienden el marco en que éste opera. Hay in­
cuestionables factores de orden social y político 
que también contribuyen a esta perenne dinámica 
de estructuración y desestructuración de los pre­
cios, salarios, tarifas, tipos de cambio, tasas de 
interés, etc. Tercero, cuando se observa en pers­
pectiva histórica el proceso inflacionario, que 
ya ha cumplido unas buenas cuatro décas, se ad­
vierte que la tendencia general ascendente que 
muestra desde los años setenta se caracteriza por 
fuertes oscilaciones entre un año y otro y, tam­
bién, entre la tasa de inflación de un mes y la del 
que lo siguie, o lo precedió. Estos movimientos 
no sólo influyen poderosamente sobre la estructu­
ra de precios indicada en el punto anterior, sino 
también sobre la racionalidad de todo el sistema 
económico, social y político, y sobre las actitudes 
y expectativas de los agentes económicos y de los 
sujetos políticos y sociales. Por último, señalemos 
que los mecanismos de posible estabilización de 
estas complejas variables no están plenamente 
representados por las regulaciones políticas y ad­
ministrativas del Estado ni por el funcionamien­
to de los mercados. Tampoco son todos ellos 
visibles, transparentes; algunos dependen de di­
versas instancias de negociación, otros a una in­
trincada urdimbre de relaciones de poder que son 
tanto políticas como económicas, en el más am­
plio sentido. De estos juegos, para algunos aza­
rosos para otros menos, depende la asignación de 
los principales recursos, la distribución del ingre­
so y los grados de bienestar disponibles en la 
sociedad, así como sus relaciones de poder. En 
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suma, que la fluctuante espiral inflacionaria 
exacerba la pugna distributiva inherente a una 
economía capitalista transformándola en la for­
ma principal que adquieren los conflictos de apro­
piación y distribución que atraviesan la sociedad. 

Conforme a una reciente interpretación sos­
tenida por evidencias argumentales y empíricas 
plausibles la "clase dominante" argentina ha lu­
crado más de una manera especulativa que pro­
ductiva. Las fuertes variaciones de precios 
relativos, que han sido particularmente intensas 
desde la formación de la Argentina moderna en el 
siglo pasado, producen importantes traslaciones 
de ingresos de un sector a otro. Sus integrantes 
primero pasaron de la producción ganadera a la 
agrícola y viceversa, y luego lo hicieron incorpo­
rando a sus actividades el comercio exterior y las 
finanzas. En una economía que se fue cerrando 
desde la Gran Depresión, estas rendidoras movi­
das sectoriales se fueron ampliando con motivo 
de la industrialización. "La astucia y el COD trol 
del mercado ofrecían UDa base más sólida para la 
riqueza que el proceso de inversión productiva y 
de innovación tecnológica". "Por ello, la fuerza 
relativa de cada sector, la capacidad de acceso y 
presión sobre el poder público, la movilización 
social y política, se fueron con virtiendo en facto­
res más importantes que el mercado y la propia 
producción para la apropiación de ingresos". La 
cr6nica inflación que ha padecido el país desde la 
postguerra acentuaría las vetas lucrativas de este 
proceso de estructuración y desestructuraci6n de 
las relaciones de precios y consiguientes trasla­
ciones de ingresos, cuya consecuencia mayor se­
ría el bloqueo progresivo del desarrollo 
económico. De esta peculiar y perversa conexi6n 
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económica se deriva una determinada forma de 
estructuración del poder social y politico. 

Esta modalidad operativa de los grandes gru­
pos económicos se manifestó en la politica como 
un factor de inestabilidad de los gobiernos civiles 
y militares y también de la frágil conformación 
del aparato estatal en cuanto al cumplimiento de 
sus funciones reguladoras del orden social y eco­
nómico. El prolongado período de inestabilidad y 
ruptura democrática de más de medio siglo se 
explicaría por esta vinculación sui generis de la 
clase dominante con el poder del Eatado." 

v 

La craars que enfrenta la sociedad -argentina 
en estos momentos es multifacética, se la encuen­
tra en cada sector que es sometido a examen rigu­
roso. Ciertamente, la ominosa gravitación del 
endeudamiento externo ha precipitado su actual 
clímax, como está ocurriendo en tantos otros paí­
ses latinoamericanos que no logran reponer las 
cosas en su quicio. Sin embargo, se está tornan­
do cada vez más claro para la opinión pública 
y también parala clase política que los procesos 
profundos que confluyen hacia la crisis son más 
antiguos, bien anteriores por cierto a 1981 
cuando abruptamente emergió la cuestión del fi­
nanciamiento externo. Para decirlo en términos 
cepalinos, se trata de una crisis estructural de la 

7.	 Jorge F. Sábato, La clase dominante en la Argen ün« mo­
derna, Buenoa Aires, l:IS":A, Grupo Editor Latinoamerica­
no, 19H1I. Particularmente pertinente es el trabajo en 
colaboración con Jorge Schvarzer. "Funcionamiento de la 
economfa y poder poUtico en la Argentina: trabas para la 
democracia", págs. 24:-1 y aigta. 
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econom ía y de la sociedad que se proyecta en una 
dimenaion hiarór ica. La crisis en cuestión es la 
de un estilo de desarrollo y de su modelo de acu­
mulación y crecimiento, cuyo dinamismo e impul­
so se han agotado y que ha entrado en 
contradicción consigo mismo generando un esta­
do de parálisis conflictiva. 

Este colapso de las potencialidades históricas 
del actual estilo de desarrollo presenta rasgos 
irreversibles; es decir, que la salida del marasmo 
no se encontrará en una mera recuperación del 
pasado como si fuese el retorno a una edad de oro. 
Hay una generalizada conciencia de que no se 
sale de estu crisis con esfuerzos agregativos, con 
"méli de lo mismo", sino con una profunda trans­
formación de lali bases estructurales y modos de 
operación de la economía y la sociedad." 

1'a18s coincidencius en cuanto al cuerpo cen­
tral dul diagnéat ieo económico apuntan hacia un 
modulo de industrialización y desarrollo apoyado 
en un Est.ado prebendario y en una estructura 
oligopólica del mercado interno fuertemente pro­
tegido por barreras diversas. Las líneas generales 
de esta estrategia pueden ballarse en las cautelo­
sas palabras del Informe Okita, en diversos do­
cumentos oficiales y en trabajos académicos e 
informes de organismos internacionales. Pala­
bras más, palabras menos hay convicción en cuan­
to a que ni el Estado ni el sector privado han 
estado cumpliendo a satisfacción las funciones 

11.	 Dejo por ahorli de lado la polft.ica argentinli porque creo 
Yli lIe e.tá haciendo u nu revolución co peemcana al IlCir­
mar la democracia y sobre todo el gobierno civil Ceteris 
paribus,en 19119 un presidente constitucional traspasará 
el mlindo a otro civil electo legltimamente por el pue­
b lo.Dasda 1928 .erá 1" primera vez que ocurrirá tal acon­
tecimiento,que e. rut ina en IIl' mayores democracia•. 
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necesarias para dinamizar y modernizar Ja eco­
nomía capitalista de una sociedad relativamente 
desestructurada y bajo un régimen democrático 
de gobierno que trata de arraigarse en el curso de 
una difícil transición democrática. La crisis se 
concentra en un Estado administrativamente ine­
ficiente, que es el pivote de una economía mixta 
en que conviven un sector de empresas públicas 
que operan en una situación de rezago y burocra­
tización considerable y un sector privado que en 
general no es más eficiente y moderno y que ha 
crecido en las últimas décadas bajo el alero de un 
aparato estatal que lo ha nutrido más allá de sus 
posibilidades económicas y a costa del conjunto 
de la sociedad. La última dictadura militar, tam­
bién algunas anteriores, contribuyeron decisiva­
mente al fortalecimiento de grandes grupos 
económicos que son proveedores de bienes y ser­
vicios y contratistas de importantes emprendi­
mientas del Estado.Patrimonialista, benefactor 
subdesarrollado, hipertrofiado, totalitario,el Es­
tado nacional ha recibido toda clase de apodos 
peyorativos que son parte de la ofensiva neocon­
servadora y que aquí además están dirigidos a 
descalificar la polftica como forma de acción co­

9.	 En e8t08 moment08 (octubre de 1988) 8e ha comenzado a 
aplicar una amplia rebaja arancelaria a la8 importacio­
ne8 que el gobierno ha tenido que negociar por largo 
tiempo con la8 corporacione8 empre8ariale8 cczreapcn­
diente8. E8te proce80 negociador ha aido enconado tanto 
que 108 productore8 aCedad08 no han podido evitar la 
contradicci6n de tener que impetrar el mantenimiento de 
la protecci6n e8tatal a nivele8 relativamente e levados 
para proteger 8U8 mercad08 caut ivos haciendo caso omi­
80 de 8U prédica en Cavor de una economfa abierta y com­
petitiva. 
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lectiva. No siempre sin embargo la crítica se ma­
nifiesta coneistente." 

VI 

Este cuadro que pretende reflejar el presente 
estado de la sociedad argentina quedaría incom­
pleto si no se hiciese una breve referencia a otros 
fenómenos que condicionan las relaciones socia­
les que se producen en su interior. En los últimos 
años ha ido ganando aceptación en la opinión 
pública la idea de la Argentina corporativa, ésto 
es, de un cuerpo social que es regido no sólo por 
el Est.ado y por las relaciones de mercado, que 
coexisten con un poder social corporativo que pro­
pone, impone, mediatiza, veta importantes de­
cisiones que naturalmente corresponderían a la 
esfera del aparato estatal o al marco del mercado. 
Sin excluir a uno u otro, este poder ha ganado 
espacio propio alterando las modalidades de 
funcionamiento del sistema político, particu­
larmente de los órganos representativos de la ciu­
dadanía. o sea de los partidos y parlamentos, no 
menos que las relaciones de mercado en una eco­
nomía altamente oligopolizada. 

El fenómeno institucional de la constitución 
de una red de organizaciones corporativas se re­
monta a la primera presidencia de Perón cuando 
de acuerdo con su ideología de la "comunidad 
organizada" trató de encuadrar a todas las cate­
gorías sociales de mayor entidad: trabajado­
res, em presarios, estudiantes, profesionales, en 
el marco del Estado, lo que no llegó a concretar 

)(J	 En trabajos anteriores bemos ded icado alguna atención a 
esta cuest ión. Entre otros: J. Graciarena, "Sobre la cali­
dad de la part icipaci6n y democratizaci6n argentina", 
Buenos Aires, Revista Plural, Nro. 3, l!llHi; "La crisis del 
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salvo en algunas provincias cuyas nuevas consti­
tuciones incluyeron el esquema corporativo. 10 

Estas organizaciones burocráticas y oligarqui­
zadas cuyas dirigencias corporativas tienden a 
ganar autonomía decisional respecto de sus bases 
y u perpetuarse en las posiciones de dirección, ha 
transformado las formas de hacer politica y las 
condiciones de gestión y negociación de intereses 
socialea sectoriales porque han introducido un 
nuuvo elum en to de diferenciación y segmentación 
eat.r uet.ure l que aglutina o excluye a importantes 
con tingen tes de la población nacional configuran­
do nuevas relaciones de poder. El sector corpora­
tizado es vasto, comprende y representa a los 
asalariados, particu larmen te a los que tienen tra­
bajos regulares, y a una variada gama de empre­
sas pequeñas y medianas, además de algunos de 
los más grandes conglomerados. Por fuera de 
este complejo y dispar sector de corporaciones 
sindicales y empresariales, se encuentran otros 
dos segmentos. Hacia arriba, uno formado por los 
más grandes grupos económicos y empresas mul­
tinacionales que principalmente actúan por cuen­
ta propia sin apelar más circunstancialmente a 
las federaciones patronales respectivas. Hacia 
abajo, el segmento más pobre y desprotegido tiene 
características residuales y está formado por to­
dos aquellos que carecen de aparatos corporati­
vos protectores y eficaces: los trabajadores no 
asalariados, cuentapropistas, precaristas, jubila­
dos, que sin embargo constituyen un contingente 
nada desdeñable polfticamente, suman más de un 

Estado periférico en América Latina", en C.A. Aguiar y 
otros, Escenarios polttieo« y suciate» del desarrollo lati­
noamericano; Buenos Aires, I!:lJUI!:IIA. 1986; y en otros en­
sayos mAs recientes aún no publicados. 
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cuarto del electorado nacional pero carecen de 
una identidad y acción colectiva apta para nego­
ciar sus in tereses sociales y defenderse de los 
mecanismos de exclusión que operan desde la ci­
ma y también desde el sector corporatizado que 
tiende a diferenciarse de ellos. 1 1 

Para que una democracia sea "viable", para 
que el gobierno disponga de suficiente capacidad 
de gobernar al conjunto de la sociedad, es necesa­
rio tomar en consideración los mayores focos de 
decisión que coexisten en su seno. Al respecto, se 
ha señalado que la sociedad argentina se ha seg­
mentado en varios centros de poder convirtién­
dose en una estructura "policéntrica" (J. García 
Pelayo) con muy diversas cuotas de poder dispo­
nible para cada una de sus unidades. En los rega­
teos para la asignación de recursos e ingresos las 
diversas disponibilidades de poder se traducen en 
las respectivas cuotas de ingreso. Como el poder 
está tanto o más concentrado que el ingreso lo 
más probable es que uno y otro mantengan cierto 
paralelismo. En breve, que en esta hipótesis ha­
brá como basta ahora, quizá más, un sector de 
marginados del núcleo expansivo de la economía, 
cuya situación objetiva no mejorará y que acaso 
tampoco pueda serlo por algún tiempo en una 

11	 Quizá uno de los hechos más elocuentes para abonar lo 
dicho es el empeño de los sindicatos para aislar sus 
obras sociales (más equipadas y con mejores servicios), 
que son semipÍlblicas por su constitución y financiamien­
to, de los servicios nacionales de salud (abiertos a todos 
los necesitados) que el gobierno pretende mejorar utili ­
zando en forma compartida los recursos que se destinan 
a las obras sociales que provienen de contribuciones 
salariales. 

12.	 En estos años de la transición democrática argentina la 
realidad de los hechos ha mostrado más de una vez que 
hay mds poder real en el polo corporatiuo que en el po­
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"economía de sacrificios· regida por la lógica ca­
pitalista. 12 

VII 

Pensando el futuro hasta fin de siglo en tér­
minos de posibilidad, ésto es, excluyendo la im­
probable alternativa de profundas y rápidas 
transformaciones revolucionarias del sistema ca­
pitalista vigente en este país, cualquier reflexión 
sobre los márgenes de cambio que puedan avizo­
rarse deberían tomar en consideración las ma­
yores constantes que establecerán sus límites 
previsibles. Brevemen te hipoteticemos la con ti­
nuidad de la transición democrática y la consoli­
dación del presen te régimen político. A partir de 
ahí recordemos la existencia de los poderes corpo­

tttico, o sea en los centros de poder organizado de la so­
ciedad que en el Estado democrético. De ahf se derivan 
las reservas respecto de su efectiva capacidad para redis­
tibuir ingresos e imponer polfticamente més equidad en 
favor de 108 que 88 hallan ahora total o parcialmente 
marginados, que probablemente asistan como "convida­
dos de piedra" a la mesa de las concertaciones sociales 
entre los aparatos corporativos empresarios y sindicales. 
La defensa del poder adquisitivo de los salarios de traba­
j adores re preaant ados por poderosos sindicatos est é mos­
tréndose efectiva en las comisiones paritarias integradas 
por los representantes patronales y laborales de cada 
sector porque estén logrando que los incrementos sala­
riales sigan mlls o menos sin ret rasos prolongados la 
marcha ascendente de 1011 precios , Estlls negociaciones 
son facilitadas cuando los salllrios pesan poco en los cos­
tos de producción. No pasa lo mismo en cambio con el 
sector público que no tiene paritarias y cuyos salarios 
dependen de un Estado que pasa por una severa crisis 
fiscal y que para ajustarlos esté forzado a acudir con fre­
cuencia al recurso inflacionario. Peor aún es la situa­
ción de otros ingresos popu lares que carecen de defensas 
eficaces y que por eso son duramente castigados por la 
inflación y las pohticas de ajuste est ructural que pro­
mueven la proyección exportadora. 
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rativos, empresariales y laborales, que ya han 
sido mencionados y cuya gravitacióD sobre los 
cen tros de decisióD del Estado, los medios cultu­
rales de masas y los procesos políticos DO pueden 
ser echados por la borda. Recordemos i gualmen te 
que los partidos y la cultura política argentrna 
poseen anriguae raíces históricas que han sido 
revalorizadas en el proceso de traneición y que, 
ahora mismo, estáD aiendo utilizadas como UD 
vigoroso recursos de identidad política. ED este 
aspecto parricularmente, la sociedad vive UD es­
tado de gran ambigüedad en que se contraponen, 
por UD lado, la demanda de cambios sociales para 
superar la crisis y las mayores desigualdades y, 
por el otro, la pretensién de continuar recihien­
do la protección de las diversas modalidades pro­
moeionales y aaistenciahatas del Estado que han 
eonatttuido UD sistema encapaulado, en gran 
parte aislado, que con tiene UD archipiélago de 
aituacionee de privilegio capitalista. Por f'in, 
UDa cenarante que pesará como UD lastre durante 
años es la deuda exterDa por las gabelas y depen­
dencias que trae conaigo. Sus Irradiacionea SOD 
concretas, pero al mismo tiempo tan difusas que 
penetran a través de la urdimbre social oondicio­
nando el estado de ánimo de la población cuya 
frustracióD y desencanto en gran parte le SOD 
atribuidos. 

ED este contexto, al que cabría agregar la pre­
sencia tutelar de las fuerzas armadas, convi ven 
las propuestas de los principales partidos políti­
cos que compiten en la arena electoral. Algunae 
correaponden a veraionea moderuiaadaa de mode­
los de acumulacióD y desarrollo que fueron expe­
r imentadoa en díat.intos momentos del pasado. Si 
se confina la referencia a las propuestas de los 
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partidos con chance de ser gobierno desde 1989, 
el campo ideológico que cubren aparece situado al 
centro con un desplazamiento hacia la derecha 
liberal conservadora. 

Acaso la ambigüedad por ahora más evidente 
se encuentre en el peronismo que desde la muerte 
de su líder en 1974 no ha logrado homogeneizar 
su campo ideológico. Su apelación a las masas 
como siempre se condensa en una propuesta neo­
populista Con frecuente invocación a las ideas de 
sus personajes fundacionales. La peculiar moda­
lidad de esta convocatoria posee un impacto de 
efectiva atracción sobre los sectores que forman 
su histórico caudal electoral. Sin embargo, en el 
poco tiempo de campaña política transcurrido ya 
se ha puesto en evidencia que ha morigerado cier­
to tremendismo inicial que diseminó un estado de 
alarma dentro y fuera del país. Aunque parece 
que ya no habrá ni moratoria unilaterial de la 
deuda ni un aumento generalizado de los salarios 
("salariazo") acompañado con medidas de conten­
ción y control de precios, todavía no es posible 
conocer su real programa económico y social. Los 
equipos de especialistas que preparan sus pro­
puestas difieren en cuanto al sentido de las me­
didas que aplicarían en caso de su eventual 
gobierno, oscilando sin embargo entre un retor­
nismo populista y un cauto liberalismo progre­
sista. La primera alternativa es promovida por 
asesores del sindicalismo mientras que la segun­
da goza del beneplácito del establishment empre­
sario peronista. En realidad, estas diferencias 
tenderán a diluirse con el correr de los meses de 
la campaña electoral. Es posible, por las razones 
que luego se darán, que la última lfnea tienda a 
prevalecer sobre todo como polftica de gobierno y 
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no de apelación de masas. Los márgenes existen­
tes son muy estrechos y las políticas de los pode. 
res corporativos terminarán imponiéndose como 
ya ocurriera en el primer año del actual gobierno 
radical.Sin embargo,en cualquier hipótesis conta­
rá con un generalizado apoyo crítico del aparato 
sindical. 

La propuesta radical consiste principalmente 
en seguir con el programa actual, con algunas 
variantes que signifiquen un leve desplazamiento 
hacia políticas de mayor apertura y liberación de 
mercados. Acaso también ésto suponga una me­
nor dispoaición para elevar el gasto público social 
e implementar medidas rediet.r ibut i vas del ingre­
so que incidan negativamente en el modelo de 
acumulación y desarrollo que está siendo puesto 
en práctica. Como lo ha estado haciendo el actual 
gobierno, con poco y esporádico éxito, se persisti­
rá en alcanzar acuerdos sociales con empresarios 
y sindicatos para estabilizar las relaciones entre 
las principales variables económicas con el pro­
pósito de relanzar el crecimiento, elevar la pro­
d ucti vidad, con tener la in flación y red ucir los 
antagonismos distributivos. Si lo que se promete 
es "una economía de sensatez con grandes sacri­
ficios", declara su candidato, no parece arriesga­
do aventurar que será difícil un arreglo social 
con las grandes corporaciones sindicales. Porque 
son profesadamente "la columna vertebral" del 
peronismo político. 

La propuesta de la coalición derechista liberal 
con tiene el recetario clásico de esta orientación 
que insiste particularmente en la apertura com­
pleta de la economía, la libertad de mercado y la 
reducción de las funciones económicas y sociales 
del aparato estatal. Un Estado "mínimo" y "mo­
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desto" es su ideal desde el punto de vista del 
funcionamiento de la economía, no así en lo que 
se refiere a sus responsabilidades en materia de 
seguridad nacional y orden social en que sus pre­
ferencias se manifiestan por un Estado "fuerte" 
con unas vigilantes y activas fuerzas armadas. 

Las propuestas de las diferentes y activas 
fracciones de la izquierda, desde el comunismo 
oficial y otras variantes neomarxistas hasta va­
rias formas de nacionalismo radicalizado, ahora 
unidas en una fórmula común, reciben muy esca­
sa acogida en la población y tienen ciertamen te 
poco seguimiento obrero y sindical. En general, 
se encuentran en un retroceso acentuado que es 
particularmente evidente en su principal bastión 
y escenario político, que son las grandes univer­
sidades públicas, donde en las últimas elecciones 
estudiantiles sus agrupaciones se han reducido. 
Por contraste, se observa un avance sin preceden­
tes de la derecha en un medio que casi sin excep­
ciones le fue adverso en el pasado. 

Este es un dato que no debería ser exagerado 
pero tampoco omitido cuando se evalúan las ten­
dencias no sólo políticas sino también sociales y 
culturales de los sectores medios de donde proce­
den la gran mayoría de los estudiantes. Piénsese 
que la matriculación universitaria supera una 
cuarte parte de los jóvenes que han accedido a la 
ciudadanía y que el espacio universitario es el 
mayor lugar de interacción social y política de la 
juventud argentina. 

En consecuencia,ni las derechas conservado­
ras, económicamente liberales, ni las izquierdas 
radicalizadas, nacionalistas en materia económi­
ca, representan corrientes importantes de la 
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opinión política porque no atraen contingentes 
significativos del electorado. Sus chances de 
triunfo son por lo tanto desestimables. No obs­
tante el esfuerzo que unas y otras realizan para 
llegar con sus ideas a la población, particular­
mente las derechas que disponen de los mayores 
medios de comunicación social que utilizan para 
convencer y convocar, se tiene la impresión que 
esta impenetrabilidad social a los planteos aleja­
dos del centro ideológico trasuntan un estable 
consenso básico, aunque sea pasivo y fatalista, 
que acaso por disgusto o indiferencia prefiere evi­
tar los desvíos para sumarse a la corriente prin­
cipal del presente curso histórico, que está bien 
reflejado por las dos fuerzas polfticas mayorita­
rias. No es por azar que ambas hayan acumulado 
en las tres elecciones generales realizadas desde 
1983 alrededor de nueve de cada diez votantes. 
No cabe duda que en ésto hay una persistente 
disposición conservadora porque una y otra fuer­
za ofrecen la continuidad del statu quo, o sea de 
un orden democrático aún riesgoso cuya conquis­
ta fue lograda mediante cruentos sacrificios, y de 
una fórmula económica que probablemente no di· 
feriría sustancialmente. 

Puede suponerse que los problemas sociales 
relativos a la equidad distributiva carecen de re­
levancia efectiva en cuanto se refiere a la cons­
trucción racional del futuro. Si bien en el actual 
debate político hay constantes alusiones a temas 
sociales muy concretos, no puede decirse lo mis­
mo del conjunto de las medidas y políticas que se 
recomiendan para orientar el funcionamiento y 
desarrollo de la economía nacional. Del mismo 
modo y como si fuese una regla consuetudinaria, 
en el más reciente programa de recuperación eco­
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nómica, ya citado, la cuestión social ha sido re­
legada al último punto del documento y está con­
tenida en un acá pite titulado "Sectores sociales". 
Por lo tanto ha recibido una colocación tan resi­
dual como la importancia que tiene en las priori­
dades de la estretegia de su desarrollo ahí 
explicitado. Por cierto que no obstante la buena 
disposición que en general trasunta e documento, 
lo mayores problemas populares (empleo, ingreso, 
consumo, servicios sociales) no constituyen el 
epicentro de la estrategia de recuperación ni tam­
poco su inmediato motivo central. Llama la aten­
ción que no haya una referencia explícita y 
orgánica a la cuestión del empleo en un país don­
de el cuentapropismo, la precarización y el su­
bempleo han crecido sostenidamente en años 
recientes. Sin embargo, la deteriodada situación 
presente tiene un reconocimiento expreso aunque 
se señale también que se han producido algunas 
leves atenuaciones. Sin embargo, pocos resulta­
dos concretos podrán esperarse si de comienzo no 
se indica qué y cuántos recursos públicos o de 
otro origen se aplicarán para redistribuir ingre­
sos, asegurar empleo productivo y mejorar la pro­
visión y calidad de los servicios sociales básicos. 
La disposición privatizadora es aquí también 
manifiesta. 13 

13. Desde la segunda mitad de los años 70 la situación social 
se ha estado deteriorando en gran parte por la declina­
ción de los recursos fiscales dedicados a la atención del 
gasto públ íco en educación, salud y vivienda. Entre 
1976·81 el mismo fue inferior en un 15% en términos re­
ales que el registrado en 1973·75, no obstante que en 
aquel mismo lapso el gasto público total se elevó un 17% 
principalmente en defensa y seguridad. Una gran parte 
del gasto púbhce social beneficia a sectores medios. El 
deterioro de los servicios que benefician a los grupos 
de menores recursos -educación primaria, hospitales pü­
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VIII 

El modelo de desarrollo que suscita este consen­
so subyacente, probablemente no diferirá demasia­
do de las políticas de ·ajuste positivo· puestas en 
práctica por el actual gobierno. Lo que él sea con­
tribuirá a definir con trazos gruesos el contorno del 
futuro próximo. Y en ese marco habrá también que 
estimar los previsibles progresos hacia un orden 
social más equitativo. No se nos escapa que ésto 
tendrá que ser un ejercicio de fantasía porque resul­
ta obvio que el futuro está preñado de contingencias 
y que por lo tanto no puede ser demasiado concreto 
y preciso lo que se sugiera como posibilidad. Esta 
amplitud e indeterminación del porvenir es una ten­
tación para el pensamiento voluntarista amigo de la 
producción fácil y atractiva, que hasta donde sea 
posible trataremos de evitar. 

Para poder llegar a una hipotética conclusión 
se procederá del siguiente modo: primero, se hará 
una referencia a la previsible evolución de Ia eco­
nomía regional en lo que parezca más directamen­
ter elacionado con la presente situación 
argentina. Luego, seguirá una estimación más po­
lítica de la posibilidad concreta del modo propues­

bUcos, atenci6n preventiva de la salud, programas para 
mejorar las villas de emergencia- ha sido particularmen­
te grave. Luego de subrayar la impoortancia de raciona­
lízar el gasto social, el documento dice teztualmente: "no 
serfa conveniente elevar ahora la participaci6n de los 
presupuestos de servicios sociales en el presupuesto ge­
neral a menos que los mayores recursos se vinculen a s6­
lidos programas de reforma ... Los recursos adicionales 
que se gasten en estos servicios deberfan provenir de los 
usuarios. Una gran parte de los servicios sociales p6.bli­
cos benefician a quienes pueden pagar el costo de tales 
servicios". Cf. Programa . . ., pág. 23/4. 
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puesto, que será evaluado en cuanto pueda redu­
cir las desigualdades y elevar los niveles de bie­
nestar de las mayorías deprivadas. 

La CEPAL ha elaborado un escenario de "pers­
pectivas para el período 1988-1992" que servirá 
de punto de partida. u El capitulo correspondien­
te (11) comienza así: "A primera vista, los mismos 
factores externos que impidieran el crecimiento 
sostenido durante la mayor parte de la presente 
década perdurarán e incluso podrían agravarse 
en lo que resta de los años ochen ta y más adelan­
ten. A continuación el documento examina los 
mayores constreñimientos del desarrollo para 
destacar que las transferencias de recursos im­
puestas por el endeudamiento externo consti­
tuyeron "la restricción dominante a la cual se 
subordinaron las metas del desarrollo" (p. 10). 
Más adelante subraya que si bien "el servicio de 
la deuda externa es condición indispensable para 
rescatar la capacidad de crecer, de ninguna ma­
nera constituye condición suficiente". En efecto, 
ella es una "restricción mayúscula", pero no ex­
clusiva para lograr "metas de crecimiento, estabi­
lidad de precios y satisfacción de las necesidades 
básicas de la población" (p.ll). Al examinar los 
realultudoB del ejercicio que entre var ioe putses 
incluye a la Argentina, el documento reza así: 
n... en términos del ingreso per cápita, el panera­
mil es deaalentador. En cualquiera de los escena­
rios de los dieciocho países conaiderados, en 1992 
doce tendrían un producto per cápita inferior al 
de 1980, uno alcanzaría ese nivel y sólo cinco lo 

14. CEPAI., Restricciones al desarrollo sostenido en Am~rica 

Latina y el Caribe y requisitos para su superación, docu­
mento LC/G. 1488 (91!:9. 22/3), rey. 1 del 8 de Cebero de 
1988. 
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superarían. Los dos países que en 1986 habían 
sobrepasado el producto per cápita de 1980 serían 
los únicos que en 1992 tendrían niveles claramen­
te superiores, aunque muy modestos para un pe­
ríodo de doce años" (p.18). En cuanto al empleo 
no se esperan mayores cambios sino más bien una 
repetición de las condiciones ocupacionales de los 
años recientes:terciarización acentuada de la ma­
no de obra redundante que no consiga ocupación 
en el sector más dinámico de la industria, la que 
creará pocos e insuficientes puestos de trabajo. 
La "economía informal los acogerá como ha venido 
ocurriendo y con ello se empeorará la productivi­
dad y la distribución del ingreso. Para redon­
dear esta parte se señala: "Los resultados del 
escenario de distensión parcial de los obstáculos 
externos ponen de manifiesto que la actual mo­
dalidad de funcionamiento de la economía im­
pone obetáculo« de gran envergadura al creci­
miento y hacer prever un agravamiento de la si­
tuación económica" (p.24, subrayado agregado). 

En este contexto "la búsqueda de una mayor 
equidad" esté planteada más como un imperativo 
ético que como una posibilidad efectiva, sobre 
todo bajo condiciones recesivas e inflacionarias. 
La ampliación de la capacidad de gobernar del 
Estado y el sustento político necesario para impo­
ner la reestructuración del gasto interno, público 
y privado, en favor de los grupos más necesitados 
parece no corresponder a las presentes correla­
ciones de fuerzas sociales y políticas argen tinas. 
Más abajo retornaremos sobre este punto. Sin 
embargo, no quisiera adelantar camino sin anotar 
que cualquier recuperación futura, en las actua­
les condiciones del desarroJlo capitalista, exigirá 
aún más sacrificios a los grupos afectados por la 
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profunda errara del presente. Me disgusta esta 
alternativa, pero la considero polfticamente más 
probable que la receta de "redistribución con cre­
cimiento" que se sugería en los años setenta y que 
continúa siendo un objetivo humanamente valio­
so y todavía con predicamento. 

Para cerrar esta prospección apuntaría que 
ella se ajusta a lo que resulta razonable prever 
para los años que restan de este siglo, particular­
mente en lo que se refire al caso argentino, ésto 
es, al funcionamiento de su economía y a sus 
efectos sobre el empleo y la distribución del ingre­
so. Cualquier cambio de sentido tendrá que ser 
introducido por vía polftica y en las relaciones de 
poder corporativo e internacional. Ya se ha men­
cionado que la mera modificación de la situación 
de agobio que producen los servicios y servidum­
bres impuestas por la deuda son una condición 
necesaria pero no suficiente para reducir las ine­
quidades sociales que se han agravado conside­
blemente en la corriente década. La configura­
ción de la estructura de clases y de las relaciones 
corporativas de poder poseen un efecto condicio­
nante de tal magnitud, que no se subsume en la 
cuestión del endeudamiento externo aunque sus 
efectos incidan sobre ella. 

IX 

En la medida que se amplia y profundiza el 
presunto consenso implícito respecto de las bon­
dades de una economía dinámicamente orientada 
hacia la exportación de manufacturados comple­
jos como solución modernizadora para la presente 
crisis económica, se suscitan algunas cuestiones 
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relacionadas con este esquema que pueden tener 
particular importancia para un desarrollo equita­
tivo. El futuro que se perfila se halla en parte 
contenido en las formas del presente y también 
del pasado, de donde se pueden deducir algunas 
lecciones útiles para un ejercicio copjetural que 
anticipe su posible curso. 

Entonces, comencemos ilustrando este punto 
relativo a la relación entre crecimiento capitalis­
ta y desarrollo equitativo con la experiencia de 
los paises europeos que en la postguerra debie­
ron afrontar una dificil situación social. En 
ellos la creciente equidad social fue un produc­
to combinado de varios factores. Uno fue el 
Estado benefactor keynesiano que había adqui­
rido gran predicamento por esos años. Luego hu­
bo una gran presión política de masas con fuertes 
partidos de izquierda. Por fin, el Plan Marshall 
prodigó fondos para recuperar el crecimiento y 
contener la revolución social. Desde los años cin­
cuenta el gasto público social creció acentuada­
mente y sin discontinuidad cualquiera fuese el 
partido gobernante. Había un amplio consenso 
político apoyado por los Estados Unidos para pro­
porcionar una respuesta positiva a las demandas 
sociales. La reforma social, que fue realizada 
por el Estado y como una responsabilidad pública, 
sólo llegó a completarse con 111 prosperidad unos 
veinte años después, ampliando considerable­
mente las bases del consenso institucional. Así 
fueron surgiendo democracias progresistas en la 
sociedad capitalista, resultado de transformacio­
nes sucesivas hasta alcanzar un estado de plena 
participación política. Este proceso de pacífica 
ampliación democrática se logró a] mismo tiempo 
que la prosperidad económica y el bienestar so­
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cial, con altos niveles de participación, ingreso y 
consumo. 

Esta bonanza a la escala en que se situó bizo 
posible resolver una contradicción que en estas 
tierras es insalvable sin quebrar el statu quo, ésto 
es, la de otorgar un considerable bienestar pa­
ra las masas sin reducir sustancialmente los 
diferenciales de ingreso personal y las relacio­
nes corporativas de poder. La expansión eco­
nómica sostenida permitió la simultaneidad de 
ambos movimientos bajo condiciones de creciente 
conformismo social y político. En estas circuns­
tancias, la cuestión de la distribución del ingreso 
y del bienestar material fue siendo desplazada 
fuera del escenario por nuevas preocupaciones 
sociales. 

En América Latina, en cambio, la alimenta­
ción, la educación y la salud ocupan el foco de la 
atención de las masas tanto más que el crecimien­
to de la producción aunque se sabe bien que en 
una economía estancada no habrá solución algu­
na para la pobreza. Por lo demás, los escenarios 
económicos posibles anticipan pobres desempe­
ños de sus economías en el corto y mediano plazo, 
y en cualquier caso con escaso impacto sobre la 
situación social. De modo que cabe esperar reaco­
modaciones estructurales entre los sectores pro­
ductivos y los estratos de perceptores de ingresos 
que pondrán en juego todos sus recursos de 
poder para mejorar o preservar sus posiciones 
relativas. 1 li 

15.	 Una referencia liberal frecuente imputa a la estructura 
distribut iva de la economla argentina una relación cau­
sal negativa para la vitalidad de su desarrollo capitalis­
ta. Sepn esta interpretación habrla demasiado poca 
desigualdad para fortalecer la acumulación privada de 
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La pugna distributiva tiene en principio pocas 
posibilidades de atenuarse en una economía peri­
férica con el grado de desarrollo de la nuestra. 
Con un ingreso per cápita apenas superior a los 
dos mil dólares, desigualmente distribuidos por 
a6adidura, es mucho más improbable su atenua­
ción que en los países centrales donde el ingreso 
es seis o siete veces mayor. En efecto, el incon­
formismo social tiene más que ver con la cuota del 
ingreso en términos absolutos y su poder adquisi­
tivo que con la porción relativa que reciben los 
sectores contestarios de la distribución exiates, 'e. 
Por .10 tanto, bien puede suponerse que no se ate­
nuará la pugna distributiva mientras no haya una 
sustancial mejora en la situación económica de 
los sectores populares. 

Además puede ocurrir -y ésto es algo más que 
hipotético- que el lanzamiento exportador sig­
nifique una mayor concentración económica y 
consiguientemente aumento en la inequidad de 
la distribución. El consenso implícito sobre la 
orientación hacia los mercados externos coinci­
de también con el actual gobierno en privilegiar 
unas pocas áreas industriales que utilizan tecno­
logías de punta y ocupan escaso personal aunque 
muy especializado. De no mediar factores correc­
tivos de naturaleza política, el sector exportador 
puede reciclar sus mayores ingresos sin que ellos 
tengan importantes efectos sobre el resto de la 

capital y conformar una clase media má8 pequeña pero 
con mucho mayor poder de ce nsumo. Algun08 gobiern08 
militare8 del pasado reciente e ideólog08 de la derecha li­
beral e8tán persuadid08 de la neceaidad de concentrar 
ingre808 en 108 e8trat08 alt08, digam08 el tercio 8uperior 
de la di8tribución, para a8( perfilar una más neta fi­
80nom(a capitali8ta de la que carecerfe la economfa 
argentina. 
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economía doméstica. En la Inglaterra victoriana 
el auge exportador imperial tardó mucho tiempo 
en ser destilado hacia los salarios. Tampoco en 
los nuevos países industrializados del sudeste 
asiático el formidable crecimiento productivo re­
gistrado ha favorecido el bienestar de las masas. 
Algo semejante ocurrió en América Latina en los 
años anteriores a la crisis de la deuda cuando 
hubo situaciones de crecimiento generalizado de 
las economías de la mayoría de los países, lo que 
no contribuyó a reducir los bolsones de pobreza 
crítica ni tampoco benefició a la masa de preca­
ristas, campesinos pobres y trabajadores informa­
les, cuyos ingresos han permanecido en niveles 
cercanos a la supervivencia. Antes bien, fue co­
mún que varios de los "milagros" económicos de 
aquellos años tuvieron como consecuencia una 
elevación de las desigualdades sociales con fenó­
menos generalizados de exclusión social. El "go­
teo", donde lo hubo, fue escaso y no contribuyó a 
modificar la persistente situación estructural de 
inequitativa apropiación del ingreso. 

En la presente coyuntura argentina no sería 
arbitraria la hipótesis de que algo de ésto pueda 
ocurrir. Si se presta atención preferente aljuego 
de las relaciones de poder que involucran a los 
más poderosos sectores sociales organizados se 
advertirá que la pugna distributiva puede quedar 
restringida a unos pocos segmen tos de la socie­
dad, justamente a aquéllos que poseen organiza­
ciones corporativas más efectivas y disponen de 
mayor poder de negociación y potencial de con­
flicto. Uno es el polo empresario dominado por 
los grandes conglomerados económicos y finan­
cieros, mientras que el otro polo es el sindical 
jerárquicamente representado por la única cen­
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tral obrera (CGT). 18 Los demás quedarán fuera y 
como ahora recibirán sólo beneficios de la distri ­
bución secundaria, ésto es, aquéllos que el gobier­
no y el sistema político puedan transferirles. Tal 
como se ven las cosas, no parece arriesgado con­
jeturar que el lema implícito en estos esquemas 
de desarrollo es el clásico del capitalismo: crecer 
primero para distribuir después. En una econo­
mía por largo tiempo estancada, agobiada por una 
alta y fluctuante inflación, por el endeudamiento 
externo y por fuertes reestructuraciones de pre­
cios y traslaciones sectoriales de ingresos en bre­
ves períodos, con fuerzas sociales comprometidas 
en la pugna distributiva que disponen de muy 
diversos grados de organización y poder de pre­
sión, las posibilidades de un sesgo más equitativo 
de la distribución parecerían casi desestimables 
sino fuese porque el régimen político democrático 
puede hacer algo al respecto. 

Del lado de la sociedad y en las presentes cir­
cunstancias es poco lo que quienes están siendo 
excluidos pueden hacer por medio de acciones di­
rectas para corregir las actuales inequidades dis­
tributivas. Las organizaciones espontáneas de la 

16	 Luego de la dr68tica reorganización sindical impuesta 
por el primer gobierno peronista hacia fines de los años 
40 que integró a la central obrera y al conjunto de los 
sindicatos en el esquema corporatista de la "comunidad 
organizada", sus funciones y relaciones con el Estado y 
la sociedad fueron profundamente redefinidas. La ac­
ción reivindicatoria que fuera su razÓn de ser desde los 
orlgenes del sindicalismo clásico pasó a un segundo pla­
no ante la prioridad que se le otorgó a su nueva condi­
ción de sindicalismo de Estado con personería gremial 
legalmente reconocida y exclusivamente otorgada, que le 
asignaba responsabilidad principal a la representación 
de todos los trabajadores de cada sector cuya afiliación 
era de hecho obligatoria como 10 era la contribución 
sindical que se descontaba directamente de los salarios. 
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sociedad, que son numerosas tienen sin embargo 
muy poco poder de apelación y coerción sobre los 
aparatos estatales y los poderes corporativos. Su 
influencia es mayor sobre los partidos políticos 
particularmente en situaciones eleccionarias, 
cuando los votos cuenta. 

Por último, queda el Estado y sus órganos 
políticos y recursos fiscales. ¿Cuánto es lo que 
efectivamente puede hacer ahora y en el futuro 
próximo el poder político para introducir más 
equidad en el sistema? ¿Existe suficiente volun­
tad política y el poder necesario para practicar 
una operación mayor de cirugía distributiva tal 
que pueda evitar, o siquiera contener, las presen­
tes tendencias a la concentración del ingreso y 
consiguientemente a una mayor desigualdad so­
cial? ¿En medio de la crisis generalizada que 
caracteriza nuestro presente, ¿qué es posible ha­
cer cuando el sistema político y los principales 
partidos ponen de relieve una creciente opacidad 

Esta función primordial de control social fue efectiva­
mente ejercida tanto que desde esos años no se han pro­
ducido otros "desbordes de masas" que los autorizados 
por la central sindical, salvo algunas pocas excepciones 
cuya expresión más notoria y relevante fue el "Cordoba­
zo" de mayo de 1969. Para completar esta referencia es 
necesario señalar que el derecho de huegla no fue incor­
porado por la reforma constitucional de 1949 por expre­
sa oposición de la mayoritaria bancada peronista, lo que 
confirmó la nueva naturaleza del sindicalismo oficial. 
Sin embargo, años más tarde cuando Perón ya habla sido 
derrocado una nueva constituyente reconoció el derecho 
de huelga pero no modificó la Indo le corporativa del apa­
rato sindica 1. Por último, cabe recordar que la huelga 
ha sido abusivament e utilizada como instrumento de lu­
cha por el sindicalismo peronista que, en poco más de 
cuatro años, le ha hecho l;i paros generales al gobierno 
democrático, todos ellos de corte polltico y en medio de 
una dificil transición desde el autoritarismo. 
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ante las demandas sociales, débiles e inestructu­
radas, por una mayor equidad? 

Con la transición democrática a un régimen 
civil se despertaron esperanzas de una inmediata 
recuperación económica y progreso social. No 
había entonces, ni la hubo por varios años, con­
ciencia social de que el gobierno democrático he­
redaba una difícil situación económica derivada 
de la recesión productiva, de la alta inflación, de 
la caída de las exportaciones y de la inversión, de 
la fuga masiva de capitales, de la desindustriali­
zación, de la pérdida de nivel adquisitivo de los 
salarios con fenómenos de ampliación del empo­
brecimiento de las masas y que es una consecuen­
cia principal de todo ésto, una crisis fiscal del 
Estado que limitaba su capacidad de administrar 
la crisis social redistribuyendo ingresos y mejo­
rando la cobertura y calidad de los servicios pú­
blicos sociales. La profundización de la recesión 
productiva y la cuestión de la deuda han compli­
cado aún más el estado de las cosas, tanto que el 
margen de posibilidad del gobierno no ha mejora­
do ni tampoco se observa una firme voluntad po­
lítica de otorgarle prioridad a la cuestión social. 

Al final, lo que aflora a la superficie es 
una contradicción fundamental entre democra­
cia, cuando se la concibe en un sentido amplio y 
el capitalismo en sentido estricto, ésto es, como 
organización de la producción económica y de la 
distribución social. Una democracia capitalista 
de masas tiene que conciliar el poder de las ma­
yorías y minorías políticas que se expresan vo­
tando con el de las minorías dirigenciales que 
manejan grandes intereses económicos y sociales 
organizados corporativamente. Estas fuentes de 
poder tan diversas, políticas unas, corporativas 
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las otras, se manifiestan de una manera más con­
tradictoria y exacerbada bajo situaciones de sub­
desarrollo, cuando para aproximarlas se 
requeriría una alquimia difícilmente practica­
ble. En cambio, cuando el grado de desarrollo es 
suficientemente elevado y alcanza para acumular 
capital al mismo tiempo que se pagan salarios 
generosos y se proporcionan buenos servicios 
sociales que garantizan satisfactorios niveles de 
bienestar social y algún grado de participación en 
el consumo opulento, la cuestión de la distribu­
ción social deja de ser un problema crucial porque 
los ingresos de todos los agrupamientos sociales 
se colocan bien por encima de la supervivencia 
material. Pero cuando se trata de una sociedad 
periférica cuyo modelo de acumulación y desarro­
llo es excluyente la cuestión distributiva adquiere 
un cariz muy distinto tanto que tiende a concen­
trar las mayores tensiones sociales. 17 

17.	 Para ilustrar este aserto sobre la pugna distributiva en 
países de bajo nivel de ingreso promedio se puede apelar 
a la metáfora del bote salvavidas: cuanto mAs pequeÍlo 
sea mayor seré la puja por subirse a él y no ser excluido; 
en cambio, cuanto mAs espacioso menor serA tal preocu­
pación porque habré lugar para todos y la competencia 
se desplazaré entonces hacia la comodidad del lugar pero 
la lucha ya ~o serA para sobrevivir. 
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1.	 El desarrollo social 
de Colombia 

Ninguna noción tan difícil de precisar como la 
de equidad; sin embargo es el pilar sobre el cual 
debe basarse una política de desarrollo social, 
entendido este como referido a las características 
de la población en materias tales como educación, 
salud, distribución del ingreso, y de la propiedad 
de los bienes materiales, empleo, acceso a los ser­
vicios sociales, pobreza, etc. 

Por definición equidad es un concepto subjeti­
vo y que podríamos describir como la noción que 
tienen distintos grupos humanos dentro de un 
país sobre lo adecuado de las características so­
ciales del proceso de desarrollo que allí se realiza. 
Desde ese punto de vista, es perfectamente posi­
ble que exista un mejoramiento significativo de 
los indicadores sociales en áreas como la educa­
ción, la salud, la vivienda, la pobreza, y que si­
multáneamente se incremente la sensación de 
inequidad, medida en términos de la agudización 
de los choques y conflictos entre diferentes gru­
pos de una nación. 
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El caso colombiano de los últimos cuarenta 
años es un ejemplo muy claro de cómo una mejo­
ra sustancial en los indicadores sociales ha sido 
acompañada de una aceleración de conflictos y de 
violencia de todo tipo, síntomas claros de una 
creciente frustración entre diversos segmentos 
de la población con los efectos sociales del desa­
rrollo económico logrado en el mismo período. 

En la actualidad, Colombia tiene la triste con­
dición de ser uno de los países no beligerantes con 
más altas tasas de criminalidad en el mundo; el 
asesinato, el secuestro, la extorsión, el terroris­
mo económico, han alcanzado en el país niveles 
que amenazan con precipitarlo a un estado de 
descomposición cuyo resultado eventual sería la 
destrucción de su régimen democrático y su reem­
plazo por una dictadura de algún tipo, que impon­
ga por la fuerza de las armas un orden social en 
el país. 

Lo paradójico del caso colombiano reside en 
que los indicadores sociales muestran un progre­
so notable durante estos últimos cuarenta años. 
La expectativa de vida al nacer pasó de 42 años 
en 1950 a 63 años en 1985; la población de más 
de 5 años con ninguna educación formal disminu­
yó del 50% en 1951 al 17% en 1985; aquella con 
educación secundaria aumentó del 5.5% al 26%, y 
la de educación universitaria del .5% al 4.4%. En 
1951 solamente el 29% de los hogares tenía insta­
lación de agua, contra un 70.5% en 1985; de al­
can tarillado sólo disponía un 21 % de los hogares 
en 1951 contra un 60% en 1985, y de electricidad 
los porcentajes respectivos fueron del 29 y 79%. 
Como resultado de la mejoría en los indicadores 
sociales, M. Carrizosa estimó recientemente que 
tomando una línea de pobreza absoluta constante 
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un 64% de la población colombiana estaba por 
debajo de ella en 1951, mientras que en 1981 
solamente un 38% de la población quedaba en 
dicha situación. 

Durante el período atrás mencionado, Colom­
bia logró mantener una tasa de crecimiento del 
PIS per cápita del orden del 2% anual, que le 
permitió doblar su nivel en esta materia de 700 
dólares a 1.400 dólares entre 1950 y 1986 (dóla­
res de 1986). El grado de urbanización pasó del 
40% a casi el 70% durante los últimos 40 años, lo 
que facilitó la extensión de los servicios sociales 
a buena parte de la población, ampliándose el 
diferencial en tilltas áreae entre lult hub itun tea de 
la ciudad y el campo. Aunque el creeuniento eco­
nómico de Colombia ha sido el normal para patses 
de Ingreso mediano en la etapa de lo puatguer ra, 
y muy similur al promedio de lult IlOCitU1Ult latinoa­
mericanas, ba tenido como caracter íat ica casi 
única en esta región del mundo su estabilidad. 
Colombia ha logrado mantener un crecimiento 
continuado de su ingreso per cápita, evitanto tan­
to súbitas aceleraciones como fuertes recesiones 
de su economía. 

A diferencia también del resto de América Lati­
na, Colombia ha podido preservar en los últimos 40 
años un régimen poUtico de democracia repre­
sentativa con un breve interludio, la dictadura de 
Rojas Pinilla entre 1953 y 1957. Las libertades 
políticas, con todo y las limitaciones que impuso el 
experimento del Frente Nacional en materia de pa­
ridad en los cargos públicos y alternación de la 
Presidencia de la República por los dos partidos 
políticos tradicionales, han sido suficientes para 
permitir la existencia de movimientos de oposición 
y de su participación en los procesos electorales con 
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un mínimo de garantías. Los dos partidos tradicio­
nales siguen representando en la actualidad cerca 
del 95% de los votos depositados en las elecciones 
presidenciales, pese al intenso esfuerzo de los movi­
mientos de izquierda para obtener un papel en los 
cuerpos representativos nacionales. 

La pregunta obvia que se hace cualquier obser­
vador de la realidad colombiana es, entonces, de 
dónde provienen la amargura e insatisfacción de 
una serie de sectores de la población con el orden 
social del país, y por qué la selección de medios 
violentos para modificarlo, existiendo como los hay 
una serie de canales institucionales permanente y 
crecientemente abiertos para la expresión del des­
contento político. Las respuestas que se ofrezcan 
muy claramente serán de carácter subjetivo; en las 
siguientes páginas trataré de presentar una inter­
pretación personal de los orígenes de la sensación 
de inequidad que afecta a grupos claves de la socie­
dad colombiana y de por qué han optado por la 
violencia como manera de modificar el esquema de 
desarrollo social del país. 

2. Las causa6 de la in eq u idad 

Es difícil encontrar un país del tercer mundo 
donde simultáneamente se haya observado una 
mejoría tan sustancial de la estructura educativa 
de la población con la permanencia de una distri­
bución del ingreso tan altamente concentrada co­
mo la colombiana. En el primer capítulo de este 
ensayo anotábamos cómo en 195] el 41 % de la 
fuerza de trabajo no tenía ninguna educación for­
mal y sólo el .9% había llegado a la universidad, 
al paso que en 1985 esas proporciones se habían 
modificado a 11.5% y 7.7% respectivamente. Es­
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ta variación de la pirámide educativa fué mucho 
mayor que la que se observó en la distribución del 
ingreso. En 1951 el 10% más rico de la fuerza de 
trabajo recibía alrededor del 52% del ingreso to­
tal, mientras que el 20% más pobre obtenía cerca 
del 2.8% del ingreso. En 1972 estas proporciones 
fueron de 49% y 3% respectivamente. Aún acep­
tando que haya existido algún mejoramiento de la 
distribución del ingreso entre 1972 y 1985, ello 
no ocurrió en una magnitud que pueda ni remota­
mente compararse con los cambios atrás mencio­
nados en la distribución de la educación formal. 
Peor aún, los estudios recientes de la Misión de 
Empleo dirigida por el Profesor Chenery indican 
que el diferencial de salarios entre la mano de 
obra no calificada y aquella con educación secun­
daria y superior disminuyó a lo largo del período, 
de tal manera que la tasa de retorno de las 
fases más avanzadas de la educación formal se 
disminuyó. 

Puede afirmarse, entonces, que al paso que 
Colombia hizo un gran esfuerzo de inversión en 
capital humano en los últimos cuarenta años, que 
le permitió mejorar la calidad educacional de su 
fuerza de trabajo, no logró simultáneamente de­
sarrollar fuentes de empleo calificado en canti­
dad suficiente para recibir el volumen creciente 
de graduados de sus colegios de secundaria y de 
sus universidades, lo que los obligó a aceptar ni­
veles de remuneración insatisfactorios por com­
paración a los devengados por mano de obra no 
calificada o con solamente unos pocos años de 
educación primaria en su haber. Si definimos a 
la clase media en términos del nivel de educación 
formal, o sea aquella con estudios de secundaria 
o universidad, podría resumirse la fuente básica 
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del	 descontento colombiano como la sensación de 
frustración de su clase media por no poder encon­
trar un nivel de ingresos compatible con las ex­
pectativas a que su educación la hace aspirar. 

El	 descontento de la clase media colombiana 
ha	 tenido hasta la fecha tres avenidas de escape: 

a.	 La migración al exterior 

En los últimos cuarenta años se calcula que no 
menos de un millón y medio de colombianos han 
salido a buscar fortuna al extranjero, principal­
mente a Venezuela, Estados Unidos, Ecuador y 
Panamá. Especialmente intensa ha sido la migra­
ción de fuerza de trabajo con educación secunda­
ria y profesional a los Estados Unidos, mientras 
que la que se ha dirigido a los demás países tenía 
un menor nivel de calificación. 

b.	 El narcotráfico y otras 
org an izaciónes delictivas 

De todo el mundo es conocido el tamaño e 
importancia de las organizaciones de narcotrafi ­
can tes colombianos dirigidas y sus ten tadas en la 
clase media y media baja nacionales, según la 
definición que de ellas dimos en términos edu­
cativos. Igualmente han proliferado los grupos 
de secuestradores, extorsionistas, asaltantes de 
bancos, estafadores de cuello blanco, etc., in te­
grados todos ellos por personas generalmen te con 
educación superior al promedio nacional. 

c.	 Los grupos guerrilleros 
y los activistas de i squ ierda 

Es bien conocido que la cúpula de los movi­
mientos guerrilleros, Jo mismo que de las organi­
zaciones políticas y sindicales de izquierda, lo 

204 



constituyen miembros de las clases medias desa­
fectos con el sistema social colombiano y decidi­
dos a cambiarlo por uno u otro mecanismo. 

d. El empleo público 

Cerca del 50% de la población universitaria 
del país se halla al servicio del Estado colombiano 
en sus distintos niveles nacional, departamental 
y municipal, pese a que este no ocupa más del 12% 
de la fuerza de trabajo nacional. Dado el carácter 
clientelista del empleo público colombiano, donde 
se busca maximizar el número de "cl ien tes" más 
bien que su remuneración individual, es claro que 
solamente los menos ambiciosos de los profesio­
nales permanecen largo tiempo al servicio del Es­
tado, con sus bajas remuneraciones relativas a las 
que paga el sector privado, reduciéndose así la 
calidad de la administración pública e incentiván­
dose su corruptibilidad. 

e. El trabajo informal 

En Colombia como en el resto de América La­
tina, ha venido proliferando el trabajo informal 
de las personas con educación media y superior, 
que antes era una característica principalmente 
de los grupos menos calificados de la población. 
Profesionales independientes, microempresarios, 
trabajadores por cuenta propia, han venido flore­
ciendo y creando alternativas que el sector mo­
derno de la economía no está en condiciones de 
ofrecer en cantidad suficiente a una fuerza de 
trabajo crecientemente calificada. 

En conclusión, puede afirmarse que se presen­
ta una seria disparidad entre la voluntad del país 
para educar su fuerza de trabajo y su posibilidad 
de ofrecerle un número suficiente de empleos ade­
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cuadamente remunerados y productivos, )0 que 
está generando una insatisfacción creciente de 
las clases medias, que se manifiesta no sólo en 
Colombia sino en toda América Latina en serios 
síntomas de descomposición social. 

3. Los ortgenee de la violencia 

Si bien la frustración de las clases medias es 
un fenómeno generalizado en América Latina en 
la década de los ochenta, por razones vinculadas 
a la desaceleración del crecimiento económico, 
falta entender por qué en el caso colombiano el 
descontento adquiere características tan violen­
tas, sólo comparables a las que últimamente se 
están observando en el Perú. 

A mi entender, ello se deriva inicialmente de la 
larga tradición de país de fronteras internas que ha 
tenido Colombia. El fenómeno colonizador ha sido 
UDa constante en los dos últimos siglos de vida del 
país, primero sobre el lomo de las cordilleras y luego 
gradualmente COIl el descenso hacia las tierras más 
cálidas a medida que se fueron agotando las posibi­
lidades de expansión en las más elevadas. Este 
largo proceso de colonización se ha caracterizado 
por el conflicto social permanente entre los colonos 
que abren las nuevas tierras y los comerciantes 
detrás de elJos que les financian el proceso de aper­
tura y que eventualmente, se quedan con las tierras 
recién explotadas, en un proceso de acaparamiento 
que posteriormente genera grandes fortunas cuan­
do a través de la inversión del Estado llegan a las 
nuevas regiones las carreteras, la energía y las de­
más obras de infraestructura. La explotación del 
colono por el comerciante ha sido la semilla tradi­
cional del conflicto social en las zonas de frontera, 
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y en ese crisol se ha forjado buena parte de la pobla­
ción que posteriormente ha emigrado con sus hijos 
a los centros urbanos en búsqueda de mejores con­
diciones de vida y de mayores oportunidades de 
educación para su familia. El Estado nunca ha po­
dido mantener una presencia importante en las 
zonas de colonización, que le permita mejorar las 
condiciones de vida del colono y limitar los abusos 
de intermediarios y comerciantes en materia de pre­
cios de productos básicos, condiciones de financia­
ción, salarios, etc. A mi entender, entonces, existe 
desconfianza de buena parte de la población co­
lombiana con ancestro colonizador, especialmente 
aquella de los grupos antioqueños y santanderea­
nos, en la capacidad del Estado y sus instituciones 
en dar una solución adecuada a lo que perciben 
como situaciones sociales injustas. De allí la facili­
dad con que el pueblo colombiano recurre a la vio­
lencia como solución a los problemas nacionales, 
agravada por la inoperancia de los mecanismos ins­
titucionales de la justicia para resolver los conflic­
tos, derivada de su "clientelizaci6n" por una clase 
política profesional que deriva su poder electoral 
del manejo de las rentas y puestos públicos. La 
efectividad del control electoral por la clase políti­
ca profesional, aliada a los grupos empresariales 
que manejan y financian los medios de comunica­
ción de masas, ha derrotado hasta ahora los inten­
tos de los partidos de izquierda para obtener una 
representación significativa en los cuerpos legisla­
tivos del país, lo que ha motivado la búsqueda de 
alternativas de lucha inspiradas en los modelos cu­
bano y chino. 

Las luchas sociales en las zonas de frontera 
agrícola del país explican también lo extendido y 
virulen to del fenómeno guerrillero en Colom bia. 
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Las clases medias de orfgen urbano deseosas de 
un cambio en el sistema social por métodos vio­
lentos, encuentran en las zonas de frontera un 
campesinado explotado y falto de toda protec­
ción por el Estado y que da su apoyo a los cua­
dros revolucionarios cuando éstos meten en 
cintura a los comerciantes y acaparadores de tie­
rras, y ofrecen las funciones de orden y protec­
ción que le deberían corresponder al Gobierno. 

La falta de control estatal en las vastas regio­
nes de frontera agrícola del pafs permitieron tam­
bién que allí se implantara el cultivo de la 
marihuana y de la coca bajo la protección de la 
guerrilla, que de esta manera encontró una fuen­
te estable y sumamente importante para su finan­
ciamiento. Simultáneamente los mecanismos de 
contrabando diseñados por el narcotráfico para 
llevar al exterior la droga, han servido también 
para suministrar a la guerrilla las armas y demás 
implementos bélicos que han facilitado la rápida 
expansión de su pie de fuerza en la última década. 

El fenómeno del narcotráfico a su vez genera 
su propia violencia, como es de todos conocido, 
dadas las rivalidades y conflictos entre grupos de 
mafiosos, que no pueden dirimirse de otra mane­
ra. Peor aún, los cuerpos de sicarios desarrolla­
dos por los narcotraficantes colombianos como 
fuerzas internas de seguridad y represalia, termi­
naron volviéndose grupos paramilitares de de­
recha dirigidos a atacar políticos de izquierda, 
lideres sindicales, simpatizantes de la guerrilla, 
etc., cuando la inversión en tierras de las utilida­
des del narcotráfico volvió a los mafiosos un blan­
co codiciable para la extorción y el secuestro por 
parte de grupos guerrilleros en busca de financia­
ción. El fenómeno del desplazamiento del hacen­
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dado trádicional de las zonas de frontera por el 
narcotraficante con ejército privado es cada vez 
más generalizado en el país, ante la incapacidad 
del primero para resistir el acoso de los grupos 
guerrilleros que generalmente operan en esa re­
gión, en las cuales el Estado no tiene la capacidad 
suficiente para garantizar la ley y el orden. Todo 
ello constituye un fuerte agravante a las semillas 
tradicionales de violencia en la sociedad colom­
biana, que como hemos dicho se derivan de su 
carácter de país de fronteras en permanente 
conflicto. 

4.	 La poUtica actual 
con tra la violencia 

La combinación atrás descrita de luchas agra­
rias, clases medias frustradas, y narcotráfico, 
unidas con la politización clientelista del aparato 
estatal, explican la intensidad del conflicto social 
que hoy se vive en el país, y que amenaza con 
socavar su sistema democrático y destruír como 
últimamente se está viendo con carreteras, oleo­
ductos y redes eléctricas, la infraestructura esen­
cial para su crecimiento económico. 

Las posibilidades de evitar una evolución del 
conflicto social colombiano hacia situaciones en­
démicas como las de Líbano y El Salvador, de­
penden de que los grupos dominantes del país 
(politicos, empresarios y militares) comprendan 
claramente las falencias del modelo de desarroJIo 
que se ha seguido, y de que tomen medidas de 
fondo para subsanarlas. 

El Gobierno de Betancur (1982-1986), escogió 
como estrategia básica el perfeccionamiento de la 
democracia y los diálogos de paz, con el fin de 
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eliminar la violencia política en el país. Con ese 
propósito, se fortaleció la autonomía de los muni­
cipios y se permitió la elección directa de los al­
caldes, lo que permitió a los partidos de izquierda 
obtener el control de algunas localidades meno­
res. Desafortunadamente, los problemas básicos 
que se han descrito en las páginas anteriores no 
fueron atacados, y el Gobierno de Barco (1986­
90) ha visto un recrudecimien to de la violencia de 
todo tipo (guerrilla, narcotraficante, común) que 
lo ha forzado a buscar otras soluciones. Se ha 
reformado la ley de reforma agraria, para permi­
tirle al Gobierno una acción más expedita en las 
zonas de luchas agrarias, para corregir así una de 
las razones básicas del problema rural. Simultá­
neamente, se ha profundizado un programa de 
inversiones públicas en las zonas de frontera, di­
rigido a llevar la presencia del Estado en sus 
distintas facetas (víae, policía, educación, salud, 
crédito, etc.), con el fin de arrebatarlas a la gue­
rrilla y al narcotráfico. 

El pie de fuerza militar prácticamente se ha­
brá doblado en eJ período de Betancur y Barco, lo 
mismo que su equipamiento y niveJ de gasto, con 
el objeto de poder atender los cuaren ta o más 
frentes de lucha guerrillera en el país. Igualmen­
te, la tendencia es a una acción militar menos 
defensiva, que quite espacio a la guerrilla, lo que 
ha generado una respuesta cada vez más violen ta 
por parte de esta última. 

Se ha desistido por el momento de extraditar 
a los principales narcotraficantes, y se aplaca a 
Jos Estados Unidos con una acción fuerte contra 
los sembrados de coca y marihuana, lo mismo que 
contra los laboratorios de producción de cocaína. 
Ello no sólo golpea al narcotráfico sino que quita 
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fuen tes preciosas de ingresos a la guerrilla, lo que 
la torna otra vez dependiente del secuestro y la 
extorsión, que han vuelto a proliferar en el país y 
que han provocado la organización de grupos pa­
ramilitares de derecha tan crueles e indiscrimina­
dos en su actuar como la guerrilla, tal como 
ocurrió recientemente en la matanza de la pobla­
ción civil de Segovia. 

Simultáneamente, los gobiernos últimos han 
con tin uado con el esfuerzo de dotar al país de 
un sistema educativo con mayor cobertura, de más 
acueductos y alcantarillados, de una seguridad so­
cial más amplia, etc. Pero la industrialización del 
país sigue en el mismo 20% del PIB que se había 
obtenido en 1960, y el sector formal de la economía 
es cada vez más intensivo de capital, en respuesta 
a la revolución tecnológica de la informática y las 
com unicaciones. El sector informal sigue absor­
biendo la mayor parte de los incrementos de una 
fuerza de trabajo cada vez más calificada, al paso 
que las necesidades de inversión cada vez mayores 
de la economía llevan a una concentración creciente 
de la propiedad de las grandes empresas, que man­
tiene inalterada la distribución del ingreso extre­
madamente desigual de Colombia. 

En otras palabras, con excepción del esfuerzo 
por integrar y pacificar las zonas de frontera agrí­
cola, siguen aumentándose los desequilibrios entre 
la capacitación de la fuerza de trabajo y el bajo nivel 
de modernización e industrialización de la econo­
mía colombiana. Por tanto, las perspectivas para 
los años noventa sólo parecerían ser de agudización 
de los conflictos sociales hasta desembocar en una 
etapa de violenta represión armada por parte del 
ganador de la guerra civil no declarada qu.e-hoy...se., 

..... ~ !\ r --'"'\
vive en el país. ." ~ :. --::. . 

.: e :':.'J.. .J 
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5.	 Una opción para 
l08 a1108 nouenta 

De las páginas anteriores parece desprenderse 
que, como lo indica la CEPAL en la frase citada al 
comienzo de este trabajo, el reestablecimiento de 
la equidad en Colombia va a requerir ocuparse 
también del modelo económico actual y no so­
lamente del mejoram ien to de los indicadores so­
ciales. 

Esencialmente, hay que inducir de nuevo una 
dinámica industrial y de tecnificación de los ser­
vicios y la agricultura, orientada a mejorar la 
productividad y la competitividad internacional. 
La experiencia nos ha demostrado que ello requie­
re mantener un marco macroeconámico estable, 
en variables tan críticas como el nivel de precios, 
la tasa de cambio real, el déficit del sector públi­
co, los medios de pago, las reservas internacio­
nales, etc. Solamente con estabilidad se puede 
lograr la reorientación hacia el mercado interna­
cional de nuestras economías, que ya no en­
cuentran en su sólo mercado interno un espacio 
suficiente para continuar su industrialización. 

Pero la modernización de la economía colom­
biana plantea inmediatamente interrogantes so­
bre cómo evitar que sus beneficios se sigan 
concentrando en una fracción reducida de la po­
blación. De allí que temas tales como la democra­
tización de la propiedad de las grandes empresas, 
la desconcentración del crédito y la tecnología, y 
la política de ingresos y salarios, se vuelvan crí­
ticos. Si las mejoras en productividad necesarias 
para permitirle a las empresas colombianas una 
mayor dinámica exportadora no se reparten de 
manera más equitativa, las raíces del desconten­
to de las clases medias continuarán, y será impo­
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sible darle al país una sensación de que su desa­
rrollo es equitativo. 

El reto de los años noventa, entonces, es 
la incorporación creciente de nuestros países al 
mercado internacional, en momentos de una pro­
funda transformación tecnológica, pero de una 
manera que disminuya las desigualdades socia­
les en lugar de acentuarlas como ahora está 
ocurriendo. 

El creciente automatismo de las grandes em­
presas industriales, financieras, mineras, etc., 
tiene que ser acompafiado con la creación de mi­
les de empresas pequeñas y medianas altamente 
calificadas, que les proporcionen insumos de todo 
tipo a las primeras, y en las cuales se pueda ocu­
par de manera bien remunerada a la fuerza de 
trabajo cada vez más educada que estamos gene­
rando. Simultáneamente, la propiedad de esas 
grandes empresas tiene que ampliarse entre la 
población a través de mercados de capitales en los 
cuales inversionistas institucionales de tipo soli­
dario (fondos mutuos, cooperativas, etc.) y miles 
de pequeños inversionistas se vinculen a los bene­
ficios del desarrollo tecnológico. 

La creación de empleos tecnificados y la dis­
tribución de la propiedad, en el contexto de eco­
nomías estables y de alta competitividad 
internacional, son las reales opciones para de­
volverle a países como Colombia un esquema de 
crecimiento con equidad, que finalmente elimine 
los amargos conflictos que hoy la desgarran. 
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Introducción I 

La política social brasileña no ha sido exami­
nada en su conjunto -con una sola excepción 2

­

desde la perspectiva analítica del Welfare State. 
Las nociones de "Estado de bienestar social" o de 
"Estado benefactor" parecen ajenas tanto a la 
realidad como a las tradiciones científico-acadé­
micas brasileñas en las esferas de social policy o 
de public analysis. Incluso en lo semántico no se 
dispone de una traducción de estas expresiones, 
de tal manera que para designar la intervención 
social del Estado corrientemente se emplea el plu­

l.	 Versión resumida del trabajo presentado en el Seminario 
"Opciones de desarrollo social para los años noventa", 
organizado coDjuntamente por la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (CgPAL) y la Facultad 
Latinoamericana de Ciencias Sociales (.-l.ACllo),San José, 
Costa Rica, 15 al 18 de noviembre de 19H8. 

2.	 La excepción corresponde a Wanderley G. Dos Santos, 
Cidadan ia e Justicia. AlU se trata la cuestión de las po­
lfticas sociales en Brasil, siguiendo la tradición de los 
estudios sobre el Welfare Sta te. 
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ral -políticas sociales-, y si refiere a sectores: la 
política de previsión, la política de salud, la polí ­
tica educacional y otras. Son escasos y recientes 
los estudios que han intentado abordar el con­
junto de las poJíticas sociales del Estado con ca­
tegorías más consistentes, tales como "perfH de 
intervención", "patrón" o "sistema brasileño de 
previsión aocial'", lo cual es en sí mismo un indi­
cio de resistencia a tratar esta materia desde la 
perspectiva clásica. 

Por otro lado, entre los estudiosos y las auto­
ridades no existe unanimidad respecto a la defi ­
nición de las áreas constitutivas de la política 
social. Parece no haber dudas en cuanto a los 
sectores de previsión, asistencia social, salud y 
educación. Sin embargo, la inclusión de las polí ­
ticas habitacionales, de saneamiento o de trans­
porte colectivo suscita cierto cuestionamiento, y 
éste se acentúa cuando se trata de las políticas de 
salario y empleo, que se consideran privativas de 
la poUtica económica. Finalmente, es muy re­
ciente en el país el empleo del concepto de segu­
ridad social -concepto que pretende superar las 
concepciones estrechas de seguro social- para de­
signar de modo positivo y amplio los mecanismos 
de mantenimiento y reintegro del ingreso y de 
cuidado de la salud. 

Esta falta de consistencia y profundidad del 
concepto de Welfare State en Brasil refleja, entre 
otras cosas, el perfil y las características de las 

3.	 Véase Pedro Luis Barros Silva, Atencao l saÍlde como 
politica governamental, Tesis de Magister, Departamen­
to de Ciencias Sociales, U'CH, UNlCAMl', mayo de 1984; 80­
nia M. Draibe, "O padrao de protecao social brasileiro: 
desano l democratizacao", Analise CoDjuntura1, vol. 8, 
No.2, pp. 13 a 19, Curitiba, u'ArwEs, 1986, mimeo. 
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políticas sociales, en particular sus escasos efec­
tos y sus bajos niveles de eficacia y efectividad 
social. Finalmente, la noción de Estado de Bienes­
tar Social aparece fuertemente cargada de conte­
nidos socialmente positivos, y parece extrado 
utilizarla para referirse a nuestra realidad de 
pobreza, miseria y de exclusión social. Además, 
aquella falta de consistencia y profundidad refle­
ja también la propia armazón institucional y fi­
nanciera que apoya a la política social: la 
multiplicidad de las contribuciones y fondos so­
ciales, la fragmentación del aparato administra­
tivo, marcado por superposiciones y por poca 
transparencia en el gasto social. Esta realidad 
institucional-administrativa brinda escaso apoyo 
concreto para un tratamiento unitario como el 
que sugieren los conceptos de Welfare State o de 
protección social. También en el plano simbólico 
se encuentran ausentes las nociones más integra­
das y movilizadoras de la política social. La sus­
tentación ideológica de las luchas por la 
extensión de los derechos sociales, por una mayor 
justicia y equidad, o por los aspectos más redistri­
butivos de la acción social del Estado, se ha lleva­
do a cabo en forma parcelada y por categorías; la 
observación es válida tanto para las demandas 
mismas como para los que las formulan. 

En tales circunstancias, no es de extradar que 
los estudios y debates sobre las políticas sociales 
en Brasil hayan adquirido una fuerte tonalidad 
negativa en relación con el Welfare State supues­
tamente considerado como privativo de las reali­
dades nórdica e inglesa, como hijo predilecto de 
la social democracia europea, o como especialidad 
anglosajona en el campo de la social policy. Desde 
esa perspectiva, el "caso braaileño", y las escasas 
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referencias hechas a los países latinoamericanos, 
adquiren las características de casos de no de­
sarrollo del Estado de Bienestar Social o, en la 
mejor de las hipótesis, de casos particulares, 
"anómalos", dotados de tal especificidad que difí­
cilmente podrían ser considerados como varian­
tes de tendencias generales, o por lo menos como 
típicos de otros patrones (evidentemente diferen­
tes del sueco o del inglés) de Estados de Bienestar 
Social. 

Sin embargo, los filones más ricos de la hoy 
vasta literatura sobre el Welfare State han 
apuntado precisamente al hecho de que -una vez 
recorrido los fértiles caminos de los estudios 
comparados- es posible entender el Estado Pro­
tector no tanto como la concreción de los pro­
gramas socialdemócratas de la postguerra, 
sino más bien como un elemento estructural 
importante de las economías capitalistas contem­
poráneas, como una determinada forma de articu­
lación entre el Estado y el mercado, o el Estado y 
la sociedad, o como un modo particular de regula­
ción social, que se manifiesta en un momento 
determinado del desarrollo capitalista. 

Por otro lado, al examinar comparativamente 
los procesos históricos de formación del Welfare 
State en diversos países, esta literatura admitió 
y concibió distintos patrones de consolidación de 
los Estados de Bienestar Social contemporáneos. 
Estos patrones o modelos, desde luego, expresan 
raíces y condiciones históricas distintas, y se ma­
nifiestan en variaciones de las complejas dimen­
siones de la protección social, ya en lo que atafie 
a las relaciones de inclusión/exclusión que los 
sistemas comprenden, o en lo que concierne a sus 
aspectos redistributivos o, por último, en lo que 
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respecta a las relaciones con el sistema político. 
Por esto mismo, el fuerte componente valora­
tivo positivo, que parecfa inscrito en el propio 
concepto de Welfare State, puede ser reevaluado, 
abriendo así la posibilidad de pensar, por una 
parte, en modelos progresistas, y por otra, en 
formas más conservadoras, de construcción del 
Estado Protector. 

Los estudios comparativos han mostrado que 
el Welfare State puede ser más universalista, más 
institucionalizado y estatizado, en algunos casos, 
y en otros más subsidiario, más favorable a la 
actividad privada; en algunos casos más generoso 
en la cobertura y diversificación de los beneficios 
que brinda, y en otros, más selectivo y asistencia­
lista; en algunos países más refractario a los me­
canismos y la dinámica político-partidarios y 
electorales, y en otros máa ·politizado· y cl iente­
listicamente utilizado. En determinados casos y 
modelos, casi logró extirpar la pobreza absoluta, 
garantizando un ingreso mínimo (o un impuesto 
negativo) a todos aquellos que no podían inte­
grarse por la vía del mercado y del salario; en 
otros, ha dejado relativamente desprotegidos a 
los estratos mfls pobres de la población. Teniendo 
en cuenta todas estas distintas posibilidades de 
diferenciación, una tipología reciente ha intenta­
do captarlas, para aproximarse luego con mayor 
precisión a los casos nacionales. 

Tipos de Welfare States 

a. Subsidiario: caracterizado principalmente 
por la política selectiva 

b. Meritocrtitico • particularieta 
• Corporativo 
• Clientelista 
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Caracterizado por su principio estructurante, 
es decir, la posición original del invididuo en el 
mercado de trabajo, y, por lo tanto,. basado en el 
mérito, el desempe!lo profesional y la productivi­
dad. La política social interviene sólo parcialmen­
te para corregir las acciones del mercado. 

c. lnetituoional - redietrib útiuo: caracteriza­
do por una poUtica sustancialmente universalista 
e igualitaria, marginalmente corregida por la po­
lítica aelectiva." 

Algunos autores han realizado recientemente 
un esfuerzo para pensar la política social brasile­
ña, teniendo como referencia el marco internacio­
na) de los Welfare State8. 6 

A pesar de que aún no tienen resultados de­
finitivos, varios de estos estudios parecen ya per­
mitir o al menos sugerir, la posibilidad de 
repensar y reevaluar el "case braaileño", Muchas 
de las características que parecerían constituir la 
especificidad irreductible del sistema brasrleño 

4.	 Esta tipologia de Ugo Ascoli reformula otra, ciésica, de 
Titmus, con el lin de dar cuenta, mediante la diferencia­
ción del segundo tipo, de una situación como la italiana, 
donde los contenidos particularistas de tipo clienteU.ti ­
co y corporativi.ta .e imponen en el funcionamiento del 
E.tado de Biene.tar Social. Véa.e Ugo A.coli, "11 .i.te­
ma italiano de Wellare", Welfare State att'Ltatian«, U. 
Ascoli (comp.), Laterza, 1984. 

5.	 Véa.e Sonia M. Draibe "A e.pecificidade do Welfare State 
no Bra.il", A politica .ocial en tempo de crie«: articula­
cao inetituciona! e de.centrali.acao, CI!:PAL, Informe de 
inve.tigación, abril de 1988, versión preliminar; Sonia 
M. Draibe y W. Henrique, "Welf'are State, cri.e e ge.tao 
da cziee: un balanco da literatura internacional", ReuiBta 
BralJileira de Ciencia. Bociate«, ANI'OCli, No. 6, Vol. 3, 
Sao Paulo, febrero de 1988¡ y Franci.co Oliveira, "O .ur­
gimento do anti-valor", Nouo» elJtudoB CI!:IIKAI', No. 22, 
Sao Paulo, octubre de 1988. 

222 



de políticas sociales pueden ser repensadas a la 
luz de los estudios internacionales sobre los pa­
trones de formación, desarrollo y crisis del Esta­
do de Bienestar Social. En otras palabras, parece 
posible indagar en la literatura teórica e histórica 
sobre esta materia para buscar instrumentos ana­
líticos y sugerencias que permitan concebir las 
políticas sociales brasileñas como parte de un de­
terminado patrón de desarrollo y consolidación 
del Welfare State en un país de capitalismo tardío 
como el Brasil, cuya etapa más completa de la 
formación del sistema de protección social se mol­
deo bajo la égida de un régimen autoritario, en el 
marco de un modelo de desarrollo económico con­
centrador y socialmente excluyente. 

Esta manera de entender nuestro Estado de 
Bienestar Social tiene varias ventajas. La prime­
ra de ellas, es que quizá por esa vía podamos 
distanciarnos de expresiones descriptivas y de es­
caso poder explicativo, tales como "embrionario" 
o "menos desarrollado· para describir el Welfare 
State en Brasil. Estas expresiones pueden remitir 
erróneamente a una concepción lineal del desa­
rrollo de las políticas sociales en el país, lo cual 
impide comprender las características estructu­
rales de nuestro sistema de previsión social. A 
nuestro modo de ver, sin embargo, la ventaja más 
importante se refiere a los aspectos cruciales del 
futuro del Estado Protector en Brasil. Si se en­
tiende el caso brasileño como un patrón -entre 
varios que sirvieron para dar forma a los modos 
de intervención y de regulación social del Estado 
en el mundo capitalista- la discusión acerca de 
las posibilidades y las alternativas del desarro­
llo futuro puede nutrirse en forma mucho más 
consistente de la experiencia internacional. 
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Finalmente, el procedimiento aquí sugerido co­
rresponde a una postura metodológica que signfi­
ca distanciarnos tanto del idealismo -que concibe 
modelos generales, ahistóricos- como del histori ­
cisma, que postula la irreductibilidad de cada ca­
so histórico. Es verdad que la intervención 
social del Estado brasileño es específica, pero 
esta especificidad consiste en retener y combinar 
las características de las tendencias generales 
(las formas de intervención de los Estados capi­
talistas) con las condiciones históricas particula­
res de Brasil. 

El trabajo que aquí se presenta ha sido orien­
tado en esta dirección. Basándose en los estudios 
in ternacionales comparados, in ten ta, en primer 
lugar, examinar las caracteríticas morfológicas y 
dinámicas del Estado de Bienestar Social brasile­
ño, y. a continuación, reflexionar acerca de las 
perspectivas que se presentan para su desarrollo 
futuro. 

I 

EL ESTADO DE BIENESTAR
 
SOCIAL EN BRASIL:
 

PERIODIZACIÓN y CARACTERÍSTICAS
 

Entre los años treinta y la década de los seten­
ta, se construyó y se consolidó institucionalmente 
en Brasil el Estado social. Es útil, desde luego, 
explicar el concepto de Welfare con el cual esta­
mos trabajando. Entendemos por Welfare State, 
en el ámbito del Estado capitalista, una forma 
particular de regulación social que se expresa en 
la transformación de las relaciones entre el Esta­
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do y la economía y entre el Estado y la sociedad 
en un momento dado del desarrollo económico. 
Tales transformaciones se manifiestan en el sur­
gimiento de sistemas nacionales, públicos o esta­
talmente reglamentados,de educación, salud, 
in tegración y sustitución de los ingresos, asisten­
cia social y vivienda, los que, a la par con las 
políticas de salario y empleo, regulan directa o 
indirectamente el volumen, las tasas y el compor­
tamiento del empleo y del salario en la economía, 
e inciden directamente en el nivel de vida de la 
población trabajadora y, en términos más genera­
les, en las condiciones de acumulación capitalis­
ta. Concretamente, se trata de procesos que, una 
vez transformada la propia estructura del Esta­
do, se expresan en la organización y producción 
de bienes y servicios colectivos, en el montaje de 
los planes de transferencias sociales, en la inter­
vención pública, en la estructura de las oportuni­
dades de acceso a bienes y servicios públicos y 
privados y, finalmente,en la regulación de la pro­
ducción de bienes y servicios sociales privados. 

Para esta concepción, es fundamental el ca­
rácter de sistema nacionalmente articulado y es­
tatalmente regulado de la protección social. Por 
eso mismo, cuando pensamos en periodizar la 
constitución del welfare en Brasil, sólo podemos 
tener como pun to de partida la década de los 
treinta, considerando el conjunto de transforma­
ciones del Estado brasileño y las formas de regu­
lación social que entonces se iniciaron. Por otro 
lado, esa misma concepción nos obliga a examinar 
cuidadosamente la naturaleza de las disposicio­
nes legales y de las innovaciones en las política 
que se producen desde los años treinta hasta el 
presente, para no caer en una visión lineal del 
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proceso de construcción y consolidación del Wel­
(are State en nuestro país. 

En ese período se destacan dos etapas en pro­
ducción de disposiciones legales: la que va de 
1930 a 1943, y la que transcurre en tre 1966 a 
1971, ambas por lo demás vividas en regímenes 
autoritarios. Esta situación parece confirmar la 
tesis de las acciones preventivas de la élite y de 
la búsqueda de formas de legitimación por la vía 
de las políticas aociales." Sin embargo, no es ésta 
la discusión que deseamos plantear aquí. Nos 
parece más importante examinar hasta qué punto 
esos dos períodos se asemejan en su naturaleza, o 
hasta qué punto expresan momentos distintos del 
proceso general que deseamos periodizar. 

Las disposiciones legales a que se refiere el 
período 1930-1943 son básicamente las relativas 
a la creación de los Institutos de Aposentadorias 
e Pensoes (Instituto de jubilaciones y pensiones), 
por UD lado, y por otro, las relacionadas con la 
legislación laboral consolidada el año 1943. Aun­
que estas son, de hecho, las innovaciones más 
importantes, el período también es fecundo en 
cambios en las políticas de salud y de educación, 
áreas en las que se manifiestan en el Ejecutivo 
Federal altos grados de centralización de los re­
cursos y de los instrumentos institucionales y ad­
ministrativos. 

6.	 La historiograCfa sobre la constituci6n del Wel{are State 
en Brasil, que reconstituye el proceso general del monta­
je del aparato social centralizado y los movimientos par­
ticulares de formaci6n de las polfticas de educaci6n, 
salud, previsión, asistencia social y vivienda fue realiza­
do por nosotros en Sonia M. Draibe, nA especificidade do 
Wel{are Bttue no Brasil", op.cit. 
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Más tarde, en el marco limitado del régimen 
democrático vigente entre 1945 y 1964, continúa 
el proceso de innovación legal e institucional (en 
los ámbitos de la educación, la salud, la asistencia 
social y, en forma menos pronunciada, en la vi­
vienda popular) y se amplía el sistema de protec­
ción social en los moldea y parámetros definidos 
por las innovaciones del período 1930-1943. Esto 
quiere decir que hay, al mismo tiempo, adelantos 
en los procesos de centralización institucional y 
de incorporación de nuevos grupos sociales a los 
planes de protección; sin embargo, ésto se hace en 
el marco de un patrón selectivo (en el plano de los 
beneficiarios), heterogéneo (en el plano de los be­
neficios), y fragmentado (en los planos institu­
cional y financiero) de intervención social del 
Estado. 

Muy diferente, tanto por su naturaleza como 
por su contenido e impacto social, es el período 
que va desde mediados de la década del sesenta 
hasta prácticamente mediados del decenio si­
guiente. Con relación al período anterior, el con­
junto de medidas legislativas configura un cuadro 
de transformación radical de la estructura insti­
tucional y financiera del sistema de la política 
social. Se trata de una transformación radical, 
porque en ese momento se organizan, efectiva­
mente, los sistemas nacionales públicos o esta­
talmente regulados en el área de los bienes y 
servicios. sociales básicos (educación, salud, asis­
tencia.social, previsión y vivienda), superando así 
la forma fragmentada y socialmente selectiva del 
período anterior, y allanando el camino para cier­
tas tendencias universalizan tes, pero sobre todo 
para llevar a cabo una política de masas, de co­
bertura relativamente amplia. Además, también 
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es un período de innovación en política social, por 
cuanto sólo entonces se confirma la intervención 
del Estado en el sector de la vivienda, y se intro­
ducen mecanismos de formación del patrimonio 
de los trabajadores y de la llamada participación 
en las utilidades de las empresas (Fundo de Ga­
rantía por Tempo de Servico (FGTS), Programa 
de integracao social-Programa de Formacao de 
Patrimonio do Servidor Público (PIS-PASEP». A 
pesar de sus características fuertemente exclu­
yentes, el sistema de protección avanza hacia la 
inclusión de los trabajadores rurales. 

De esta forma, y el régimen de características 
autoritarias y tecnocráticas impuesto en 1964, se 
termina de constituir el sistema de Welfare en 
Brasil: se definen los elementos centrales de la 
intervención social del Estado; se establece el 
aparato centralizado de apoyo para esa inter­
vención; se identifican los fondos y recursos que 
darán susten to financiero a los planes de las po­
líticas sociales; se definen los principios y meca­
nismos de operación y, finalmente, las reglas de 
inclusión y exclusión social que marcan definiti­
vamente el sistema. La expansión masiva que 
tuvo lugar a partir de mediados de los años seten­
ta se realizó de acuerdo con este patrón organiza­
do desde 1964, el que ya hacia fines de los años 
setenta comenzó a dar muestras de agotamiento 
y de crisis (en sus aspectos organizativos, finan­
cieros y sociales). 

Estas consideraciones permiten proponer una 
periodización del proceso de constitución del Es­
tado de Bienestar Social en Brasil,con los siguien­
tes períodos y sus respectivas características: 

1930/1964 - Introducción y expansión frag­
mentada 
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.1930/1943-Introducción 

.1943/1964 -Expansión fragmentada y selec­
tiva. 

1964/1965 - Consolidación institucional y 
reestructuración conservadora 

.1964/1977-Consolidación institucional 

.1977/1981-Expansión masiva 

.1981-1985-Reestructuración conservadora 
(intentos) 

1985/1988 - Reestructuración progresista 
• 1985/1988-Reestructuración progresista (in­

ten tos) 
.1988/.. oo ••• -Definición del nuevo perfil 

(Asamblea Constituyente) 

A pesar de todas las objeciones que puedan 
hacerse a esta periodización, la tentativa parece 
útil, al menos para apoyar el análisis posterior 
de la morfología y el funcionamiento del Welfare 
State en Brasil, tal como se consolidó después de 
1964. Antes de entrar en ella, sin embargo, vale 
la pena destacar las características generales del 
patrón aplicado en Brasil a lo largo de las etapas 
de introducción y consolidación. 

Como se vio en la introducción, las tipologías 
del Welfare State enfatizan principalmente el bi­
nomio meritocracia-universalismo en la orienta­
ción de las acciones sociales del Estado, así como 
los aspectos subsidiarios o de selectividad con que 
alcanzan a determinados grupos sociales o los 
incorporan a sus beneficios. El principio del mé­
rito, entendido básicamente como la posición ocu­
pacional y de ingreso adquirida en la estructura 
productiva, constituye la base del sistema brasi­
leño de política social. En el caso de la protección 
social, el principio estuvo vigente desde la fase de 
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introducción; en la fase de consolidación, cuando 
se definieron otros beneficios y el sistema de fon­
dos sociales, se mantuvo el predominio de la rela­
ción ingreso-contribución-beneficios, y, en ese 
sen tido, la mayoría de las políticas sociales repro­
dujeron el sistema de desigualdades que imperaba 
en la sociedad. Fueron escasos sus aspectos redis­
tributivos e igualitarios, teóricamente presentes 
sólo en el ámbito de la educación básica (obliga­
toria y gratuita) y en el de la salud (atención de 
urgencia). Así, la inexistencia de mínimos socia­
les (en especie, ingresos, servicios o bienes) para 
todos los ciudadanos, sea cual fuere su posición 
en el mercado del trabajo, hizo que en el Brasil, 
en el marco de la relación Estado/mercado, fue­
ran muy frágiles los mecanismos correctores que 
deberían en principio operar mediante las políti­
cas sociales. 

No resultará extraño, por lo tanto, afirmar 
que el modelo brasileño de Welfare State es de 
tipo meritocrdtico-particularista, tal como lo de­
finió Titmus. Sin embargo, sobre esa base, el 
sistema brasileño también adquirió otras caracte­
rísticas importantes a lo largo de los años sesen­
ta, y principalmente a partir del subperíodo que 
comienza en 1981. Dado su corte meritocrático, 
por un lado, y la estructura perversa de empleo 
y salarios vigente, por otro, el sistema brasileño 
desarrolló un plan asistencial complejo, super­
puesto o paralelo al plan de seguridad social (por 
ejemplo, los programas de la Legiao Brasilera de 
Assisténcia (LBA) o de distribución gratuita de 
alimentos del Instituto Nacional de Alimentación 
y Nutrición (INAM». Dicho plan se refiere a gru­
pos específicos -y por lo tanto teóricamente resi­
duales- pero termina dirigiéndose a la mayoría de 
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la población, asalariada o no. El requisito de 
elegibilidad es el de un ingreso familiar inferior 
a dos salarios mínimos, pero de hecho los pro­
gramas asistenciales (no basados en aportes) se 
dirige, por definición, a "grupos de riesgo" -lac­
tantes, embarazadas, nodrizas, ancianos-o Por lo 
demás, dados los bajos salarios vigentes, los 
beneficiarios constituyen la gran mayoría de la 
población. 

De esta forma, el aspecto teóricamente suple­
men tario de la política de asistencia púb Iica tiene 
un carácter menos residual; funciona más bien 
como un sustituto ciertamente precario de míni­
mos sociales (no definidos y no institucionaliza­
dos y, por eso mismo, no garantizados). En la 
base de esa derivación ulterior del sistema brasi­
leño, agudizada, como se sabe, después de 1985, 
se encuentran la miseria, el subempleo o el de­
sempleo. De todos modos, es importante señalar 
que el sistema brasileño de protección social, más 
que universalizarse o avanzar en la dirección de 
los mínimos sociales, siguió el rumbo de la suple­
men tación, median te mecanismos de corte aais­
tencialista, cuyo volumen hoy parece ser bastante 
importante (recordemos los diversos programas 
llevados a cabo por el Fundo de Investimento So­
cial (FINSOCIAL), el FAS, la Secretaría Especial de 
Acao Comunitaria (SEAC),etc.).7 

En sus relaciones con los grupos de in tereses 
y con el sistema político, el Welfare State del 
Brasil tiende a adquirir, a partir de su fase de 

7.	 Para mayor información, véase NEPP·UNICAMP, Brasil 
1985-Relatório sobre a situacao social do pafs, 2 vcls., 
Ed. UNICAMP, 1986 Y 19117. Véase también el volumen co­
rrespondiente a 1986. 
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introducción, una connotación corporatiuieta, ca­
racterística que aparece con frecuencia en los 
sistemas de base meritocrático-particularista. 
Sin embargo, quizá sea el carácter clien telista el 
que más afecta a su dinámica. 

Esto se debe a diversas y complejas razones. 
Desde la fase de introducción, por ejemplo, son 
conocidas las relaciones privilegiadas, y la ges­
tión corporativista y clientilista, en el caso de la 
previsión social, de las burocracias sindicales 
alojadas en los Institutos de Aposentadoria e 
Pensoes (IAP), de la burocracia del Ministerio del 
Trabajo y de las cúpulas de los partidos, en parti­
cular del Partido Trabalbista Brasileiro (PTB). 

Una vez roto, después de 1964, ese patrón, surgie­
ron otras formas de clientelismo en el sistema, e 
influyeron en la asignación de reCI.ifSOS y el pro­
ceso de expansión y, finalmente, tendieron a 
crear feudos (mediante el dominio de grupos de 
intereses, de personas o de cúpulas partidarias) 
en los organismos de previsión y principalmente 
en la distribución de beneficios durante los perío­
dos electorales. 

Desde fines de los afias setenta, el crecimiento 
del espacio asistencial de las políticas sociales no 
biza sino reforzar la dimensión clientelista¡ la 
apertura del sistema político, después de 1985, 
dejó ver con mayor nitidez esta característica. 
Es importante recordar, no obstante, que el clien­
telismo no es exclusivamente propio de la seguri­
dad social. Afectó la ed ucación (en las 
relaciones políticas de las esferas de la Federa­
ción y, después de 1964, sobre todo en el funcio­
namiento del Consejo Federal de Educación), y 
también influyó en el funcionamiento del Sistema 
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Nacional de Vivienda. En los sectores de educa­
ción y salud esta dimensión corporativista adqui­
rió importancia en un pasado más reciente, 
fundamentalmente mediante la expresión de los 
grupos profesionales comprometidos con el siste­
ma (profesores, médicos, paramédicos, etc.). 

Es verdad que hubo tendencias universalizan­
tes -en cuanto a cobertura y beneficiarios- en el 
sistema. En el sector de la seguridad social, la 
unificación de los Institutos de Aposen tadoria e 
Pensoes (IAP), bajo el Instituto Nacional de Pre­
videncia Social (INPS), ya configuró un proceso de 
homogeneización de los beneficios y de univer­
salización de los derechos, al menos para los 
asalariados urbanos formalmente insertos en el 
mercado de trabajo. En lo que respecta a la polí­
tica de salud, desde fines de los años setenta, 
mediante la medicina previsional, la atención de 
urgencia se hizo extensiva a toda la población. 
En el caso de la educación, el nivel básico obliga­
torio y gratuito ya estaba estipulado en la prime­
ra constitución republicana, y la extensión de la 
obligatoriedad a los ocho años de educación bási­
ca, en la década de 1970, amplió este "derecho" de 
la ciudadanía (se sabe que la cobertura efectiva 
durante ese ciclo es baja sobre todo después de la 
primera etapa, la cual tiene una tasa de deserción 
de un 50% en relación a la segunda). Apesar de 
todo, estas tendencias universalizan tes distan 
aún mucho de otorgar al sistema brasileño carac­
terísticas de tipo "institucional redistributivo". 

Una vez hechas estas breves observaciones, es 
posible elaborar el cuadro morfológico del Welfa­
re State en Brasil, tal como se presenta a partir 
de los años setenta (véase el anexo). Siguiendo a 
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Jens Alber," tomamos como objetivos polares la 
distribución, por un lado, y la ampliación de la 
estructura de oportunidades, por 'otro; en otro 
sentido, se señala el carácter público o privado de 
la oferta de bienes y servicios sociales. Una eva­
luación rigurosa de este cuadro implicaría un es­
fuerzo de cuantificación (de recursos, servicios 
ofrecidos, beneficiarios, etc.) que no sería posible 
emprender aquí. Sin embargo, puede observarse 
que, en el sistema tal como ha sido montado, la 
mayor igualdad, en el sentido de una redistribu­
ción vertical de los ingresos (mediante las políti ­
cas sociales) no ha sido el objetivo prioritario: el 
nivel mínimo que se ofrece a todos es bastante 
bajo, lo que es aún más grave si se considera que 
también es bastante frágil el mecanismo redistri ­
butivo interno en el esquema de transferencias 
sociales. 

En principio, el objetivo fundamental del sis­
tema brasileño tendería a ser, en el ámbito de la 
seguridad social, la protección del status ya ad­
quirido por el trabajador contra Jos riesgos de 
descenso social (presente o futuro). Sin embargo, 
también en este aspecto, ya sea debido a la forma 
de financiamiento del sistema, a las injusticias a 
las que da lugar, o bien a los bajos montos de los 
beneficios y a la desvalorización histórica de las 
jubilaciones y pensiones, incluso este objetivo es 
difícilmente alcanzable. 

A esas características morfológicas se suman 
otras, de corte dinámico, relacionadas con los mo­
dos de funcionamiento del sistema y que surgíe-

H.	 J enl Alber, "PoJit iche accíe lí e bene88ere DelIa Repubbli ­
ca Federale Tedesca. un bilancio", Lo etato del benesse­
re: una crisi sen zt: uecd/11, M. Perrerll, )'Iorencia, Le 
Monnier, 19HI. 
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ron durante el período de Consolidación Institu­
cional, bajo la égida del autoritarismo. Estas son 
las que analizaremos a continuación. 

Es posible identificar los principios de organi­
zación del sistema de protección social en Brasil, 
tal como fueron definidos y cristalizados en la 
fase de consolidación. Dichos principios respon­
dieron dinámicamente, a partir de entonces, por 
la reproducción del sistema. 

1.	 La extrema cen tralizacién. 
poUtica y financiera 
a nivel federal de las acciones 
sociales del gobierno 

Es indiscutible que la centralización del poder 
decisorio y de los con troles financieros del gobier­
no federal asumió proporciones sin precedentes. 
Por un lado, la centralización despojó a los esta­
dos y municipios de los instrumentos de interven­
ción social de tres maneras: concentrando los 
recursos financieros en el ejecutivo fe der-a}; esta­
bleciendo normas generales aplicables a las polí­
ticas sociales; y sometiendo la aplicación de 
fondos federales a las decisiones de la Unión, 
evitando siempre cualquier tipo de "transferencia 
automática" de recursos. Por otro lado, dentro 
del Ejecutivo Federal se dio una reducción relati­
va de la acción social de la administración direc­
ta, que fue sustituida por grandes complejos 
institucionales (BNH, SINPAS, etc.) o bien por or­
ganismos de administración indirecta: las empre­
sas estatales, las fundaciones y las entidades 
autónomas. 
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2.	 Una formidable 
[ragm en tacián institucional 

La otra cara de la centralización fue la mul­
tiplicación de diferentes tipos de organismos 
públicos, tales como institutos, fundaciones y, 
principalmente, empresas públicas. Esta suerte 
de "descentealiz acién" tuvo consecuencias desas­
trosas en la organización del aparato social de 
Estado: 

• Excesiva burocratización. 

• Bloqueo a la formulación e implantación de 
planes generales para cada sector de una política 
social nacional. 

• Falta de mecanismos públicos de control, lo 
cual dejaba el camino libro a la acción de los 
intereses privados en el aparato estatal. 

• Una increíble superposición de programas y 
de clientelas como expresión de la desintegración 
institucional. 

3.	 La exclueián. de la 
participaci6n social 
y poUtica de la poblaci6n 
en los procesos de decisi6n. 

El proceso de centralización y de fragmenta­
ción de corte burocrático y autoritario suprimió o 
evitó la participación de los sindicatos, los parti­
dos y los movimientos sociales en todos los do­
minios de las políticas sociales, tanto donde 
anteriormente existía una tradición como en sec­
tores de reciente creación, concebidos y gestiona­
dos con criterios tecnocráticos. Las directrices 
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básicas de estas políticas sociales tam poco fueron 
discutidas en el Parlamento. Se suprimieron así 
todos los mecanismos de control público, lo cual 
condujo a que se manifestaran en el sistema de 
previsión social, a comienzos de los años ochenta, 
signos de todas las formas de desorden institucio­
nal, desorganización administrativa, fraude y co­
rrupción. 

4.	 El principio del auto{inanciamiento 
de la in uereián social 

Este princi pio, además de haber significado la 
creación de fondos financieros específicos para 
cada sector, representó también el condiciona­
miento del gasto social a criterios económicos y 
financieros de rentabilidad privada, en cuanto a 
la asignación de recursos. Ejem plos de ésto fue­
ron las "pr iortdades" establecidas por el BNH, que 
privilegiaron la vivienda en desmedro del sanea­
miento, y las políticas de vivienda para la clase 
media, en perjuicio de las viviendas populares. 

5.	 El principio de la privatizaci6n 

Las políticas sociales comenzaron a regirse 
por una regla de oro que expresaba el principio 
del autofinanciamiento: los usuarios deben pa­
gar por lo que reciben. Llevada a su expresión 
límite, la regla significa la privatización de los 
servicios sociales, lo cual tiene diversas implica­
ciones . 

• La apertura de un espacio que facilita la pene­
tración de los intereses privados en el aparato esta­
tal, mediante grupos de presión, lobbies, etc. 
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• Una forma de articulación bastante estruc­
turada entre el aparato estatal y el sector privado 
productor de servicios (como los hospitales) o pro­
veedor de "productos soc iales" (como las construc­
toras). Así, se puede afirmar que se establece 
una división del trabajo entre el Estado y el sec­
tor privado: el Estado establece las reglas y trans­
fiere los recursos; el sector privado se encarga de 
la producción de bienes y de la distribución de 
servicios . 

• La disminución de la participación relativa 
del ~~stado en los sectores de educación y salud, 
y el correspondiente crecimiento de la partici­
pación del sector privado en la oferta de estos 
servicios. 

6.	 El uso clien telieta 
del aparato social 

Como consecuencia de varios de estos princi­
pios, en particular de la casi total ausencia de 
mecanismos de control público, el comportamien­
to clientelista del gobierno dejó sus huellas en el 
funcionamiento del sistema. Ya sea bajo las for­
mas típicas del otorgamiento de favores practica­
das en el régimen militar, o, de manera aún más 
clara, en el régimen civil inaugurado en 1985, lo 
cierto es que el uso clientelista del aparato social 
ha sido una coustan te, y ha constituido para el 
gobierno, los partidos y algunas personas un re­
curso de poder inestimable. 

Estos son los principios que encontramos en 
la base de la consolidación del Welfare State en 
Brasil, y que han marcado su funcionamiento des­
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de entonces. Por esto mismo, no causa extrañeza 
la dimensión de las distorciones que se han acu­
mulado en el sistema. 

En primer lugar, cabe mencionar el problema 
de la naturaleza sumamente regresiva del finan­
ciamiento del gasto social. En lo que concierne a 
los recursos fiscales destinados al área social, 
éstos han adquirido a lo largo del tiempo un ca­
rácter bastante residual, tanto porque el Estado 
gasta en esta área una proporción relativamente 
pequeña de lo que recauda en impuestos, como 
porque el gasto estatal constituye una fracción 
despreciable del conjunto de los gastos sociales. 
Los demás recursos -contribuciones sociales, fon­
dos patrimoniales y fondos y contribuciones de 
las empresas- una vez definidos como una rela­
ción salario (u hoja salariaD/contribución, gra­
van básicamente a los asalariados y, en general, 
a los de menores ingresos, o bien operan como 
impuestos indirectos, al ser traspasados a los pre­
cios y ser absorbidos, por lo tanto, por el conjunto 
de los consumidores. 

Otro de los aspectos que cabe comentar es el 
excesivo burocratismo que ha caracterizado al 
aparato social público, lo que es en gran medida 
responsable de los desaciertos de la política social 
nacional, en particular de la ineficiencia,la inefi­
cacia y, de forma exagerada, de su alto costo, pues 
absorbe una enorme proporción de los recursos. 

Dadas las características aquí señaladas se 
entiende por qué Brasil se encuentra, a mediados 
de la década de los ochenta, en una situación en 
que el gasto del área social es casi el de un país 
desarrollado (18.3% del PIB), mientras sus resul­
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tados son tan desalen tadores como los del mundo 
subdesarrollado. y 

Estas observaciones ayudan a esclarecer el ca­
rácter meritocrático-particularista del Welfare 
State en el país. I O En realidad, la intervención 
social del Estado se funda en la capacidad de 
contribución de los trabajadores, sancionando lo 
que podríamos llamar la distribución primaria de 
los ingresos. Así, por ejemplo, las obras de exten­
sión de las redes de abastecimiento de agua y de 
alcantarillado sólo se llevaron a cabo cuando los 
estados y municipios pudieron servir los présta­
mos contratados con el ex-Banco Nacional de 
Habitacao (BNH), mediante el cobro de "tarifaa 
realistas- a los usuarios. Los préstamos concedi­
dos para la construcción de viviendas populares, 
con recursos provenientes básicamente del FGTS 

(Fondo de Garantía por Tiempo de Servicio) re­
quirieron siempre un valor de prestación compa­
tible con los costos del BNH y de los agentes 
financieros. Este hecho redundó en una tasa de 
interés real de alrededor de un 10% al año, y 
explica el altísimo índice de insolvencia entre los 
mutualistas de bajos ingresos, que eran relativa­
mente muy pocos. Las tarifas de los servicios de 
transporte colectivo urbano debían ser ren tables 
para las inversiones privadas. Los estudiantes 
universitarios, al no encontrar vacantes en el sis­
tema púb.lico, debieron asumir las mensualidades 
que exigía el sistema privado, y que correspon­
dían a las inversiones en educación. Los hospita­

9.	 Véase Banco Mundial, "Brasil. Report of the Social Ex­
penditure Review Mission",:lO de octubre de 19117, 
mimeo. 

10. En el desarrollo de la argumentación que sigue colaboró 
Liliana Aureliano. 
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les privados, que operaban como cualquier inve­
sión de capital, pasaban a cubrir el 70% de las 
prestaciones médicas. En este marco, como ya se 
señaló, el gasto público financiado por sistemas 
regresivos, no desempeñó ningún papel redistri­
butivo que pudiera alterar la distribución prima­
ria del ingreso. 

Las consabidas distorsiones de nuestro Estado 
de Bienestar Social se hacen más in teligibles si se 
observan en su verdadero marco, es decir, en la 
vía conservadora del "progreso" social que ha re­
corrido el capitalismo brasileño. Con ésto se quie­
re decir que: 

• El rápido desarrollo económico provocó una 
acelerada y profunda transformación de la es­
tructura social. 

• Esta se tradujo en una transformación de la 
estructura del empleo, lo que a su vez se expresó 
en un proceso de movilidad social ascenden te. 

• Sin embargo, por ot.ro lado, est.uvieron en 
vigor salarios bajos para grandes contingentes de 
trabajadores, al mismo tiempo que millones más 
permanecieron subempleados en las ciudades o 
completamente marginados en el campo. 

El progreso social asumió, por lo tanto, la for­
ma de una movilidad acompañada de la miseria 
absoluta de una gran parte de la población, es 
decir, una movilidad con extrema desigualdad. 
En Brasil, el progreso social se realizó mediante 
el cumplimiento integral de los requisitos de la 
"forma ideal" de desarrollo social del capitalismo, 
que consiste en una competencia sin trabas entre 
hombres libres, la que "selecciona" a los "más ca­
paces" e inhibe la integración e incorporación de 
amplios estratos de la población. 
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Ahora bien, esta situación es enteramente di­
ferente del marco histórico del Welfare State en 
los países desarrollados. Como se sabe, las polí­
ticas de bienestar social surgen simultáneamente 
con una situación de pleno empleo, la cual, junto 
a un alza continua de los salarios reales, eleva los 
niveles de vida de la abrumadora mayoría de la 
población. En el caso brasileño no sucede lo mis­
mo. Para la gran mayoría, los salarios son bajos 
y para una parte significativa no existe es tab i li­
dad en el empleo. Las consecuencias de estas 
"especif'icidades" brasileñas son diversas: 

• La propia base de las con tribuciones (los 
salarios) per cápita es relativamente estrecha si 
consideramos el área de la seguridad social. En 
consecuencia, se perjudica la calidad de los servi­
cios, y las prestaciones son necesariamente insu­
ficientes para los fines a que se les destina. 

• La política tiende a "aaistencialiaaese" y los 
programas asistenciales destinados a combatir la 
miseria se encuentran sobrecargados, ya que de­
ben enfrentar las carencias de prácticamente un 
tercio de la población. 

• Los otros dos tercios, a pesar de tratarse de 
empleados con salarios estables, necesitan la 
asistencia estatal para asegurarse una vida dig­
na. Por eso mismo, la propia definición de política 
asistencial se perjudica, y se hace necesario do­
tarla de una base conceptual diferente. 

• En este marco, los recursos se tornan esca­
sos para apoyar las nuevas tareas de la política 
asistencial y para com plementar los beneficios 
basados en contribuciones (previsión, salud, 
etc.) . 
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El capitalismo brasileño señala un camino 
conservador de construcción del Welfare State, y, 
mediante todas las distorciones aquí examinadas, 
lo especifica negando prácticamente el bienestar 
prometido por el progreso económico. 

11 

PERSPECTIVAS DEL WELFARE
 
STATE EN BRASIL
 

Este articulo no se extenderá en el análisis de 
los logros limitados e insuficientes del Welfare 
State en Brasil, ni sobre sus resultados me­
diocres, tributarios de todas las características 
morfológicas y estructurales, de todas las dimen­
siones o principios de funcionamiento, que se aca­
ban de señalar. En cambio, se hacen algunas 
reflexiones sobre el sentido de los cambios obser­
vados en su comportamiento, a fin de evaluar a 
partir de ellos las posibilidades de que, en las 
próximas décadas, pueda coexistir con un modelo 
de desarrollo más equitativo. 

Para empezar, cabe reconocer que la realidad 
del Estado de Bienestar Social brasileño, como 
todas las realldadee sociales, no es ni inmóvil ni 
inmutable. Se altera cuando entra en crisis por 
ejemplo; es decir, cuando pierde la posibilidad de 
reproducirse según sus principios estructuran tes. 
Experimenta cambios cuando, en esas circunstan­
cias, alguno de sus pilares característicos sufre 
alteraciones, sea en el plano de su financiamiento 
o en sus dimensiones organizativas y operaciona­
les. No hay duda de que estos cambios implican 
transformaciones y que expresan tendencias más 
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profundas de reestructuración. La dificultad es­
triba en poder, en pleno proceso, identificar el 
sentido, las características y, si se quiere, el 
perfil futuro que se proyecta a partir de estos 
cambios. 

Desde finales de la década del setenta, pero 
básicamente en los años ochenta, el Estado Social 
en Brasil se ha visto sujeto a transformaciones. 
Sin duda alguna, la crisis económica aceleró este 
proceso, dadas las restricciones de carácter más 
general que impuso en los planos del empleo y de 
los ingresos, así como sus implicaciones para el 
financiamiento del sector público en general y 
para las políticas sociales en particular. Además, 
el manejo conservador de la crisis, al comienzo de 
la década, seguramente contribuyó a agudizar el 
proceso. Pero fueron sobre todo la crisis del régi­
men autoritario y el proceso de democratización 
los hechos que más contribuyero a determinar los 
cambios. 

Como hemos señalado, en el área social ya se 
habían producido algunos intentos de reestructu­
ración a fines de la década pasada. A pesar de 
ello, no hubo una alteración radical de los princi­
pios gestores del uielfare (algunas propuestas de 
cambio en la política de salud; medidas orienta­
das al financiamiento de la previsión social en 
1981, etc.). Algunos gobiernos estad uales de opo­
sición, elegidos en 1982, impulsaron, con cierto 
éxito, determinadas prácticas innovadoras, prin­j t .cipalmente en las esferas de la salud, los progra­• mas de alimentación y nutrición, la vivienda 
popular. etc. 

Después de 1985. en el gobierno de la Nueva 
República. también se hicieron algunos in ten tos 
de transformar el patrón de la política social. 
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aunque sin mayores éxitos. l l Más recientemente, 
en la Asamblea Constituyente se ban tomado de­
cisiones que implican transformaciones cualitati ­
vas, y es posible que con la nueva Constitución se 
consagren nuevos principios para una política so­
cial más justa. 

Aunque sin transformaciones radicales ni mo­
d ificaciones suficien temen te sign ifica ti vas com o 
para sugerir un nuevo patrón de políticas socia­
les, se han ido verificando ciertas alteraciones, ya 
en la concepción, ya en el plano institucional o 
finalmente, a nivel de la operación del sistema. 
Las razones inmediatas que impulsan los cambios 
son muchas y de distinta naturaleza. En el plano 
ideológico, además, los modos de pensar, concebir 
y llevar a efecto determinados cambios son bas­
tantes diferentes, aunque las tesis sean aparente­
mente comunes a conservadores, liberales o 
progresistas. No obstante, si observamos lo suce­
dido a lo largo de la década, podemos iden tificar 
nuevas características que comienzan a imponer­
se en el campo de las políticas sociales y que, a 
nuestro modo de ver, expresan tendencias de 
transformaciones más profundas, posiblemente 
aquellas sobre las que, se asientan efectivamente, 
las alternativas y perspectivas futuras del Estado 
social en Brasil. A su vez, estas nuevas caracte­
rísticas presentes en Brasil son, sin embargo, más 
generales y se vienen manifestando, de un modo 

11.	 Con respecto al proyecto y estrategia de reestructura­
ción del sistema de po Itt icas sociales en la Nueva Re pú­
blica, sus objet ivos. planes, éxitos y fracasos, véase 
Sonia M. Draibe, Notus (desan inuulus¡ sobre a pol{til:a 
social da Nova Repúbluia . 19K6, ,"lmeo. Trabajo presen­
tado en la Décima Reunión Anual de ANI'OC:S, Campos do 
Jordao. 
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u otro, en la mayoría de los Welfare States del 
mundo occidental. 

Dichas innovaciones, las que aquí tratamos y 
que son ya bastante conocidas, se verifican fun­
damentulmente en tres niveles: a) el políticu-ins­
tit uc io na l; b l el social o, mejor dicho, el de la 
propia soc iab i lidad im plícita en las políticas so­
ciales; y el el de las relaciones entre el Btltado, el 
sector privado que tiene fines de lucro y el sector 
privado sin tales fines. Examinemos cada uno de 
ellos en lo que se refiere a la producción y oferta 
de bienes y servicios sociales. 

a. En el plano político-institucional, se mani­
fiesta con fuerza una tendencia a la descentrali­
zación político-administrativa, con importantes 
vertientes de municipalismo y localismo. Las for­
mas locales, municipales, descentralizadas, de 
concebir el espacio político-institucional de las 
políticas sociales quizá constituyan una de las 
posiciones más sólidas del ideario progresista, y 
han estado, la mayoría de las veces, asociadas a 
los procesos de democratización. Principalmente 
en Brasil, y también en muchos países latinoame­
ricanos que acaban de salir de regímenes autori­
tarios centralizadores por naturaleza, la tesis de 
la descentralización parece amalgamada con di­
versas y profundas expectativas que van desde los 
argumentos tradicionales de la democratización 
de la vida política hasta, en lo que respecta a las 
políticas sociales, un mayor acercamiento entre 
las instancias de toma de decisiones y las deman­
das y quienes las formulan. La verdad es que 
estas tesis y tendencias de descentralización han 
surgido en casi todo el mundo, e incluso han pro­
vocado un particular cuestionamiento respecto 
del futuro del Estado Social: el de si de hecho se 
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está produciendo una "municipalización" del Wel­
{are State. 

Es verdad que no siempre descentralizar, 
municipalizar o "localizar" significa una demo­
cratización inmediata. No sólo los procesos de­
mocratizadores no tenien el monopolio de la 
descentralización, sino que los procesos descen­
tralizadores pueden dar lugar a otras formas de 
arbitrariedad o de comportamientos políticos 
autoritarios. También es sabido que la descen­
tralización de las responsabilidades y de las atri­
buciones, cuando no va acompafiada de los 
correspondientes recursos, no es sino una forma 
arbitraria más de reducir los gastos, incluso 
cuando se habla eufemísticamen te de "desmon te". 
Por otro lado, la combinación de centralismo po­
lítico fuerte con alto grado de democracia, de por 
sí rara, no es del todo inexistente, como lo confir­
ma el caso de Francia. La descentralización, en 
estos casos, deberá responder a otras demandas, 
jun to con las de más democracia. Es innegable, 
sin embargo, que en el plano político-institucio­
nal, la descentralización constituye quizá la ten­
dencia más fuerte de reordenamiento de las 
políticas sociales. En Brasil, además de haber 
sido una poderosa bandera de lucha de los refor­
madores (radicales o moderados) también indica 
el sentido del movimiento de los cambios que ya 
se están realizando, por ejemplo, en las políticas 
de salud, los programas de al imentación escolar, 
en los programas asistenciales y otros, reciente­
mente aprobados por la Asamblea Constituyente. 

b. En el nivel de lo que llamamos la socia­
bilidad básica de las políticas sociales, la innova­
ción que cabe destacar es el aumento del grado de 
participación popular en Iss diferentes instancias 
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de decisión, elaboración y ejecución de las políti­
cas. Así, surge como característica la participa­
ción de cuerpos colectivos y comunitarios, que ha 
marcado no sólo el proceso de toma de decisiones 
y de control, sino sobre todo algunas formas de 
operación de la producción y distribución de bie­
nes y servicios sociales, a las cuales nos referire­
mos a continuación. El carácter y el papel de los 
movimientos sociales ya han sido estudiados ex­
haustivamente en este aspecto. Aquí, bastará 
con destacar que, ideologizados o no, constituye­
ron en Brasil y en todas partes la expresión de 
nuevas formas de sociabilidad, cuyo sen tido más 
general deseamos destacar en este artículo. N un­
ca se insistirá lo suficiente en que ni el poder pasó 
de las formas centralizadas de toma de decisiones 
a los foros locales y populares, ni mucho menos 
las formas de participación popular estuvieron de 
parte y al lado del Estado. Sin embargo, debido 
a lu intensificación de la acción y de la pu r t iei pa­
ción de los "clientes" en las políticas de bienestar 
social al parecer tiende a disminuir el grado de 
pasividad con que antes se recibían dichas políti­
cas, 'y, más allá de "dinamizar" los derechos socia­

. les, rearticulan el espacio, la trama social en que 
éstas se verifican: las asociaciones de vecinos' y 
de pobladores, los organismos comunitarios y las 
organizaciones de voluntarios de todo tipo que se 
forman en y para las políticas sociales, expresan 
un movimiento social más profundo, de continua 
reorganización del tejido social, aunque éste se 
haya visto despedazado por las formas políticas y 
económicas vigentes, principalmente durante la 
crisis actua 1. 

c. Finalmente, haremos algunas reflexiones 
acerca de las modificaciones que han reordenado 
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las relaciones de equilibrio entre el Estado y el 
sector privado, tenga o no fines de lucro, en el 
campo de las políticas sociales y, asimismo, de la 
forma en que el Estado se hace presente en la 
prestación y el funcionamiento de los servicios 
sociales. Si eximinamos en conjunto una serie de 
innovaciones que se vienen produciendo en este 
nivel encontramos, en realidad, una tendencia al 
cambio en los modos de producción y distribución 
de los bienes y servicios sociales. Es decir, ac­
tualmente eatán en marcha procesos sociales que 
tienden a modificar las realciones entre el Estado 
y el mercado, entre lo público y lo privado, entre 
los sistemas de producción, por un lado, y los de 
consumo, por otro, de los equipos sociales. En 
Brasil, las llamadas "formas alternativas" -es de­
cir, los trabajos comunitarios voluntarios y la au­
to-construcción, las diversas experiencias de 
ayuda mutua, las prácticas comunitarias y de ve­
cindad (en el cuidado de los niños, en el campo de 
la alimen tación, y en la recolección y procesa­
miento de basuras)- son ejemplos que se multipli­
can y que corresponden a muchas otras 
experiencias en todo el mundo. Se trata de expe­
riencias de participación de los propios beneficia­
rios, y de compromiso de asociaciones de 
voluntarios y de redes de organizaciones no gu­
bernamen tales, para llevar adelan te las políticas 
sociales. Ahora bien, este aspecto que, como se 
ha visto, expresa formas nuevas de sociabilidad, 
muestra también un reordenamiento de las rela­
ciones de estos sectores de la sociedad con el Es­
tado y con la economía. Allí donde antes 
predominaba el Estado o el mercado (o sus dife­
rentes entrecruzamientos) pasan a ocupar un lu­
gar estas nuevas formas de "solidaridad social". 
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Por otro lado, se están produciendo, cambios en 
forma persistente aunque todavía lenta, en el modo 
en que se concreta y se hace presente la acción del 
Estado. El indiscutible predominio de los equipos 
colectivos públicos, sobre todo en los sectores de la 
educación, la salud y los transportes públicos urba­
nos, se ha visto debilitado por la introducción de 
otros mecanismos. Nos referimos a los tickets, a los 
cupones y .a las transferencias en dinero. Se trata 
de mecanismos que, si bien siguen siendo responsa­
bilidad del Estado en lo que se refiere a la presta­
ción de los servicios sociales, disminuyen el grado 
en que éste, en sus típicas formas centralizadas y 
burocráticas, maneja las políticas. Esas formas que 
en el pasado fueron monopolio de la concepción 
liberal han sido incorporadas, defendidas y divulga­
das en los más diversos contextos político-ideológi­
cos, incluídos el socialista y el socialdemócrata y se 
han justificado tanto, por el deseo de desburocrati­
zar y desestatizar la política, como por el hecho de 
que aumenta el grado de individualización y liber­
tad del usuario y, finalmente, también por razones 
económicas: la monetarización de esas relaciones 
ampliaría el grado de demanda solvente de las fami­
lias, dinamizando así la economía. En Brasil, los 
tickets de colaciones o los vales de transporte, los 
cupones de la leche, la ayuda en dinero a las familias 
(por ejemplo, para que puedan hacer frente al cui­
dado de sus hijos en sus hogares, en vez de internar­
los como antes en instituciones públicas (las 
Febem), las subvenciones a instituciones filantrópi­
cas que prestan servicios sociales, son todos ejem­
plos, aunque bastante diferentes entre sí, de estas 
tendencias. Y las justificaciones que las acompañan 
son prácticamente de la misma naturaleza. 

250 



Otro de los cambios que cabe destacar es el ya 
mencionado crecimiento más que proporcional de 
los programas asistenciales del gobierno. Se trata 
de programas sin una base contributiva, en particu­
lar los programas de distribución gratuita de bienes 
en especie a los pobres, además de los innumerables 
programas de asistencia y promoción social en prác­
ticamente todas las esferas. Sin embargo, el "asis­
tencialismo" que ha caracterizado el crecimiento del 
aistema de iaelfure no es privativo de la aituución 
brasileüa, ya que en la actualidad está presente en 
todas partes. 

Finalmente, nos parece interesante reflexio­
nar sobre otra tendencia que se está manifestan­
do, y que ha comenzado a aparecer en Brasil: la 
de garantizar a todos los ciudadanos un ingreso 
mínimo, un salario social. Como se ha visto en la 
primera sección de este articulo, la idea de los 
mínimos sociales, justificada por la igualdad de 
resultados, no es nueva. Es un rasgo constitutivo 
de algunos sistemas de welfare, y se manifestó en 
la forma de un impuesto negativo de ingreso, en 
los de corte residual-selectivo, o de ingresos en 
dinero, en los patrones de tipo institucional-re­
distributivo. Hoy en día, el argumento usado más 
frecuentemente para justificar la introducción 
del mínimo social se remite, en realidad, a la tesis 
general de garantizar los derechos sociales bási­
cos a todos los ciudadanos. Pero se remite muy 
particulamente al reconocimiento que hay formas 
de pobreza, de marginalidad, de no integración 
(la tradicional), pero también la nueva forma de 
pobreza que hoy significa estar marginado del 
mercado) que no han sido y que difícilmente se­
rán paliadas y superadas por los mecanismos tra­
dicionales de las políticas sociales. El segundo 
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argumento, de corte keynesiano, es que el mínimo 
social, en una economía de mercado, reforzaría 
los mecanismos ya descritos de dinamización de 
la demanda. 

En Brasil no existe, con una definición for­
mal, un ingreso social mínimo, garantizado para 
todos los ciudadanos. No obstante, el ingreso 
mensual vitalicio en el régimen de previsión so­
cial urbana, otorgado a los ancianos que no ha­
bían hecho aportes en el pasado, y que la nueva 
constitución amplió para todos los ancianos y per­
sonas minusválidas, se aproxima, tal como está 
concebido, al sueldo social mínimo. Por esta ra­
zón, se le denominó en un trabajo reciente, "sala­
rio de ciudadanía", previendo que, de acuerdo con 
la dinámica típica de los beneficios sociales, ten­
derá a hacerse extensivo a toda la población. u 

Todas estas caracteríticas -casi sobra decirlo­
se desarrollan a la par con un refuerzo gradual de 
las estructuras "t.radícionales" del welfare brasi­
leño, por lo menos en su punto central, el sistema 
previsional. Este refuerzo se expresa a través de 
los procesos típicos de extensión, univeraaliaa­
ción y otros. 

III 

EL FUTURO DE LA
 
PROTECCIÓN SOCIAL
 

Creemos que ha llegado el momento de pre­
guntarse acerca del futuro de la previsión social 
en Brasil en lo que resta de este siglo. Las refle­

12. Véase Sulamis Dain, Crise fiscal e dilema red istrib u tiuo, 
Tesis de Título, Departamento de Economía, Universidad 
Federal do Rio de Janeiro OH'H.J), 1988. 
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xiones anteriores tienen el mérito de apuntar ha­
cia las tendencias más profundas que han cambia­
do el mundo de las relaciones de trabajo y las 
relaciones sociales vincu ladas a ellas: se trata de 
tendencias generales de la sociedad capitalista, 
que afectan de modo específico a países como el 
Brasil. Aunque son obviamente nsuf'icient.es pa­í 

ra explicar toda la especificidad nacional, al me­
nos ayudan a vislumbrar los marcos alternativos 
más probables en los cuales se orientará nuestro 
sistema de welfare en un futuro cercano. 

Sin ninguna pretensión de aplicar y desarro­
llar, en el marco de este trabajo, la metodología 
clásica de los escenarios, nos limitaremos aquí a 
describir tres contextos posibles para la ecuación 
desarrollo económico-equidad social, teniendo en 
consideración los parámetros demográficos vi­
gentes, el actual patrón de protección social, las 
tendencias generales de transformación ya men­
cionadas y las variables que pueden incidir más 
directamente en las políticas sociales: en el pla­
no econ6m ico, las tasas de crecimiento de la eco­
nomía, del empleo y de los salarios; en el plano 
institucional, el grado de eficacia de los mecanis­
mos de política económica y social, el perfil del 
financiamiento del sector público, y el desempeño 
general del aparato del Estado; y finalmente, en 
el plano poUtico, la orientación político-ideológi­
ca y la definición de estrategias y prioridades del 
gobierno frente a la pobreza, la miseria y la ex­
clusión social. 

Obviamente, las tasas de crecimiento de la 
economía y, en particular, del empleo y de los 
salarios desempeñarán un papel crucial en el fu­
turo desempeño de la protección social en el país. 
Según las previsiones de los analistas económi­
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cos, será difícil que vuelvan a producirse en Bra­
sillas altas tasas de crecimiento mantenidas bas­
ta la década pasada. Sin embargo, una política 
económica que se comprometa con el desarrollo 
será capaz de presentar logros menos mediocres 
que los actuales y elevará las tasas de empleo en 
la medida en que a ella se vinculen también polí­
ticas sectoriales coberen tes, además de las de em­
pleo y capacitación de mano de obra, que 
conduzcan a disminuir las tasas del desempleo, 
subempleo y de las actividades del mercado infor­
mal de trabajo, todo ello tendiente a reducir las 
presiones sobre las políticas sociales. Sin embar­
go, una disminución efectiva de tales presiones 
sólo puede lograrse si de hecho se concreta un 
aum en t o significativo du lolJ aa la r ios, ait uación 
que es viable a partir de un mayor nivel de creci­
miento económico, aunque no automáticamente 
resultante de éste. No hay duda de que cualquier 
perspectiva más optimista en cuanto a la protec­
ción social en Brasil tiene como premisa ese au­
mento de salarios para romper de una vez con el 
círculo vicioso que hace que también los asalaria­
dos formalmente insertos en el mercado de traba­
jo sean necesariamente clientes de la asistencia 
social, como se ha visto. 

Por otro lado, la reforma del Estado es una 
condición necesaria para lograr un crecimiento 
con equidad; de lo contario sólo pueden proyectar­
se escenarios mediocres y negativos para la pro­
tección social. Cabe referirse brevemente a los 
términos de esta reforma que podría superar en 
el mediano plazo las actuales características de 
fracaso de la gestión estatal: la recuperación de 
la eficacia de los mecanismos de financiamiento 
del sector público, en general, y de las pof ít icas 
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sociales, en particular; una reforma administra­
tiva que verdaderamente descentralice y vuelva 
menos rígidos los poderes de decisión, democrati ­
zando el Estado, pero restaurando al mismo t.iem­
po su capacidad de coordinación y planificación. 
En otras palabras, lo que estamos afirmando es 
que, o se actualizan los mecanismos de gestión 
pública, modernizándose y siguiendo el sentido de 
las transformaciones y demandas sociales, o ha­
brá que convivir con un Estado cada vez más 
incapaz de responder por sus funciones genera­
les, constituyéndose en uno más de los elementos 
desin tegrados por la crisis. 
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Introducción 

La historia sólo es maestra de los hombres a 
condición de que pueda no sólo explicar el presen­
te sino advertir el mañana. Yesta no es una cua­
lidad de fa ciencia sino de quienes la practican. 
Para reflexionar sobre el futuro, en consecuen­
cia, debemos recordar ahora, como lo sintetizó 
Vico, que la historia de los hombres se diferencia 
de la historia natural en que aquella la hemos 
hecho nosotros y ésta, no. De todas maneras, las 
pautas o modelos con los cuales nos desarrolla­
mos en el pasado no constituyen inexorablemente 
la tendencia de la cual debamos deducir el inevi­
table futuro. No obstante, la dirección previa del 
proceso,con todo lo que esto significa desde el 
punto de vista cualitativo, señala los limites den­
tro de los cuales es previsible el cambio. 

Con oportunidad de reflexionar sobre las po­
sibilidades reales de crecimiento económico con 
menos pobreza, es necesario adaptar un doble 
punto de partida, por un lado, recordar la natu­
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raleza de los factores estructurales que han ca­
racterizado secularmente el crecimiento centroa­
mericano; y, por el otro, el carácter de las fuerzas 
sociales que han estado presentes en el modo de 
definir la estrategia de desarrollo. Con el primer 
aspecto, nos referimos a las tendencias del largo 
plazo inscritas en las modalidades de movimien to 
del capital, los cambios que solo son perceptibles 
en la larga duración y que permiten hacer diag­
nósticos con base en la historia del pasado. Con 
el segundo aspecto aludimos al papel activo pero 
variable que juegan los intereses y conflictos de 
las clases sociales, los actores que en sus formas 
dinámicas de relacionarse, producen diversas ma­
neras de mandar y obedecer, de organizarse y de 
hacer política, de producir ideologías y cultura,de 
vivir conforme o contra ellas, etc. 

La modalidad guatemalteca 
de la inequidad social: 
los años cincuenta 

No es posible hacer aquí la crónica de las 
condiciones históricas que fueron produciendo 
una sociedad tan profundamente desigual como 
la guatemalteca. La presencia cotidiana de la 
injusticia insensibiliza para poder apreciar la 
magnitud relativa de la misma. Habría que re­
cordar, por ejemplo, que esta sociedad es una 
sociedad violenta porque es la suma de diversas 
violencias: la aborigen y la que trajo, multiplica­
da, la conquista española. De la fuerza coactiva 
brutalmente presente en todo el período de cons­
titución de la economía cafetalera: expropia­
ciones, trabajo forzado, discriminación racial, 
subordinación cultural. Guatemala ha manteni­
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do, con variaciones que produce la modernización 
y la hipocresía, los rasgos coloniales básicos, es 
decir, una mayoría indígena que adopta y se le 
impone la condición de vencida; y la supremacía 
de una minoría que se comporta en todos los 
aspectos de la vida, como vencedora. La violen­
cia, hoy día, se manifiesta además con formas 
específicas de carácter político-militar que gol­
pean, una vez más, a los mismos dominados. 

Guatemala constituye por ello desde siempre 
un paradigma de sociedad injusta no solamente 
por lo que se apunta líneas arriba. El crecimiento 
económico, sin las otras condiciones no se hubie­
se producido, habría creado desigualdades tal vez 
menos notorias, pero desigualdades de todas ma­
neras. En la postguerra ocurrió el período de más 
intenso crecimiento económico que ha experimen­
tado este país. Ocurrió, como es bien sabido, pro­
fundizándose el modelo primario-exportador, al 
que se sumó la instalación de un 'parque' indus­
trial de bienes de consumo inmediato dedicados 
en su mayor parte para el mercado centroameri­
cano. El crecimiento de algunos servicios, la edu­
cación, la urbanización relativa y otros cambios, 
modernizaron desigualmente la sociedad guate­
malteca. El crecimiento económico y el desarro­
llo social se produjeron en el seno de una sociedad 
que, como ha quedado dicho, ya tenía en su inte­
rior graves formas seculares de injusticia social. 
Por ello, todo ese movimiento renovador, por la 
dirección que adoptó, no hizo sino agravar las 
diferencias existentes. 

A la altura de 1950 el atraso social y econó­
mico reflejaban los patrones de desigualdad 
anteriores que se han venido reproduciendo fatal­
mente. Por ejemplo, más de dos terceras partes 
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de la población era analfabeta (72.0%), cuatro 
quintas partes vivía en el medio rural (81.1%) y 
según estimaciones hechas en aquel período, más 
de los dos tercios de las familias (65%) vivían en 
condiciones "subnormales de cultura, salud e in­
greso" .lMás de la mitad de la población, conforme 
los censos de 1950, se consideró indígena, califi ­
cación que constituye un rasgo estructural esen­
cial para la comprensión de una sociedad en que 
la división social se completa con la distinción 
étnica. El carácter de la estructura de clases no 
puede dejar de lado los componentes étnico-cultu­
rajes aunque sólo sea por el hecho elemental de 
que en la base de la "pirámide" se encuentran 
todos los grupos indígenas, cualesquiera que sea 
el grado de identidad con el que manejan sus 
relaciones hacia el conjunto de la sociedad. 

La distinción -por lo tanto- entre indios y 
ladinos es importante por las consecuencias que 
tal diferenciación establece en el plano múltiple 
de los efectos del desarrollo. La observación de 
Tumin, sigue siendo pertinente, cuando observa­
ba que (1951) "Toda la economía (popular) así 
entre indios como ladinos, sea en términos abso­
lutos como relativos, está deprimida aún cuando 
la peor parte, sin duda, corresponde a los in­
dios"." Algunos datos son suficientes para verifi ­
car esto en relación a los accesos diferenciales al 
bienestar. 

l.	 M. Monteforte Toledo, Guatemula, monograftu sociolólli­
ca, Instituto de Investigaciones Sociales, UNAM, México, 
1959, pág. 251. 

2.	 Melvin Tumin. Caste in a Peaeon t Society, Princeton 
University Press, Princeton, N. J .1952, pág. 27. 
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Cuadro 1 

INGRESO TOTAL Y PER CÁPITA
 
SEGÚN SUBSISTEMAS
 

(Porcentajes) 

1950 1962 

Actividad Poblaci6n PIB Poblaci6n PIB 

1- Economía de Subst. 7l.a 24.0 72.7 21.9 
2- Economía Comerc. 21L7 76.0 27.:i 711.1 

a) Ingreso Bajo 2.1 24.2 20.0 20.9 
b) Ingreso Medio 

y Alto 7.6 51.11 7.3 57.2 

Total 1 + 2a 92.4 48.2 92.7 42.11 

Fuente: Secretaria General del Consejo Nacional de Planifi­
caci6n Econ6mica, Aspectus Generales del Plan. de 
Desarrollo Económico;y Social de Guatemala, 1965­
69, Cap. 11, p.5, 1965. 

Conforme el documento que sirve de fuente al 
cuadro anterior, la distribución del ingreso se 
concentró aún más en el breve período considera­
do, al punto que el promedio del ingreso anualper 
cdpita en el sector rural declinó de 87.00 dólares 
(o quetzales, en ese momento a la paridad) en 
1950 a 83.00 en 1964, es decir un decremento del 
4.5%. La información del Cuadro 1 no debería ser 
tomada más que como un indicador general de la 
condición relativa en la situación económico-so­
cial de la población en aquel momento y no persi­
gue ningún propósito conclusivo. Agreguemos, 
no obstante y sólo para hacer comparaciones en 
el interior de la misma información, que el sector 
que se mueve en la economía de subsistencia pa­
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reciera haber aumentado hasta casi un 73% en 
1962, constituyendo éste y el de bajos ingresos 
del llamado sector comercial la inmensa mayoría 
de la población. El sector informalizado, hoy día, 
25 años después, tiene la misma magnitud. 

El atraso del país no permite establecer nin­
guna deducción entre salarios y producción o pro­
ductividad pues dado el predominio de formas de 
la llamada economía mercantil simple, abundan 
las formas no monetarias de ingreso (alimentos, 
servicios, etc.). El Cuadro 2 es otro ejemplo, en 
este caso, de ingreso por compensación laboral, 
de la estructura de la población económicamente 
activa y del mercado en el período en que se daba 
inicio al mencionado proceso de crecimiento eco­
nómico de la postguerra. 

Como puede verse, no es difícil encontrar las 
raíces históricas de la desigualdad social en paí­
ses como Guatemala. En el momento en que se 
inicia ei crecimiento económico, la polarización 
que expresa la pobreza pareciera mantenerse o 
aumentar. A mediados de la década de los sesen­
ta, Adams concluye que "es difícil no extraer la 
conclusión de que los campesinos guatemaltecos 
tienen un extraordinario bajo ingreso y que es 
probable que éete haya disminuido en los últimos 
quince años". 3 La Comisión Interamericana, en el 
informe que cita Adams, sostiene que "los traba­
jadores rurales están en una situación económica 
y social que impone aparentemente restricciones 
insuperables. Aún más, se ha confirmado que la 

3.	 R. Adams, Crucif'ixtion by power, Essays on Guatemala 
National Social Structure, l!J.l-l-1966. University oC Te· 
xas Pre88, Austin, 1970, p. 392. La traducción y el su­
brayado son del autor. 
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situación de los trabajadores agrícolas ha empeo­
rado en los años recien tes". 

Cuadro 2
 

POBLACION ECONOMICAMENTE
 
ACTIVA, 1866
 

Poblaci6n Total Salario Diario 
Actividad Econ6mica 

N6mero J % Promedio Total 

Agricu ltura :.1 
780648 68.1 0.80 632324 

Minas y Canteras 1718 0.1 1.00 1718 
Indust. Manufacturera 131960 11.5 1.60 212455 
Construcci6n 31272 2.7 1.40 44093 
Electricidad y Agua 1489 0.1 1.70 2546 
Comerc., banca y seguros 62200 5.4 2.50 156122 
Transportes y Comunico 18213 1.5 1.55 28230 

3
Servicios 113289 9.8 2.40 273026 
Activid. no especifico 4696 0.4 1.40 6621 
TOTAL 1145485 100.0 1.18 1357135 

1.	 Porcentajes determinados en el censo de 1950. 

2.	 Incluye silvicultura, caza y pesca, y 28.000 trabajadores 
de fincas nacionales. Estos salarios incluyen pagos en 
especie. 

3.	 Incluye 42.867 trabajadores del Estado, a salario men­
sual y diario. 

Fuente:	 Seguridad Social, año V, noviembre-diciembre 1956, 
No.24, Ed. Secretarias Generales de la A.LS.A. y de 
la C .LS.S., Méllico, 1957. La estimaci6n de los pro­
medios de salarios es del autor, con base en un estu­
dio especial del Banco de Guatemala y en cifras del 
Instituto Guatemalteco de Seguridad Social. 

La otra forma de disfrute de la riqueza social, 
el acceso a la tierra también ejemplifica acerca de 
la situación profundamente inequitativa enraiza­
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da en la manera como fue moviéndose la econo­
mía nacional en el momento de integrarse al mer­
cado mundial y constituirse como sociedad 
agrícola exportadora. Los censos de 1960 verifi ­
caron con la fuerza del dato estadístico la brutal 
asimetría en el control de la principal fuente de 
riqueza. La realidad del país legal era inferior 
a la del país profundo. El 21.3% de los propieta­
rios -campesinos parcelarios, con una disponibi­
lidad de 0.4 hectáreas como promedio- sólo 
disponían del 0.8% del total de la tierra. En tan­
to que en el otro extremo, el 0.1% de los propie­
tarios -terratenientes con un promedio de 
2.921. 9 hectáreas- monopolizaban más del 40% 
de la tierra. En el interior de este espacio, la 
mayoría la constituían campesinos empobrecidos, 
muchos de los cuales forman,en épocas de zafra, 
la masa de trabajadores migratorios que comple­
tan así sus Ingresoe." 

La distribución de la tierra exhibe el clásico 
modelo latifundio/minifundio, con todo lo que 
ello implica. La estructura agraria no es sólo la 
manera como la tierra y el agua es monopolizada, 
sino la oportunidad que eso da para el control 
sobre los hombres. En el ámbito de la sociedad 
guatemalteca, el monopolio sobre la tierra fue 
además subordinación política, violencia. arbi­
trariedad burocrática, discriminación social. 

Los aspectos de la injusticia social y las de­
siguales oportunidades para prosperar se en­

4.	 La información de los censos nacionales de 1950 aparece 
en numerosas publicaciones. Por ejemplo, Comit' Inte­
ramericano de Desarrollo Agrícola, Tenencia de la Tie­
rra J Desarrollo Socioecon6mico del Sector Allrtcola, 
Guatemala, Pan American Union, Washington, D.C., 
1964, p.58. 
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cuentron por cualquier lado que se examine la 
sociedad guatemalteca. El mercado de trabajo de 
los años de la postguerra estaba determinado por 
fuerzas coactivas de naturaleza política y militar 
presentes desde la época de la revolución liberal: 
la obligación de todos los campesinos a trabajar 
en las haciendas de café por un salario simbólico, 
por lo ínfimo. Lo que Antonio Gurcía llamó 'sa­
lario marginal'. Conducidos a las plantaciones 
por la fuerza militar, en el pasado, el control se 
hizo luego a través de la hipócrita "persecución a 
la vagancia". El mercado sólo se volvió libre en 
el sentido de que hubo oferta no compulsiva de 
mano de obra cuando la tierra se volvió escasa y 
la población aumentó. Fue, de todas maneras, 
una mano de obra numerosa, obediente y barata 
tanto en el medio rural como en la ciudad. 

En relación a este aspecto y como resultado 
del fracaso de los procesos democráticos, después 
de 1954, en el país se conformó un tipo de 'socie­
dad civil' en el que apareció una nueva asimetría: 
la destrucción casi total de las organizaciones 
obreras y campesinas, y de hecho, la intolerancia 
frente a cualquier forma organizada de defensa 
de los intereses populares; y por el otro, la 
creación de una inmensa y poderosa cadena 
de organizaciones gremiales, que hoy día se 
han agrupado en la Confederación de Cámaras 
Comerciales, Industriales y Financieras (CACIF), 

cuya presencia en la vida política, económica, 
ideológica y militar de la sociedad ha constituí­
do ya un poderoso factor de poder. Desde en­
tonces,la extraordinaria capacidad de presión 
de las fuerzas patronales constituye un ele­
mento que desequilibra cualquier programa de 
equidad. 
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Finalmente el acceso a la educación consti­
tuye otro indicador elemental de diferenciación 
de oportunidades. También son bien conocidos 
estos datos. En 1950, el 71.9% de los guatemalte­
cos no sabían leer y había regiones -Ia mancha 
indígena- donde estas cifras eran superiores al 
90%. Sólo catorce de cien ni60s tenían acceso a 
la educación primaria completa y la mitad de un 
joven (sic) a la Universidad. El servicio mi­
litar era obligatorio para los mayores de diecio­
cho a60s que no pudieran pagar un impuesto. En 
una economía que no terminaba por ser moneta­
ria, aquella disposición estuvo dirigida a reclutar 
a jóvenes pobres, indígenas en su mayoría. La 
lista de agravios históricos, de mayor o menor 
envergadura es larga y llena de cicatrices el ros­
tro de la sociedad. Contra los pobres no sólo hubo 
pobreza sino violencia, arbitrariedades, despre­
cio, marginalidad cultural y olvido. Estas no son 
frases panfletarias. Constituyen un recuen to de 
adjetivos de una investigación que está haciendo 
falta sobre el mundo de desesperanza en que ago­
tan sus vidas la mayoría de los guatemaltecos. 

La evoluci6n 
de la desigualdad 
y la crisis 

La lógica de la sociedad colonial que la revolu­
ción liberal pareció modificar en algunos aspectos 
apenas alteró su dirección en la postguerra. El cre­
cimientoe conómico produjo mayores factores de 
desigualdad social. La sociedad guatemalteca fue 
adaptándose por pedazos a la modernización rela­
tiva de su estructura productiva. La prosperidad y 
las desigualdades convivieron para subrayar así el 
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carácter contradictorio del crecimiento económico. 
No debe resultar sorprendente este resultado que 
es, a la postre, la combinación de factores de orden 
interno e internacional en los que ha privado de 
manera exacerbada la lógica del mercado. Es, para 
decirlo en el lenguaje de Prebisch, el destino del 
excedente económico en condiciones de atraso polí­
tico y social. Se asimiló de manera incompleta el 
progreso técnico, pero sus frutos, los aumentos de 
la productividad (en la agricultura modernizada, 
en el nuevo sector industrial) se trasladaron de 
manera desigual como resultado de la profunda he­
terogeneidad social a manos de los propietarios de 
los medios de producción, de una minoría en par­
te nacional y en parte extranjera, que concentra­
ron reiteradamente el excedente. Guatemala es un 
ejemplo conspicuo de como el excedente, que es la 
fuente principal de acumulación de capital en ma­
nos de sus estratos superiores no se emplea sino 
para imitar el consumo de los países centrales, o 
para remitir utilidades a los mismos o para gastos 
improductivos del Estado. 

El resultado que interesa señalar es que con 
la prosperidad y el crecimiento aumentó notoria­
mente la pobreza. Esta, como lo recuerda la re­
alidad de todos los días, es algo más que una 
situación de privación material que ya por si sola 
implica graves y diversas carencias. Y como lo 
evidenció la crisis, la pobreza material presenta 
no sólo características sociales sino culturales y 
psicológicas que frustra a los individuos, que su­
pone situaciones de alineación, encono y rebeldía. 
Aunque no son propiamente indicadores de desi­
gualdad, los datos siguientes exhiben comparati­
vamente la privación material relativa que afecta 
tan brutalmente a la población guatemalteca. 
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Cuadro 3 

INDICE DE CALIDAD DE VIDA 
(1840·1870) 

Indice 

1940 1950 1960 1970 

C08ta Rica 69.3 65.8 60.9 57.2 
El Salvador 79.9 78.8 74.1 69.7 
Guatemala 83.8 81.2 79.1 77.0 
Hondu ras 82.9 81.0 77.2 71.7 
Nicaragua 80.3 76.9 73.3 68.9 
América Latina 73.9 73.8 68.6 63.7 

Nota:. El índice varia entre O (ninguna diCerencia con el nivel 
alcanzado por 108 E8tad08 U nrdoa) y 100. Incluye 12 
indicadores: Esperanza de vida al nacimiento, mortali ­
dad infantil, camae de hospital por habitante, médic08 
por habitante, denti8ta8 por habitante, ana1Cabeti8mo 
en la poblaci6n de 15 añoe y má8, porcentaje de 108 
niñ08 de 7·14 añ08 matriculad08 en la escueta primaria, 
porcentaje de 108 j6vene8 de 13-18 añ08 matriculad08 
en la educaci6n media, matricula en la educaci6n supe­
rior como porcentaje de la matricula en la escuela pri ­
maria, número de peri6dicos por cada 1000 habitantes, 
número de teléfonos por cada 100 personas, número de 
persona8 por vehículo automotor en circulaci6n. L08 
indice8 sobre el conjunto de América Latina han aidc 
ponderad08 8egúr. la poblaci6n total de cada pai8. 

Fuente:	 Statiscal Abet ract o{ Latin America, Cit. Vol. 21 cua­
dros lOO y 101. Cuadro 2201. 

La reacción frente a la pobreza que engendró 
el crecimiento fue objeto de diversas medidas de 
política social. No es posible desconocer los es­
f'uerzos del Estado, de algunos organismos pri ­
vados internacionales y hasta de instituciones 
nacionales alarmados más que por el sufrimiento 
humano, por los efectos políticos que se estaban 
produciendo. El fracaso del reformismo en Gua­
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Cuadro 4 

INGRBSO PBR CÁPITA 
( 1160·1878) 

-en dólares de 1980­

1950 1960 1970 1978 

Costa Rica 347 474 656 879 
El Salvador 265 319 397 463 
Guatemala 293 322 417 575 
Honduras 232 250 289 290 
Nicaragua 215 

271 354 412 
América Lat ina 396 490 648 824 

Fuente:	 StatiBcal Abstract of Latin America, Cit. Vo1.21 cua­
dros 100 y 101. Cuadro 2201. 

temala es el éxito de la economía libre de merca­
do. La voluntad de justicia social, que es volun­
tad política, fue inferior a )a furia con la que las 
leyes de la competencia distribuyeron el ingreso. 
Ocurrió lo que en un gallinero hace la zorra cuan­
do se le deja en libertad de moverse como quiera. 

Las dificultades para que tuviera éxito, mo­
derado pero necesario, una estrategia reformista 
en favor de un desarrollo menos desigual, descan­
sa en varios hechos. Uno, la capacidad de reac­
ción de los grupos dominantes, especialmente la 
burguesía agraria, gravemente amenazada con 
ocasión de las expropiaciones de tierra entre 
1952-54. Ya se ha dicho que no hay nada más 
agresivo que una clase propietaria asustada. 
Otro, las dificultades que enfrentaron los secto­
res populares para realizar la defensa institucio­
nal de sus derechos. En esto cuenta, básicamente, 
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Cuadro 5
 

PERFIL DE DESARROLLO
 
EN VARIOS PAfsES:1870
 

INDICES 1
 

Guate­ Centro Estados 
mala América Unidos 

Indicador Promedio 
de desarroll02 

Alfabet ismo 
Ed. primaria y secundaria 
Expectativa de Vida 
Mortalidad infantil 
Agua potable 
Trabajadores asalariados 
Trabaj adores agrícolas 
Trabajadores profesionales 
Consumo de proteínas 
Circulación de periódicos 
Televisores 
Teléfonos 
Producción Agrícola/PEA 
Producción manufacturera/PEA 
Consumo de acero 
Consumo de energía 
Inversión/PEA 
Comercio exterior 
PIS per cápita 

34.6 
26.8 
15.2 
32.2 
46.5 
36.8 
47.4 
28.4 
30.3 
35.6 
44.2 
38.2 
32.9 
39.1 
35.7 
27.3 
27.4 
37.9 
40.3 
45.8 

44.4 
40.3 
34.0 
43.5 
49.2 
41.0 
59.4 
33.1 
49.2 
47.6 
55.3 
46.2 
39.:i 
45.2 
48.6 
32.7 
36.8 
45.1 
53.1 
46.0 

103.7 
97.7 

101.5 
85.9 
92.7 
97.7 

100.2 
100.6 
101.5 
106.1 
94.8 

119.9 
119.6 
113.3 
118.5 
104.2 
120.0 
103.8 
76.1 

115.0 

1.	 Se consideran pafBes desarrollados a los que presentan 
índices mayores de 70. 

2.	 Promedio simple de los índices respectivos exceptuando el 
PIS per cápita. 

Fuente:	 Cen troamérica: La Crisis en Cifras .Gallardo, María 
Eugenia y López, José Roberto. FLACSO-IICA, San 
José, 1986, 2tiOp. 

272 



el papel jugado por los sectores medios y su capa­
cidad de dirección política en favor de la demo­
cratización del sistema. Finalmente, el papel 
desempeñado por la política norteamericana, que 
hasta antes de 1980 condicionó sus intereses es­
tratégicos a la seguridad nacional vista en su 
vecindario como estabilidad a cualquier precio. 
Su vinculación en el pasado a la política local, a 
los grupos más conservadores o comprometidos 
con las prácticas autoritarias ahora se refuerza 
con los esfuerzos financieros que realizan para 
privatizar. 

La coherencia de las políticas sociales descan­
sa básicamente en la capacidad del sistema de 
dominación y en su expresión institucional, el 
Estado, para corregir, cambiar, limitar, otorgar. 
Vale decir, planificar para prever. Promover y 
asignar recursos con la óptica más universal, me­
nos corporativa que el poder estatal debe mane­
jar. Esto es lo que no hubo en Guatemala. 

La crisis política se origina en la inequidad. Es 
una revuelta contra la injusticia que se desencade­
nó en Guatemala y tiene orígenes de longitud diver­
sa. No fue el estancamiento sino una particular 
dinámica del crecimiento lo que favoreció el descon­
tento y alimentó el rencor que produce la extrema 
polarización social. Pero no fueron razones econó­
micas inmediatas. Por su manera de constituirse, 
la crisis fue un desafío al orden tradicional, expre­
sado este desafío como demandas democratizadoras 
fundamentales. Fue la persistencia de hábitos, ins­
tituciones, y valores autoritarios, acompañados 
por una modernización de la violencia estatal lo que 
produjo los sucesivos fenómenos que condujeron al 
estallido de la insurgencia popular y a la violencia 
generalizada. 
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En el marco de una aguda crisis de esa magni­
tud ninguna política reformista puede tener éxi­
to. Por el contrario, en tales condiciones tienden 
a agudizarse las desigualdades que el conflicto, 
ha	 exacerbado a niveles inimaginables. Ha ocu­
rrido en Guatemala una suma de fatalidades. El 
terremoto de 1976 arruinó a la población indíge­
na que ya estaba secularmente lastimada. Los 
conflictos violentos y la represión constituyen un 
desastre no natural que entre otros efectos signi­
ficó el asesinato de cerca de 50.000 campesinos, 
el	 desplazamiento de casi medio millón de perso­
nas, incluídas allí los 60.000 refugiados guate­
maltecos en México. 6 Jo'inalmente, la crisis 
económica se abatió sobre la región y a partir de 
1980-81 ha sumido en el estancamiento a estas 
sociedades. El Producto Interno Bruto, por habi­
tante, se estancó en 1980 y esté decreciendo has­
ta la fecha. 6 

El resultado de este atroz conjunto de facto­
res naturales y artificiales nacionales e ínter­
nacionales, es que la sociedad ha alcanzado un 
grado jamás imaginado de pobreza para la mayor 
parte de la población, de sufrimiento humano que 
no puede medirse, de postración física y amenaza 
de deterioro biológico para la mayoría de una 
nueva generación. Este cuadro de inequidad fun­
damental difícilmente pueda ser presentado en 
estas líneas. El resultado de la última encues­

6.	 De la numer08a documentación ezi8tente, citam08 
Wa8hinlton Office on Latin American, Security and De­
velopment Condition8 in the Guatemalan Higland8, Wa8­
hington, 1986, pég.2. 

6.	 FLACSO, ba8e de dat08 de Cen'roam'rica: la Crisis en 
Cifras, apoyado8 en información de CEPAL y otra8 
fuente8 
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ta realizada por WOLA, por ejemplo, es que los 
efectos de la violencia, el desplazamiento de la 
población, la destrucción de grandes zonas de 
economía rural, constituyen factores que de no 
remediarse hacen imposible cualquier programa 
de recuperación económica. Para medir la ine­
quidad realmente existente, júzguese que hay en 
el país (1987), 15.000 viudas, entre cien y ciento 
veinte mil huérfanos sin asistencia alguna. Un 
nuevo recuento, calcula en 75.000 los campesinos 
asesinados. 

Referirse brevemente a la situación existente 
en la región del altiplano guatemalteco resulta 
pertinente porque es ahí donde se concentra el 
más trágico ejemplo de la desigualdad social (y 
donde habita, la mayor concentración campesina 
del país). Para varios millares de campesinos, que 
han regresado a sus antiguas pertenencias, ha 
sido imposible incorporarse al trabajo producti ­
vo. -Sin casa, herramientas, semillas, animales, 
millares de personas están en la incapacidad to­
tal de reestablecer la economía de subsistencia de 
la cual dependían antes de la campaña de con­
trainsurgencia". 7 La capacidad productiva de la 
población está severamente dañada y en investi ­
gaciones recientes se ha comprobado que la des­
trucción generalizada es ahora mayor que antes 
de la guerra. -En 1986, el deterioro de la econo­
mía y el aumento de la competencia por el trabajo 
bajo el nivel del salario, de un mínimo legal de 
3.20 (quetzales, ahora a 2.70 por dólar) a 1.50 por 
día". Esta situación se ha exacerbado por el he­

¿Who th e Tñe Cos]: o] Wcu th e7.	 WOLA, paJs pri(:e1 in 
Guatemalan HillhlandB. WashiDgtoD, 1988, pago 20. 
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cho que los precios de los productos básicos ha 
aumentado. K 

La pobreza urbana tiene otras características. 
es más visible y se encuentra articulada al funcio­
namiento del sistema. Los llamados antes margi­
nales son ahora grandes mayorías humanas que 
sobreviven en el seno de una economía informal. 
a veces ilegal, muchas veces clandestina. La mi­
seria de la población urbana tiene. además, hoy 
día componentes étnico-culturales con las migra­
ciones de indígenas que huyen de la violencia. 

El 30% de la población activa se encuentra 
hoy día. en ciudad de Guatemala en actividades 
informales. El número de empleados -excluyendo 
el comercio- pasó de 138 m iI personas en 1981 a 
215 mil en 1986. Los desequilibrios existentes en 
la economía urbana se han profundizado con la 
crisis que se manifiesta como un estancamiento 
persistente. Los niveles de miseria urbana han 
aumentado en términos absolutos y relativos. tal 
como lo demuestra un trabado del FADE8 al cual 
remitimos a los interesados. 

i Penear el futuro, 
con optimismo? 

Ningún intelectual puede renunciar a pensar 
el futuro. De hecho. hay épocas en que este es un 
compromiso que forma parte de la cultura im pe­
rant.e. La condición para hacerlo no sólo es un 
imperativo moral como en este difícil trecho de la 

K.. Wola, ibidem. 

9.•'A!)ES: El sector Informal, Guatemala, 19K7, eap. pág. 48 
yaiga. 

276 



historia centroamericana. El problema es el de 
poder razonar históricamente, es decir, no desen­
tenderse de los ifmites que imponen las circuns­
tancias materiales y culturales del momento. El 
viejo dictum de que los hombres hacen la historia 
pero en el marco de las condiciones en que viven 
significa que la conciencia del futuro no puede 
volar, como el buho de Minerva, en la más abso­
luta obscuridad. 

La oportuna convocatoria de CEPAL, en este 
cbadragésimo afio, sirve para reflexionar sobre 
un mafiana menos injusto para nuestras socieda­
des. Llamamos la atención que no es esta, la ruta 
de la utopía. En el pasado, la historia de las 
numerosas utopías fue la historia del sufrimiento 
de los pobres. Así, en el fin del primer milenio, 
el sueño de una sociedad más justa alimentó es­
peranzas pero en la forma de un sueño regresivo. 
La esencia clásica de todo ello fue una crítica del 
orden odiado y un vago e inmenso deseo de 
otra sociedad. Bastaba imaginarlo para esperar 
el cambio. Hoy día, cuando está por terminar el 
segundo milenio y nos encontramos en el seno de 
la peor crisis de este siglo, tenemos que arreglar­
nos para que la crítica de lo real no equivoque el 
camino. Solamente yeso es mucho, deseamos 
una sociedad menos injusta, porque estamos con­
vencidos de que la miseria no pertenece al orden 
natural de las cosas que debemos aceptar. 

Para Guatemala la equidad plausible es una 
inequidad inevitable. Es este el punto de partida 
dadas las profundas carencias de las que se tiene 
información y vivencias. El desamparo del 67% 
de la población que vive en la pobreza, es decir, 
sin ninguna oportunidad de poder resolver sus 
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necesidades básicas 10 tiene dimensiones m últi ­
pies y orígenes diversos. No es responsable quien 
imagine que nuevos elementos dinámicos pueden 
en el mediano plazo resolverlas. Aún más, el pro­
blema del desarrollo con equidad, en la experien­
cia extrema de Guatemala, no es sólo superar el 
estancamiento económico, restablecer aún bajo 
las condiciones más auspiciosas la dinámica del 
crecimiento a largo plazo. Es esta una premisa 
que se asume como condición necesaria; la sufi ­
ciente se refiere a la creación de nuevas condi­
ciones políticas internas y a otra modalidad de 
relaciones internacionales para que la creación 
de riqueza se convierta en riqueza social, para 
que se efectúe el 'efecto de derrame' y se pueda 
hablar en propiedad de un trickle down abundan­
te, durable y profundo. 

Es el momento de hacer algunas consideracio­
nes sobre estos aspectos del desarrollo posible, en 
las condiciones particulares por las que atraviesa 
una sociedad como Guatemala. Se busca comple­
mentar la serie de recomendaciones y sugeren­
cias de la CEPAL con algunas que atiendan esas 
particularidades y, en todo caso, desde el ángulo 
estrecho de nuestra profesión de sociólogo. 

a. La primera condición es la resolución de la 
crisis política, tarea que sólo corresponde a los 
guatemaltecos. Por los desarrollos militares que 
la crisis adquirió, ella no se soluciona sino a tra­
vés de algún tipo de negociación que ponga fin a 
los conflictos de las fuerzas enfrentadas en esta 
relación homicida. El objetivo final en la solu­
ción de la crisis no es tanto que se produzcan 

10	 Los datos y el lellguaje correspolldell a PREALC, diver­
S08 documelltos 80bre Celltroamérica. 
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transacciones y arreglos, difíciles de imaginar, 
sino que por cualquier medio disponible disminu­
ya, primero y termine después cualquier mani­
festación de violencia política, esta es la mayor 
inequidad. En un clima de inseguridad y terror 
ninguna política de recuperación económica pue­
de prosperar y si estos in ten tos de regeneración 
económica no tienen éxito, no podrán a su vez 
eliminarse las causas más profundas que produ­
jeron la violencia y la crisis. Se trata de un meca­
nismo de retroalimentación de la crisis que por 
algún lado hay que interrumpir. La población ci­
vil guatemalteca vive desde hace dos generacio­
nes sometida a una implacable violencia, que ha 
venido minando no sólo la confianza en las insti­
tuciones públicas sino creando todo lo que mu­
chos años de terror colectivo puede producir. 
Fuga de 'cerebros', autocensura, pérdida de la 
creatividad, disminución de la solidaridad y la 
cohesión sociales, rigidez en las relaciones inLer­
personales, desconfianza defensiva, etc. 

El mayor símbolo de que esta situación pueda 
ir cambiando puede encontrarse en un hecho ele­
men tal pero elocuen te: el fin de la práctica de los 
desaparecidos, que constituye un ultraje a la vida 
humana y a los sentimientos de familiares y ami­
gos. y desde otra perspectiva, un desprecio an te 
la capacidad de las instituciones del Estado para 
juzgar y castigar. ¿Por qué desaparecidos y no 
detenidos políticos? ¿Cuál es entonces la función 
del poder judicial? 

Todo esto tiene que ver con un supuesto fun­
damental: no puede concebirse un desarrollo me­
nos inequitativo en el futuro inmediato sin la 
existencia de alguna forma de democracia poUti­
ca. La transición democratizadora se reviste de 

279 



algunos atuendos que no necesitó usar en las 
experiencias del Cono Sur. Lo autoritario, en 
nuestro medio, no fue un paréntesis que esté ter­
minando. Ha sido, por el contrario, una larga 
historia, que prácticamente constituye una mo­
dalidad estructural política de relacionamiento 
entre el poder y la ciudadanía, una forma de 
ejercicio secular para ordenar coactivamente a la 
sociedad. 

El recurso a las elecciones, a la autorización 
del juego de partidos políticos, ciertos márgenes 
de libertad organizada, etc., forman parte de una 
estrategia que nada tiene que ver con el debilita­
miento de 'las alianzas autoritarias'. No hay res­
tauración democrática donde ésta no existió. El 
problema clave, por ello es crear primero un ré­
gimen político más consensual, más legítimo y 
paulatinamente democrático. Lo democrático sig­
nifica una posibilidad de aceptar la oposición po­
lítica. No hay democracia, pero en Guatemala 
estamos viviendo al menos una efervescencia 
democratizadora, Esto significa que numerosos 
grupos de interés social, aún en el clima no pre­
terido de violencia y terror, han empezado a 
organizarse, a participar de hecho, discutir y a 
reivindicar. La cuestión democrática puede em­
pezar así, en la forma de una participación ciu­
dadana restringida, en una primera fase de la 
transición, e irse ampliando paulatinamente. 
Puede suceder que sea inspirada desde 'arriba' y 
en tonces la participación/movilización tendrá dé­
biles contenidos democráticos. Lo mejor es que la 
integración política surja en la base misma, para 
que la raíz popular le de contenidos más perma­
nentes. En todo caso, no estamos planteando la 
falaz dicotomía de la democracia formal -como 
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fórmula jurídica- y la democracia social, como 
prácticas participatorias. 

Esta última condición es decisiva. Es más 
aceptable una situación de desigualdad pero en 
la que hay condiciones de libertad de organiza­
ción sindical, hay estabilidad política, seguridad 
ciudadana. A su vez, si se lograra un aceptable 
avance en la distribución de la riqueza, la cohe­
sión social puede aumentar y podría encontrarse 
la disposición de grupos populares a participar en 
esfuerzos de austeridad, de mediano plazo. Pac­
tos sociales explícitos que puedan favorecer, en 
perspectiva, a toda la sociedad. 

La democracia política es el mejor lugar para 
la organización y constitución de sujetos popula­
res y para la conq uista de igualdades en todos los 
terrenos de la vida social. Tales igualdades no 
pueden ser concisiones graciosas otorgadas por 
los grupos propietarios. La generosidad por lo 
visto no tiene nada que ver con la ganancia en el 
mercado. La conceptualización de la democracia 
política por ello no puede dejar de lado las bases 
sociales de la misma, al punto que no puede des­
vincularse de un modelo de desarrollo, de cambio 
social, de satisfacción de necesidades propuestas. 
La transición desde la condición autoritaria que 
hoy día ocurre en Guatemala, si pudiera hablarse 
de transición, debe favorecer la institucionaliza­
ción del poder civil en todos los niveles deciso­
rios, ni debe ser asumida como un período de 
recomposición autoritaria (mientras dura la cri­
sis). En América Latina, los ciclos democráticos 
son de corta duración. En Guatemala aún más. 

b. No es posible establecer un orden de prela­
ción en el sentido de que primero se deben aten­
der los factores políticos -la democracia- y luego 
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los económ-icos el crecimiento. Por el contrario, 
ambos factores deben caminar de la mano. El 
restablecimiento de las condiciones dinámicas 
del mercado internacional, por lo menos en los 
términos en que ellas funcionaban antes de 1980. 
El repertorio de recomendaciones y recetas, en 
este punto es difícil y contradictorio. Cuando se 
identifican las causas de la crisis (la impredecibi­
Iidad del comercio internacional y de los merca­
dos financieros, el debilitamiento de los impulsos 
dinámicos en el intercambio comercial, la caída 
de los flujos de financiamiento externo, el pago 
de la deuda externa, etc.) resultan a veces muy 
genéricas. La experiencia centroamericana tie­
ne que incluir también el debilitamiento del co­
mercio intercentroamericano, la debilidad de sus 
mercados internos, la dependencia de dos o tres 
productos agrícolas en la exportación, el compor­
tamiento pro-cíclico del capital privado, su voca­
ción a la especulación y a la fuga, la incapacidad 
del Estado para situarse en el centro de dirección 
de las políticas de recuperación, el papel de los 
empresarios, etc. 

Aunque la crisis se originó en las debilidades 
del modelo primario exportador tradicional y las 
recomendaciones hoy día se realizan en el sentido 
de considerar agotado éste, sólo la recuperación 
de la dinámica de este sector puede empezar a 
devolver la salud perdida al conjunto del sistema. 
Ninguna estrategia de recuperación económica 
puede dejar de lado lo que ha constituido la única 
experiencia acumulada durante varias generacio­
nes. Apoyándose en la regeneración del modelo 
pr imario-expor t.ador habrá que intentar medidas 
de otra naturaleza, entre las que están, sin duda, 
aquellas que conduzcan a nuevas formas de coo­
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peración económica regional. Tampoco preconi­
zamos la vuelta a las viejas formas de integración 
económica. El restablecimiento del comercio in­
trazonal sólo debe ser el punto de partida de 
nuevas originales formas de colaboración in ter­
centroamericana. El supuesto implícito en esta 
colaboración es que la viabilidad nacional, ahora 
y en futuro, no es posible. Está en cuestión la 
existencia nacional de cada una de las sociedades 
pequeñas en el ámbito de la nueva división inter­
nacional del trabajo. La viabilidad nacional y la 
permisibilidad internacional, de que habla J agua­
ribe para aludir a las condiciones de sobreviven­
cia de estas sociedades, sólo podrían alcanzarse 
si las sociedades centroamericanas realizan es­
fuerzos vigorosos por integrarse más, por inte­
ractuar fuertemente en relación al exterior, para 
presentarse no sólo como un frente común sino 
como una voluntad unitaria. 

c. La CEPAL ha formulado importantes con­
sideraciones sobre el papel del Estado en la trans­
formación de las sociedades latinoamericanas. 
La experiencia histórica abunda en ejemplos de 
cómo sin expropiar sus leyes, el mercado puede 
ser regulado para introducir las correcciones que 
la anarquía de la oferta y la demanda privadas 
producen. En sociedades como la guatemalteca, 
es imposible imaginar un desarrollo menos ine­
quitativo si no se transforma la naturaleza del 
Estado. Pero también sus relaciones con la socie­
dad. Y también la conformación de esta última. 
Habría que recordar que el Estado no sólo es el 
conjunto de instituciones sino que también expre­
sa un pacto de dominación, de conciliación de 
intereses. La frontera entre lo que sólo analítica 
y formalmente puede ser diferenciado como socie­
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dad versus Estado, se vuelve imprecisa, fluida y 
cambiante según las épocas. No vale la pena in­
tentar UDa def'in ición de ambas esferas, aino ad­
vertir que hay r azonea estructurales para que 
así suceda. El problema clave a nuesrro juicio 
es que el Estado, como poder político que corres­
pon de a fuertes y determinados in tereses de cIa­
se debe ser capaz de UDa intermediación entre 
los ntereaes especificamente privados y aquellosí 

que corresponden al conjunto de la nación. Es 
decir, que sea capaz de plasmar la pretención 
de representación colectiva, general y nacional, 
que el Estado reclama para alcanzar niveles con­
sensuales. 

Si el Estado DO realiza esta transmutacióD efec­
tiva no puede contribuir a cambiar la sociedad Di las 
relaciones dinámicas y múltiples que en esta últi­
ma se desarrollan. Que haya UDa sociedad profun­
damente injusta DO puede ser tampoco el 
argumento def'in it.ivo para considerar la in equidad 
como un hecho natural. Las iniciafivas de cambio 
pueden ven ir desde diversas direcciones, pero dada 
la tradicíón centro (o latino) amer-icana como socie­
dad fuertemente estatal (en el sentido que es desde 
el Estado que se contribuyó a 'atar' la Nación), es 
el Estado, entendido como arena de negociación 
política colectiva, desde donde pueden y deben sur­
gir las primeras medidas. Bien sabemos que en el 
seno de esta matriz conrradictoria que es la socie­
dad, los in tereses de grupos particulares se f'iltran 
de mil maneras hacia el Estado, hasta converger 
y darle sentido al funcionamiento y orientación 
del mismo. 

La salida a la crisis t ien e que ptan tearse desde 
el Estado. Pero ese Estado tiene que ser dist in to 
del actual. No DOS referimos propiamente al go­
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bierno sino a los rasgos institucionales que con­
forman el poder político que se condensa en el 
Estado. Sólo así podría hacerse frente a un dile­
ma, por ejemplo, como el siguiente: un menor 
pago de la deuda externa puede corresponder a 
una mayor posibilidad de reactivación y reestruc­
turación económicas. Sin embargo, la presión del 
desempleo -que es una reivindicación democráti­
ca- debe ser tomada en cuenta, lo que obliga a 
utilizar la capacidad instalada, incidiendo así en 
el problema del financiamiento, de la balanza de 
pagos, etc. Cualquier gobierno se puede encon­
trar rápidamente en un callejón sin salida, a me­
nos que llegue a concensos mínimos en los que 
tiene que participar de manera plena el sector 
privado. La patronal guatemalteca también tiene 
que cambiar. Encontrar el punto medio es un 
problema político arduo. 

y con esto estamos presentando una nueva 
condición para el Estado: una administración efi­
caz. La modernización del aparato público forma 
parte del repertorio de urgencias. La racionali­
dad burocrática para volver eficaz un programa 
democrático de regeneración económica.En este 
aspecto, también hay que considerar otros gene­
ralmente no mencionados: el fin de los diversos 
sistemas de clientelismo, que vuelven dependien­
tes de los favores del Estado a importantes gru­
pos; el fin de diversas formas de corrupción, que 
restan credibilidad y confianza al funcionamien­
to del gobierno. 

No está en nuestras capacidades diseñar una 
estrategia de desarrollo al margen de otras con­
sideraciones que es necesario formular desde una 
perspectiva sociopolítica. A ellas quisiera referir­
me brevemente. La sociedad guatemalteca no po­
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dría alcanzar niveles de menor desigualdad en el 
futuro si no resuelve de inmediato el mayor pro­
blema humano causado por la crisis: la sobrevi­
vencia física de las víctimas de la violencia -los 
refugiados y los desplazados- que son en este 
momento la población más vulnerable, la que vive 
en peores condiciones de pobreza y la que por si 
misma ya no puede reaccionar para autoayudase. 

Los presidentes centroamericanos declararon 
en 1988, con realismo, que el problema de los 
refugiados y desplazados es el reto más urgen te 
al que habría que enfrentar, cualquiera que sea 
la estrategia de desarrollo que se intente. 11 Esto 
supone realizar esfuerzos de mayor envergadura 
política y moral para alcanzar la pacificación del 
país, con vencidos como debemos estar los guate­
maltecos que si la muerte continúa diariamente 
derrotando a la razón, si la conducta civilizada 
no puede imponerse sobre Jos ánimos sectarios 
cualquiera que sea la den om in ación , que se utili­
ce la sobrevivencia misma como sociedad está en 
peligro en Guatemala. Hoy día, ya no hay convic­
ciones ni coartadas superiores a la salvación del 
país, del trágico destino que le hemos impuesto 
todos los guatemaltecos. 

11. Esquipulas II: Procedimientos para establecer una paz 
firme y duradera en Centroamérica, en Balance de una 
Esperanza, FLACSO, 191111. 
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Introducción 

Los importantes logros sociales alcanzados en 
Costa Rica desde los afias cincuen ta han estado 
estrechamente relacionados con el régimen po­
lítico democrático y con algunas orientaciones 
básicas de las políticas económica y social. El 
Estado, consolidado como soporte fundamental 
de la acumulación privada, ha sido terreno eficaz 
para llevar a cabo compromisos entre diversos 
grupos sociales de intereses contrapuestos, como 
los empresarios y los sectores populares. 

La importante expansión del mercado interno 
fue congruen te con una política de salarios cre­
cientes. En los años sesenta y hasta 1972 los 
salarios reales aumentaron, y si se consideran los 
años setenta en su conjunto, pese a que se dete­
rioraron en los años de mayor inflación, dichos· 
salarios también se incrementaron. 

Por otra parte, dada una estructura tributaria 
crecientemente regresiva, fue primordial la im­
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portancia que tuvo el efecto redistributivo del 
gasto social por medio de instituciones de bienes­
tar. Algunas de ellas, proveedoras de un salario 
social, surgieron en los agitados años cuarenta; 
más tarde experimentaron un gran desarrollo y se 
diversificaron, incluso en el decenio de 1970 en 
que ya se vislumbraban problemas en el creci­
miento económico. 

La crisis creciente y la política económica han 
tenido consecuencias en el empleo y en el nivel y 
distribución del ingreso, y han acarreado modifi­
caciones del Estado de Bienestar, aspectos cu­
yas peculariedades se abordarán más adelante. 
Igualmente se señalarán algunas posibles opcio­
nes de desarrollo social para los años venideros. 
Se concluye que, pese al deterioro de la polí­
tica social, no se ha implantado un proceso de 
desmantelamiento de las instituciones propias 
del Estado de Bienestar, cuyo importante efecto 
redistributivo continúa vigente. La estabiliza­
ción financiera, preconizada para enfrentar el dé­
ficit de las instituciones de bienestar social, se ha 
conseguido básicamente mediante la racionaliza­
ción del gasto, privilegiando la reforma adminis­
trativa, la generación de ingresos y la 
reestructuración de los servicios (Rivera y 
Güendell, 1988 a, pp.18 y 19). 

Todo ello muestra la orientación consensual 
de la política, la que incluso tuvo importantes 
efectos colaterales, al contribuir a la estabilidad 
económica, en el período del Presidente Monge. 
Las perspectivas dependerán, entre otros facto­
res, del signo y de los resultados del ajuste estruc­
tural y de las condiciones de renegociación de la 
deuda externa. Estos factores condicionantes, y 
la eventual implantación de otras opciones de po­
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lítica económica y social, a contrapelo de las vi­
gentes, caracterizan los posibles escenarios de las 
próximas décadas. 

I 

EL NIVEL DE VIDA DE LA POBLACIÓN 
Y LA pOLíTICA ECONÓMICA 

Las políticas económica y social son dimensio­
nes inseparables del desarrollo, y Su integración 
en favor de la inversión, el empleo, y la distri­
bución, constituye la base de la democracia <CE­
PAL, 1986, p. 6). En ese sentido, la política social 
no es la única responsable de la equidad, cuyo 
logro no se restringe a los servicios sociales sino 
que concierne a todas las áreas de las políticas 
económica y social y abarca las perspectivas de 
corto y largo plazo. De allí que los problemas 
sociales y sus soluciones no deben estar aislados 
ni subordinados con respecto al objetivo del cre­
cimiento económico <CEPAL, 1987, p. 7). 

En Costa Rica existe relación entre el compor­
tamiento de las variables macroeconómicas y el 
de los ingresos; sin embargo, los cambios en la 
magnitud de la pobreza no corresponden automá­
ticamente a los que registran los indicadores ma­
croeconómicos. En el nivel de vida de las 
~ltimas dos décadas, considerados los ingre­
sos, el consumo, el empleo y la mortalidad in­
fantil, se distinguen claramente tres períodos 
(Trejos y otros, 1988, pp. 54-61): 

.1. Mejoramiento del nivel de vida (1970­
1979): elevación de los indicadores de ingreso, 
sobre todo de los salarios. Al parecer, los más 
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beneficiados fueron los estratos altos, pero 
ciertos indicadores como la mortalidad infantil, 
muestran una reducción importante y revelan un 
mejoramiento de las condiciones de vida de los 
grupos de menores ingresos. Hubo una leve caída 
o estancamiento en los años 1974 y 1975, parti­
cularmente en este último, relacionados con la 
crisis petrolera. 

Según estimaciones globales de la pobreza, un 
25% de las familias y un 30% de las personas 
estarían en esa situación. El fenómeno de la po­
breza es mayoritariamente rural; y ha aumentado 
en intensidad, lo que se evidencia en el recrude­
cimiento de la pobreza extrema y en la mayor 
cantidad de recursos necesaria para erradicarla. 
Respecto de la pobreza extrema, se discute la 
posibilidad de que se haya sobrestimado. 

b, Reducción marcada del nivel de vida (1980­
1983): en tres o cuatro años, se retrocedió un 
decenio o más en los indicadores del nivel de vida. 
El ingreso salarial cayó más rápidamente que el 
ingreso familiar y éste, más aceleradamen te que 
el consumo. El efecto del cambio, aunque con 
matices particulares, fue generalizado para toda 
la población. El desempleo abierto aumentó en 
un primer momento más que el subempleo, pero 
luego llegaron a equipararse. La reducción siste­
mática de la tasa de mortalidad infantil se detuvo 
y se estancó en alrededor de 20%. 

En este período, la proliferación de los grupos 
pobres se concen tró en la pobreza básica, mien­
tras que la pobreza extrema mostró una leve re­
ducción. El incremento de la pobreza parece 
concentrarse en los grupos situados ligeramente 
por encima del umbral de pobreza, mayoritaria­
men te urbanos; de ahí su alta vulnerabilidad en 
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coyunturas críticas. En 1983, un 40(~, de las fa­
milias pobres y un 38(P(, de las personas pobres 
residían en las zonas urbanas. 

La concentración del ingreso, según el coefi­
ciente de G ini, era en 1983 aproximadamente de 
0.47, mientras que en 1971 fue de 0.44, grado 
de concentración moderado en relación con otros 
países latinoamericanos. El 10% de las familias 
más pobres percibía menos del 2% del ingreso 
total, mientras que el 10% de las familias más 
ricas percibía el 37%. Más de la mitad del ingreso 
familiar total se concentraba en el 20(}(, de las 
familias de mayores ingresos, y cerca del 70% 
de las familias se ubicaban por debajo del ingre­
so familiar medio, que ascendió a 14.066 colones 
mensuales (Trejas y Elizalde, 1986, p. 90). 

Según una comparación general tentativa 
de la distribución del ingreso entre 1971 y 1983 
(ibid., pp. 100-101) en ambos años la concentra­
ción fue mayor en las zonas urbanas, fenómeno 
que se acentu6 en 1983. Decreció en los sectores 
más pobres (primer 20%) y en los medios (60% 
intermedio), en favor del 20% de mayores ingre­
sos, sobre todo en el Area Metropolitana. Dentro 
del 20(J() de mayores ingresos, se produjo una se­
paración o diferenciación entre el noveno y el 
décimo decil en favor del último, sobre todo en las 
ciudades. En ese sentido, el incremento de apro­
ximadamente 18(fo de los ingresos registrados en 
escala nacional, sobre todo en las zonas rurales, 
no significó un progreso resdistributivo (lbíd., 
pp. 102-103). 

c) Recuperaci6n del nivel de vida (1984-1986) 
sin alcanzar el nivel anterior a la crisis: con la 
excepción de la mortalidad infantil, que permane­
ció estancada, se revirtió la tendencia al deterio­
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ro de los diversos indicadores, la mayoría de los 
cuales no alcanzó, sin embargo, los niveles de 
1977. La recuperación fue mayor en los ingresos 
que en el consumo. 

En este período hubo una reducción de la mag­
nitud absoluta, incidencia e intensidad de la po­
breza, tanto por estratos como por zonas. La 
disminución mayor se registró en la pobreza bási­
ca y en las zonas urbanas. La atenuación de la 
in tensidad, de un 50%, fue mayor que la de la 
incidencia, que alcanzó a 26%. Cabe señalar que 
en 1986 los coeficientes de pobreza fueron más 
favorables que en los años 1971, 1973 Y 1977. 

Por otra parte, en 1987 y 1988, al arreciar la 
inflación y registrarse rezagos en la recuperación 
de los ingresos, empeoró nuevamente el nivel de 
vida, lo que marcó un cuarto período aún no sis­
tematizado. 

El comportamiento de estos indicadores tiene 
una relación parcial con las coordenadas sociales 
de la política económica. En esta relación se pue­
den distinguir tres fases. La primera, corres­
ponde al gobierno del Presidente Carazo, cuyas 
políticas tendientes a contraer la demanda des­
cuidaron su impacto en la estructura de los pre­
cios relativos y de los ingresos. Esta orientación 
ortodoxa, sumada a la liberalización de los tipos 
de interés y del mercado cambiario, condujo a la 
estanflación y a una pugna distributiva, lo cual 
acentuó la desestabilización y la incertidumbre 
social (Rivera, 1987). La segunda fase, el gobier­
no del Presidente Monge, marcó el éxito de 
una política de estabilización heterodoxa, de 
efectos sociales condicionados por diversos ele­
mentos: medidas compensatorias en los secto­
res sociales más desprotegidos; trasformación 
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gradual de la estructura económica; y enormes 
alzas de las tarifas de los servicios públicos. La 
política salarial fue inicialmente muy restrictiva. 
Se definió una canasta básica compuesta por 16 
productos de consumo básico, sometida a control 
de precios. Los incrementos salariales se fijaron 
cada seis meses, de acuerdo únicamente con las 
alzas de esta canasta. El salario mínimo real 
medio cayó en 1981 en un 10% yen un 5% en 1982 
(Castillo, 1986, p. 2000). Los salarios reales de 
los estratos inferiores fueron reajustados en for­
ma desproporcionada, lográndose proteger su 
capacidad de compra, a diferencia del comporta­
miento de los salarios reales más bajos predomi­
nantes en América Latina, que cayeron más que 
el promedio (Tokman y otros, 1988). A partir 
de 1984 hubo una recuperación general de los 
salarios. 

En la tercera fase el gobierno del Presidente 
Arias, la atención se ha centrado en el ajuste 
estructural. En este terreno, el conflicto social 
fundamental gira en torno al problema campesino 
y la llamada agricultura de cambio. Se esperan 
cambios en el empleo, relacionados con las modi­
ficaciones arancelarias y la reconversión indus­
trial. Respecto de la deuda externa, a pesar del 
fuerte flujo de recursos de la AID y de otras fuen­
tes desde el gobierno del Presidente Monge, y de 
sus efectos en el ajuste (Rosenthal, 1986), la im­
posibilidad de cumplimiento ha conducido a satis­
facer el servicio de acuerdo con la capacidad de 
pago del país. Se comprueba una creciente discre­
pancia entre los pagos contractuales y efectivos: 
según datos del Banco Central, después de cubrir 
en 1985 un 95% de los intereses, se pasó a un 35% 
en el primer semestre de 1988. Naturalmente, 
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con ello se atenuaron los efectos en la economía 
y en el bienestar de la población, en una estrate­
gia de ajuste orientada hacia el crecimiento. 

Respecto a la dimensión del Estado, es impor­
tante considerar el significado que ella tiene para 

Cuadro 1 

COSTA RICA: TASAS DE DESEMPLEO,
 
SECTORES PÚBLICO Y PRIVADO
 

1980-1988 

19110 19111 19112 1911a 19114 19115 19116 

Pafa 
Sector privado 5.2 11.5 ILa 11.0 6.K 6.2 5.11 
Sector público 2.2 2.11 4.3 3.2 2.9 a.o 2.5 
Gobierno central 2.5 s. l 5.2 3.5 a.4 a .1 2.6 
Inst . Aut6nomas 2.0 2.6 3.5 2.9 2.4 2.11 2.2 

Valle Central no 
metropolitano 

Sector privado 5.9 11.7 9. l 11.9 6.7 5.11 5.5 
Sector público 2.7 2.5 3.5 2.8 3.5 2.4 2.3 
Gobierno central 2.7 2.3 4.0 .'L2 4.11 s.s 2.5 
Inst. Aut6nomas 2.7 2.7 2.6 2.a 2.1 1.3 2J! 

Area Metropolitana 

Sector privado 5.0 /l.1 10.7 7.3 7.4 7.0 6.2 
Sector público 1.7 a.4 5.7 3.1 2.3 3.2 1.6 
Gobierno central 2.4 4.5 6.7 3.9 2.3 2.9 2.2 
Inst. Aut6nomas 1.3 2.7 5.0 2.4 2.4 3.4 1.2 

Resto del país 

Sector privado 4.6 11.7 5.a 7.7 6.5 5.9 5.7 
Sector público 2.5 2.5 a.4 11.7 2.5 3.4 3.11 
Gobierno central 2.2 2.6 4.1 3.4 2.2 2.11 3.8 
Inst. Autónomas 2.7 VI 2.11 s.s 2.11 a.9 3.11 

Fuente: Argüello y Lavel1 ( 191111). 
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el empleo. No se han implantado políticas de des­
pidos masivos en aras de una racionalización de 
las instituciones estatales. En el presente dece­
nio, las tasas de desempleo abierto del país se han 
mantenido relativamente bajas (cuadro 1). Por 
otra parte, el mercado laboral mantuvo discrimi­
naciones en contra de la mujer, que se manifesta­
ron en el acceso a las ocupaciones y en las tasas 
de ocupación e ingresos, incluso en presencia de 
ventajas educativas por parte de la mujer. Con­
siderando los salarios medios por sexo, en 1980 el 
salario femenino era un 90% del masculino; "en 
1982 un 84% y en 1985 un 89%. Este comporta­
miento fue característico del sector privado (Mo­
ritz, 1986, p. 90) Y muestra un sesgo salarial que 
acentuó la discriminación por sexo. 

En materia fiscal, la política ha sido crecien­
temente regresiva a lo largo del decenio, en el 
marco de una promoción indiscriminada de expor­
taciones a terceros mercados. 

11 

LA POLÍTICA SOCIAL EN UN CONTEXTO
 
DE CRISIS ECONÓMICA
 

1.	 Vigencia redistributiva 
de la política social del Estado 

Según estudios del subsidio público en progra­
mas sociales (Trejas, y otros, 1988, pp. 175-196), 
el subsidio global se estima, para 1983, en 19,512 
millones de colones, equivalentes a un 16% del 
producto interno bruto de ese año. De este subsi­
dio, se dedicaba un 39% a educación, un 38% a 
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salud, un 9% a servicios de agua y depuración de 
aguas, un 7% a vivienda, un 5 % a alimentación y 
nutrición y un 2% a seguridad social. Por otra 
parte, un tercio de él beneficiaba a las familias 
pobres; y, dentro de ellas, un 53% a las de pobre­
za básica y un 47% a las de pobreza extrema 
(ibíd., p. 180). 

En educación, las familias pobres percibían 
más de la cuarta parte del subsidio. De otro lado, 
hay claras diferencias por estrato en el acceso a 
la educación: los beneficiarios de la educación 
secundaria se concentran en los sectores medios; 
un 42% de los beneficiarios de la educación supe­
rior proviene de los dos deciles de familias adine­
radas y en la educación primaria la situación es 
la opuesta (lbíd). 

En salud, un 37% de los gastos se asignaba a 
las familias pobres. Considerando esta pobla­
ción, el subsidio medio en salud por familia pobre 
era mayor que el de los no pobres en más de un 
50% (lbfd). 

En alimentación y nutrición, asf como en se­
guridad social, los subsidios estaban orien tados 
principalmente hacia las familias de bajos ingre­
sos: dos terceras partes de estos gastos beneficia­
ban a las familias pobres (Ibíd) , Por el con trario, 
en vivienda, agua y depuración de aguas, benefi­
ciaban básicamente a sectores no pobres. Las 
familias pobres obtenían sólo un 11 % del subsi­
dio en vivienda y un 20% del subsidio en agua y 
depuración de aguas. En el caso de la pobreza 
extrema, el subsidio en vivienda era nulo y en el 
otro, sólo de un 9% (Ibíd., p. 182). 

El impacto redistributivo de estos programas, 
es notable. Tanto en términos relativos como 
absolutos, los pobres constituían el grupo más 
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favorecido. Si se considera el conjun to del país, 
el subsidio incrementaba el ingreso familiar glo­
bal mensual en más de una cuarta parte. El in­
greso familiar de los países se elevaba en 4.187 
colones, suma que representa un 86% del ingreso 
familiar obtenido por ellos, y un 18% del obtenido 
por los no pobres. (lbíd. p. 184). En el caso de la 
pobreza extrema, el ingreso aumentaba a más del 
doble. Regionalmente, el subsidio mensual a las 
familias urbanas (promedio 4,166 colones) era 
mayor que el de las familias rurales (2,993 colo­
nes) si bien en las áreas rurales los pobres reci­
bían mayores beneficios que los no pobres. De 
allí que se puede concluir: 

"Cuando el subsidio es considerado, la propor­
ción global de familias en pobreza declina de 
un 26 % a tan sólo un 10 %. La reducción más 
fuerte tiene lugar en la pobreza extrema, cuyo 
nivel llega a ser de sólo un 3 %. Como conse­
cuencia, la composición de la pobreza global 
cambia: el 70 % de la misma proviene de la 

pobreza básica (en lugar del 53% que era antes 
del subsidio) y el resto proviene de la pobreza 
extrema" (Ibíd., p. 188). 
Una vez incluido el subaidio, el ingreso global 

del país y el ingreso global urbano se incrementa­
ban en una cuarta parte, y en las zonas rurales, 
en un 30%. Con excepción de las familias urba­
nas en pobreza básica, el subsidio conducía a ni­
veles medios superiores para todos (Ibíd., p. 190). 
En virtud del subsidio la brecha de pobreza global 
por familia, declinaba de 3,332 colones a 2,732 Y 
medida per cápita, de 498 a 382 colones: la brecha 
global pasaba de 439 a 137 millones, lo cual re­
presenta una reducción de más de dos terceras 
partes (Ihíd., p. 192). 
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Estas consideraciones se basan en una encues­
ta de bogares realizada en 1983. Respecto de la 
situación posterior, se debe tener en cuenta el 
efecto de cierta con tracción real del gasto público 
destinado a tales subsidios, como veremos más 
adelante. 

2.	 Disminución real 
del salario social 

La situación fiscal de los años ochenta, carac­
terizada por el alto servicio de la deuda, por la 
dependencia del financiamiento externo de orga­
nismos con sendas propuestas para sanear las 
finanzas públicas, y por la precariedad del cre­
cimiento económico, acarreó restricción de re­
cursos a las instituciones encargadas del salario 
social. 

En el período 1975-1985 es notoria la caída 
real del gasto púhlico destinado a las políticas 
sociales, a partir de 1981. Unicamente en trabajo 
y seguridad social se superaron en 1985 los nive­
les de 1980 (cuadros 2 y 3). 

Los diversos sectores fueron afectados en for­
ma desigual. Entre 1975 y 1981 la proporción de 
los recursos asignada a todos los sectores sociales 
se mantuvo relativamente estable, pero a partir 
de 1981 se aprecia una fuerte reducción. El sec­
tor más afectado fue el de la salud que de captar 
un 26.4% del gasto en 1979, sólo percibió un 17% 
en 1985. El sector de la vivienda, por su parte, 
se vió fuertemente castigado en 1982, pues su 
participación descendió a un 1.5% del gasto públi­
co total; posteriormente se recuperó y logró en 
1985 superar el porcentaje de 1975, al captar un 
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2.4% del total de los recursos disponibles (MIDE­

PLAN, 1987a, p. 3l). 
Medido en relación con la población total del 

país -no por beneficiarios directos- el gasto reve­
la una considerable reducción en los sectores so­
ciales, básicamente en los de educación y salud. 
Todos los sectores muestran en 1985 una dismi­
nución real por debajo del nivel de 1975, con 
excepción del de vivienda, que registra un incre­
mento del 9.5%. El sector de la salud es el más 
afectado, con una disminución del 29% en esos 
diez aftas <Ibíd., p. 34). 

Sin embargo, si se analiza el gasto social como 
proporción del PID, la caída es menos pron uncia­
da, ya que aquél incluso elevó su participación a 
un 42.1% en 1985 en circunstancias que en 1978 
había sido de un 41% y en 1975 de un 35.6% (ibíd., 
p.35) (cuadro 4). Si se consideran la capacidad 
productiva y la caída real del gasto social se ad­
vierte que no ha habido un proceso de desmante­
lamiento del Estado de Bienestar, aunque son 
notorias las restricciones fiscales. Por otra par­
te, la voluntad de contraer el gasto y racionalizar 
las plazas en el sector público y, sobre todo, los 
efectos de la política salarial, se manifestaron 
con claridad: el gasto del gobierno central desti­
nado a sueldos y saJarios de los servicios sociales 
se redujo de un 29.7% a un 14.3% entre 1975 y 
1985 <Ibíd., p. 53). 

Naturalmente, el recorte del gasto incidió en 
la prestación de servicios. Respecto del sector de 
educación y recursos humanos, un diagnóstico 
gubernamental reciente destaca la sensible dis­
minución de los recursos presupuestarios y 
sus repercusiones negativas en la contratación de 
personal, la eficiencia de los servicios y en 
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Cuadro 2 

COSTA RICA: GASTO PÚBLICO DEDICADO 
A ALGUNOS SECTORES SOCIALES, 1976·1986 

(Mlle8 de eotones corrlente8) 

Año T'ot a Ies Educación Salud Trabajo )' Vivienda Otros-
Seg. Social 

1975 6,028.291.2 932,475.4 1,476.327.3 608.142.9 126.328.7 2.908.598.6 
1976 7.667.182.3 1.243,005.3 1.701.257.9 690.422.1 188.678.4 3.843.818.6 
1977 10,348,253.1 1.550.052.4 2.095.511.8 774,165.7 234.403.7 5.694.119.5 
1978 12.407.851.6 1.916,476.7 2.901.224.2 1.054.479.6 264,413.3 6.261.257.8 
1979 14.870.749.4 2.307,532.5 3,930.052.0 1.455.936.1 359.948.9 6.817.279.9 
1980 18.662.560.6 2.876.174.5 4.673.548.5 1.483.347.2 637.475.0 8.992.015.4 
1981 22.137.024.1 3.443.934.0 4.533.741.8 1.473.480.7 408.882.0 12.278.985.6 
1982 34.876.762.0 4.826.198.9 6.146.936.1 2.487.934.1 513.834.4 20.901.858.5 
1983 53.606.103.9 6.709.286.9 9.154.956.7 3.287.932.1 1.230.641.8 33.223.286.4 
1984 68.680.246.8 8.551.652.3 11.591.452.3 5.279.275.8 1.654.086.0 39.583.780.4 
1985 78.459.058.8 10.209.509.7 13.402.978.6 6.994.025.4 1.766.145.2 46.086.399.9 

- Inc luye otros sectores sociales ). no so cfal es 

Fuente: Iníormacion elaborada por YlIDEPLAS sobre la base de iníormacion oficial. 



Cuadro 3
 

COSTA RICA: GASTO PÚBLICO EN COLONES CONSTANTES­

DEDICADO A ALG UNOS SECTORES SOCIALES
 

(1975·1985)
 

Ano Totales Educación Salud Trabajo s Vivienda Otros--
Seg. Social 

1975 2.273.430.9 350.291. 3 554.593.3 228.453.4 47.456.3 1.092.636.6 
1976 2.401.999.5 389.412.7 532.975.5 216.297.7 59.109.8 1.204.203.8 
1977 2.770.616.5 415.007.3 561.047.3 207.273.3 62.758.7 1.524.529.9 
1978 2.8 )4.951.4 441.584.5 668.484.3 241.271.8 60.924.7 1.442.686.1 
1979 2.:196.926.5 465.040.8 792.029.8 293.417.2 72.541.1 1.373.897.6 
1980 3.157.276.3 486.580.0 790.652.8 250.963.8 107.845.5 1.521.234.2 
1981 '~.967.827.4 461.715.2 607,821.7 197.544.1 54.549.1 1.646.197.3 
1982 2.885.477.0 399.288.4 508.557.6 205.835.5 42.511.3 1. 729.284.2 
1963 3.128.456.6 391.554.5 534.284.0 191.884.0 71.820.4 1.938. 913. 7 
1984 3.151.039.8 404.237.9 547.929.7 249.552.1 78.188.9 1. 971.131. 2 
1985 3.011.054.3 391.814.5 514.371.5 268.411.8 67.780.1 1.768,676.4 

- Deflact edo por el índice de precios impUcito del gasto en consumo final del Gobierno 

-- General; tomado del folleto de Cuentas Nacionales de Costa Rica. 
Incluye otros sectores sociales ). no sociales 

Fuente: Información elaborada por MIDEPL.~:-; sobre la base de información oficial. 



las necesidades de infraestructura (Secretaría 
Ejecutiva, 1987). 

Cuadro 4
 

COSTA RICA: GASTO PÚBLICO
 
EN ALGUNOS SECTORES SOCIALES
 

COMO PROPORCiÓN DEL PRODUCTO
 
INTERNO BRUTO, 1976·1986
 

(Colones corrientes)
 

Año Total Educa- Salud Trabajo Vivienda Otros 
ci6n y S.Social 

1975 
1976 
1977 
19711 
1979 
19110 
19M 1 
1911:¿ 
1911:i 
19114 
19115 

as.s 
:n .0 
39.1 
41.0 
48.0 
45.1 
311.7 
35.11 
41.2 
42.0 
42.1 

5.5 
6.0 
5./i 
6.3 
6.6 
6.9 
6.0 
4.9 
5.1 
5.4 
5.4 

11.7 
II.:¿ 
7.9 
9.6 

11.4 
11.3 

7.9 
6.3 
7.0 
7.a 
7.2 

3.4 
a.a 
:¿.9 
3.5 
4.2 
a.s 
2.6 
2.6 
2.5 
a.3 
3.11 

0.7 17.3 
0.9 18.6 
0.9 :¿ 1.6 
0.9 20.7 
1.1 19.7 
1.6 21.7 
0.7 21.5 
0.5 21.5 
1.0 25.6 
1.0 :¿5.0 
0.9 24.8 

Fuente:	 Informaci6n elaborada por MIIH;I'I.AN a base de infor­
maci6n oficial y del Banco Central de Costa Rica, 
Cuentas Nacionales de Costa Rica. 

3.	 La racionalización 
de la potttica social 
y los procesos de centralización 
en el seno del Estado 

La magnitud de la restricción del gasto social 
efectuada ante la imposibilidad de dejar inaltera­
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da la política social, no condujo al desmantela­
miento del Estado de Bienestar. En esto tuvieron 
un papel importante las inercias instituciona­
les, la voluntad política gubernamental de seguir 
impulsando una base material redistributiva me­
diante el Estado, como forma de integración y de 
cooperación sociales, y la presencia instituciona­
lizada de los sectores populares en el Estado y la 
sociedad civil (Sojo, 1986, p. 43). De allí la efi­
cacia estatal para "confiscar" conflictos sociales, 
nada fácil en una época de transición hacia un 
nuevo modelo económico y hacia una redefinición 
del Estado. 

Las presiones de los organismos financieros 
internacionales para racionalizar el gasto público 
han sido fuertes, lo cual naturalmente ha incidido 
en las políticas sociales. Expresión de esto fue la 
ley de equilibrio financiero del sector público cu­
yos términos fueron negociados con el Banco 
Mundial en el PAE (Programa de Ajuste Estructu­
ral) 11. Por otra parte, las deficiencias de las 
instituciones ponen sobre el tapete propuestas de 
reorientación desde ópticas muy diversas, lo 
que impide mirar el proceso de racionalización 
en una forma univoca, o las instituciones como 
heterónomas. 

El gradualismo en la transformación de la es­
tructura económica se refleja también en la política 
social. En los últimos dos gobiernos, la estabili­
zación financiera preconizada para enfrentar el dé­
ficit de las instituciones de bienestar y de seguridad 
social se consiguió básicamente mediante la racio­
nalización del gasto. Esta se concentró en la refor­
ma administrativa, la generación de ingresos y la 
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reestructuración de los servicios (Rivera y Güen­
dell, 1988, pp. 18 Y 19). 

Se observa una tendencia modificadora del Es­
tado social que se refleja en un creciente protago­
nismo del Poder Ejecutivo en los procesos de toma 
de decisiones, y en un relativo debilitamiento de 
la influencia de la Asamblea Legislativa (Ibíd., 
p. 21). Desde El Ejecutivo, mediante intervención 
directa en las instituciones, se han impulsado re­
formas administrativas en la producción y pres­
tación de servicios públicos. Tales fueron los 
casos del Banco Popular, JAPDEVA (Junta Admi­
nistrativa para el Desarrollo de la Vertiente At­
lántica), ICAA (Instituto Costarricense de 
Acueductos y Alcantarillados), INVU (Instituto de 
Nacional de Vivienda y Urbanismo), IDA (Institu­
to de Desarrollo Agrario), rECOSA (Ferrocarriles 
de Costa Rica Sociedad Anónima), y Editorial 
Costa Rica, algunos de ellos directamente relacio­
nados con políticas sociales muy variadas que 
iban desde el crédito hasta los servicios de agua 
potable y las políticas de vivienda y de desarrollo 
agrario. 

A diferencia de la Caja Costarricense de Segu­
ro Social que, como se verá, logró impulsar en 
forma autónoma una estrategia de reestructura­
ción, dichas instituciones no pudieron hacerlo. 
Entre los procedimientos comunes de interven­
ción, se seíialan la creación de comisiones de "no­
tables", nombrados ad hoc por el Ejecutivo; la 
revisión de las estrategias, métodos y procedi­
mientos de las instituciones; la elaboración de un 
plan de reestructuración administrativa; la crea­
ción de mecanismos y controles administrativos, 
y de instancias técnicas para impulsar los nuevos 
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lineamientos (Ibíd., punto 3.2.1). Entre los moti­
vos en que se funden las in tervenciones, destacan 
deficiencias en la prestación de servicios; descon­
tento de los usuarios; presuntas irregularidades 
administrativas; fallas en aspectos financieros; 
necesidad de reestructurar procedimientos orga­
nizativos; cargos de corrupción (Ibtd). 

La centralización de la toma de decisiones en 
el Estado no es un proceso nuevo. La descentra­
lización iniciada en 1948 con el surgimiento de 
las instituciones autónomas y semiautónomas, se 
extendió hasta los años sesenta; en el decenio 
siguiente se siguió el camino inverso (Soja, 1984). 
En los años ochenta, la centralización ha consis­
tido básicamente en concentrar las decisiones en 
materia de gasto público, con la Autoridad Presu­
puestaria y el expediente de caja única. También 
en casos particulares, el Ejecutivo ha propues­
to modificaciones presupuestarias que han sido 
aprobadas por la Asamblea Legislativa, como la 
creación del Fondo de Subsidio para Vivienda, 
mediante la ley 7052, que destinó a este propósito 
un 33% de los fondos de desarrollo social y asig­
naciones familiares. En el caso de las institucio­
nes relacionadas con el salario social, todo ello ha 
alterado la representación de los intereses de los 
sectores populares y la canalización de sus de­
mandas (Soja, Ibíd., p. 157). 

Las nuevas relaciones 
con el usuario y la privatización 

Hasta el inicio del presente decenio, el salario 
social era provisto casi monopólicamente por ins­
tituciones públicas. Recientemente, las modifi­
caciones a la prestación de servicios han dado 

4 
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importancia a la participación de la comunidad y 
de las organizaciones populares, como las coope­
rativas y las asociaciones solidaristas (Rivera y 
GOendell, 1988, punto 3.2.1.) 

En ese marco, se ha planteado transferir algu­
nos servicios a pequeñas empresas, lo que hasta 
ahora ha tenido un mínimo efecto (por ej. el ser­
vicio de recibos telefónicos). En algunos análisis 
se muestra escepticismo respecto del potencial 
beneficio económico y del servicio resultantes de 
la privatización, si la capacidad empresarial pri­
vada es incierta, y se destaca un punto crucial que 
llama a la reflexión: si los potenciales empresa­
rios no tienen la capacidad requerida, la política 
de privatización puede conducir a una crisis de 
los servicios (Sanguinetty, p. 205). 

En el caso de la vivienda, se impulsó la parti­
cipación de los propios integrantes de los frentes 
de vivienda, con quienes se llegó a un acuerdo 
politico basado en nuevos programas babitaciona­
les. Se estiman en más de 300 los grupos organi­
zados que actualmente participan en proyectos de 
vivienda. Del total de créditos del BAHNVI (Banco 
Hipotecario de la Vivienda), institución rectora 
del sector, casi el 40% se ha canalizado mediante 
cooperativas (Ministerio de Vivienda, 1988). En 
el caso de la salud, se propició la creación de 
cooperativas de salud, a las cuales subcontrataría 
la ccss (Caja Costarricense de Seguro Social) pa­
ra administrar clínicas y hospitales (Rivera y 
Güendell, op. eit), 

También se ha planteado impulsar la autoges­
tión comunitaria, por ejemplo, para administrar 
los comedores escolares (lbíd). Esta propuesta 
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también requiere, en aras de la eficiencia estimar 
la capacidad empresarial comunitaria. 

5.	 La focalizadón 
de los esfuerzos y la 
conflictividad social 

En los años setenta prevaleció una concepción 
universalista de la política social y se dio curso 
a algunas iniciativas, como el Instituto Mixto 
de Ayuda Social, destinadas principalmente a los 
sectores de menores recursos. Tras el impacto de 
la crisis, en el gobierno del Presidente Monge se 
creó el Plan de Compensación Social, que abarcó 
aspectos del empleo, la vivienda y la nutrición, y 
reforzó las actividades normales de las institucio­
nes públicas que antes atendían a esos sectores. 

Algunos estudios muestran la necesidad de 
orientar el subsidio de las polfticas públicas hacia 
los sectores más empobrecidos. Recientemente, 
se ha estimado que sería factible una erradica­
ción mínima de la pobreza transfiriendo un 3% 
del ingreso de todas las familias. Esto implica 
que el problema es de redistribución de ingresos 
y no de disponibilidad de recursos (Trejos y otros, 
1988, p. 198). Se recomienda redefinir los pro­
gramas sociales para mejorar su eficiencia redis­
tributiva global; crear programas de ayuda y de 
emergencia y lograr un uso más eficiente de los 
recursos (Ibíd. p. 211). Una evaluación de la efi­
ciencia distributiva directa de los programas so­
ciales la estima en cerca de un tercio, y en la zona 
rural en un 45%. En todas las zonas, dos quintas 
partes de ese monto se traducen en un subsidio 
excesivo: bastaría redistribuir dos terceras par­
tes de este exceso para eliminar totalmente la 
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pobreza (Ibíd.,p. 209). Si el énfasis se pone en la 
pobreza absoluta, el esfuerzo debe encaminarse 
hacia grupos objetivos en las zonas rurales; si se 
pone en la pobreza relativa, el énfasis debe ser 
igual en las zonas rural y urbana, o incluso mayor 
en la urbana, sobre todo en el Area Metropolitana 
(Ibíd., p.40). 

La crisis evidenció ciertas necesidades mal 
atendidas. Como se señaló en el caso de la vivien­
da, el Estado no había beneficiado mayormente a 
la población pobre del país, desprovista de la ca­
pacidad de pago requerida (Valverde, 1986). Ello 
dio pie, desde finales del decenio de 1970, a la 
formación de frentes de lucha por vivienda. El 
gobierno del Presidente Oscar Arias logró un 
acuerdo e impulsó un nuevo plan de vivienda y los 
frentes abandonaron la ocupación de tierras como 
forma convencional de lucha. 

Sin lugar a dudas, la innovación principal del 
gobierno en el plano de la polftica social ha COD­

sistido en dar prioridad al problema de la vivien­
da. Según datos oficiales, la demanda potencial 
de vivienda, clasificada de acuerdo con la capaci­
dad de pago, se descomponía en un 21% de fami­
lias sin capacidad de pago, un 40% de familias con 
capacidad de pago mediante soluciones mínimas 
especiales y un 22% de familias con capacidad de 
pago mediante soluciones populares o económi­
cas. Es decir, se requería un esfuerzo de finan­
ciamiento para que el 61% de la población pudiese 
adquirir una vivienda (Ministerio de Vivienda, 
1988b). El énfasis puesto en este tipo de solucio­
nes muestra la prioridad concedida al problema 
de la vivienda, el rasgo innovador más sobresa­
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Iiente de la política social del período, cuyas pe­
culiaridades se abordarán más adelante. 

6.	 Las poUticas sectoriales 
especificas para enfreñtar 
la crisis fiscal 

Se han observado las tendencias generales de 
la caída del gasto, al igual que la vigencia redis­
tributiva a pesar de las restricciones. Los diver­
sos sectores y las instituciones públicas 
involucradas han enfrentado esta situación me­
dian te políticas específicas, entre las cuales se 
destacan dos: la de salud, por tratarse del sector 
social que más recursos ha captado tradicional­
mente hasta nuestros días; y la de vivienda, por 
representar el sector menos desarrollado y con un 
impacto redistributivo más restringuido, y donde 
se realiza actualmente el proceso de reorganiza­
ción más radical. 

a.	 La poUtica de salud 

La restricción del gasto en salud fue notable. 
En 1981 y 1982, el gasto per cápita en salud, 
calculado en relación con el PIS, decreció respec­
tivamente en 28.8% y 35.5%, para luego recupe­
rarse levemente sin alcanzar los niveles 
anteriores (Sanguinetty, 1988, p. 53). Según co­
rrelaciones de los índices de variaciones anuales 
del PIS y del gasto en salud, este último fluctúa 
sistemáticamente con mayor amplitud que el PIS: 

cuando éste se expande, el gasto en salud crece a 
una tasa mayor: en períodos de contracción, tam­
bién su reducción es más pronunciada. 
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La Caja Costarricense de Seguro Social (ccee) 
enfrentaba, a comienzos del decenio, un conside­
rable déficit de operación, relacionado con la uni­
versalización de sus servicios a partir de 1973; el 
traspaso de los hospitales y clínicas, en manos de 
la Junta de Protección Social hasta 1979; y la 
deuda contraída por el Estado en su calidad de 
patrón, que venía acumulándose hasta alcanzar 
en 1983 la suma de 2.027 millones de colones 
(Gilendell, 1988). 

La incidencia de la disminución del gasto en los 
servicios no se ha estudiado en forma especial; el 
Colegio de Médicos y Cirujanos,por su parte, ha 
tipificado algunas de las deficiencias (Ibtd.), Se re­
conoce en la actualidad un "virtual deterioro en la 
calidad de la prestación"de servicios de salud,que es 
muy evidente en la atención primaria (salud rural y 
comunitaria,atención dental, alimentación y nutri­
ción)y en la morbilidad de la población, por la rnci­
dencia de enfermedades que habían experimentado 
un descenso notable (MIDEPLAN,1988,pp. 46-47), 

Sin embargo, será inadecuado hacer estima­
ciones sobre la prestación de servicios únicamen­
te a partir del gasto, cuya contracción no indica 
necesariamente una reducción total efectiva de 
los recursos disponibles. En el caso de la cesa. 
cuyo volumen de gasto es predominante en el sec­
tor salud, en medio de la crisis se tomaron estric­
tas medidas para aumentar su eficiencia interna, 
mediante la reducción de los costos hospitalarios 
y de consulta externa. La disminución real de los 
gastos de la cces, entre 1980 y 1982, fue del 50%; 
en el caso del Ministerio de Salud, de un 49%. En 
1985, el gasto total de la ccss era menor en un 
24% que en 1979. Por otra parte, la recupera­
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ción del gasto iniciada por la ccss en 1983 se 
logró aumentando considerablemente las recau­
daciones: la cuota patronal subió en este año de 
un 6.75% a un 9.25% de los salarios (Sangui­
netty, p. 49)¡ esto último revela la orientación 
consensual de la política en un período de con­
tracción económica. 

En las restricciones presupuestarias del sec­
tor salud es necesario hacer una distinción. 
El Ministerio de Salud y otras instituciones de­
pendientes del presupuesto del Estado sufrieron 
fuertes reducciones. La ccss, por su parte, debido 
a su financiamiento autónomo, logró consolidar 
su base financiera. Esto explica que los ingresos 
del seguro de enfermedad y maternidad aumen­
taran sistemáticamente desde 1983. A partir de 
ese año, hasta 1986, se registraron tasas an uales 
de crecimiento del orden de 35%, 18%, 14% Y 6%, 
respectivamente. Debido a la política de gastos 
se han producido superávit¡ de 11,090 millones de 
colones recaudados en 1985, se gastaron en servi­
cios propios 9,206 millones; en 1986, los ingresos 
ascendieron a 12,840 millones y los egresos a 
10,955 millones. En conoecuencia, la ccss ha re­
alizado transferencias crecientes al Ministerio de 
Salud (Ibíd., pp. 49 Y 79). En relación con la 
deuda del Estado, ésta no ha sido enjugada: en 
1986 ascendía a 4,100 millones (Güendell, 1988). 
Algunas medidas de contención del empleo conte­
nidas en la Ley de Equilibrio Financiero, luego de 
protestas, se hicieron más flexibles tras la in ter­
vención de la Asamblea Legislativa (Ibíd). 

La situación actual de la ccss debe relacionar­
se también con las orientaciones políticas pre­
dominantes. Durante el gobierno del Presidente 
Carazo, fracasó la tentativa de los médicos de 
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privatizar la salud, mediante la libre elección mé­
dica-hospitalaria. A partir del gobierno del Pre­
sidente Monge, la tesis prevaleciente tampoco fue 
favorable a una privatización indiscriminada, si­
no a medidas de racionalización del gasto y de 
la prestación de servicios (Ibíd.), conjuntamente 
con el traspaso de servicios a las cooperativas. 

b,	 Las innouacionee 
en la poUtica de uiuienda 

Durante el gobierno del Presidente Carazo se 
plan teó la reestructuración del sector de la vi­
vienda, de manera de dar preferencia a soluciones 
habitacionales para los sectores de bajos ingre­
sos. Esto no se puso en práctica, por desacuerdos 
en el propio gobierno. Más aún, en medio de la 
crisis fiscal, se utilizaron para otros fines cuan­
tiosos recursos destinados originalmente al sec­
tor (Val verde, 1986). Las restricciones del gasto 
afectaron enormemente a las soluciones de vi­
vienda, que resgistraron los índices más bajos de 
los últimos treinta años. Así, de 1989 soluciones 
habitacionales realizadas por el INVU en 1978, se 
pasó en el año 1982 a 52 sol uciones, cifra sólo 
comparable con la del primer año de funciona­
miento del INVU; en 1983 éstas fueron 255. To­
das las instituciones públicas financiadoras de 
vivienda sufrieron una contracción crediticia ra­
dical a partir de 1980 (lbíd. punto 2.3), 

El impacto social de esta contracción del sec­
tor es aún más claro al considerar la acumulación 
del déficit de viviendas. Según cifras oficiales, 
éste afectaba en 1983 a 270,000 familias, equiva­
lentes al 61. 7% de la población total (Ibíd., p. 97). 
Esto guarda estrecha relación con el perfil tradi­
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cional de la política habitacional del país, su 
monto y su impacto redistributivo. En 1982, el 
subsidio total en el sector de la vivienda ascendió 
sólo a un 1.05% del PIS; de este porcentaje un 
96.2% correspondía a créditos y un 3.8% a subsi­
dios directos. La distribución de estos últimos era 
muy progresiva, mientras que el crédito era re­
gresivo: el 10% de las familias más pobres del país 
estaban totalmente excluidas; además, el subsi­
dio se concentra' el en la zona urbana (Rodríguez, 
1986, pp. 76·7' J. 

Desde finales de los años setenta, el déficit 
habitacional y el carácter regresivo de las polí­
ticas provocan una gran movilización social en 
frentes de lucha por la vivienda. Las reformas en 
esta materia introducidas en el gobierno del Pre­
sidente Oscar Arias hicieron viable un acuerdo 
con estos frentes y muestran la sensibilización 
estatal ante una demanda largamente insatisfe­
cha. Debido al contexto fiscal y al avance, en 
otros planos, de políticas tendientes, según sus 
forjadores, a reducir los subsidios y limitar el 
papel del Estado, dichas medidas son profunda­
mente innovadoras y constituyen una clara con­
tratendencia (Vargas, p.2). Efectivamente, el 
problema de la vivienda llegó a percibirse como 
un problema nacional de alta prioridad, sujeto a 
"una razón poltrica" que imponía "ofrecer resulta­
dos poco menos que espectaculares en un corto 
plaso" (lbíd.). 

No se trataba simplemente de aumentar los re­
cursos destinados a vivienda, sino que se diseñó e 
implantó una reestructuración radical del sector. 
A finales de 1986 se fundó el Sistema Financiero 
Nacional de la Vivienda, con el Banco Hipotecario 
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de la Vivienda (BANHVI) como institución rectora. 
Asimismo, se crearon dos fondos especiales: el Fon­
do Nacional para Vivienda (FONAVI), con el fin de 
generar recursos permanentes y al menor costo po­
sible, y el Fondo de Subsidios para la Vivienda (FO. 

SUVI), destinado a las familias de escasos ingresos. 
Este último se plantea una meta muy compleja: 
• ... el imperativo es la constitución y funcionamien­
to de un eficiente sistema de subsidios para la vi­
vienda, que sea capaz de cumplir con la meta de 
disolver paulatinamente el grave problema de vi­
vienda, sin distorsionar el normal funcionamiento 
del mercado financiero de vivienda y con una ade­
cuada atención de la población realmente necesita­
da". (Ibíd., p.3). 

El financiamiento establecido por ley para el 
FOSUVI presentó una fuerte reasignación de los 
recursos públicos: parcialmente del Fondo de De­
sarrollo Social y Asignaciones Familiares (el cual 
deberá destinar un 33% de sus recursos anuales 
al FOSUVI, más el 3% del Presupuesto Nacional de 
la República y de los presupuestos extraordina­
rios y donaciones). El FOSUVI no fue concebido 
como un fondo de emergencia o de contingencia 
sino que tiene carácter permanente. El bono fa­
miliar de vivienda es un crédito individual de 
largo plazo destinado a ampliar la capacidad de 
pago. Tienen derecho a él las familias con ingre­
sos iguales o menores a cuatro veces el salario 
mínimo de un obrero especializado de la conatruc­
ción (lbíd., p. 2). 

En la reestructuración del sector, el eje se 
constituye en torno a un nuevo sistema financiero 
nacional, rector de los recursos, encabezado por 
una entidad centralizadora o coordinadora de los 
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recursos. Por otra parte, el Estado se retrae de 
la actividad de construcción (Rivera y Güendell, 
1988, p. 23). 

De mayo de 1986 a septiembre de 1988 se 
construyó en el país un total de 46,462 viviendas 
(Ministerio de la Vivienda, 1988a). En relación 
con 1986, en el segundo semestre de 1987 la cons­
trucción creció, en metros cuadrados, 35.35%; en 
el caso de la construcción orientada a la llamada 
vivienda de interés social, que es menor de 70 
metros cuadrados, el aumento fue de un 84% (Mi­
nisterio de la Vivienda, 1988, p. 43). A mayo de 
1988, el FOSUVI había emitido 4,935 bonos fami­
liares. (Ibíd., p. 16). De mayo de 1986 a abril de 
1988, el BANHVI había financiado el 21% de un 
total de 26,460 operaciones de vivienda; en su 
caso, el ingreso medio de los beneficiarios ascen­
día a 12,845 colones, lo que indicaba el carácter 
social del programa (lbfd. pp. 17 y 18). 

7. La poUtica social privada 

En contraste con el debilitamiento del movi­
miento sindical, a lo largo de la década, ha co­
brado auge el movimiento solidarista, cuyas 
asociaciones se nutren de un aporte patronal, 
concebido como adelanto del derecho laboral co­
rrespondiente al fondo de prestaciones.Las asocia­
ciones prestan servicios muy diversos: almacenes, 
becas, préstamos individuales y de vivienda. Con el 
solidarismo, y por medio de una política privada, 
los empresarios impulsan medidas tendientes a 
consolidar un compromiso con los trabajadores. 
Por sus repercusiones, éste puede asemejarse a un 
acuerdo salarial en cuanto a la adhesión del traba­
jador al sistema, fundada en una relación dentro de 
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la empresa. Se distingue, por lo tanto, de los acuer­
dos logrados sobre la base de las políticas sociales 
impulsadas por el Estado (Sojo, 1986, pp. 45 Y 46). 

III 

EL ESPECTRO FUTURO 
DE OPCIONES DE DESARROLLO 

ECONÓMICO Y SOCIAL 

Pese a que en los últimos años se han profun­
dizados las desigualdades sociales, el Estado ha 
procurado en cierta medida buscar soluciones a la 
crisis atendiendo también el interés de las mayo­
rfas. La dinámica de desarrollo social anterior al 
desencadenamiento de la crisis operó, por su par­
te, como un importante muro de contención de los 
efectos más graves de la crisis. Además es justo 
reconocer que la experiencia en el diseño y mane­
jo de programas sociales permitió tomar algunas 
medidas eficaces para hacer frente al deterioro 
social (Pinto de la Piedra, p. 3). 

Como futuras opciones socioeconómicas, pue­
den preverse tres líneas de fuerza esenciales. Si 
bien existen restricciones cruciales de orden eco­
nómico, como el problema de la deuda externa, el 
signo del desarrollo futuro dependerá también en 
gran medida de los intentos y voluntades políti­
cas que operen en uno u otro sentido: a) Por una 
parte, mediante cambios radicales, propiciar una 
salida conservadora de la crisis; b) el estanca­
miento y crisis de las soluciones que han prevale­
cido hasta hoy, si no se atienden y superan los 
aspectos vulnerables en una perspectiva de me­
diano y largo plazo; y e) la recuperación del desa­
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rrollo económico con equidad, si se superan estos 
aspectos y se logran propuestas innovadoras. 

La opción conservadora deriva básicamente 
de un análisis de la crisis económica, que propone 
restablecer la capacidad de competencia interna­
cional, apoyándose en las ventajas comparativas 
resultantes de la liberalización total de la econo­
mía en diversos aspectos (comercial, cambiario, 
financiero, tarifario). Esto, en el marco de un 
modelo esencialmente estático, tanto de la asig­
nación de recursos en la estructura productiva 
interna como de las ventajas comparativas en el 
comercio internacional (Garnier y otros, 1985; 
Herrero y Rodríguez, 1987a). Sus consecuencias 
para la política social son claras: una remunera­
ción deseable de los factores, que elimine los 
subsidios e impuestos al capital o al trabajo; las 
fuerzas políticas se perciben como posibles fuen­
tes de distorsión de la formación de los precios. 

La adopción de esta óptica conservadora 
tendría que ir acompañada de cambios fundamen­
tales en el sistema político costarricense. Signifi ­
caría un giro radical en la represen tación de los 
intereses sociales en el Estado y en la sociedad 
civil, en favor de un corporativismo empresarial. 
Su viabilidad está ligada a un debilitamiento sus­
tancial de las fuerzas políticas que se han carac­
terizado hasta hoy por un tratamiento consensual 
de lo económico y lo social. 

Por otra parte, la línea de fuerza que ha pre­
valecido hasta hoy presenta ciertos aspectos que 
la hacen vulnerable si no se introducen modifica­
ciones, para constituir la base de un desarrollo 
económico asentado en la productividad de los 
recursos nacionales y con una vocación de equi­
dad social. 

319
 



l. Opciones económicas 

En el plano económico, cabe destacar el carác­
ter indiscriminado de la promoción de exportacio­
nes. Ello es sintomático de la falta de criterios 
básicos que sirvan de fundamento a una estrate­
gia de desarroIJo socioeconómico que supere los 
impasses actuales. Entre esos criterios deberían 
considerarse la selección del tipo de exportacio­
nes de acuerdo con su inserción sectorial, su ar­
ticulación vertical y horizontal con otras 
actividades internas, y su contribución potencial 
a los aumentos de productividad (Garnier, 1984). 
En ese sentido, predomina también una experi­
mentación excesiva, que puede acarrear altos cos­
tos sociales y económicos. La información está 
dispersa, existe ignorancia en grandes áreas y 
falta de experiencia en producción y mercadeo, 
todo lo cual denota problemas en la política esta­
tal y en la capacidad empresarial. (Herrero y 8a­
lazar, 1987, p.18). 

Ya se hizo referencia al carácter creciente­
mente regresivo de la estructura tributaria; a 
este rasgo ha contribuido notablemente la promo­
ción de exportaciones no tradicionales, de eleva­
do costo fiscal. A lo anterior se suma la ausencia 
de intentos que revelen una política deliberada de 
cambio estructural hacia un desarrollo integral; 
tal política debería contemplar la reactivación 
sostenida de la demanda interna combinada con 
una profundización selectiva del proceso de sus­
titución de importaciones y con una rehabilita­
ción del aparato productivo para la exportación 
no tradicional (Garnier y otros, 1985, p. 6). 

Hacen falta también medidas vigorosas para 
fortalecer el Mercado Común Centroamericano, 
aunque el énfasis exportador esté fuera del área. 
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No se ha planteado "un ajuste no sólo compatible 
con la integración, sino más bien facilitado por la 
generación de una interdependencia mutuamente 
beneficiosa". (Fuentes. 1988, p.ñ). 

Los resultados del ajuste estructural apenas 
se vislumbran y el momento actual puede califi­
carse claramente como de transición hacia una 
apertura al mercado internacional. Para mejo­
rar la productividad del país y lograr un desarro­
llo social con equidad, se requiere una serie de 
esfuerzos e:.caminados a enfrentar aspectos vul­
nerables, como los mencionados. No atenderlos, 
puede agravar los problemas de la balanza comer­
cial, llevar a la quiebra de empresas y al deterioro 
del nivel de vida de los pequeños productores, sin 
que existan vías de reinserción laboral, y en ge­
neral al desempleo, sin que se propicie una reo­
rientación clara de los recursos. Una opción ajena 
a la equidad, consistiría en centrar las ventajas 
comparativas en el abaratamiento de la mano de 
obra. 

2. Las opciones de polttica social 

En el campo de la política social los retos son 
enormes. Los límites de la reducción del gasto 
social para contribuir a la estabilidad económica 
son ostensibles. No se vislumbran cambios en los 
ingresos del Estado, en el corto plazo, a menos 
que se produzca un giro radical en el endeuda­
miento externo, o que se altere el carácter cre­
cientemente regresivo de la estructura fiscal. La 
reestructuración de las instituciones de bienestar 
para promover un rendimien to óptimo de los ser­
vicios, es impostergable, por la imposibilidad de 
reducir el gasto sin alterar la prestación de los 
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servicios y por las dificultades poUticas que aca­
rrearían las modificaciones fiscales seflaladas. 

La transición en el modelo económico y la 
apertura del mercado traerAn inevitablemente se­
cuelas para el empleo, lo que a corto plazo se 
traducirA en una gran presión sobre el Elftado, si 
existe la voluntad de proteger; a los mAs débiles 
en aras de la equidad en este proceso de transi­
ción (por ejemplo; con programas de empleo de 
emergencia). La restricción del gastó (frente a 
una ampliación de los servieios por fenóm~nos 

propios del período) acarrea·rA nuevas tensiones. 

La transferencia de servicios y su creación en 
sociedad con entidades no estatales, pueden ser 
convenientes e incluso contribuir a la democrati­
zación, siempre y cuando se garanticen la bue­
na calidad del servicio y costos acordes con la 
meta de equidad social. Si se dan estas transfor­
maciones, el sector público tendría que seguir 
cumpliendo con una función reguladora, fiscali­
zadora, evaluadora y proveedora de recursos 
(Buatelo, p. 24). 

Una tensión que seguirA presente se da entre 
la universalidad de la polftica social y los intentos 
de focalizarla. Si se pone el énfasis sólo en el 
último aspecto, se puede echar por la borda .una 
serie de conquistas sociales logradas hasta la fe­
cha: ademAs, puede aca'rrear graves consec~en­
cias poUticas, al afectar a sectores sociales, 
como las capas medias, cuyo nivel de vida ha 
sido muy afectado y sus recursos, notablemente 
menguados. 

Frente a una situación de restricción financie­
ra y búsqueda de equidad es escencial dar priori­
dad a la producción y propiedad de los recursos 
(Herrero y Salazar, 1987, p. 5), teniendo como 
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meta la democracia económica. La experiencia 
cooperativista en Costa Rica (por ejemplo, en la 
producción de café) ha dado resultados positivos 
que merecen. estudiarse más a fondo y comple­
mentarse. Est<:> exigi.rá sin duda una labor políti ­
ca muy importan te, debido a eiertas reticencias 
de la sociedad costarricense, que se hicieron pa­
tentes, por ejemplo, en la impcaibrhdad de impul­
sar el sector de economía laboral. En ese sentido, 
puede significar un progreso, la ven ta de empre­
sas de la Corporación Coatarrtcense de Desarrollo 
(CODESA), como Central Azucarera del Tempis­
que, S.A. (CA~SA) (venta ya en proceso), Cemen­
tos del Pacífico y Fertilizantes de Centroamérica 
S.A. (FERTICA), en términos que puedan contri ­
buir a democratizar la propiedad. La estrategia 
de transformación de la economía debe contener 
propuestas de esquemas asociativos eficientes, 
para fortalecer la democracia económica y com­
partir los beneficios del ajuste. 

El endeudamiento externo, espada de Damo­
cles, requiere una solución urgente para enfrentar 
todos estos retos:más que nunca se hace necesario 
utilizar los recursos nacionales en el consumo yen 
la inversión internos, en este país pequeño y vul­
nerable a los embates del comercio exterior. 
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HACIA LA UTOPIA: 
TENEMOS QUE SER 
MENOS DESIGUALES 

*J osé Luis Reyna 

Director de la Sede de FLACSO en México. 
Actualmente Secretario General del Colegio 
de México. 



Introducción 

No es difícil describir ni analizar cómo, y 
por qué, nuestras sociedades latinoamericanas 
son tan desiguales in ternamente y, en muchos 
casos, hasta polarizadas. Infinidad de análisis 
globales de la región y case etudie por país se 
han hecho describiendo y, en algunos casos ex­
plicando, nuestras enormes discrepancias. Es 
más, en este trabajo, lo haremos. Uno más de los 
muchos que se han hecho. No será repetitivo del 
todo. Incursionaremos en el campo de la utopía: 
ya no cómo ser más iguales sino cómo dejar de ser 
menos desiguales. Hay una pauta: nuestros Esta­
dos, unos débiles y otros fuertes, otros autorita­
rios y otros un poco menos, hasta con fachadas 
democráticas, paliduchas y débiles han sido inca­
paces de tornar menos desiguales nuestras socie­
dades. 

La realidad nuestra, la latinoamericana, es 
una historia de la desigualdad. No podrían ni po­
drán encontrarse mejores ejemplos de cómo una 
sociedad -o un conjunto de ellas- puede ser tan 
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polarizada. Tal vez un mito. Pero a veces los mi­
tos tienen algún contacto con la realidad. Valgan 
de ejemplo las 14 familias de El SaJvador. O nues­
tras 300 familias mexicanas que, con frecuencia 
se dice, regulan y determinan qué hacer con lo que 
se tiene que hacer. Yeso, a pesar de un Estado 
que yo consideraría todavía fuerte, no por defini­
ción, sino porque en gran medida es todavía capaz 
de regular el conflicto político y social. 

En fin, describir la desigualdad, como lo inten­
taremos en este trabajo, no será una tarea difícil. 
Lo que será difícil es proponer mecanismos y po­
líticas para superarla: ¿qué alternativas tendre­
mos para que nuestras sociedades puedan llegar 
a estadios de desarrollo en Jos cuales los más 
tengan un poco más y los menos, al menos, un 
poco menos? 

Sin pesimismos: no importa lo que se haga. El 
decenio de los noventa será todavía uno en donde 
la desigualdad imperará. No obstante, será tam­
bién el decenio donde tendrá que enfrentarse, sin 
postergaciones, con el problema. 

México y 8U crecimiento, 
pero sin redistribución 

Como casi todas las economías latinoamerica­
nas, México se beneficia en gran medida de la 
segunda guerra mundial. El conflicto bélico de los 
años cuarenta, en breve, significa el mecanismo 
activador que si bien no "causa", si se asocia con 
el crecimiento económico que el país experimenta 
durante Jos años cuarenta. 

México empezó a crecer. De manera espontá­
nea, pero lo hizo. Fue un crecimiento económico, 
medido por las tasas del producto interno bruto, 

332' 



significantes que incluso se relacionaron con ta­
sas inflacionarias más o menos altas. De acuerdo 
con algunas estimaciones, el período de guerra en 
su conjunto tuvo una tasa inflacionaria de alrede­
dor del 100%, lo que implicó un promedio de 20% 
anual.l Pero el país creció. 

La economía empezó a transformarse. Siendo 
rural, de manera predominante, inicia su proceso 
hacia otra, que en los ochenta será fundamental­
mente urbana. 

Sin embargo, es a partir de la adm inistración 
de Miguel Alemán 0946-1952) cuando se estable­
ce en México una política económica más o menos 
estructurada y con un objetivo más bien delimita­
do: la industrialización del país. 

El "despegue" económico que la economía na­
cional había experimentado durante la primera 
mitad de los años cuarenta permitían suponer que 
la industrialización no era una meta infactible. 

Como sostenía Sanford Mosk, un estudioso de 
esa época: 

"... desde el final de la Segunda Guerra Mun­
dial se ha expresado con renovada determina­
ción y vigor la ambición de las economias 
coloniales de reorganizarse económicamente 
por medio de la industrialización ( ... ) nos ha­
llamos en las etapas iniciales de un proceso 
que cambiará notablemente la configuración 
de la economía mundial, tal como la hemos 
conocido. Se está escribiendo un nuevo e im­
portante capítulo de la historia de la revolu­
ción industrial de los tiempos modernos. En 
nuestros días estamos presenciando el final 

l.	 Timothy King. México. ln dustriatieation and Trade Po­
ticies Bince 1940. Londres, Ozford University Press, 
1970. 
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del eq uilibrio de an tes de 1914 en tre las re­

giones industriales y las no industriales y, al
 
mismo tiempo, la gestación de nuevas relacio­

nes económicas básicas entre los países del
 
mundo"."
 
La reorganización económica se basaba de ma­


nera fundamental en la industrialización. Inclu­
so, ésta es concebida por Mosk como un proceso, 
y además como un mecanismo, que definiría nue­
vas relaciones económicas mundiales. En una pa­
labra, todo país podía industrializarse; y con ello, 
la tendencia sería hacia la igualdad. 

Como se señalaba, a partir de 1946 el esfuerzo 
que se hace para industrializar el país fue nota­
ble. Las ideas de Mosk tenían algún fundamento 
si se observa la acción del Estado mexicano du­
rante esta época en la cual las políticas económi­
cas, incluyendo la industrial, se orientaban hacia 
la expansión del mercado interno. 

En pocas palabras, se trataba de una hipóte­
sis optimista pues con el tiempo veríamos que la 
industrialización si bien avanzó en muchos aspec­
tos, jamás pudo alcanzar los niveles de las econo­
mías desarrolladas. Se abrió una brecha entre los 
países ricos e industriales y aquéllos cuyo proceso 
de industrialización no fue capaz de superar los 
múltiples problemas de las economías atrasadas. 
Este fue y es el caso mexicano a pesar, y como se 
decía, de innegables avances que tuvieron lugar 
desde los cuarenta. 

Las tasas de crecimiento industrial, al menos 
durante los años pertenecientes al decenio de los 
cuarenta tienden a sobrepasar en dos y hasta tres 

2. Sanford, Mosk. "La Revolución Industrial en México". 
En: Problemas Agr tcola« e l n d us t ruiles de Mf!xiC:lJ. 
1951,p.HI. 
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puntos a las tasas de crecimiento del producto 
interno bruto. Hay que reconocer que existía una 
estrategia de desarrollo que consistía en fomen­
tar la agricultura moderna, de exportación, para 
que con las divisas obtenidas se financiara n ues­
tra industrialización interna. 

Por esta razón, la inversión en infraestructu­
ra relacionada con la agricultura fue enorme (pre­
sas, caminos, etc.) y, como se esperaba, redituó de 
tal manera que la industrialización del país pro­
siguió durante la segunda mitad de los cuarenta 
aunque a un ritmo menor si se le compara con la 
primera mitad de los mismos. 

En el decenio siguiente, esto es durante los 
años cincuenta, se consolida en cierta medida el 
proyecto de industrialización. El crecimiento eco­
nómico del país se hace más estable, las tasas de 
crecimiento empiezan a ser altas y sostenidas, la 
inflación se controla y se reduce a un mínimo. 
Los salarios reales empezaron a crecer y la inver­
sión extranjera fluye con persistencia hacia ac­
tividades altamente productivas. Eran los años 
conocidos como los del desarrollo estabilizador 
0955-1970): nuestros años dorados, los del lla­
mado "milagro mexicano". 

Nuestro crecimiento además se asoció con un 
proceso de urbanización tanto de la población co­
mo de la economía. Si tomamos en cuenta a la 
población urbana que vivía en localidades mayo­
res de 15 mil habitantes en 1950 la proporción es 
de 27.96%. Ese nivel alcanza en 1960 el 36.50%, 
en 1970, el 44.86%, en 1980 el 54.50% llegando en 
1985 a 59.0%.3 

3.	 Dolores Ponce y Antonio Alonso. M~xiclJ 20 l i): Potttica 
Interna, MéJ:ico, Fundaci6n Barros Sierra, 191:11:1, p. 124 
(mimeo). 
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Si se considera cómo se urbanizó la economía, 
medida por la contribución sectorial en la genera­
ción del producto interno bruto nos econtramos 
que en 1950, el sector primario representaba cer­
ca del 20% en tanto que el sector secundario con­
~:-;¡'uía con 26.4% y el terciario 54.4%. 

En 1985, esas cifras respectivamente fueron 
de 9.4%, 34.9% Y 55.7%. 4Es decir, más del 90% de 
la generación del producto mexicano provenía del 
sector urbano de la economía para el último año 
mencionado. 

Si uno considera el período que se inicia en 
1940 hasta la actualidad es indudable que México 
experimentó un gran cambio estructural. Entre 
1940 y 1980, antes de que se iniciara la profun­
da crisis por la que se atraviesa y a la que nos 
referiremos más adelante, la tasa de crecimiento 
anual medio del PIB por quinquenios fue superior 
al 6% y en ese lapso México llega a ser la decimo­
cuarta economía mundial en términos del tamaño 
de su producto generado y, en ese lapso, el produc­
to per capita creció entre 2 .y 3% en promedio 
anuaJ.IiNo obstante, nuestro patrón de crecimien­
to no implicó una redistribución equitativa de los 
beneficios que de aquél pudieron generarse. 

Así, si uno atiende las tendencias relacionadas 
con distribución de ingreso permiten señalar que 
los cambios no fueron de la magnitud que hubiera 
sido esperable. El cuadro siguiente ilustra, en al­
guna medida, lo anterior. 

Si tomamos en cuenta los años extremos para 
la elaboración de este cuadro, nos encontramos 

4.	 Ibid., p.I:.!!!. 

5.	 Cf. Víctor Urquídi. Btructural Con strain s ts an d St rate­
Sic Cnoices in Merican Deoelopm en t, México, I9KK (mi­
meografiado) . 
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Cuadro 1 

MÉXICO: PORCENTAJES DE FAMILIAS
 
SEGÚN RANGOS DE SALARIOS
 

MfNIMOS MENSUALES
 

% de familias 

Núm. de 
salarios 
mfnimos 
mensuales 1963 1968 1975 1977 1983 

O a 1 31.0 26.5 46.4 38.6 21.0 
1.01 a 2 28.7 22.2 25.2 29.1 29.0 
2.01 a a 13.0 15.6 11.4 13.7 18.8 
3.01 a 4 6.3 15.7 6.1 7.0 11.0 
4.01 a s 4.5 4.1 3.3 4.0 6.9 
5.01 a6 4.5 3.2 2.1 2.4 4.8 
más de 6 12.0 12.7 5.5 5.2 8.5 

TOTAL: 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 

Fuente: Ponce y Alonso, op.cit., p.130. (Datos basados en las 
Encuestas Nacionales de Ingresos y Gastos de los 
Hogares en los años correspondientes). 

que en 1963, el 59.7% de las familias percibían 
dos o menos salarios mínimos mensuales en tanto 
que 12.0% devengaban más de seis. En 1983, las 
familias "más pobres", medidas así por este indi­
cador, se reducen a 50% del total en tanto que el 
segmento de familias más ricas (más de seis sala­
rios mínimos) se contrae a 8.5%. 

Lo anterior sugiere, como algunos estudios así 
lo han confirmado, que es en la parte intermedia 
de la escala social donde tuvo lugar una redistri­
bución más o menos importante. Esto significa 
que uno de los cambios estructurales que trajo 

337 



consigo el crecimiento económico autosostenido 
de casi cuatro décadas se reflejó en una amplia­
ción de los sectores medios del pais." 

En efecto, los sectores medios, ubicados prin­
cipalmente dentro del ámbito urbano, son los nue­
vos actores sociales del proceso de desarrollo 
mexicano. Puede decirse, además, que constituyen 
un fenómeno socioecon6mico reciente. Es imposible 
cuantificar su importancia (peso relativo) dentro de 
la estructura de clases mexicanas. Pero si se con­
sidera el año 1960, nos encontramos que, de acuer­
do con un estudio, estos sectores representaban el 
17.1%.7Es muy probable que su expansión posterior 
se puede explicar con base en algunas hipótesis. La 
más simple de ellas es que fueron, como se anota­
ba, una consecuencia del crecimiento económico del 
país y de su urbanización. Otra, que podría sos­
tenerse es que hubo un proceso de movilidad social 
ascendente y, junto con ello se dio una contracción 
de los segmentos sociales ubicados en la cúspide de 
la pirámide social. 

Este conjunto de procesos, sin duda, cambian el 
perfil de la estratificación social del país y I si bien 
pudo haber sido importante este cambio, ello no 
implicó que la estructura social mexicana dejara, en 
gran medida, de estar polarizada. 

6.	 Ver, entre otros, los trabajos de David Félix. Trickling 
down in M~JCico and tñe Debate ouer Longer Term 
Growlh EquilJ Relalionship in tñe LDC'S. Washington 
University, 1975, (mimeo) y Fernando Cortés, Enrique 
Hernéndez y Rosa María Rubalcava. Dlstribuciá« Equi­
lativa de la Pobreza en M~JClco. El Colegio de México, 
1988 (mimeol. 

7.	 Cl. Arturo Gonzélez Cosio. Clases J Estralos Suciales 
en M~JCico. En J. Kahl (comp.). La Industrialización en 
América Latina. México, Fondo de Cultura Económica, 
1965 
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Así, en 1983 la participación porcentual en el 
ingreso del decil más alto de familias alcanza la 
cifra de 33.47%, en tanto que al decil más bajo le 
tocó tan sólo el 1.34%.11 

Los datos anteriores muestran, sin duda al­
guna, el carácter tan deaigual de la sociedad me­
xicana. La evidencia disponible señala que esta 
situación no ha cambiado en los últimos años sino 
que, por el contrario, ha tendido a agravarse de­
bido a la profundización de la crisis que irrumpe 
con tanta fuerza a partir de 1982. 

Una estimación prospectiva basada en los úl­
timos datos disponibles sobre ingreso (1983) su­
giere que en 1990 al decil más alto de ingreso le 
corresponderá aproximadamente el 36% del in­
greso disponible en tanto que el decil más bajo de 
familias tendría el 0.68%.9 De ser válida esta pro­
yección, la crisis se asociará con un proceso cre­
ciente de concentración de ingreso, lo que hará 
mucho más difícil instrumentar cualquier medida 
que baga, en alguna medida, regresiva la tenden­
cia que se está señalando. 

La crisis económ ica 
de los años ochenta 

Aún cuando el crecimiento económico que el 
país experimentó hasta 1982 no tuvo una estre­
cha relación con un proyecto definido de redis­
tribución de ingreso, es posible sostener, de 
manera plausible, que dicho crecim ien to amplió el 
mercado interno. 

8.	 INIWI. Encuesu: de In greso y Gus to de l08 Hallares. Mé· 
x ico, lNEGl. (SPP), 19H:i. 

9.	 Ponce y Alonso, oo.cit ; p.129 

339 



En buena medida la ampliación de ese merca­
do sí tuvo una asociación significante con el en­
sanchamiento que experimentaron los sectores 
medios, principalmente urbanos. Estos, durante 
los setenta empezaban a tener una forma y estilos 
de vida que, de haberse tomado como indicadores 
de desarrollo, la conclusión inevitable hubiera si­
do la siguiente: México se encontraba en pleno 
proceso de desarrollo. 

La ilusión duró poco. El ascenso rápido de al­
gunos de los segmentos sociales medios a formas 
de vida nuevas fue tan vertiginoso como su des­
censo. La crisis económica se encargó de hacer esa 
ilusión algo volátil. Se regresó a una realidad, 
aunque distinta si se le compara con la previa: la 
existencia de sectores medios pero empobrecidos. 

La crisis mexicana de los ochenta se ha encar­
gado de acen tuar nuestra ancestral desigualdad. 
Ha hecho más notorias las contradicciones y las 
tensiones de nuestra estructura social. 

Valgan algunos datos que muestran cómo la 
décimacuarta economía dél mundo entró en un 
acelerado descenso en un lapso tan corto. 

En ] 983 respecto de 1982, el PIB se contrajo 
en 5.3% y el empleo formal decreció en 1.5% a 
pesar de la expansibilidad de la población econó­
micamente activa debido, de manera principal, al 
crecimiento demográfico. La inversión fija bruta, 
en ese breve lapso de un año, cayó en 24.9% den­
tro de un marco inflacionario por arriba del 80%. 

Las consecuencias se reflejaron de inmediato 
en el poder adquisitivo de casi todos los segmen­
tos sociales. Los más afectados, como es la regla 
en toda crisis, fueron aquellos ubicados en los 
escalones más bajos de la pirámide social: aqué­
llos que devegaban el salario mínimo vieron de­
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crecer, en tre 1982 y 1983, su pod er adq uisi ti vo en 
16.8%.loEn un sólo año, para reiterar, se produjo 
un impacto de fuertes magnitudes no sólo para 
aquellos que tenían el mínimo de subsistencia si ­
no también para otros integrantes de la estructu­
ra social: los segmentos medios. Estos pasaron la 
factura de ese costo en las pasadas elecciones de 
julio de 1988. Y no sólo éstos, por supuesto: hay 
que ver la cuantía y, sobre todo, el significado del 
voto de oposición. Casi el 50%, en su conjunto, 
reconocido de manera oficial, se manifestó contra 
el sistema. 

Pero, para anotar, los de abajo -con menor 
capacidad de expresión y de protesta que los de 
en medio- resistieron mucho más el impacto de 
nuestra modernización regresiva. Esos, "los de 
abajo" (evocando a Mariano Azuela), los del sala­
rio mínimo, en cuatro años sintieron las conse­
cuencias de cómo su poder adquisitivo se redujo 
en 33% (1982-1986) y casi 50% si se considera, 
como punto de referencia, el año de 1976. 

Lo anterior se complementa si se toma en 
cuen ta la participación de los asalariados en el 
ingreso disponible. En 1982 fue de 40.2%, pero en 
1983 su participación se reduce en más de seis 
puntos llegando a 34.1%, tendencia que prosi­
gue, de manera más o menos acentuada, pero 
al final de cuentas descendente para llegar en 
1986 a 30.6%. Como dicen Cortés, Hernández y 
Rubalcava: (Entre 1982 y 1986) "los asalariados 
perdieron casi 11 % de su participación en el in­

10.	 Los datos anteriores provienen de un trabajo escrito 
por Fernando Cortés, Enrique HernAndez 'Y Rosa Maria 
Rubalcava, op.cit. Los datos en que se basan estos auto­
res fueron elaborados por el Banco de México, la Secre­
taria de Programación 'Y Presupuesto 'Y la Agencia 
CIEMEX-Wharton. 

341 



greso -~s decir casi una cuarta parte- a conse­
cuencia de la política salarial instrumentada y de 
la muy escasa creación de empleos en el perío­
do ... ", JI 

La política salarial de la actual administra­
ción (1982-1 'J88) fue una consecuencia de la polí­
tica de tratf,r de contener el proceso inflacionario 
que, como avalancha, cayó sobre esa administra­
ción. Her.eda una inflación de 100% y, a pesar de 
que en los años subsiguientes ésta tiende a redu­
cirse, de nueva cuenta en 1986 y 1987 renace con 
particular vigor sobrepasando la cifra de tres dí­
gitos: 105.7% y 159.2%, respectivamente, para los 
años mencionados. 

La inflación, en esta ocasión, no se asoció con 
crecimiento del producto interno bruto, como fue 
el caso de los años del "boom petrolero"; por el 
contrario se asoció con estancamiento, impredici­
bilidad, especulación y deterioro social de casi 
todos los sectores sociales. 

Habría que aclarar un punto: la crisis econó­
mica del país que, como se insinuaba, recrudece 
las inmemoriales discrepancias de nuestra socie­
dad no tiene una correlación orgánica con crisis 
política. A pesar de los cambios que, en particular 
este año de 1988, han ocurrido, cambios que han 
tenido mucho que ver con una participación de la 
sociedad, y que dan lugar El un México "nuevo" e 
inédito, no se cuenta con evidencia para decir que 
México se encuentra sumergido en una crisis po­
lítica. Datos, en efecto los hay, para demostrar 
implacablemente nuestra crisis económica. Da­
tos los hay también pero para demostrar un cam­
bio, sin duda significante, de nuestro sistema 

11. ua«. p.ll. 
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político. No es el mismo el día de hoy incluso si se 
le compara con el que era hace unos meses, antes 
de julio de 1988. Pero son dos cosas distintas. 
Tal vez lo que pueda decirse es que la crisis eco­
nómica en gran medida ha constribuido al cambio 
del sistema político e incluso de su armazón prin­
cipal: el Estado. Pero no es aceptable despren­
der e inferir una crisis política de nuestra crisis 
económica. 

Todavía hoy, finales de 1988, el sistema polí­
tico mexicano tiende a la estabilidad y sus insti­
tuciones, aunque erosionadas por el tiempo, por 
una sociedad que ha crecido, que se ha vuelto más 
contestaria y menos "conformiata", han sido capa­
ces de regular el conflicto. Se inicia, de cualquier 
forma, desde el ángulo que uno quiera verla, una 
transición política que, en mi intuición, tendrá 
dos componentes principales. Por una parte, ten­
drá lugar dentro de marcos institucionales. No 
obstante, por la otra, éstos cambiarán. Su redefi­
nición será hacia formas más democráticas y par­
ticipativas que tendrán que acoger a una sociedad 
más plural y más urbana. 

Ahora bien, es válido preguntarse por qué, en 
México, no ha habido un est.allido social que hu­
biera sido esperable dada la magnitud y profundi­
dad de su crisis económica. Además de la idea de 
que su sistema político todavía ha sido capaz de 
regular el conflicto hay otros factores -hipótesis­
que tienen que ver con las escasas manifestacio­
nes de violencia y de protesta. 

Un estudio realizado en tiempos recientes de­
m uestra que 8 pesar de la crisis económica, de la 
envergadura, de la que sufrimos y de la que no se 
tenía experiencia previa en el país, los mexicanos 
esperaron hasta las elecciones constitucionales 
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del 6 de julio de 1988 para expresar su protes­
ta. u De lo anterior puede desprenderse que no obs­
tante el deterioro económico y social de los 
mexicanos hay todavía un compromiso con el or­
den social, con las instituciones. 

A lo anterior podría agregarse, con base en la 
información disponible, que a partir de la crisis 
los conflictos de huelgas disminuyen. La crisis ha 
funcionado más como un dique que contiene que 
como un activador del conflicto. Preservar el em­
pleo es prioritario. La protesta se guarda para 
tiempos "mejores", 

Por otra parte, y para fundamentar un poco 
más lo anterior, las razones siguientes también 
pueden considerarse: 1) los pobres han podido 
sobrevivir porque se han incorporado en números 
crecientes a la fuerza de trabajo y 2) la llamada 
economía informal ha funcionado como una vál­
vula de escape ante la "crietaltaacién" de la eco­
nomía formal. 13 Aparen temen te, la economía 
informal ha compensado la caída de las tasas de 
absorción de fuerza de trabajo en la economía 
formal y ha aumentado el trabajo en actividades 
económicas en pequeña escala tal como lo sugiere 
otro trabajo relacionado con el tema. 14 

Influye también la incorporación de la fuerza 
de trabajo femenino. lb En el mercado lo que sig­

12.	 El estudio pertenece a Carlos Rico y la cita se ha tomado 
del arUculo de Rafael Segovia, "Meaico's Future: Oppor­
tunities and Constraints". Discurso pronunciado en la 
conferencia Ouercominll Constrain lB on Mexican Deuelop­
mento Universidad de Brown, noviembre 3-5 de 1988 (mi· 
meo). 

13. Cortés, Hern6ndez y Rubalcava, op.cit, p.24. 

14. Cf. Brígida Garcfa. "Aumenta el trabajo en actividades 
económicas de pequeña escala". Demos; núm. 1, 1988. 

15. Al respecto, véase Orlandina De Oliveira. EmpLeo remen i­
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nifica que ya no es el hombre el único capaz de 
enfrentar a la crisis y l3US consecuencias sino se 
trata más bien de una estrategia de sobrevivencia 
familiar; una sobrevivencia, sin embargo, que es­
tá en los límites de los mínimos de subsistencia. 

En síntesis México se transformó notablemen­
te en las últimas cuatro décadas; en todos los 
órdenes. No obstante su ritmo de cambio y de 
crecimiento se han detenido, inaugurándose una 
época de gran crisis, 8 partir de 1982, de la que 
no se ha salido y que, todo parece indicar, no se 
saldrá en el corto plazo. 

El contexto mexicano 
en el decen io de los noven ta 

Será un decenio difícil. Tal vez el más difícil 
si se considera la época del México postrevolucio­
nario. De todos es conocida la enorme tasa de 
crecimiento poblacional que experimentó el país. 
De una población de 25 miBones en 1950, pasa a 
83 en 1988 y para el afio 2000 la hipótesis "pro­
gramática" indica una cifra no menor de 100 mi­
IJones. En 50 años, se multiplicó por cuatro y sus 
demandas se multiplicarán por "N". 

La sociedad no sólo creció, también se urbani­
zó. México dejó de ser esa sociedad rural tal como 
fue retratada en los análisis que se hicieron en los 
años cincuen ta y sesen ta. J ti 

cias recien tes. Méll ico, El Colegio de Méll ico, 19KK (mi· 
meo) 

16.	 Por ejemplo, podrían consultarse los trabajos de Gouz á­

lez Cosio, op.cit., y Jos~ lturriaga. La Bstructur« Social 
y Cultural de Ml?xicCJ. México, Nacional Financiera, 
1951 
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Al considerar a la población que habita locali ­
dades de 15.000 habitantes o más, por cierto un 
mejor indicador que el de la definición censal que 
se basa en el criterio de habitantes radicados en 
localidades de más de 2.500 habitantes, nos en­
contramos que en 1950 el porciento urbano del 
país era de 27.96%. En 1980, esa cifra casi se 
duplica llegando a 54.50%. Para 1990 la estima­
ción sugiere una proporción de 63.4% y para el 
año 2000, a sólo 12 años de distancia, llegará a 
71.2%,,7 

La sociedad mexicana se urbanizó en su con­
junto, en muchas de sus regiones, a pesar de que 
en este proceso sobresale la macrocefalia repre­
sentada por la ciudad de México. En los ochentas, 
el área metropolitana de la ciudad de México con­
centra el 22% de la población y, en ella, se gene­
raba el 44% del PIB. 

11l 

N o sirve lo anterior para decir, de manera 
simplista, que México será un país cuya población 
será predominantemente urbana, tanto en la ac­
tualidad, como hacia finales del siglo. 

Sirve para inferir y "pronosticar" que las de­
mandas de una población urbana serán completa­
mente distintas a las que el Estado Mexicano, su 
sistema político y su economía uiere used to deal 
with. 

Así, se demandarán más empleos urbanos 
(más costosos de crear) para una población econó­
micamente activa que tenderá a crecer a tasas 
superiores a las de la población. Esta crecerá a 

17. Ponce y Alonso, op.cit., p.124. 

18. Victor U rquidi, op.cit., p.7. De acuerdo a los célculos de 
Ponce y Alonso para el año 2000 la población de la ciu­
dad de Mézico seré de 26 millones (aprollimadamente el 
26% respecto del total). 
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un ritmo de alrededor del 2% en tanto que la 
PEA hará a una tasa cercana al 3% duran te los 
noventa. 

Se demandará más vivienda y, en general más 
servicios que en su conjunto impondrán una fuer­
te presión al Estado mexicano. Así, no es lo mismo 
lidiar con una sociedad de rasgos rurales y de 
tamaño "pequeño" que con una urbana y de gran 
tamaño la que, además, seguirá siendo expansiva. 

La dinámica demográfica que ha adquirido el 
país redefinirá, sin duda, las relaciones económi­
cas, políticas y sociales. Nuestra pirámide de eda­
des, dado el descenso que ya ha experimentado la 
tasa de crecimiento poblacional, cambiará tam­
bién -de hecho el cambio ya se está dando- lo que 
implica un "engordamiento" en su parte media. 
Estamos dejando de ser una sociedad de infantes 
y adolescentes y estamos empezando a ser una 
sociedad de adultos jóvenes y de adultos: gran 
transformación. 

No serán, en consecuencia, las mismas deman­
das. Ya la demanda no se dirigirá, de manera 
predominante, al sistema educativo básico. La de­
manda se orientará hacia el mercado de trabajo y 
hacia los niveles de educación superior y medio 
superior. Una estimación indica que el 40% de la 
población total, en el año 2000, demandará edu­
cación en todos sus niveles. Pero, lo importante, 
es que una cuarta parte de esos 40 millones de 
demandantes -para el año 2000- lo hará en los 
niveles antes mencionados. 

En medio de una crisis, como la que hoy en día 
experimentamos, no se le ve una salida fácil al 
problema de la demanda "societal", por cierto ine­
vitable, que tendrá que enfrentarse en el próximo 
decenio: el decenio crucial de los noventa. 
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Desde otra perspectiva, y considerando el im­
pacto poblacional en el sistema político y, to­
mando en cuenta, además, que se trata de una 
sociedad ávida de participar y de expresarse, las 
cifras no sólo implican un reto a ese sistema sino 
conllevan el germen ineluctable de una redef'ini­
ción del mismo. 

Así, el 61% de la población, aproximadamente 
(61 millones de ciudadanos) en ei año 2000 ten­
drán derechos políticos -40% más que en 1988­
que sin duda redefinirán el carácter de nuestro 
sistema: habrá más ciudadanía y, en consecuen­
cia, tendrá que haber una representación popu­
lar mucho más real que formal. Como dicen Ponce 
y Alonso en su trabajo: habrá uno población nacio­
nal potencialmente más activa en política que, 
además, se irá haciendo más vieja (más madura, 
di r í ) I!Iirra yo . 

De nueva cuenta: entre los cuarenta y los 
ochenta México experimentó un gran camb io. Su 
economía cambió y su sociedad también lo hizo. 
Esta se escolarizó más. A pesar de que hay todavía 
fuertes carencias en este aspecto, la ed ucación 
como valor, es tal vez el mejor redistribuido en el 
México postrevolucionario. La educación, como 
pivote del cambio, hizo de la sociedad mexicana 
una mucho más propensa a participar, a expresar­
se y, por qué no, a protestar. Sus cambios y sus 
rasgos, implícitos en la breve descripción que se 
ha hecho aquí, sugieren con fuerza que los noven­
ta serán testigos de un México distinto al de cual­
quier México previo a este decenio. 

19. Ponce y Alcnsc, opcir., p.K4. 
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¿Qué hacer 
con la desigualdad? 

¿Qué hacer con la desigualdad, que la sociedad 
ya no acepta y que el Estado, aunque fuerte -has­
ta ahora- no ha sabido combatirle? 

Empecemos con aspectos situaciones y cir­
cunstancias internas. El Estado Mexicano pos­
tergó la redistribución en aras del crecimiento: 
crecer primero redistribuir después fue el princi­
pio desde la segunda mitad de los años cuarenta. 
Como lo expresó González Casanova en un cono­
cido trabaj 02u"el factor esperanza" penetró a la 
sociedad mexicana y ésta, esperó. El discurso 
oficial pedía un sacrificio de "corto plazo" para 
tener, en el mediano y en el largo plazos la com­
pensación correspondiente al sacrificio que hasta 
ese momento -largo por cierto-, se había hecho. 
No se dio tal compensación. Sin embargo, el fac­
tor esperanza -y sus implicaciones- constribu­
yó a que el Estado mexicano gozara de legitimidad 
y de la estabilidad política que le acompañó: am­
bas crecieron tomadas de la mano a pesar de 
nuestras discrepancias, de nuestras injusticias, 
en una palabra, a pesar de nuestras contradiccio­
nes. 

La crisis, insinuada desde los setentas y con­
firmada en el actual decenio, tiene dos salidas, 
no voluntaristas sino estructurales: crecer y re­
distribuir. Las políticas estatales y públicas ten­
drán, necesariamente, que orientarse hacia esos 
caminos. Si la redistribución se postergó, en aras 
de un México "mejor" y se aceptó -había legitimi­
dad política -hoy nos enfrentamos a la situación 

20.	 CC. Pablo GODzález Casanova. La Democracia en M~%i­
ca. México, ERA, 1965. 
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de que el crecimiento es importergable para ha­
cer, ahora sí, efectiva la redistribución. ¿Con qué 
fin?: ganar la legitimidad perdida. 

Hasta los setentas parecía no haber una rela­
ción significante entre redistribución de los bene­
ficios del desarrollo y legitimidad política. Un 
estadístico -ese especialista versado en los n úme­
ros- nos hubiera dicho que la correlación entre 
ambos fenómenos no era significante. Hoy, el 
mismo especialista -si hubiera continuado estu­
diando- nos indicaría que habría encontrado una 
correlación negativa y, por añadidura, significati ­
va: a mayor desigualdad de la distribución de in­
greso menor la legitimidad política del sistema 
político. Como conclusión la aceptaríamos. Pa­
ra hacerla positiva, nos encontraríamos frente a 
frente al reto: crecer para redistribuir. 

Nos encontramos ante un impasse. Para re­
distribuir -hacer efectivo, en otras palabras, el 
desarrollo social, usando una vieja terminología-, 
tenemos que desarrollarnos en lo económico. 

En la vieja tesis Lipsetiana presentada en toda 
su grandeza a principiosde los años 60: la redis­
tribución acompaña a la democracia y ambas son 
consecuencias del desarrollo economico.V 

N o puede haber democracia sin recursos eco­
nómicos. Ambos se acompañan pues son siameses. 

Ahora bien para crecer y disponer de esos 
recursos tenemos que superar dos grandes pro­
blemas. El primero, considerando nuestra ac­
tual circunstancia latinoamericana, es superar el 
problema de la deuda externa. Por la irres­
ponsabilidad -o por el acuerdo, como se quiera­
de deudores y acreedores nos encontramos en un 

21.	 S.M. Lipset. Po u ticu l Man. Nueva York, Doubleday, 
1960. 

350 



callejón sin salidad. América Latina debe 430 
mil milJones de dólares. De esos, 106 mil milJo­
nes le corresponden a México. Signifiea, en pocas 
palabras -servicio y deuda- el 6% del PIB de una 
nación que se empobrece cuando, hasta hace 
poco, daba la impresión de que se expandía y 
modernizaba. 

The debt burden , como se dice en otros idio­
mas, es el principal obstáculo del crecimiento y la 
"causa" fundamental de nuestro estancamiento, 
de nuestro decrecimiento del poder adquisitivo, 
de nuestra inflación. La carga de la deuda se vol­
vió inmanejable y, peor aún, en contra nuestra: 
no es posible el crecimiento con ese lastre estruc­
tural que nos envuelve. 

El 6% del PIB sale de nuestras fronteras, 
visto el problema en su dimensión externa. Vién­
dolo desde la perspectiva "doméstica", en 1982 el 
17.9% del presupuesto de egresos de la federación 
se canalizaba a la deuda pública (interna y ex­
terna). Cinco añoa después el monto ascendió a 
51.8%. lI2Deuda externa, impagable, hay que reco­
nocerlo, tiene una fuerte relación con estanca­
miento: condición necesaria para el autoritarismo 
y negación inevitable de la aspiración societal: 
vivir un poco mejor en marcos políticos de­
mocráticos. 

Desde un punto de vista interno: una menor 
desigualdad tiene que asociarse con una mayor 
democratización. En México, han fracasado to­
dos los in ten tos de reforma fiscal a pesar de ser 
éstos tenues. No habían -ni hay todavía- las con­
diciones democráticas para llevarlas a cabo. 

22.	 Datos oficiales sintetizados en un articulo de Jorge Pa­
dua. Loa Deaafloa del Siatema Eacular Formal en loa Al­
borea del SiRio XXI. Méldco, El Colegio de Médco, 1988 

351 



Pensando en los últimos tiempos: en 1972, año 
perteneciente a una administración cuyo proyecto 
político tenía tin tes populistas pero con "ganas" 
redistributivas, se intentó instrumentar una re­
forma fiscal más o menos importante. No sólo no 
se logró, a pesar de la fuerza presidencial que 
encabezaba el proyecto, sino que cayó el Secreta­
rio de Hacienda para dejar las cosas como esta­
ban: intocables. 

México enfrentó -y todavía enfrenta- una 
asincrou ia'" la Germani: con su crisis y sus pro­
blemas se modernizó en lo económico pero se re­
zagó enormemente en lo político. 

Lipset, hace ya varios años, anotaba algo que 
parece ajustarse a nuestra situación. "Si las na­
ciones se 'desarrollan' en una sola dimensión -la 
económica por ejemplo- pero resisten el cambio 
en las dimensiones políticas o sociales, el resulta­
do será el tener fuertes tensiones.:.I4 

Lipset ejemplifica con el caso alemán de la 
pre-guerra (2a. por cierto) en el que las clases 
dominantes se resistieron y, por tanto, no aten­
dieron las demandas de los nuevos grupos so­
ciales, demandas basadas en derechos adquiridos 
dado el desarrollo de la economía alemana. Esas 
clases buscaron preservar las relaciones sociales 
de una sociedad más bien de corte preindustrial. 
Sabemos el desenlace. En México algo de lo mismo 

2:-1. cr. Gino Germani. Poitt icu y Saciedtui en una Epocu de 
Transición. Buenos Aires, Paidos, 1962. 

24.	 cr. S.M. Lipset. "Introduction". En T.H. Marshall. 
Clas s, Citaen sh ip an d Soc iül De uelopmen t . Nueva York, 
Doubleday, 196fl, p.14. 
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nos está pasando: nuestra sociedad, en lo politico, 
la dejaron rezagada porque la modernización eco­
nómica y sus concentrados beneficios en un redu­
cido porciento de la población tenían que 
preservarse: intereses intocables. 

Sin embargo, el día de hoy, la sociedad mexi­
cana tiene ya algunas condiciones que pueden 
rebasar al sistema político. Si sucediera ese des­
bordamiento no cabe duda que el estallido social 
sobrevendría. Se está a tiempo: la compensación 
de la asincronia mexicana se da ahora en la direc­
ción contraria. El sistema político tiene que al­
canzar a su sociedad, una sociedad que bien que 
mal se escolarizó, se urbanizó, se pluralizó y, por 
ello, se está haciendo -sino es que ya se hizo- más 
competitiva y contestataria. En una palabra la 
democracia política se hace la condición necesa­
ria y suficiente para redistribuir, para aminorar 
nuestra ancestral desigualdad. No hay otro cami­
no. Si desde un Estado democrático se dictan las 
políticas para nivelar la riqueza -o la pobreza­
serán entonces las políticas legítimas ante las que 
ninguna clase económicamente dominante tendrá 
la capacidad de cuestionar. 

No se hará de la noche a la man aüa. Será un 
proceso gradual, de años: pero hay que empezar. 

Finalizo con una reflexión de Cosio Villegas: 

- ... el éxito de un cambio social depende no de 
la buena intención de producirlo ni tampoco de 
su bondad intrinsica, sino de crearle condicio­
nes propicias a su entendimiento, a su aproba­
ción y ejecución. Hacerlo supone, desde luego, 
un gran talento político, capaz de crear esas 
condiciones, y la necesaria perspicacia para 
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anticipar la forma mejor de que la sociedad lo 
entienda y apruebe-. 26 

Ese es nuestro reto, el reto mayor de nuestra 
historia. El reto del próximo decenio. 

21).	 cr. Daniel Cosio Villegas. El Sistema Polttico Muicanu. 
México, Joaquin Mortiz, 1972, p.J05. (El subrllyado es 
de l autor). 

354 



PARTICIPACION
 
y CONCERTACION
 

EN LAS POLITICAS SOCIALES
 

Carlos Pranco " 

•	 Investigador del Centro de Estudios para el 
Desarrollo y la Participación (CEDEP). Lima, 
Perú. Este artículo fue publicado en la Revista 
de la CEPAL No. 37. 



Dentro de las concepciones más globales del 
desarrollo en América Latina, resulta curioso ob­
servar los cambiantes enfoques acerca de las 
necesidades básicas y las políticas sociales. En 
efecto, cada nueva visión del desarrollo de la re­
gión va acompañada de una alteración de las re­
laciones entre economía y necesidades básicas, 

así como de un cambio en las jerarquías de las 
políticas económicas y las políticas sociales. 

I 

VISIONES DEL DESARROLLO
 
Y POLÍTICAS SOCIALES
 

Hasta finales de los años cincuenta, una con­
cepción básicamente económica del proceso de 
industrialización o modernización de nuestros 
países, afirmaba explícita o implícitamente que la 
satisfacción de las necesidades básicas de la po­
blación era una suerte de subproducto natural del 
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crecimiento económico y que, por ello, las políti­
cas sociales estaban subordinadas a las políticas 
productivas. 

En los años sesenta y comienzos de los años 
setenta, en cambio, las visiones normativas del 
desarrollo modifican, al menos en el plano de 
la teoría, las relaciones entre crecimiento econó­
mico y necesidades básicas, en favor de una equi­
valencia de su respectiva importancia y de la 
complementariedad de las políticas orientadas a 
su manejo. El sentido de esta modificación, sin 
embargo, no se agota en la igualación, más decla­
rativa que real, de las jerarquías del desarrollo 
económico y del desarrollo social, sino que inicia 
un proceso de autonomización de los problemas y 
las políticas sociales en la percepción del desarro­
llo. En otros términos, sea por la experiencia de 
esos años, sea por la renovación intelectual de los 
enfoques del desarrollo, se comenzó a entender 
que los problemas sociales no son subproductos 
naturales de los problemas económicos, sino que 
tienen una entidad propia, multicondicionada por 
procesos económicos y extraeconómicos, vale de­
cir, políticos, culturales, psicosociales e históri­
cos. Precisamente por ello, las políticas sociales, 
sin dejar de vincularse con las políticas económi­
cas, comienzan a ser reconocidas en su autonomía 
y especificidad. 

En los años ochenta se produce una brusca 
mutación del enfoque del desarrollo y de las re­
laciones entre los problemas y las políticas eco­
nómicas y sociales. Una visión pesimista del 
presente y el futuro inmediato de la región, que 
se dice realista y cree nutrirse de la "objetiva" 
percepción de los efectos de la crisis, así como de 
los fracasos de las políticas expansivas y redistri­
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bucionistas de algunos de nuestros Estados na­
cionales, hace del término "ajuste" la ambigua 
cobertura de la recesión económica o de un creci­
miento "sano". Ambas expresiones, diferentes en 
ciertas políticas de corto plazo, reflejan la con vic­
ción de la "inevitabilidad" de la reducción del pro­
ducto o de la "necesidad" de tasas más o menos 
mediocres de crecimiento económico. En este con­
texto, la renuncia a ciertos tipos (o a todos los 
tipos, según los casos) de crecimiento económico, 
se acompaña de un redimensionamiento de la 
importancia atribuida a los problemas y políticas 
sociales y a una reconsideración de sus relaciones 
con los problemas y politicas económicas. 

En efecto, desde hace algunos años se afirma 
que ciertas metas sociales significativas pueden 
alcanzarse a pesar o en contra de la recesión eco­
nómica o del penoso crecimiento del producto re­
gional. Se trata de un punto de vista opuesto al 
de los decenios anteriores. Si en el enfoque de los 
años sesenta las metas sociales se ·derivaban se­
cundariamente de las metas económicas y si en el 
de los setenta ambas eran complementarias, aho­
ra, en los años ochenta, las metas sociales (por lo 
menos, algunas de las más significativas) se han 
desvinculado relativamente de las metas econó­
micas globales; tal como las políticas sociales que 
las hacen posibles, han adquirido una autonomía 
casi plena en el campo de la teoría. 

No es nuestro propósito abordar ahora los su­
puestos valorativos de esta concepción, la natura­
leza de su diagnóstico, la coherencia de su visión 
acerca de las relaciones entre politicas económi­
cas y sociales. Menos aún, formular juicios de 
valor sobre su significado político. Nos importa 
más reflexionar acerca de los modos mediante 
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los cuales este enfoque cree hacer posibles cier­
tas metas sociales en un marco de depresión 
prod ucti va. 

La voluntad polttica 
de los gobiernos 

Según este punto de vista, el logro de ciertas 
metas sociales en un contexto de depresión pro­
ductiva precisa lo que se denomina "la voluntad 
política de los gobiernos de la r egión". Pareciera 
que con ello se alude a las relaciones entre los 
gobiernos y los grupos sociales en condición de 
pobreza crítica. En primer lugar, a los contenidos 
de discursos, planes, políticas, programas, instru­
mentos, montos y uso de recursos, definidos o 
definibles por los gobiernos, en relación con los 
grupos sociales desprotegidos de la sociedad, así 
juzgados, en su pertenencia técnica o en su ade­
cuación política, por los grupos o instituciones 
nacionales e internacionales propugnadores del 
desarrollo social. En segundo lugar, el concepto 
parece referirse a una cierta calidad de la rela­
ción político-institucional de los Estados con res­
pecto a dichos grupos sociales, basada en lo que 
se llama una opción preferencial por los más po­
bres. Por cierto, ambos planes, el de los conteni­
dos de los planes públicos y el de las relaciones 
político-institucionales, son percibidos como com­
plementarios y, por tanto, como expresiones fuer­
tes de la "voluntad política de los gobiernoe". En 
este sentido, entonces, "voluntad política de los 
gobiernos" y "opción preferencial por los más po­
bres" son conceptos equivalentes o, en su defecto, 
asociados por un vínculo en virtud del cual el 
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segundo especifica el significado del primero al 
señalar su referente social. 

Ahora bien, el término "preferencial" tiene un 
innegable sentido comparativo; con él se implica 
que, ante las demandas alternativas de los recur­
sos públicos y de los usos del poder por diferentes 
grupos o clases sociales, el Estado elige destinar­
los mayoritariamente a satisfacer las necesidades 
de los grupos sociales más pobres. Como es obvio, 
ello no puede realizarse sino por la vía de una 
relación político-social privilegiada que relativi­
za o coloca en segundo plano las relaciones del 
Estado con otros grupos o clases sociales o con las 
instituciones que los representan. Como es lógi­
co, el tamaño de la diferencia en la atención del 
Estado a los diferentes intereses sociales depen­
deré, si todas las restantes condiciones se mantie­
nen constantes, del monto de los recursos que 
disponga. Si ellos son abundantes, entonces el 
Estado puede hacer compatible la opción prefe­
rencial por los m ás pobres o la relación privile­
giada con ellos con una atención menor, aunque 
significativa, a los grupos sociales m ás acomoda­
dos. En cambio, si los recursos son escasos, en­
tonces es más probable que la atención del Estado 
a los grupos más pobres reduzca significativa­
mente los recursos y las relaciones que mantiene 
con los grupos sociales instalados. 

PoUticas participatiuas 

En el Perú, como en otros países de la región, 
la expresión de la voluntad política del Estado 
para colocar los intereses de los grupos sociales 
pobres o marginales en un status preferencial se 
encarnó, en las décadas pasadas, en las denomi­
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nadas políticas o estrategias participativas. Por 
tales se entendió, más alla de las diferencias o 
especificidades nacionales, acciones politicas 
orientadas a promover la organización y moviliza­
ción de los grupos sociales desprotegidos; desti­
nar recursos económicos y políticos a la 
satisfacción de sus necesidades elementales; 
abrir mecanismos de participación de tales gru­
pos en los puntos terminales de la estructura local 
del Estado; organizar programas comunitarios de 
administración conjunta en los campos de la sa­
lud, la educación, la vivienda y el empleo; o, como 
en el caso peruano, reformar en sentido equitati­
vo el sistema de propiedad en la agricultura y la 
industria. 

No nos importa ahora evaluar los éxitos, pro­
blemas y fracasos que acompañaron las pasadas 
experiencias de participación popular. Es de in­
terés recordar que tales políticas participativas 
fueron antecedidas o acompañadas en su inicio 
por ciclos económicos expansivos de los mercados 
in ternos y por un crecien te mon to de recursos 
externos provenientes de la economía internacio­
nal, Cabe recordar también que la extinción pro­
gresiva o la liquidación abrupta de tales políticas 
fueron antecedidas o acompañadas por el inicio de 
ciclos recesivos de las economías nacionales y por 
la crisis de la economía internacional. 

Aquí conviene destacar que los ciclos económi­
cos expansivos y la afluencia de recursos externos 
influyeron de dos modos específicos, entre otros, 
en las políticas participativas: en primer lugar, 
incrementando los recursos disponibles de los Es­
tados reformistas para la atención de los grupos 
desvalidos; en segundo lugar, minimizando o 
tornando manejables las oposiciones o las reser­
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vas expresadas ante dichas políticas por los gru­
pos industriales, financieros, comerciales, profe­
sionales y, en ciertos casos, sindicales. En este 
sentido, el ciclo económico favorable permitió la 
coexistencia, al menos en el Perú, de dominantes 
politicas participativas del Estado con una aten­
ción menor, aunque significativa, de las llamadas 
organizaciones intermedias, integradas a las es­
tructuras nacionales de poder. 

Ahora bien, y sobre todo en el caso peruano, 
las formulaciones más fuertes del enfoque par-ti­
cipativo de fines de los años sesenta e inicios de 
los setenta, hicieron referencia explícita o exten­
dieron su cobertura básicamente a la relación de 
dos sujetos sociopoliticos: el Estado y las orga­
nizaciones de los grupos marginales campesinos 
e informales urbanos especialmente, así como 
el movimiento sindical. En este sentido, la ex­
presión participación popular significaba una 
relación preferencial entre ambos sujetos sociopo­
líticos que dominaba o subordinaba, al menos en 
el plano teórico, las relaciones del Estado con las 
sociedades empresariales, los colegios profesiona­
les y los partidos politicos. Más aún, según las 
teorías en uso, los Estados con orientación parti­
cipativa debían establecer una vinculación di­
recta, o con el mínimo grado de intermediación 
posible, con las llamadas organizaciones sociales 
de base; para ello era preciso orillar, marginar o 
circunvalar las instituciones "intermedias", cuyos 
intereses eran juzgados externos, competidores o 
contrapuestos a los intereses de los grupos socia­
les de más bajos ingresos. 

En la práctica, los intereses de organizaciones 
institucionales integradas a la economía moderna 
y a la estructura del poder fueron atendidos y 

363 



satisfechos relativamente, pero el discurso parti­
cipativo intentó marginarlos o devaluarlos en fa­
vor de la señalada relación preferencial del 
Estado con las organizaciones sociales de base. 
Las consecuencias políticas de este enfoque se 
relacionaron con la renuencia o el rechazo de los 
grupos y organizaciones instalados en el sistema 
económico y político a considerar como legítimos 
los in tereses de los grupos más pobres o a aceptar 
compartir la atención, los recursos y el poder del 
Estado. De este modo, las hipótesis participati vas 
acerca de los comportamientos de las organiza­
ciones intermedias integradas al sistema conclu­
yeron por hacerse realidad, actuando como una 
suerte de profecía autocumplida. En otros térmi­
nos, las organizaciones industriales, comerciales, 
financieras, profesionales y hasta sindicales más 
fuertes oscilaron políticamente entre el recelo y 
el rechazo de las políticas participativas y con­
cluyeron defendiendo enérgicamen te sus propios 
intereses cuando el cierre del ciclo económico fa­
vorable restó a los gobiernos los recursos eco­
nómicos necesarios para manejar los conflictos 
sociales. 

11 

ACERCA DE LA CONCERTACIÓN 

Del examen de estas ex periencias, muchos 
quedaron con la im presión de la necesidad de una 
revisión crítica y de una superación teórica de los 
enfoques participativos. Se comenzó por cuestio­
nar la limitación del enfoque participativo a la 
sola relación entre el Estado y las organizaciones 
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sociales de base, señalándose la necesidad de am­
pliar la cobertura a la presencia, intereses y re­
laciones del Estado con el conjunto de grupos 
sociales y organizaciones representativas de la 
sociedad. En segundo lugar, se afirmó que los 
recursos públicos destinados al logro de metas 
sociales, así como las mismas políticas sociales, 
debían justificarse o racionalizarse por la orien­
tación de las políticas económicas de corto plazo. 
Finalmente, se sostuvo la inviabilidad en el me­
diano plazo de las relaciones Estado-grupos de 
bajos ingresos que no estén protegidas por una 
red de relaciones políticas entre el Estado y las 
organizaciones integradas a la economía moderna 
y a la estructura del poder y por un compromiso 
progresivo de estas últimas con la satisfacción de 
las necesidades básicas de la población. De este 
modo, la temática de la participación popular fue 
retirándose a UD segundo plano en el debate inte­
lectual y político, para dar paso a una nueva te­
mática que, desde fines de los años setenta ocupa 
crecientemente la atención de cientistas sociales, 
políticos y funcionarios de la región. Nos referi­
mos a la concertación. 

Si observamos las escasas experiencias nacio­
nales de concertación desde la producida en Ve­
nezuela hasta la más reciente en Uruguay, y si 
extendemos ese examen a 18 experiencia españo­
la, rápidamente concluiremos que sus contenidos 
se refirieron a la creación de condiciones políticas 
para el pasaje de sistemas autoritarios a sistemas 
democráticos. Lo que se acordó básicamente en 
aquellas experiencias fueron las relaciones entre 
gobiernos civiles y fuerzas armadas, las garantías 
constitucionales e institucionales para el desarro­
llo del régimen parlamentario y de partidos, y 
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ciertas reformas mínimas en la estructura del Es­
tado y sus relaciones con la sociedad civil. El 
pacto social español, pero no sólo éste, definió 
asimismo el marco de las relaciones en tre el Esta­
do y las organizaciones empresariales y sindica­
les, así como los acuerdos básicos del manejo de 
precios y salarios. 

Si pasamos a observar los proyectos de concer­
tación en los países de la región, rápidamente 
percibiremos que sus contenidos más importantes 
se refieren a las políticas económicas de corto 
plazo, a la regulación de precios y salarios y a la 
creación de marcos institucionales y de mecanis­
mos para el procesamiento de las relaciones entre 
el Estado, los empresarios y el movimiento sin­
dical. En ciertos casos, los proyectos incluyen pla­
nes económicos de mediano plazo, reformas 
constitucionales o la introducción de nuevos ins­
trumentos institucionales. Lo que quiero decir, 
en consecuencia, es que en ninguno de los casos 
que conozco, los contenidos de dichas experien­
cias y proyectos se centraron en la definición de 
políticas sociales o de metas nacionales relaciona­
das con la cobertura nutricional, el descenso de la 
mortalidad infantil, la atención primaria de sa­
lud, programas de alfabetización, de vivienda o de 
servicios básicos en general. En otros términos, 
los intereses de los grupos sociales más pobres no 
fueron ni son tomados en cuenta, al menos de 
manera preponderante, en las experiencias y pro­
yectos de concertación conocidos. 

Abora bien, si nuestra mirada se extiende a los 
trabajos de los economistas de la región, rápida­
mente advertimos la escasez de estudios o pro­
puestas vinculadas sea con una economía de las 
necesidades básicas, sea con una economía de la 
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concer-tación. Más aÚD, en la creciente biblio­
grafía sobre la concer tación producida por Dues­
tros cien t íf'icos sociales en la última década, SOD 
sumamen te reducidos los análisis o estudios espe­
cíficos sobre los vínculos en tre concert.ación polí­
tica y necesidades básicas, o entre los agentes 
reales de la concertación y las políticas sociales. 

A mi juicio, ésto no es casual, por dos razones. 
ED primer lugar, porque los sujetos sociales o 
políticos que proponen o SOD convocados por la 
concertación SOD generalmente el Estado, los par­
tidos, las sociedades empresariales y el movimieD­
to sindical: ésto es, las organ isacíones cuyo poder, 
in tereses y recursos les permiten actuar directa­
mente y por sí mismas en los escenarrcs políticos 
de la región. En segundo lugar, porque en UD 
contexto de recesión econémica, de pen uria pro­
ductiva y escasez de recursos, la disputa política 
por el magro exceden te económico o para evitar 
los costos de la crisis se resuelve a favor de los 
agen tea o intereses más poderosos o más sólida­
mente ins ta ladoa en el tejido iuat.ituciona l. 

La evolución real de la concer-tación DOS dice, 
por lo t an to, que su enfoque y su práctica SOD 
acreedores a la crítica que en la década pasada se 
formuló al enfoque y la política participa ti vos, 
aunque ciertameDte en UD sentido dist.into. Si los 
enfoques participativos devaluaban las relacioues 
del Estado COD las organiaaciones Intermedias o 
In tegradas en las estructuras económicas y políti­
cas modernas en favor de UDa relación preferen­
cial COD las organ iaaciones populares de más bajos 
ingresos, los enfoques concertadores marginan o 
devalúan las relaciones del Estado COD éstas en 
favor de UDa relación exclusiva o excluyente COD 
aquéllas. 
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El análisis de la situación descrita nos está 
diciendo, asimismo, que las políticas de ajuste o 
de recesión económica actúan en los siguientes 
sentidos: 

a. Erosionando las bases populares de apoyo a 
los gobiernos de la región o fracturando los pactos 
sociales impHcitos en que se sustenta su autori­
dad democrática y el ejercicio relativamente au­
tónomo de su poder. 

b. Reduciendo los grados de libertad de los 
gobiernos para operar o manejar los conflictos de 
interés o para imponer un límite a los crecientes 
procesos de anomia o al desarrollo de la violencia 
social y política. 

c. Reforzando la desigualdad de los poderes 
político-representativos de los distintos grupos 
sociales que compiten por los recursos públicos y 
las decisiones del Estado. 

d. Promoviendo la desorganización institucio­
nal y política de los grupos sociales con menor 
poder relativo dentro de la sociedad y reduciendo 
su capacidad representativa para acceder y expre­
sarse con autonomía ante el Estado o para pre­
sionar o condicionar en su favor las decisiones 
públicas. 

e. Eliminando el excedente económico o sea la 
base material que permitió a los Estados en los 
años sesenta y comienzos de los setenta orientar 
su acción hacia la atención de las necesidades 
básicas de los grupos sociales más pobres a través 
de políticas participativas. 

f. Fortaleciendo las tendencias privatistas, 
corporativas y sectoriales de las organizaciones 
intermedias e impidiéndoles integrar o aceptar 
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las demandas o necesidades de los grupos sociales 
más pobres. 

g. Obstaculizando severamente las posibili ­
dades de acuerdos consensuales sobre políticas 
sociales entre el Estado, las organizaciones re­
presentativas de los intereses integrados directa­
mente en el régimen político y los grupos sociales 
más pobres. En otros términos, impidiendo al 
Estado combinar en un movimiento simultáneo 
las políticas participativas y las políticas concer­
tadoras en favor del desarrollo social. 

III 

RETORNANDO AL ENFOQUE
 
DE LOS AÑOS OCHENTA
 

Lo que hemos comprobado como una tendencia 
general en buena parte de los países de la región 
nos permite volver a uno de los temas iniciales de 
nuestra intervención, ésto es, a las posibilidades 
de relanzar políticas y metas sociales significati­
vas en economías en recesión y en ajuste. 

Las tendencias actuales fundamentan nuestro 
escepticismo frente a este enfoque. Incluso en 
medio de la crisis y de las políticas de ajuste, no 
negamos que sea éticamente plausible proponerse 
el logro de metas sociales y que eventualmente 
sea posible reducir, en ciertos campos, la veloci­
dad e intensidad del deterioro de las condiciones 
de vida de las mayorías pobres de nuestros paí­
ses. Esto ciertamente, no está en discusión al 
menos para nosotros. Resulta evidente, sin em­
bargo, que la discusión del enfoque que comenta­
mos tiene sentido cuando las políticas sociales 
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pueden ser relanzadas de un modo sustantivo, 
alcanzándose metas sociales significativas, es de­
cir, de impacto y cobertura reconocibles. El exa­
men atento de las tendencias en curso nos indica 
más bien lo contrario. Ellas nos señalan la incom­
patibilidad de un desarrollo social ausjan t ivo con 
el estancamiento o el decrecimiento del producto 
y presionan por una reconsideración más cuidado­
sa, en el plano teórico de las relaciones entre 
políticas económicas y sociales. La lectura de la 
evolución de la región y de las concepciones sobre 
su desarrollo nos enseña que tan cuestionable es 
el enfoque de los años cincuenta, que hace del 
desarrollo social un subproducto natural del cre­
cimiento económico, como lo es el de los años 
ochenta, cuando el desarrollo social parece inde­
pendizarse del crecimiento productivo, o cuando 
lo plantea como compensación moral o racionali­
zación política de la aceptación resignada del rol 
conferido a nuestras economías nacionales en el 
actual orden económico mundial, o del contenido 
de las políticas recesivas o de ajuste. 

Nada de lo señalado hasta aquí resta impor­
tancia a los esfuerzos por amenguar los impactos 
de la crisis en los grupos sociales más pobres o las 
iniciativas creadoras para el logro de una u otra 
meta mínima en relación con las necesidades bá­
sicas de la población. La crítica del enfoque, en 
su sentido estricto, tampoco desconoce la necesi­
dad de introducir criterios socialmente selectivos 
en la formulación y ejecución de los "ajustes" eco­
nómicos en favor de la población más pobre. En 
este sentido, cuando el enfoque que comentamos 
se disocia de sus propósitos o afirmaciones más 
ambiciosos, puede constituirse en una fuente 
de iniciativas para hacer uso en favor de los po­
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bres de recursos potenciales de la sociedad, pa­
ra incorporar las experiencias de las organizacio­
nes de base en el diseño y ejecución de programas 
sociales o para innovar en la organización insti ­
tucional del Estado o en las metodologías partici ­
pativas de promoción humana. 

IV 

REFORMULAR
 
LAS POLÍTICAS SOCIALES
 

Se vuelve imprescindible renovar los conteni­
dos de las políticas sociales en aquellos países 
en los cuales la crisis se ha mostrado menos seve­
ra o en los que la voluntad política de los gobier­
nos se mantiene a pesar de las limitaciones 
económicas. Con ello queremos referirnos, en pri ­
mer lugar, a la necesidad de que estos contenidos 
no se definan exclusivamente por una combina­
ción de necesidades básicas insatisfechas (esco­
gidas estadísticamente por nivel social, ámbito 
geográfico o grupos de edad),objetivos o metas 
cuantitativas (definidos en función exclusiva de 
los montos presupuestarios disponibles), y pro­
gramas o instrumentos de acción (definidos exclu­
sivamente por los cuadros técnico-profesionales 
o el personal disponibles en la administración 
pública). 

Un diagnóstico de la situación que considere 
el grado específico de organización de la pobla­
ción por atender, sus prácticas sociales y grado de 
movilización, así como sus recursos potenciales o 
reales, no permite fundar adecuadamente ni la 
estrategia utilizada en la ejecución de las políti ­
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cas sociales, ni la dimensión de las metas que se 
pueden alcanzar. 

Un efecto parecido origina el no tener en cuen­
ta las orientaciones, recursos, organización o 
poder de todos los actores sociales, y de las insti­
tuciones externas a los grupos sociales más po­
bres, pero implicados directa o indirectamente 
por las metas trazadas por las políticas sociales y 
los recursos públicos o privados movilizados o mo­
vilizables. Un diagnóstico que no exprese dinámi­
camente el cuadro de interacciones sociales y 
políticas no permite definir con precisión ni las 
metas, ni los recursos, ni la estrategia,ni los pro­
gramas en que se expresan las políticas públicas. 

De idén tico modo, como efecto de la experien­
cia acumulada en la región en las tres últimas 
décadas, resulta necesario ampliar la cobertura 
de lo que convencionalmente denominamos polfti­
cas sociales. La experiencia parece mostrar que 
ninguna política social puede lograr sus objetivos 
si no in tegra, con el mayor grado de precisión 
posible, las estrategias y mecanismos de partici­
pación popular de los grupos sociales objetivos: la 
concertación con los agentes o actores sociales y 
políticos instalados en la trama pública del poder; 
la descentralización del Estado y la innovación 
técnico-administrativa; la priorización, no sólo 
social, sino espacial, de las acciones por desarro­
llar. Las políticas de participación, concertación, 
descentralización y priorización espacial no son 
distin tas de las políticas sociales y no son, por 
ello, responsabilidad de otros sectores o ministe­
rios públicos. Son componentes esenciales de las 
políticas sociales redefinidas y sus enfoques, ins­
trumentos y prácticas son medios indispensables 
para el logro de las metas trazadas. 
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Resulta claro igualmente que las llamadas po­
líticas sociales no pueden definirse paralela o 
sectorialmente a través de ministerios incomuni­
cados institucionalmente o relacionados de modo 
inestable por los conocidos y fracasados mecanis­
mos de coordinación interministerial. En una si­
tuación de escasez de recursos que exige 
aprovecharlos al máximo, se torna más necesario 
que nunca unificar las orientaciones de la política 
social de los Estados y definir metas comunes 
para los gastos administrativos por los sectores 
públicos. En realidad, la política social de un 
gobierno es, o debería ser, una y la misma, aunque 
su ejecución administrativa quede librada a dife­
rentes organismos. Para ello, según mi opinión, 
no sólo es preciso plantearse la alternativa insti­
tucional de una integración de los ministerios ·so­
ciales' bajo autoridad única, sino concertar la 
misma formulación del presupuesto social único, 
de modo de articular o integrar los programas 
sociales asociando su ejecución en el tiempo, uni­
ficando la orientación del gasto y potenciando o 
maximizando eficazmente su uso. 

Acaso el desafío mayor que enfrente el diseño 
de políticas sociales en la región sea la redefini­
ción de sus relaciones con la política económica. 
Si tradicionalmente ambas políticas se disociaron 
fue porque el crecimiento del producto y la satis­
facción de las necesidades básicas fueron asumi­
dos como realidades distintas. De allí surgió esa 
división del trabajo estatal según la cual el prime­
ro era responsabilidad de los ministerios de eco­
nomía y de la producción y la segunda de los 
ministerios sociales. A su vez, de esa división del 
trabajo se derivó la división de roles por la cual 
las políticas sociales asumieron las funciones de 
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compensar, complementar o suplir los desvíos, los 
vacíos o los errores de la política económica. 

De ahí que si el estilo de crecimiento del pro­
ducto se asocia a la satisfacción de las nece­
sidades básicas, entonces la política económica 
deviene el mejor instrumento de la política social 
o su mejor encarnación operativa. En otros tér­
minos, quiero decir que una progresiva transfor­
mación del perfil de las necesidades sociales por 
satisfacer, de la composición de la oferta pro­
ductiva, de los patrones de financiamiento, 
inversión, empleo, distribución y de consumo 
constituye, en rigor, el mejor instrumento de las 
políticas sociales. Si tal ocurriera, se unificaría 
el patrón de criterios que escinden en el presente 
las políticas económicas y las políticas sociales. 

Frente a la alternativa de insistir en el valor 
compensatorio de las políticas sociales, alternativa 
basada sea en la continuidad del patrón estructural 
del aparato productivo y del estilo de crecimiento, 
sea en la continuidad inevitable de la dependencia 
financiera y tecnológica, pienso que existe otra al­
ternativa planteada aguda y masivamente por la 
propia naturaleza de la crisis que nuestros países 
atraviesan. No se me ocultan los problemas impli­
cados en el progresivo cambio de la estructura pro­
ductiva y del estilo de crecimiento ni en una 
reconfiguración de las alianzas sociales y políticas 
al interior de cada Estado nacional. Pero acaso los 
fracasos pasados y los que prevemos en los próximos 
años, así como el inmenso daño humano asociado 
con la alternativa que cuestionamos, nos estén in­
dicando que es plausible plantearnos, al menos como 
hipótesis, la búsqueda de opciones alternativas. 

Estamos convencidos que una definición am­
pliada de lo que significan las políticas sociales y 
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una redefinición de su vínculo con las políticas 
económicas están en condiciones de multiplicar 
los recursos económicos, políticos y sociales dis­
ponibles; organizar en escala mayor la red de in­
tereses y alianzas político-sociales en que se 
apoyan las políticas sociales para lograr continui­
dad en el tiempo y eficacia en la acción; com­
prometer una más activa participación de la 
población concernida y asegurar una cobertura 
política que abrigue las experiencias en curso. En 
suma, estimular el desarrollo de la conciencia y la 
acción públicas concertadas en favor de la pobla­
ción más pobre de la región. 

De no mediar cambios progresivos,pero reales, 
en el orden económico internacional, en las alian­
zas político-sociales de los Estados, en el conteni­
do de las políticas de corto y largo plazo y en los 
recursos que aseguren un crecimiento económico 
reestructurador, sostenido y selectivo de los apa­
ratos productivos de nuestros países, será suma­
men te difícil hacer fren te, en el área social, a los 
dramáticos desafíos planteados a los Estados de 
la región. 

375
 



INDICE 

EL DESARROLLO SOCIAL EN LOS 
AÑOS NOVENTA: PRINCIPALES OPCIONES 

Adolfo Gurrieri 9 

DESARROLLO, CRISIS Y EQUIDAD 
EN AMERICA LATINA 

Osear Altimir 

EQUIDAD. TRANSFORMACION SOCIAL 
y DEMOCRACIA EN AME RICA LATINA 

Enzo Faletto 125 

LOS DILEMAS DE LA EQUIDAD SOCIAL 
EN LA ARGENTINA FENINSECULAR 

Jorge Graciarena 15a 

COLOMBIA: SU DESARROLLO SOCIAL 
Y OPCIONES PARA LOS AÑOS NOVENTA 

Antonio J. Urdinola 197 

UNA PERSPECTIVA DEL DESARROLLO 
SOCIAL EN BRASIL 

Sonia Miriam Draibe 215 

377 



SUBDESARROLLO SIN EQUIDAD 
Y SIN DESARROLLO. 
LA EXPERIENCIA DE GUATEMALA 

Edelberto Torrea-Rivaa 257 

LAS POLITICAS SOCIALES EN COSTA RICA 

Ana Sojo 287 

HACIA LA UTOPIA: TENEMOS 
QUE SER MENOS DESIGUALES 

J oaé Luia Reyna 329 

PARTICIPACION y CONCERTACION 
EN LAS POLITICAS SOCIALES 

Carloa Franco 355 

378
 



Impreso en 
Litografra Cosmos S.A. 
en el mes de julio de 1990 
Páginas interiores en papel offset 75 
Portada en cartulina calibre 12 
San José, Costa Rica. 

, 

....
 


	01._Prefacio._Adolfo_Gurrieri._Edelberto_Torres-Rivas[1]
	02._El_desarrollo_social_en_los_años_noventa._Principales_opciones._Adolfo_Gurrieri[1]
	00.pdf
	01. Prefacio. Adolfo Gurrieri. Edelberto Torres-Rivas
	12. Índice.


	03._Desarrollo,_crisis_y_equidad_en_América_Latina._Oscar_Altimir[1]
	00.pdf
	01. Prefacio. Adolfo Gurrieri. Edelberto Torres-Rivas
	12. Índice.


	04._Equidad,_transformación_social_y_democracia..._Enzo_Faletto[1]
	00.pdf
	01. Prefacio. Adolfo Gurrieri. Edelberto Torres-Rivas
	12. Índice.


	05._Los_dilemas_de_la_equidad_social_en_la_Argentina_finisecular._Jorge_Graciarena[1]
	00.pdf
	01. Prefacio. Adolfo Gurrieri. Edelberto Torres-Rivas
	12. Índice.


	06._Colombia._Su_desarrollo_social_y_opciones_para_los_años_noventa._Antonio_J._Urdinola[1]
	00.pdf
	01. Prefacio. Adolfo Gurrieri. Edelberto Torres-Rivas
	12. Índice.


	07._Una_perspectiva_del_desarrollo_social_en_Brasil._Sonia_Miriam_Draibe[1]
	00.pdf
	01. Prefacio. Adolfo Gurrieri. Edelberto Torres-Rivas
	12. Índice.


	08._Subdesarrollo_sin_equidad_y_sin_desarrollo._Edelberto_Torres-Rivas[1]
	00.pdf
	01. Prefacio. Adolfo Gurrieri. Edelberto Torres-Rivas
	12. Índice.


	09._Las_políticas_sociales_en_Costa_Rica._Ana_Sojo.[1]
	00.pdf
	01. Prefacio. Adolfo Gurrieri. Edelberto Torres-Rivas
	12. Índice.


	10._Hacia_la_utopía._Tenemos_que_ser..._José_Luis_Reyna.[1]
	00.pdf
	01. Prefacio. Adolfo Gurrieri. Edelberto Torres-Rivas
	12. Índice.


	11._Participación_y_concertación_en_las_políticas_sociales._Carlos_Franco.[1]
	00.pdf
	01. Prefacio. Adolfo Gurrieri. Edelberto Torres-Rivas
	12. Índice.


	12._Índice[1]



